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El papel de la jurisprudencia:
tradicion y derecho catalan
contemporaneo

Jesus Delgado Echeverria
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1. Tranco primero: Hacia 1871

«La jurisprudencia es la ciencia del derecho. El emperador Justiniano, siguiendo la
escuela filoséfica de los jurisconsultos romanos, la definié mis pomposamente.
Es, segun sus palabras, la ciencia de las cosas divinas y humanas, el conocimiento
de lo justo y de lo injusto. Esto equivale a decir: que la jurisprudencia es la filosofia
de lo justo. Grande es la extensién de esta ciencia, porque comprende cuanto
regulan las leyes; las cosas de derecho divino, las humanas, los derechos, las
obligaciones, y para decirlo de una vez, se extiende a cuanto encierra la idea de
lo justo y de lo injusto».

1.1. Este parrafo procede de los Prolegémenos del Derecho escritos por

Pedro Gémez de la Serna, publicados por primera vez en 1845 y por sexta y
ultima en 1871, afio de la muerte de su famoso autor, en ese momento (desde
20 de julio de 1869) Presidente del Tribunal Supremo.! Jurisprudencia
es la ciencia del Derecho. La definicién de Justiniano la aprendfamos de
memoria en latin (tal como estos Prolegémenos transcriben en nota a pie
de pdgina, con cita exacta de las Instituciones) los estudiantes de Derecho

1

Y buen conocedor de los tribunales y su prictica. Es el autor de la exposicién de motivos
de la Ley de Enjuiciamiento civil de 1855 y la de la Ley hipotecaria de 1861, por encargo
de sus compafieros de la Comisién de Cédigos. Habia sido Ministro con Espartero. Ruiz
BALLON, A. (2021). GOMEZ DE LA SERNA Y TULLyY, PEDRO. Diccionario de Catedrdticos espafioles
de Derecho (1847-1984). https://humanidadesdigitales.uc3m.es/s/catedraticos/item/14850.
Ruiz Bar1éN, ANTONIO, PEDRO GOMEZ DE 1A SERNA (1806-1871). Apuntes para una biografia
juridica, Madrid 2013, 353 p.


https://humanidadesdigitales.uc3m.es/s/catedraticos/item/14850
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en la segunda mitad del siglo xx; ignoro si hoy la conocen los graduados
del xx1.?

Jurisprudencia es la ciencia del Derecho. Por eso, de acuerdo con el
mismo Decreto de 1 de octubre de 1842 que introdujo la asignatura de
Prolegémenos, «las facultades académicas de leyes y de cdnones se refunden
en una sola, tomando el nombre de facultad de jurisprudencia». De modo
que estos Prolegdmenos vienen a definir la jurisprudencia como la ciencia
que se estudia en aquella facultad que confiere el grado de licenciado a
quien ha concluido la «carrera literaria del abogado». Jurisprudencia serfa
la ciencia del abogado, la que este estudia en la Universidad. Su facultad
mantuvo el nombre de Jurisprudencia hasta la ley Moyano (1857) que le dio
el de Derecho con que seguimos conociéndola.

Es obvio que en el contexto de estas vigésimo segundas Jornadas de
Derecho cataldn en Tossa, dedicadas a La aplicacion judicial del Cédigo Civil
de Catalunia, Jurisprudencia es algo asf como aplicacién judicial de la ley, la
practica o la doctrina de los tribunales. Algo muy distinto, aunque no sin
relacién con aquel concepto.

«Modernamente se ha dado a la palabra jurisprudencia una acepcién desconocida
antes, empledndola para significar el derecho no escrito que viene reconocido por
los fallos de los tribunales, aplicando e interpretando la ley, o supliéndola en sus
omisiones. En este sentido va tomando mayor ampliacién de dia en dfa. Asi vemos
que se da el nombre de jurisprudencia a la prictica seguida constantemente por
el Parlamento en una materia determinada, y que lo mismo se va haciendo con
las précticas de la Administracién.»

Este pdrrafo lo afiade Gémez de la Serna en su edicién de 1868. En las
anteriores (y se mantiene en todas), en otro lugar (p. 130 de la 5?), al tratar de

2 Estos Prolegémenos se escribieron para una nueva asignatura introducida en una
reorganizacién del plan de estudios producida por Decreto de 1 de octubre de 1842.
Sirvieron, en efecto, de libro oficial de texto, prescrito en las listas ministeriales desde
1846 a 1867, ultimo afio en que las hubo y, posiblemente, hasta algo mds tarde. El mismo
autor se precia de que, en su primera edicién, «la mayor parte de las Universidades lo
adoptaron por texto de sus lecciones». Hubo otros textos de Prolegémenos, pero ninguno
alcanz6 ni de lejos el éxito del escrito por el catedrdtico, ministro, fiscal y presidente del
Supremo en el sexenio revolucionario. Incluso llegé al otro lado del Atldntico (es una
historia muy descuidadas entre nosotros la de las obras de derecho de autores espafioles
impresas en las republicas hispanas independizadas y que fueron objeto de estudio en
sus Universidades), reimpresa en Bogotd en 1868 (de la tercera edicién de Madrid, 1865),
como «Texto adoptado por la Universidad de los Estados Unidos de Colombia».
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lainterpretacién, cuyas fuentes serian la costumbre, la doctrina y la equidad,
escribe: «Bajo el nombre de prdctica de los tribunales comprendemos lo que
suelen llamar los autores interpretacion usual», que considera una forma de
costumbre y, por lo tanto, ley general, «cuando la repeticién de sentencias
semejantes en casos semejantes sefiala un modo undnime de entender la
ley a los que estdn encargados de la administracién de justicia». Advierte
que es «mds dificil fijar esta costumbre que la que dimana del pueblo» y,
tras algunas otras consideraciones, termina: «Ya en otro lugar hemos dicho
que a esta préctica se la da modernamente el nombre de jurisprudencia».
Modernamente, ;desde cudndo? Porque esta coletilla que equipara
Jurisprudencia con prdctica de los tribunales e interpretacién usual es, en los
Prolegémenos, también novedad de la edicién de 1868.

1.2. En 1873 se imprime en Barcelona una obra muy especial, titulada
Memoria sobre las fuentes de conocimiento y método de ensefianza de la
asignatura de ampliacion del derecho civil y cédigos espafioles, presentada por
Don José Maria Planasy Casals, para tomar parte en los ejercicios de oposicion
anunciados para la provisién por este medio de dos cdtedras de dicha asignatura,
vacantes en las facultades de derecho de las universidades de Barcelona y Oviedo.?

Su autor, en efecto, gané la primera plaza, la de Barcelona.*

3 Barcelona. Establecimiento tipografico de Jaime Jesus Roviralta, Calle de Petritxol,
namero 10, bajos. 1873. Parece que su autor hizo la impresién de la Memoria con la finalidad
de presentar ejemplares al Tribunal que debia juzgarla: «el cual [trabajo] nos permitimos
dar a la prensa, al inico objeto de facilitar su lectura, de otra suerte muy dificil, dada su
extensién y condiciones» «a los ojos de los dignos individuos del tribunal de censura».
Las prisas de la ocasién explicarfan la falta de indice, extrafio en una obra impresa con
cuidado y sin reparar en gastos (notas al pie, sumarios o titulillos marginales en muchos
de sus capitulos). Mientras que de las obras de madurez de José Maria Planas se conocen
ejemplares en mds de una veintena de bibliotecas en todo el mundo, de la Memoria solo
conozco el ejemplar digitalizado de la biblioteca de la Universidad Complutense. Este
lleva en una de las pdginas de cortesia la dedicatoria autégrafa del autor «Al Sr. Domingo
Ramén Domingo de Morat6», que era en efecto el Presidente del Tribunal de oposiciones
que le otorgé la primera plaza (la segunda, la de Oviedo, se la llevé Mariano Ripollés tras
ganar un recurso contra la no provisién por empate a votos). Tribunal de lujo (Vocales:
Benito Gutiérrez, Augusto Comas, Gumersindo Azcdrate, Benigno Cafranga Pando,
Salvador Torres Aguilar, Francisco Sales Jaumar; Secretario: José Manuel Piernas) que,
dada la coyuntura politica, no se formé hasta el afio 1874.

4 HERNANDO SERRA, M. P. (2021). PraNAsS Y CaAsALs, JosE MAR{A. Diccionario de Catedrdticos
espanioles de Derecho (1847-1984). https://humanidadesdigitales.uc3m.es/s/catedraticos/
item/16744; JoaN PaLoMAs 1 MoNcHOL], en Real Academia de la Historia, Diccionario
Biogrdfico electrénico, https://dbe.rah.es/biografias/61511/jose-maria-planas-y-casals.
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Al estudiar las fuentes de conocimiento del derecho civil espafiol,
sefiala en primer lugar los Cédigos y en segundo las obras o escritos
de los jurisconsultos. Y afiade: «Esto en general, pues en nuestro pais y
circunscribiéndonos al derecho civil, que es el que ahora nos importa, no
cabe prescribir (sic., por prescindir) de otra fuente de conocimiento que
viene por su naturaleza a ocupar un lugar intermedio entre los Cuerpos
legales y las obras de los jurisconsultos, y esta es la lamada Jurisprudencia
civil contenida en los fallos del Tribunal Supremo de Justicia, de que nos serd
preciso ocuparnos en segundo lugar».

Pero jurisprudencia es término que comparece también en su Memoria
con el viejo sentido de ciencia del derecho (jurisprudencia civil y canénica,
jurisprudencia patria, p. 111; jurisprudencia nacional, p. 132).

Nos interesa aqui en especial el tratamiento que Planas da a las
fuentes del conocimiento de los Derechos «que son propios de cada uno
de los varios territorios que conserven hoy dia su peculiar legislacién
civil», que son los de «Catalufia, Aragén, Navarra, Vizcaya y Mallorca»;
muy en particular, lo que dice sobre «jurisprudencia» en el Derecho
cataldn.

En estas fechas, ya habia tenido ocasién el Tribunal Supremo de
ocuparse de asuntos de importancia para el Derecho cataldn, y los autores
catalanes de dar cuenta de ello.® En primer lugar, el Tribunal se habfa
pronunciado sobre el Derecho vigente en Catalufia que él debfa aplicar en
concepto de Derecho supletorio. Desde la S. de 12 de diciembre de 1862, el
TS entendié que, de acuerdo con el Decreto de Nueva Planta (Novis. Rec., 5,
9, 1), estaba vigente la Ley tinica, titulo 30, 1. 1°, vol. 1°, de las Constituciones
y otros derechos de Catalufia, segin la cual «en los casos no prevenidos por
los dichos usages, constituciones y otros derechos, deban decidir las causas
segun las disposiciones del derecho candnico, y en falta de este del civil y
doctrinas de doctores; y que no las puedan decidir y declarar por equidad,
si no es que sea regulada y conforme a las reglas del derecho comun y
las que refieren los doctores sobre materias de equidad». Pero, al decir
de Planas (p. 187), «la jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo

5 Asi, por ejemplo, la segunda edicién de Vives y Cebrid en 1861 (la primera era de 1834),
estd «acomodada a la jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo sobre algunas
materias», como indica Planas (1873, p. 254), de quien es también la observacién de que
la obra de Vives, a pesar de los muchos inconvenientes que le sefiala, «es la tinica de
consulta de que se echa mano en Catalufia, y sus doctrinas son invocadas a cada instante
en sus Tribunales».
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sobre el derecho supletorio de Catalufia presenta un notable caricter de
inconsecuencia, de vacilacién y de vaguedad», lo que, si bien «tiene una
perfecta, aunque sensible, explicacién en la movilidad extraordinaria de
sus individuos», aumenta las dudas y confusiones que existen sobre el
verdadero derecho supletorio de Catalufia. El efecto, el Tribunal empieza
por eliminar del derecho supletorio las opiniones de los doctores (los
autores catalanes que se ocupen de las especialidades no legisladas de su
derecho, especifica Planas), que ahora solo podridn invocarse en casacién
cuando viniesen confirmadas uniformemente por la jurisprudencia de
los Tribunales (Ss. 4 mayo 1859, 5 febrero 1866 y 30 diciembre 1867). La
infraccién de la «jurisprudencia de los Tribunales» debia servir como
fundamento del recurso de casacién segtin la primera ley de enjuiciamiento
civil, la de 1855, y encauzar la doctrina de los autores catalanes a través de
esta jurisprudencia de los Tribunales podria ser una de las consecuencias
de la aprobacién de la ley procesal que habia de aplicarse en toda Espafia. La
Audiencia de Barcelona citaba doctrina de autores catalanes antiguos. Pero
muy pronto el Tribunal Supremo declar6 que «doctrina de los Tribunales»,
dijera lo que dijera la Ley, era solo la construida por el mismo Tribunal
Supremo.®

Doctrina legal, recurso de casacién y Tribunal supremo’ se constituyeron
en el restringido tridngulo en que podia existirla jurisprudencia. Residenciar
la jurisprudencia exclusivamente en el Tribunal Supremo servia al fin de
«unificacién de la jurisprudencia de los Tribunales», que se ve reforzada por

6 Elart. 1012 de la ley de Enjuiciamiento civil que empezé a regir en 1.° de Enero de 1856
decia: «el recurso de casacién puede fundarse en que la sentencia sea contra ley o contra
doctrina admitida por la jurisprudencia de los Tribunales», con lo que parecia claro que
el legislador de entonces se quiso referir, al utilizar el plural, también a la jurisprudencia
sentada por las Audiencias. El art. 1015 precisaba, utilizando las mismas palabras, que «La
Sala primera conocerd de los que se funden en que la sentencia sea contra ley, o contra
doctrina admitida por la jurisprudencia de los Tribunales»; pero el siguiente 1016, quizis
para acortar, se expresaba asi: «Si el recurso se hubiere interpuesto por ser el fallo contra
ley o doctrina legal, y a la vez...», lo que daba pie para entender que «doctrina legal» era
la «doctrina admitida por la jurisprudencia de los Tribunales». Pero siempre Tribunales
en plural.

7  «Doctrina legal, doctrina jurisprudencial y Tribunal Supremo» son los tres polos que,
segun Coca, constituyen el esqueleto basico de su monografia (Miguel Coca PaYERaAs, La
doctrina legal (Estudio de su naturaleza y contenido, asi como de la incidencia ejercida sobre
ella por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo), Bosch Casa editorial, Barcelona,
1980, p. X).



El papel de la jurisprudencia: tradicién y derecho cataldn contemporaneo

la publicacién oficial de las Sentencias del Tribunal Supremo en la Gaceta
de Madrid, primero en la parte «no oficial» pero, desde 1845, en la «parte
oficial», recibiendo asi «el caricter oficial tan propio de sentencias dictadas
en ultimo grado, y tan preciso para formar reglas de jurisprudencia» (de
la Real Orden de 27 de mayo de 1845).% Al afio siguiente (Real Orden 6 de
marzo de 1846) se ordena publicar las sentencias del Tribunal Supremo de
justicia en la Coleccién legislativa de Espafia, junto a las leyes, decretos,
reales érdenes y reglamentos, y a las decisiones del Consejo Real, lo que
da pie a Planas para afirmar que «la jurisprudencia del Tribunal Supremo
ha sido considerada por el poder publico como parte de la legislacién del
pais».®

Consecuencia importante (¢o, mds bien, causa?) ha sido la tendencia del
Tribunal Supremo a unificar el Derecho civil en Espafia. La jurisprudencia
no es «propia y peculiar de una sola localidad de nuestra patria, como
sucedia con los cuerpos legales estudiados en el anterior capitulo. Todas
las distintas legislaciones que en lo civil existen en la Nacién, todas ellas
han sido completadas por la jurisprudencia del Tribunal Supremo», que
es «lazo de unién entre las diversas legislaciones civiles de nuestra patria,
a cuya unificacién se encaminan siempre sus fallos, en la medida que lo
permite la indole especial de los negocios judiciales».’

«Unificar la jurisprudencia» se convertia en la finalidad o funcién
principal del recurso de casacién civil en un pais sin cédigo civil, para lo que
el Tribunal Supremo empezaba por fijar autoritariamente los cuerpos legales
y las normas vigentes en cada uno de los territorios hasta formar érdenes
de prelacién de fuentes (listas ordenadas de cuerpos legales histdricos),
precedidas siempre por las promulgadas en los tltimos tiempos para toda
Espafia (derecho comun, derecho general, siempre discutida la terminologia).
Primero y mds dificil, para el Derecho castellano (¢Estaban vigentes los fueros
locales? ¢Qué hacer con el Fuero Juzgo? Incluso fue cuestién decidida por el
Tribunal Supremo qué edicién impresa de las Partidas era preferible); luego,
para las cinco legislaciones especiales (Planas evita decir Derechos forales,
y no es el tnico), que Planas ordena en el orden de importancia segiin su

8 MicuEL Coca PavERras, La doctrina legal (Estudio de su naturaleza y contenido, asi como de
la incidencia ejercida sobre ella por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo). Bosch,
Casa editorial, Barcelona, 1980, pp. 34-35.

9 Prawas, 1873, p. 224).
10 Pranas, 1873, p. 225.
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apreciacién: Catalufa, Aragén, Navarra, Provincias vascongadas (Vizcaya)
y Mallorca. El Derecho valenciano (que a veces aparece en los planes de
estudios de la licenciatura) estd derogado. Nadie menciona a Galicia.

La unificacién de la jurisprudencia y de las diversas legislaciones civiles
de nuestra patria a que se encaminan siempre los fallos del Tribunal
Supremo opera especialmente mediante la aplicacién de leyes generales
que fueron concebidas las mds de las veces teniendo en cuenta inicamente
las normas y précticas del derecho castellano. Desde los Decretos de las
Cortes de Cddiz sobre abolicién de sefiorios (1811) o de acotamiento de
heredades (1813), pasando por leyes de abolicién de mayorazgos (1820),
de bienes mostrencos (1835) o de gracias al sacar (1838), todas tuvieron
alguna incidencia en las legislaciones especiales, pero fue la primera ley
de enjuiciamiento civil (1855), precisamente aquella en que se apoyé el
TS para su «autoelevacién de rango»," la que incidié mds profundamente
en las legislaciones civiles especiales, por lo mismo que contiene muchas
disposiciones de derecho civil. Cosa comprensible esta, dada la ausencia de
Cédigo civil yla diversidad de pricticas en los Tribunales, pero que evidencié
la anomalia de que una ley de enjuiciamiento modificara instituciones de
derecho civil y, asi, del Derecho cataldn, en términos siempre discutidos
sobre los que el Tribunal Supremo decia la ultima palabra unificadora
(disposiciones sobre abintestatos, testamentos y desahucios, retractos y sus
plazos, tutela y curaduria y su incidencia sobre la madre viuda, adveracién
y apertura de testamentos, venta de bienes de menores o incapacitados...).

Es evidente la incidencia de la ley hipotecaria de 1861, que Planas,
registrador de la propiedad cuando escribe su Memoria considera «la mis
perfecta y notable de las que existen en nuestra legislacién»;'? de la Ley
del notariado de 1862, la de matrimonio civil de 1870 (que se aprobé «sin
perjuicio ademds de lo que se dispone por el Derecho foral vigente, respecto
a los efectos civiles del matrimonio, en cuanto a la persona y bienes de los
cényuges y de sus descendientes»), y las del registro civil y sobre los efectos
de la pena de interdiccién civil de la misma fecha.

Cuandoen Espafialosjuristasempiezanainteresarse profesionalmente
por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, bajo el concepto de
«doctrina legal» cuya infraccién sirve para fundar recursos de casacién,

11 Coca, Doctrina legal, pp. 24y 32.

12 Pranas, 1873, p. 159. Planas fue registrador, por oposicién, en Villanueva y la Geltru, del
21 de mayo de 1872 hasta el 4 de julio de 1874, fecha de la toma de posesién de su citedra.
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y las sentencias motivadas de este Tribunal se publican en la Gaceta de
Madrid y en la Coleccién legislativa, los juristas catalanes tienen fuertes
motivos para estudiarla y también para temer cémo puede incidir en la
aplicacién del Derecho propio. La funcién unificadora de la jurisprudencia
del Tribunal Supremo es explicita y se desarrolla en el recurso de casacién
en un contexto legal en que no hay cddigo civil y los cuerpos legales
histéricos vigentes son de dificil acceso, no sélo intelectual, sino ya
fisicamente, porque hay pocos ejemplares para ser consultados.

Para los juristas catalanes, uno los puntos mds importantes es la fijacién
del derecho supletorio. El Tribunal Supremo acepta el derecho canénico y
el romano, pero no, en definitiva, la doctrina de los autores (antiguos, de los
coetineos no hay cuestién), que en determinado sentido era la verdadera
«jurisprudencia» (ciencia y préctica) del Derecho civil catalin. La admisién
de la doctrina de los autores cuando estuviera recogida en sentencias de
los tribunales (y, ya en la Lec. 1881, las opiniones de los jurisconsultos a
que la legislacién del pais diera fuerza de ley)® abria paso tedricamente a
la consideracién de la doctrina sentada en sus sentencias por la Audiencia
de Barcelona (que podia considerarse sucesora de la Audiencia real y del
Sacrum Senatum Cathaloniae, ala manera que el Tribunal Supremo sucesor
del Consejo de Castilla) como jurisprudencia. Pero el Tribunal Supremo
no entendié en este sentido el art. 1729.10 Lec., y estas sentencias de la
Audiencia de Barcelona (lo mismo que las de las demds Audiencias) no se
publicaban oficialmente.

2. Tranco segundo: Hacia 1921

2.1. José Maria Planas fallecié en 1923, a los cincuenta afios de la

publicacién de su Memoria de cdtedra. Sus ensefianzas en las aulas fueron
recogidas y publicadas varias veces por sus discipulos y, tras su muerte,
con el titulo de Derecho civil espafiol comiin y foral, para que el lector pudiera
encontrar en esta obra, dice su editor y anotador, «el pensamiento del

13 Ley de enjuiciamiento civil de 1881, art. 1729.10. (no habrd lugar a la admisién del recurso
de casaci6én) «Cuando se citen como doctrina legal principios que no merezcan tal concepto
o las opiniones de los Jurisconsultos a que la legislacién del pais no dé fuerza de ley».
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eminente Profesor, sobre temas tan trascendentales como los que plantea
el Derecho civil en general, y por modo especial en Catalufia».*

Catalufia (también, aunque menos, el resto de los paises con
legislacién propia) estd presente en esta obra al tratar de cualquiera de las
instituciones de Derecho civil. Por lo que aqui nos interesa, aparece de
manera caracteristica en los epigrafes de jurisprudencia y de la doctrina
legal en el capitulo de fuentes del derecho (I, p. 93 ss). La jurisprudencia,
que tiene en la prictica muchisimo valor, es verdaderamente «las
opiniones y resoluciones de los jurisconsultos y las sentencias de los
tribunales». Esta jurisprudencia tuvo gran valor antiguamente, «sobre
todo en Catalufia, donde tenian fuerza las opiniones de los jurisconsultos
y las sentencias de la antigua Audiencia Catalana, sobre las que basan
los grandes estudios de aquellos. En menor grado acontece lo mismo en
Aragén. En Castilla tuvieron poca importancia [...]». Aunque el Tribunal
Supremo comenzé reconociendo el valor de las sentencias de la antigua
Audiencia y la doctrina de los doctores en Catalufia, hoy ya no es asi. Sélo
las sentencias del Tribunal Supremo se publican coleccionadas, en cambio
«no constituyen jurisprudencia, ni se encuentran coleccionadas gran parte
de ellas, las sentencias de los demds Tribunales». Aqui el que fue primer
director de la Revista Juridica de Catalufia nos recuerda que los fallos de la
Audiencia de Barcelona si se insertan en la revista que él dirigi6.”

La impronta de José Marfa Planas y Casals en esta atencién continuada
e institucional a la jurisprudencia (y a la «pequefia jurisprudencia») es
decisiva. En 1895 eligié como tema de su discurso de inauguracién de
las sesiones de la Academia de jurisprudencia y legislacién de Barcelona,
como presidente de la misma, «La jurisprudencia en sus relaciones con la

14 PraNAs Y CasALs, Jost MAR{A, Derecho civil espafiol comiin y foral, segtn las explicaciones
dadas en la Universidad de Barcelona por ..., Publicadas y anotadas por el Dr. D. Mariano
Rubi6 y Tuduri. Dos tomos, Libreria Bosch, Barcelona, 1925.

15 Cien afios mds tarde, en 2023, el Portal de la Revista Juridica de Catalufia, al informar del
proceso de renovacién de la edicién digital, nos recuerda que «La RJC publica 9 ntimeros
anuales (4 de doctrina y 5 de jurisprudencia). Cada trimestre se publica 1 nimero de
doctrina y 1 de jurisprudencia. Ademds, al acabar el afio se publica un ntimero adicional
con la jurisprudencia del TS] en materia civil». Para los juristas catalanes, las sentencias
de sus Audiencias, la «pequefia jurisprudencia», ha tenido a lo largo del tiempo una
presencia muy intensa en su practica profesional, probablemente superior a la que le ha
correspondido en otras partes de Espafia. Mds de 125 afios de jurisprudencia en la RJC
lo mostrarian.
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legislacién civil».' Ese mismo afio creard la Revista Juridica de Catalufia, de
la que serd su primer director, con la finalidad, entre otras, de publicar las
sentencias de la Audiencia de Barcelona.”

En este discurso de 1895 explica que el Tribunal Supremo, con
fundamento en las leyes de enjuiciamiento de 1855 y de 1881 e
infringiéndolas, se habia constituido en el inico exponente de la «doctrina
legal», con lo que resultaban «malamente descartados los importantes y
respetables fallos de las Audiencias y la doctrina por ellos admitida» (p. 17).

Enlaza de inmediato con otro lamento comun en los juristas catalanes
de la época. «No ha sido mds venturosa, por cierto, la suerte que le ha
cabido en nuestros dias a otro un tiempo esplendoroso y respetado
elemento de la jurisprudencia nacional: nos referimos a las doctrinas de los
jurisconsultos». A este tema dedica varias pdginas, primero para recordar
con cierto detalle a los jurisconsultos romanos, luego, tras una referencia
a Savigny, para criticar las leyes de citas castellanas y constatar que alli las
opiniones de los jurisconsultos no tienen mds valor que el que nace de las
razones y fundamentos en que las apoyan y de la respetabilidad del que las
emite.

«De modo harto distinto pasaron las cosas en Catalufia» (p. 26). Aqui
«en las decisiones del Senado (Audiencia) influyen por modo notable las
opiniones de los jurisconsultos y a su vez éstos fundamentan sus opiniones
en los fallos de aquel respetable Tribunal, viniendo ambos elementos
de jurisprudencia a confundirse y a formar parte, en cierto modo, de la
legislacion del pafs».

Recuerda de seguido (con figura de pretericién): «Inutil recordar, por
lo conocidos, los nombres de los grandes jurisconsultos catalanes que o

16 Lajurisprudencia en sus relaciones con la legislacidn civil. Discurso leido por d. José Maria
Planas y Casals, presidente de la Academia de jurisprudencia y legislacién de Barcelona
en la sesién publica inaugural de sus sesiones el dia 9 de enero de 1895. Barcelona, J.
Cunill, 1895.

17 Eldiscurso tuvo eco fuera de Cataluna. Una resefia que entra atinadamente en el fondo
del asunto se publicé en la Revista de Derecho y Sociologia (Una revista de vanguardia
para el pensamiento juridico hispano), afio I, num. 2 (febrero de 1895, p. 273), fundada
y dirigida por Adolfo Posada. La firma el aragonés Juan Sala Bonafi (que afiade una
pincelada sobre Derecho aragonés y la admisién del testamento de hermandad), que
ese mismo afio gané la cdtedra de Derecho politico de la Universidad de Valladolid,
pero, enfermo de tuberculosis, falleci6 antes de poder tomar posesién de la misma. La
serie completa de la revista ha sido publicada por Analecta editorial y Fundacién Lizaro
Galdeano en 2014.
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formando parte de la Audiencia, o como comentaristas de sus decisiones, o
con ambos conceptos a la vez, a tanta altura elevaron los estudios juridicos
en nuestro pais. Callis, Marquilles, Peguera, Serra, Mieres, Miguel Ferrer,
Oliva, Cancer, Fontanella, Xammar, Ramén, Cortiada, Calderé, Ripoll,
Francisco Ferrer, Despujol, Solsona, Tristany, Vilaplana y tantos otros,
fueron los que crearon en realidad aquel hermoso cuerpo de jurisprudencia
catalana».

Hace algunos afios, las obras de nuestros jurisconsultos cldsicos nunca
dejaban de consultarse, de modo que «sin Cancer y Fontanella, sobre todo, a
la vista, ni siquiera se concebia el ejercicio de la profesién». Tales libros han
sido arrumbados por el vendaval de la jurisprudencia civil, pues el Tribunal
supremo recibié con hostilidad manifiesta este tradicional elemento de
la legislacién de Catalufia (en los términos que el propio Planas ya habia
expuesto en su Memoria de citedras mds de veinte afios antes), al admitirlo
con la condicién imposible «sino cuando consta que han sido uniforme y
constantemente aplicadas por los Tribunales de aquel territorio».

Termina recordando que el fin con que se ha establecido la casacién ha
sido, «el de uniformar la jurisprudencia, el de darle la conveniente unidad,
siendo un centro unico, con el nombre de Tribunal de Casacién o Tribunal
Supremo, el que la fijase».

«Bien estd y sélo ventajas puede producir tal principio, en aquellos paises
donde hay unidad de legislacién civil; pero en el nuestro donde tal unidad no
existe, y donde por el modo de ser de cada una de las legislaciones en su seno
existentes, cada comarca de derecho especial tenia sus tradiciones de doctrina
y de jurisprudencia; esta concentracién a que la casacién responde, habia de
producir grandes inconvenientes, por el peligro, desgraciadamente traducido en
hechos, segtin veremos luego, de que no reemplazara con ventaja los organismos
que destrufa y, sobre todo, de que aspirara la jurisprudencia a sobreponerse a la
misma legislacién» (pp. 36-37).

Concluye pidiendo a la Academia que ayude a «conseguir de los poderes
publicos que se realice con la debida justicia, la formacién del Apéndice del
Cédigo civil que ha de contener la legislacién especial de Catalufia, tal como
tiene indisputable derecho a poseerla y sin para nada tenerse en cuenta las
perturbaciones que en ella ha introducido la jurisprudencia».

Poco antes habia exhortado a «huir de exageraciones, que por patriéticos
que sean los méviles que las inspiran, al fin sélo conducen a debilitar la
causa en que se emplean; sin actitudes de protesta y de intransigencia,
que a la postre y ante la ineludible necesidad de rendir a la ley el debido
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acatamiento, sélo vienen a producir el abandono de los mismos intereses,
cuya defensa se pretende».

2.2. José Maria Planas (como su hermano Manuel) militaba en el partido
conservador, refractario a los planteamientos federales o confederales
del Memorial de Greuges encabezado por Almirall, o a las posteriores y
nacionalistas Bases de Manresa.

En estos documentos, ademds de un érgano legislativo propio, se exige
asimismo Tribunales propios.'®

Asi, en el Memorial de Greuges (1885), al final de la conclusién 82 y tiltima
sobre el estado de la legislacién catalana, se lee:

«[E]n las regiones de derecho civil particular podria haber tribunales que, por
su organizacién y calidades de sus individuos, ofrecieran garantia segura de la
exacta aplicacién de la legislacién regional. Para hacer mis fructifera esta reforma,
deberfan asimismo reorganizarse las facultades de derecho en las universidades, de
manera que las diferentes legislaciones regionales fueran debidamente estudiadas
y conocidas.»"

M4s directas y pormenorizadas las pretensiones de las Bases de Manresa
de 1892 (Base 8.%).

«El poder judicial se organizard restableciendo la antigua Audiencia de Catalufia;
sus presidente y vicepresidente nombrados por las Cortes constituirdn la suprema
autoridad judicial de la regién y se establecerdn los tribunales inferiores que
fueren necesarios, debiendo fallarse en un periodo de tiempo determinado y en
altima instancia dentro de Catalufia todos los pleitos y causas. Se organizarin
jurisdicciones especiales como la industrial y la comercial. Los funcionarios del
orden judicial serdn responsables.»

Con diversos matices, segiin épocas y opciones politicas, la exigencia o
el deseo de Tribunales propios estaban muy extendidos en la abogacia y los
ambientes juridicos catalanes. Una manifestacién especialmente fuerte de

18 Y el libre uso en el foro de la lengua catalana. Asi, en la Presentacién del Memorial de
Greuges (Labros, 1885): «No podemos usar nuestra lengua mds que en nuestros hogares
y en conversaciones familiares: desterrada de las escuelas, lo ha sido mds tarde de la
contratacién publica y también de los tribunales, en los cuales muchas veces, y por muy
ilustrados que sean, ni los jueces entienden a los testigos y procesados, ni éstos entienden
a los jueces».

19 La Comisién redactora estaba formada por Joan Permanyer y Ayats, Domingo Sanromd,
Joseph Roca y Galés, Francisco Roman{ y Puigdengolas. Fernando de Camps, Joseph
Pella y Forgas. Valenti Almirall.



Jestus Delgado Echeverria

esta exigencia vemos en el discurso del siguiente presidente de la Academia,
Joan Permanyer y Ayats, catedrdtico de Historia del Derecho (coetdneo de
J. M. Planas y compafiero de Facultad), miembro de la comisién redactora
del Memorial de greuges y ponente de las Bases de Manresa.?

«Ni bastarfa tampoco que se estableciera en Catalufia una Comisién de Cédigos,
sino que es necesario que el poder legislativo de Catalufia dentro de una constitucién
regional espafiola tenga su encarnacién genuina, especial y propia en nuestra
tierra. Sé que, para que la magistratura sea catalana y administre verdadera justicia
y aplique el derecho en vez de mutilarlo y destruirlo, el poder llamado judicial
ha de ser verdaderamente cataldn e independiente del de los demds territorios,
y que catalanes han de ser sus individuos, sin que sus fallos puedan nunca ser
proferidos fuera de la tierra catalana.

Sé que la existencia de un poder legislativo y de un poder judicial auténomos,
por consecuencia indeclinable, importa la coexistencia, auténoma también, de
un poder ejecutivo.

Y sé mds, sé que esto, que es conveniente y justo, es por ende necesario; y aun
sé que ha sido y serd otra vez». (pp. 29-30).

2.3. Es distinto el tono y se aprecia también una diferencia muy

importante en la manera de entender la pluralidad de Derechos civiles
espafioles en otros escritos de juristas, catalanes o no, que, criticos con el
activismo jurisprudencial del Tribunal Supremo en aras de la unificacién
del Derecho, proponen alternativas no nacionalistas.

Es el caso del aragonés Joaquin Gil Berges, de manera muy destacada

en su librito sobre Los mostrencos en el Tribunal Supremo,? en el que se lee:

«Empiezo por deplorar de todo corazén que las regiones espafiolas aforadas o
regidas por un Derecho privado especial no hayan persistido-intensificindola
hasta verla coronada por resonante triunfo-en aquella previsora iniciativa de afios
atrds, enderezada a constituir en Zaragoza, como centro de las demarcaciones
que comprenden, un organismo de casacién integrado por elementos propios
suyos tomados de entre sus mds eximios jurisconsultos».

20

21

Discurso leido por D. ... (Joan Permanyer y Ayats) presidente de la Academia de Jurisprudencia
y Legislacién de Barcelona en la sesién publica inaugural..., el dia 6 de marzo de 1896. Necesidad
de que la vida juridica de Catalufia sea catalana en todas sus esferas y manifestaciones,
Imprenta Barcelonesa, Barcelona, 1896.

JoaQuin GiL BERGES, Los mostrencos en el Tribunal Supremo, o sea Estudio sobre la vigencia
de las instituciones forales espaniolas en materia de sucesiones intestadas. Libreria de Cecilio
Gasca, Zaragoza, 1920.

24—
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Poco mds adelante (p. 5)

«y no cejéis en vuestro empefio hasta que por vias legales, sin estridores, ni
amenazas, ni violencias, haydis alcanzado la creacién en Zaragoza de un Tribunal
Supremo, que lo sea exclusivamente para conocer de los recursos de casacién civil,
acerca de negocios que hayan de decidirse conforme a las instituciones escritas
y consuetudinarias y que provengan de las Audiencias territoriales de Palma de
Mallorca, de Barcelona, de la propia Zaragoza, de Pamplona y de Burgos- ésta
por lo que afecta a Vizcaya-: os va en ello la salvaguardia de lo poquisimo que os
queda de vuestros fueros.»?

¢A qué iniciativa, dirigida a la constitucién de un Tribunal de casacién

foral en Zaragoza, se referia Gil Berges? Es probable que a un documento
o proclama de 1905, en el que pudo tener alguna parte el propio Gil Berges,
que habia sido decano del colegio de Abogados de Zaragoza. Es un impreso
que se identifica a s{ mismo como Documento III, anejo a la primera
circular de la Comisién organizadora del Congreso Juridico de Regiones
forales (Zaragoza), que habria de celebrarse con ocasién del Centenario
de los Sitios de Zaragoza. El Congreso no se celebré ni conozco otra
manifestacién de la iniciativa que este documento.

Dice asi:

«Exposicién dirigida al Ministro de Gracia y Justicia en diciembre de 1905, por la
Real Sociedad Econémica de Amigos del Pais de Barcelona, acerca de la constitucién
en Zaragoza de un Tribunal Supremo Foral.?®

EXCMO. SENOR:

«LA SOCIEDAD ECONOMICA DE AMIGOS DEL PAIS DE BARCELONA, y con
ella, coincidiendo en una misma aspiracién, las demds Sociedades hermanas de
Lérida, Zaragoza y Tudela; los Colegios de Abogados de esta capital, de Pamplona,
Tarragona, Lérida, Gerona, Zaragoza, Tudela, con distinguidos Letrados de Palma de

22

23

Gil Berges falleci6 a poco de aparecer el librito Los mostrencos. Era doce afios mayor que
José Maria Planas, aunque murieron en fechas préximas. Habian coincidido muchas
legislaturas en el Congreso de los Diputados, Planas por el partido conservador, Gil Berges
por el republicano (hasta 1899, en que Castelar pidi6 la aceptacién de la monarquia). En la
discusién parlamentaria del Cédigo civil, Planas intervino con un discurso el 10 de junio
de 1885; Gil Berges lo haria los dfas 18 y 19 de junio de 1885, inmediatamente después
del discurso y rectificaciones de Durdn y Bas (Diario de las Sesiones, Congreso de los
Diputados, Sesi6n del jueves 18 de junio de 1885, num. 176, p. 5198).

Centenario de los Sitios. Comisién Organizadora del Congreso Juridico de Regiones
Forales (Zaragoza). Documento III, anejo a la primera circular. Publicado en Revista de
Derecho civil aragonés, 1997, 1, p. 165.
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Mallorca; la Academia de Jurisprudencia y Legislacién de Barcelona; la Diputacién
foral y provincial de Navarra, las Diputaciones provinciales de Barcelona, Gerona,
Lérida, Tarragona, Alava y Teruel; los Ayuntamientos de Figueras, Sabadell, Teruel,
Manacor y Estella; Registrador de la Propiedad de Barbastro; Cimara Agricola
Oficial de Montblanch; todos los que suscriben, verdadera representacién de
las regiones del N. E. de la Peninsula espafiola, tienen el honor de acudir a V.
E. para exponer:

Tras varias pdginas, la Exposicién concluye:

Por todo ello, los suscritos han de interesar:

1° Se introduzca la necesaria reforma en la Ley Orgdnica de Tribunales, mediante
la que se establezca en Zaragoza una Sala o Seccién del Tribunal Supremo, a la
que deban ser sometidos los recursos de casacién interpuestos en litigios, que
versando sobre cuestiones de Derecho Civil, se hayan sustanciado en las Regiones
del N. E. de Espafia, y conocido de la apelacién, las Audiencias Territoriales de
Barcelona, Zaragoza, Palma de Mallorca y Bilbao.

2° Se dicten las disposiciones convenientes, encaminadas a la inmediata
promulgacién de los Apéndices al Cédigo Civil, para dejar definitivamente
establecido el régimen juridico de cada Regién sometida a un especial derecho foral.

3° Que se introduzcan las reformas que procedan en la ley de Enjuiciamiento
Civil, en su Titulo XXI encaminadas a una mayor amplitud para la resolucién
de los recursos de casacién, en el sentido consignado en el cuerpo de la presente
exposicién.

4° Que en el proyecto de la ley de organizacién de Tribunales, se establezca
el precepto de que los Jueces y Magistrados que deban ejercer sus cargos en
territorios no regidos por el derecho comun o general, sean aquellos oriundos
de dichas Regiones, desapareciendo las incompatibilidades, y que deban conocer
el idioma o dialecto propio de la Regién donde se hallen en funciones de la
administracién de Justicia.»

2.4. Ya en las fechas finales de este tranco y préximas a las del
fallecimiento de José Marfa Planas (fechas convulsas, de gran crispacién
politica y social), las inquietudes por la actividad unificadora de la
jurisprudencia del Tribunal Supremo y los deseos de crear 6rganos
judiciales distintos y especializados se expresan en Congresos o Asambleas
que retinen a juristas de toda Espafia.

En abril de 1917 se celebré en San Sebastidn el Primer Congreso de la
Abogacia Espaniola. En él se constituyé una seccién, la sexta, de «Derecho
foral», de la que fueron secretarios Victor Artola (Galardi) y Juan Victor
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Pradera. De sus seis conclusiones sobre Derecho foral civil interesa aqui
la quinta.®*

«Conclusién 52. Debe establecerse en el Tribunal Supremo una Sala de casacién
que entienda exclusivamente en los asuntos en que se trata de aplicacién de
las legislaciones forales, debiendo constituirse con Magistrados de procedencia
foral o que se hayan distinguido en el estudio de alguna de aquellas, procurando
dar entrada a personas de notoria competencia en la materia, y que se hayan
representadas las distintas regiones en dicha Sala. En la Direccién General de
los Registros y del Notariado deberd crearse una Seccién especial, para el estudio
e informe de los asuntos que versen sobre materia de las legislaciones forales,
constituyéndose con personal de los cuerpos de Registradores o Notarios y Letrados
especializados en el estudio de ellas.»

Al afio siguiente, una Asamblea de organizacién juridica celebrada en

Barcelona en abril de 1918 aprobé unas conclusiones que inciden también
en el tema de la jurisprudencia.® La habilidad parlamentaria de los
senadores catalanes consiguié que aquellas conclusiones se publicaran
como apéndice en el Diario de las Sesiones del Senado correspondiente a

24 Libro del Primer Congreso de Abogados Espafioles, 1-9 Septiembre 1917. San Sebastidn.

25

Marin, Mena y C2,, Impresores. (p. 394) «Conclusiones de la Seccién Sexta (Derecho foral)
adoptadas por la Seccién, para ser leidas en la Sesién de conclusiones del Primer Congreso
de Abogados espafioles que se celebrard el 8 de septiembre de 1917». La conclusién tercera
muestra del rechazo que les producia la jurisprudencia de la época en materia de Derechos
forales: (p. 395) «Conclusién 32. Aprobados los Apéndices, no podrd invocarse ttilmente
en los pleitos que versen sobre materias de Derecho foral la jurisprudencia anterior a la
fecha de su aprobacién, siquiera sea conforme con las disposiciones contenidas en dichos
Apéndices».

Asamblea de organizacion juridica. Conclusiones aprobadas en la sesién de clausura
celebrada en Barcelona el dia 7 de abril de 1918. Se publicaron como anexo en el Diario de
las Sesiones del Senado, 1918, niim. 44, pp. 525 ss., en cuyo Sumario se lee lo siguiente:
«El Sr. Soler y March ruega al Gobierno que estudie e incorpore a la obra legislativa
de la Nacién las conclusiones de la Asamblea de organizacién juridica, de Barcelona, y
se adhiere a los deseos del Sr. Gonzdlez de Echdvarri, en la sesién de ayer, para que se
publiquen los apéndices del c6digo civil. Manifestaciones de los Sefiores Gonzélez de
Echdvarri, Junyent, Ministro de la gobernacién y Presidente de la cdmara». Sobre este
debate parlamentario iniciado con una interpelacién de Génzilez de Echévarri instando
a la publicacién de los Apéndices y en el que fue tema importante el de la vecindad civil
(intervencién de Antonio Royo Villanova), Jests Delgado Echeverria, «Vecindad civil:
presente y perspectivas de futuro», en Actas de los XXXI Encuentros del Foro de Derecho
Aragonés, Justicia de Aragén, 2022, en publicacién.
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la sesi6n del jueves 23 de abril, a peticién del senador D. Leoncio Soler y
March (a la que se suma el también senador Junyent).

«Conclusién XIV

La finalidad a la cual deben su existencia los organismos que son instrumentos de
aplicacién del Derecho es la de ser instrumentos de satisfaccién de las necesidades
juridicas del territorio en el cual funcionen. Por lo que la Asamblea afirma que no
pueden corresponder debidamente a la finalidad para la cual existen si no estdn
compenetrados con su sentir, actuar y hablar con la manera de ser del territorio
en el cual funcionen; y que en caso de inadaptacién, no debe ésta perturbarse y
violentarse hasta a adaptarse a la manera de ser y funcionar de ellos, sino que
son los instrumentos los que se han de adaptar a ella.»

No es seguro que la Asamblea quiera referirse, en esta conclusion,
especificamente a los jueces y tribunales, que sin duda se comprenden
entre los «organismos que son instrumentos de aplicacién del Derecho».
Las conclusiones de la Asamblea estin dirigidas a pedir la constitucién
de «Comisiones juridicas» en cada uno de los territorios con Derecho
propios, cuya regulacién pormenorizada (composicién, funcionamiento,
competencias) es objeto de dieciséis extensas Bases. Estas Comisiones
serfan competentes, ademds de para formular las reglas de Derecho
integrantes del régimen juridico del territorio, y las adaptaciones, adiciones
y supresiones convenientes, también para «interpretar auténticamente
y sin prejuzgar la aplicacién concreta de la férmula interpretada, las
reglas de Derecho constitutivas del régimen juridico del territorio y las
modificaciones de las generales vigentes en el territorio». Nétese que la
tarea de legislar es vista (al menos, parcialmente) como una interpretacién
del Derecho preexistente cuyas reglas se (re)formulan: una interpretacién
auténtica que puede no necesitar de forma de ley.

3. Tranco tercero: 1971. Il Congrés Juridic Catala

En los cincuenta afios anteriores habian ocurrido acontecimientos
que cambiaron profundamente la prictica del Derecho catalin y sus
perspectivas de futuro.

Por orden cronolégico podemos mencionar los siguientes. Supresién
de la Mancomunidad por la dictadura de Primo de Rivera. Sigue sin
promulgarse un Apéndice al Cédigo civil correspondiente al Derecho civil
cataldn (mientras que si se aprueba el Apéndice aragonés, 1925). Un cambio



El papel de la jurisprudencia: tradicién y derecho cataldn contemporaneo

dréstico: Segunda Republica: Estatuto de Autonomia, Parlamento, leyes
civiles catalanas, Tribunal de Casacién. Otro no menos dréstico: Guerra civil,
dictadura de Franco: supresién, derogacién, abolicién de leyes catalanas y
de jurisprudencia. Congreso Nacional de Derecho civil, Zaragoza, 1946:
Compilaciones, la Compilacién catalana de 1960.

El Congreso, convocado por todas las instituciones catalanas relacionadas
con el Derecho (encabezadas por la Academia de Jurisprudencia y los
Colegios de Abogados), quiso mencionar, como antecedentes remotos, el
Primer Congreso Juridico Cataldn de mayo de 1936, y el de Zaragoza de
1946. La Compilacién, que teéricamente debia ser revisada al cumplir su
primer decenio, era el centro ineludible de las ponencias y deliberaciones,
pero se mostraba también muy fuerte el impulso hacia el desarrollo futuro,
tomando fuerzas del pasado: la tradicién juridica catalana, evocada en el
art. 1° de la Compilacién, era un motivo recurrente, un punto de apoyo y
una palanca, que permitia ampliar el horizonte mucho mids alld del texto
compilado. Una tradicién encarnada en las antiguas leyes, costumbres y
doctrina delas que derivanlos preceptos dela Compilacién. Como integrante
de la doctrina que encarna la tradicién comparece la jurisprudencia.

La jurisprudencia no era mencionada en la Compilacién de 1960.2°

Merece la pena anotar que la palabra «jurisprudencia» tampoco aparecia
en 1960, fecha de la Compilacién, en el Cédigo civil espafiol. Tampoco en
1971, afio de celebracién del Congreso. Solo en 1974 (reforma de Titulo
Preliminar) se introdujo en el ap. 6 del art. 1° Cc., que seguird siendo
objeto de cavilaciones en muchos sentidos, partiendo de su conceptuacién
o no como «fuente del Ordenamiento juridico espafiol»: parece que no, si
atendemos al ap.1del mismo art1°, pero también que los Jueces y Tribunales
habrdn de tenerla en cuenta de algin modo, a pesar de su obligacién de
resolver los casos «atendiendo al sistema de fuentes establecido».

En el Congreso, como he dicho, la jurisprudencia era considerada en
perspectiva histdrica, como parte de la doctrina e integrada, en primer
lugar, por las decisiones de la antigua Audiencia de Catalufia, prosiguiendo
debates anteriores y posteriores al Cédigo civil espafiol. Es muy notable
la exposicién de Sobrequés i Vidal sobre «la Reial Audiéncia i la

26 Comp. 1960, art. 1.2: «Para interpretar los preceptos de esta Compilacién se tomard en
consideracién la tradicién juridica catalana, encarnada en las antiguas leyes, costumbres
y doctrina de que aquéllos se derivan».
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jurisprudéncia» y sobre «la doctrina dels doctors i l'escola juridica catalana
dels segles xv1 i xvii».?

Pero, quizds pensando mds en un futuro préximo en que se vislumbraba
la posibilidad de un legislador cataldn (aunque las conclusiones del
Congreso eran bastante cautas y se limitaban a proponer una Comisién
compiladora permanente con sede en Catalufia que, en general, cuidara
de que el Derecho cataldn se mantuviera y desarrollara por s{ mismo, al
ritmo de la época y de su espiritu particular), se trafa a las conclusiones
importantes elementos que ya habia planteado el Proyecto de Compilacién
de la Comisién de Juristas catalanes (art. 5°), y que instancias posteriores
habian hecho desaparecer en la concentrada diccién del ap. 2 art. 1° Comp.

Aquel art. 5° decia lo siguiente:

«Las normas de esta compilacién se interpretardn e integrardn por los textos
originarios y conforme al siguiente orden prelativo:

1. Contitucions y altres drets de Catalufa, texto de 1704.
2. Corpus luris Canonici y legislacién candnica recibida posteriormente.
3. Corpus luris Civilis.

4. Doctrina comun y constante de los autores de Derecho cataldn, canénico y
romano.

5. Opiniones de aquellos autores aceptados en sentencias de la Antigua Real
Audiencia o el Tribunal Supremo de Justicia».?®

En las Conclusiones de Ponencia de la Seccién Primera (Titol Preliminar
de la Compilacié del Dret civil catald), antes de su debate en las Sesiones
Plenarias, la 12 decfa asi:

«12. Cal entendre que la doctrina que integra la tradicié juridica catalana es la
doctrina dels doctors, d’acceptacié comuna y constant a Catalunya, aixi com les
senteéncies de la vella Reial Audiéncia i del Tribunal Suprem de Justicia».

27 Llibre del IT Congrés Juridic Catala 1971, Barcelona 1972. Sobrequés y Vidal, en su amplia
ponencia «Historia de la produccié del Dret catala fins als Decrets de Nova Planta».
Pp. 79-142; los epigrafes citados, en pp. 120 y 122.

28 Lo recordé en aquel Congreso Angel Latorre, «El Derecho romano como parte integrante
de la tradici6n juridica catalana», pp. 203-214; ad casum, p. 213;y, a otros efectos, Lacruz
Berdejo, Fuentes e interpretacién del Derecho civil cataldn, pp. 184-202, ad casum, p. 197.



El papel de la jurisprudencia: tradicién y derecho cataldn contemporaneo

Esta uiltima referencia a las sentencias del Tribunal Supremo (que, como
sabemos, solian ser consideradas por los autores catalanes como atentatorias
al Derecho cataldn) procedia del art. 5° del Proyecto de Compilacién, pero
no aparece con claridad en las deliberaciones del Congreso.

El ponente de esta parte, Lacruz Berdejo, en «Fuentes e interpretacién
del Derecho civil cataldn», trata como fuentes del Derecho cataldn la ley,
la costumbre y los principios generales del Derecho catalin (yo era aqui
coponente, con indicacién de la autoria de cada uno; unas lineas sobre
estos principios era mi aportacién personal). En el epigrafe «problemas
de interpretacién» introducfa Lacruz muy matizadas consideraciones
sobre interpretacién histérica (el art. 1.1 Comp.), el concepto de «doctrina»
y las distinciones entre doctrina de doctores, jurisprudencia histérica y
«doctrina legal». En este contexto, afirmaba que «la jurisprudencia vale
como doctrina: lo mismo la de los antiguos tribunales de Catalufia, y en
particular la de la Real Audiencia, que la del Tribunal Supremo, siempre
que retna las mismas condiciones exigidas a la opinién de los doctores»
(p- 197). Unos pdrrafos mds adelante aseveraba que la «doctrina» aludida en
el art. 1° de la Compilacién no es, por si, la «doctrina legal» cuya infraccién
configuran la Lec y la jurisprudencia como motivo de casacién, para cuya
aclaracién daba una repaso por la ley de enjuiciamiento entonces vigente (la
de 1881) y los precedentes del siglo x1x. Constatado el hecho de que no cabe
plantear un recurso de casacién sobre la base de la doctrina (ni, por tanto,
sobre doctrina jurisprudencial puramente catalana), sugerfa que «seria
deseable que... se abriera un cauce especifico, en el recurso de casacién,
a la doctrina catalana undnime, de los doctores o de la Real Audiencia»
(p- 199). Por eso, en las conclusiones redactadas por €l, se lee: «La doctrina
tradicional catalana, en cuanto fuente que comunica su virtualidad a los
preceptos vigentes, deberfa, siendo undnime y constante, equipararse a
la doctrina legal a efectos del recurso de casacién». No incluye ninguna
referencia a las sentencias del Tribunal Supremo (p. 202).

A la conclusién 12 de la seccién primera presenté una enmienda el
secretario general del Congreso, el joven profesor y abogado Luis Puig
Ferriol, en la que pedia anadir a la citada conclusién que «la doctrina
del Tribunal de Casacién de Catalufia también integra o forma parte de
la doctrina de los autores, integrante de la tradicién juridica catalana»
(p. 676). La Ponencia entendié que la enmienda no era adecuada en la
conclusién 12, pero acepté adaptarla a la conclusién 46, retirando de la
12 la referencia al Tribunal Supremo de Justicia (que no consta que nadie
hubiera sugerido) (p. 664). Con esta supresién de la mencién al Tribunal
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Supremo quedé aprobada la conclusién 12, mientras que la 46 (en el
apartado de «Proposiciones») quedé asi: «La doctrina de los doctores,
siendo undnime y constante en Catalufia, asi como la jurisprudencia del
Tribunal de Casacién de Catalufia, se habrian de equiparar a la “doctrina
legal”, a efectos del recurso de casacién».?

¢Qué es lo nuevo sobre «jurisprudencia» en este Congreso de 1971?
Por jurisprudencia se entiende, sin discusién, doctrina de los Tribunales
(aunque en especial relacién y distincién con la ciencia del Derecho), cuyas
decisiones se han recopilado recientemente en repertorios: qué tribunales
y cémo se manifiesta y conoce esta doctrina, queda sin explicitar, pues no
es necesario una vez que su valor reconocido o pretendido es igual al de
la doctrina de los doctores, como parte de la tradicién juridica catalana.
Se trata, en todo caso, de doctrina jurisprudencial del pasado: la de la Real
Audiencia, la del Tribunal de Casacién de Catalufa (1934-1937). En las
conclusiones definitivas se prescinde del Tribunal Supremo, tinico que en
el ordenamiento espafiol se considera a s{ mismo productor de «doctrina
legal» y, asf, de nueva jurisprudencia. Tampoco encuentro referencia a la de
las audiencias y juzgados que aplican y seguirdn aplicando Derecho cataldn.

Ni se plantea la posibilidad de que la jurisprudencia sea fuente del
Derecho (tampoco la costumbre, aunque a ella se hicieron ciertas alusiones
en el Congreso). Probablemente, no se cree que la Compilacién pueda
determinar las fuentes de produccién del Derecho civil catatin para el
futuro; y se tiende a considerar la Compilacién como expresién del Derecho
histérico (constituido por los textos de los cuerpos legales antiguos, la
doctrina de autores y la jurisprudencia) que no se ha derogado. El Derecho
histérico, las normas anteriores a la Compilacién de 1960 quedaron
«sustituidas por las contenidas en esta», expresién que tanto en 1960 como
en 1984 se utiliz6 para evitar la derogacién, propia de la mentalidad y la
técnica codificadoras.

29 La coleccién El Derecho civil cataldn en la jurisprudencia, editada por la Citedra Durdn

y Bas, habia llegado en 1971 a su volumen IX. En esta obra colaboraban ya Lluis Puig
Ferriol y Encarna Roca Trias. Aqui jurisprudencia indicaba los pronunciamientos de
las sentencias, tanto del Tribunal Supremo como de las Audiencias y los Juzgados, y se
remontaba a fechas del siglo x1x.
En 1974 se publicé el volumen IV (no se siguié el orden cronolégico), correspondiente a
las sentencias del Tribunal de Casacién de Catalufia, 1934-1937, naturalmente en cataldn:
El Dret civil catala en la jurisprudencia; creo que exclusivamente al cuidado de Encarna
Roca.
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Las conclusiones del Congreso se reflejaron en la ley de 1984.*° En
su articulo 1° se introducen las costumbres y la jurisprudencia como
constitutivas, con la doctrina, de la tradicién juridica catalana que se
tomard en consideracién para interpretar e integrar la Compilacién «de
acuerdo con —otra novedad quizds de mayor importancia— los principios
generales que inspiran el ordenamiento juridico de Catalufia» (también,
en Disp. Final 4?). Segtn la Disp. Final 22, «la doctrina jurisprudencial del
Tribunal de Casacién de Catalufia, en materia de Derecho civil cataldn, no
modificada por la presente Compilacién o por otras leyes, forma parte de la
tradicién juridica catalana, y podrd ser invocada como doctrina legal a los
efectos del recurso de casacion».

4. Tranco cuarto: 2023

4.1. El Estatuto de Autonomia, la competencia del Parlamento en
materia de Derecho civil y la constitucién del Tribunal Superior de
Catalufia configuran una situacién juridica de ruptura con el pasado en
los modos de produccién de las normas juridicas, por mds que se quiera
mantener la referencia a la tradicién juridica catalana «como expresién
de la doctrina de la iuris continuatio» (Predmbulo de la Ley 29/2002, de
30 de diciembre. Primera Ley del Cédigo civil de Cataluna). Ahora se
proclama que en el sistema de fuentes del Derecho civil de Cataluna la
fuente principal es la ley («como en cualquier ordenamiento juridico
moderno»), con mencién de la costumbre con un «papel secundario» que
en la prictica resulta desconocido. Los principios generales del Derecho
propio no tienen solo la funcién de evitar la heterointegracién mediante la
aplicacién del Derecho supletorio, sino que ahora también son «limite a una
eventual alegacién indiscriminada de la tradicién juridica catalana». Estos
principios generales no son, evidentemente, los del Derecho histérico, sino
los del vigente, los sistemiticos, y, muy en primer lugar los proclamados
y derivados de la Constitucién de 1978 y de los Convenios y Tratados
sobre derechos humanos. Correlativamente, jurisprudencia es la doctrina

30 Comp. 1984 (Texto refundido): «Para interpretar e integrar esta Compilacién y las restantes
normas se tomardn en consideracién las leyes, las costumbres, la jurisprudencia y la
doctrina que constituyen la tradicién juridica catalana de acuerdo con los principios
generales que inspiran el ordenamiento juridico de Catalufia».
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establecida por los Tribunales al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y
los principios generales del Derecho. Quedan abiertas muchas cuestiones,
aproximadamente las mismas que respecto del Derecho civil del Estado o el
de otras Comunidades Auténomas: qué tribunales producen esta doctrina
con sus sentencias; cémo la producen (cuestiones, entre otras, de la ratio
decidendi y los obiter dicta); cémo la conocemos; a quiénes obliga o vincula
—si a alguien— la doctrina jurisprudencial.

En particular, el art. 111.2 relaciona especialmente cierta doctrina
jurisprudencial con el recurso de casacién civil, pues «la jurisprudencia
civil del Tribunal de Casacién de Catalufia y la del Tribunal Superior de
Justicia de Catalufia no modificadas por el presente Cédigo y otras leyes»*!
«pueden ser invocadas como doctrina jurisprudencial a los efectos del
recurso de casacion».

La estrecha vinculacién entre «jurisprudencia» y recurso de casacién
se robustece con la Ley del recurso de casacion en materia de derecho civil de
Catalunia. >

4.2. El contraste con el pasado resulta muy vistoso. En la tradicién
juridica catalana, tal como la entendieron sus juristas en los siglos x1x y xx,
los jueces, los abogados prestigiosos, los doctos que escriben sobre Derecho
propio o sobre Derecho romano y canénico aplicables en Catalufia, operan
como portadores del «espiritu popular», como representantes del pueblo.
Los deseos, intuiciones y concepciones juridicas del pueblo, verdadero autor
del Derecho, son expresados por los expertos en Derecho, que los encauzan
bajo las pautas normativas mds adecuadas en cada momento y ocasion.
Pautas normativas que el legislador concretaba ocasionalmente en leyes
que, consecuentemente, habian de interpretarse de acuerdo con la doctrina

31 Apreciamos aqui una concesién al pasado menos lejano (el Tribunal de Casacién de
Catalufia), que es quizd la que ha movido a introducir el limite de que la jurisprudencia
no haya sido modificada por leyes posteriores. Pero, ¢es cierto que las leyes modifican la
jurisprudencia? ;Qué quiere decir en realidad?

32 Ley4/2012, de 5 de marzo, del recurso de casacion en materia de derecho civil de Catalunia.
Articulo 3. Requisitos de acceso a la casacién ante el Tribunal Superior de Justicia de
Catalufia. Tienen acceso a casacién ante el Tribunal Superior de Justicia de Catalufia los
asuntos cuyo motivo de impugnacién se fundamente en una de las siguientes causas: a)
En la contradiccién con la jurisprudencia que resulta de sentencias reiteradas del Tribunal
Superior de Justicia de Catalufia o del Tribunal de Casacién de Catalufia. b) En la falta de
la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia o del Tribunal de Casacién
de Catalufia. El tiempo de vigencia de la norma con relacién a la cual se alega la falta de
jurisprudencia no impide el acceso a la casacién en ningun caso».

_ 34—
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creada por jueces y doctos: una jurisprudencia que es a la vez ciencia del
derecho y préctica juridica.

Los avatares de la codificacién civil en Espafa y la actitud dominante
en Catalufia frente a ella (sin que aqui hallamos de plantearnos los limites
de la Escuela histérica y de la influencia de Durdn y Bas en los momentos
decisivos de los afios 1880-89) mantuvieron esta imagen de la tradicién
juridica y de la jurisprudencia también después del Cédigo civil espafiol
de 1889, respecto de un Derecho civil cataldn no codificado y defendido
ideolégicamente como contrario e inmune a los ideales codificadores. No
era admisible en el Derecho cataldn (sino, acaso, como imposicién externa
inevitable) una jurisprudencia entendida como doctrina establecida por los
tribunales (menos atn, el Tribunal Supremo), al interpretar y aplicar la ley.
Para empezar, no habia ley civil catalana contempordnea, emanada de un
poder legislativo constitucional, susceptible de ser interpretada y aplicada.

Los afios intensos y fugaces de la Segunda Republica y el Estatuto
cataldn, al reconocerse a Catalufia el poder legislativo sobre su Derecho
civil, incorporaba a este a la normalidad histérica (es decir, la propia de
un pais europeo continental en el siglo xx) de un derecho legislado. Los
representantes elegidos por el pueblo son quienes hacen las leyes en el
Parlamento. Los jueces tienen el papel ancilar de interpretarlas para su
aplicacién. La tradicién juridica es un matiz de importancia residual,
mientras no se llegue a codificar el Derecho civil cataldn, con derogacién
de las fuentes histdricas, como corresponde al ideal codificador.

En realidad, aunque no sabemos cémo hubiera evolucionado el Derecho
civil bajo el Estatuto de 1934, la actuacién del Tribunal de Casacién de Catalufia
indica el sentido legalista y codificador que he presupuesto. Como escribié
con gran perspicacia en 1980 el entonces joven profesor Coca Payeras, es
notable el «mimetismo del Tribunal de Cassacié respecto a la actitud del
Tribunal Supremo», de manera que solo pueden advertirse «timidos intentos
por construir una doctrina legal catalana».

Dificilmente podria ser de otra manera. No solo era la impronta de
casi un siglo de Tribunal Supremo, sino que las leyes de enjuiciamiento
civil, la organizacién de los tribunales, la formacién de los jueces y de los
abogados, en el contexto del legalismo positivista reinante; toda la cultura
juridica de la época en una Europa de la que Catalufia queria sentirse parte,
conducfa a un tratamiento del Derecho civil cataldn como un conjunto
de cuerpos legales que el Parlamento aprueba y los tribunales aplican. La
interpretacién que estos hacen al aplicar las leyes guia la prictica de todos
los operadores juridicos.
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La Compilacién pudo introducir la tradicién juridica como elemento
a tener en cuenta para su interpretacién e integracién y evitar derogar
formalmente los cuerpos legales histéricos, y en 1984 incluir dentro de ella
a la jurisprudencia. Pero la jurisprudencia que importaba en la prictica era
la doctrina formada en las sentencias que los Tribunales dictaban en los
pleitos del momento, mds relevantes cuanto mds recientes. Las sentencias
que aparecian clasificadas por materias, con indices que agilizaban la
consulta, en las paginas de la Revista Juridica de Catalufia; o enlos volimenes
retrospectivos, pero que en los afios setenta ya llegaba a la actualidad,
publicados por la Cétedra Durdn y Bas: esto era la jurisprudencia.

La Compilacién de 1960 era aplicada como un texto legal codificado.
Carles Florensa quiso recordar en el prélogo a La codificacion del Derecho
civil de Catalufia. (2011) que «Roca Sastre entendié que la Compilacién del
Derecho civil de Catalufia de 1960 asumia la naturaleza de un verdadero
Cédigo en el sentido técnico de la palabra y, por esta razén, sostuvo que el
Derecho civil cataldn se hallaba codificado en su Compilacién». Ciertamente,
coexiste en el imaginario de los juristas catalanes cierto historicismo, que
hoy se reconduce atinadamente al estudio de la historia del Derecho catalin
en cuanto historia, con los métodos y objetivos de la historiografia.

En el siglo xxi1, el legislador cataldn acenttia su papel central en el
sistema y presenta el Derecho civil que él formula como «cualquier
ordenamiento juridico moderno» en que «destaca el cardcter principal que
se otorga a la ley». La apelacién a la iuris continuatio se hace precisamente
con la intencién de embridarla, circunscribirla y evitar asi «una eventual
alegacién indiscriminada de la tradicién juridica catalana». Aunque
tampoco puede cortarse totalmente el cordén umbilical con la historia,
porque de ella pende la legitimacién constitucional de la existencia del
Derecho civil propio (art. 149.1.8% CE).

Asf las cosas, se comprende que el legislador catalin imite la reduccién
que en el ordenamiento espafiol se hace de la jurisprudencia (como
doctrina de un tribunal de casacién a los efectos del recurso de casacién),
adaptindola a sus propias circunstancias: una casacién con reglas catalanas.

Sobre estas cuestiones en torno a la casacién hablardn con mucha
mayor competencia que la mia los demds ponentes.

4.3. Antes de terminar, me gustarfa proponer algunas reflexiones sobre
el momento actual y el futuro predecible, volviendo también a las primeras
ideas que introduje al principio de mi exposicién: jurisprudencia como
ciencia y préctica del derecho; nexos entre la doctrina de doctores y las
decisiones de jueces. No es casual que los organizadores de estas Jornadas,
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para hablar de jurisprudencia, nos hayan convocado a profesores de derecho
y magistrados, investigadores académicos y operadores juridicos (jueces,
abogados, notarios, registradores).

Respecto de leyes antiguas, la jurisprudencia de los tribunales es
instancia de actualizacién y adecuacién de la norma a los nuevos tiempos.
Este es el sentido capital de la apelacién a la «realidad social del tiempo
en que han de ser aplicadas las normas» en el art. 3°.1 Cc (de 1974, casi
un siglo después de promulgado el Cédigo de cuya interpretacién se trata
en primer lugar). Mientras que las leyes recientes serdn interpretadas mds
literalmente por los tribunales. En Catalufia, para la seguridad juridica y
la uniformidad de la aplicacién de las leyes, es conveniente y se propicia
la creacién de doctrina jurisprudencial (art. 111-2.2); pero la «actualizacién
continuada de la legislacién civil» se la reserva el legislador como una
actividad propia planificada en el marco de un «cédigo abierto» de un
Derecho civil que estd «sujeto hoy a un proceso de cambio mucho mis
dindmico que en la época de las grandes codificaciones». El legislador se
constituye en el agente principal de la adaptacién y cambio. En este proceso
bien puede ocurrir que, si al legislador le disgusta la forma en que los jueces
interpretan y aplican las leyes, el propio legislador se apresure a cambiar el
texto legal. A jurisprudencia contra ley, ley contra jurisprudencia. Aunque
también puede suceder que la aplicacién judicial de ley, irreprochablemente
correcta, ponga de manifiesto consecuencias imprevistas e indeseadas de la
ley o, directamente, el error del legislador, que tratard luego de corregir con
otra ley.

En este contexto, la doctrina de los autores se hace presente y decisiva
en el entorno del legislador cataldn, en la preparacién de las leyes (asesores
parlamentarios y gubernamentales, Comisién de Codificacién). En el
sistema del juez, la doctrina de los autores puede llegar a través de los
escritos de los abogados (y, previamente, en la formacién profesional de
abogados y jueces), pero no puede acceder a la motivacién de las sentencias.
Sin que esté prohibido a los jueces citar doctrina de autores (al menos, no
he visto nunca citada una disposicién legal en este sentido), el hecho es
que los tribunales espafioles, por iniciativa del Tribunal Supremo desde sus
inicios decimondnicos, son posiblemente los tGnicos de nuestro entorno
que tienen especial cuidado en omitir (a veces, parece que en tachar)
los nombres de los autores en cuyos escritos beben e incluso, a veces,
reproducen extensamente. Es una prictica en la que no suele repararse, por
mis que, como digo, el espafiol sea un caso excepcional. Los historiadores
del derecho lo han relacionado atinadamente con la prohibicién de motivar
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las sentencias, propia del Derecho castellano, que la revolucién liberal no
superd hasta fechas muy avanzadas: de manera general, en la Lec. de 1855.%
En la motivacién o fundamentacién (los considerandos, los fundamentos
de derechos) de sus sentencias, no pueden mencionarse autores (aunque
no sabemos por qué no se puede).

En cambio, si que pueden los tribunales citar sentencias en las suyas.
Sin que tampoco haya ley que permita, obligue o prohiba (lo mismo que
respecto de la doctrina).

En el «discurso del legislador», la jurisprudencia (en algin sentido
de esta palabra relacionado con los pronunciamientos de los tribunales)
comparece principalmente para permitir (su violacién, su contradiccién o
su falta) acceder al recurso de casacién. Correlativamente, los tribunales
de casacién competentes deberdn admitir el recurso asi fundado (aunque
luego puedan no seguir aquella jurisprudencia en la fundamentacién de
su fallo). Con esto, y lo que quiera decir la expresién «complementard
el ordenamiento juridico» (art. 1.6. Cc.), parece que se acaba el elenco
de normas legales que sefialen consecuencias dednticas (obligacién,
prohibicién, permisién) de la «jurisprudencia» (aunque no son de excluir
menciones extravagantes).**

En el «discurso del legislador constituyente», la jurisprudencia
que interpreta las normas juridicas con rango de ley serd afectada por
la declaracién de inconstitucionalidad de la norma (art. 161.1 CE).*
Esta afectacién parece que debemos referirla a un corpus de textos

33 MARTA LORENTE SARINENA, «La doctrina legal y el silenciamiento de los juristas en una
Espafia sin Cédigo (1808-1889)». Quaderni Fiorntini per la storia del pensiero giuridico
moderno, XL (2011), p. 135. Transcribe un fragmento de sentencia en que se citan, con
acribia bibliogréfica, unas lineas del Sistema de Diez Picazo y Gullén, para aclarar de
inmediato que la sentencia es del Tribunal Supremo... de Puerto Rico. Introduce asi su
estudio de la «peculiar actitud de la judicatura espafiola que la ha llevado a obviar a la
doctrina abierta y conscientemente». CARLOS GARRIGA, MARTA LORENTE, «La motivacién
de las sentencias (Castilla, 1489 - Espafia, 1855)» AFDUAM I (1997).

34 Como en la incumplida, olvidada, pero nunca derogada Disposicién Adicional 32 del
Cédigo civil: la «jurisprudencia del Tribunal Supremo» es relevante (ha de ser vista)
para formular «cada diez afios las reformas que convenga introducir» en el Cédigo. Muy
relevante también la Disp. Ad. 1% para la idea que el legislador decimonénico se hace de la
trascendencia de la actividad jurisdiccional de las Salas de lo Civil del Tribunal Supremo.

35 CE, art. 161.1: «La declaracién de inconstitucionalidad de una norma juridica con rango
de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectard a esta, si bien la sentencia o sentencias
recaidas no perderdn el valor de cosa juzgada».
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producidos por los jueces de cualquier rango (que contiene «la doctrina
derivada de sus sentencias»), corpus que habrd de entenderse corregido
«por la doctrina derivada de las sentencias y autos (del TC, lo que
suele considerarse su “jurisprudencia”) que resuelvan los recursos y
cuestiones de inconstitucionalidad» (art. 40-2 LOTC). No cabe recurso de
inconstitucionalidad contra la jurisprudencia.’®

En el «discurso de los jueces», las sentencias (propias o) de otros
jueces operan como premisas de las argumentaciones que llevan al fallo.
En dltimo término, su sentencia deberd fundarse en la ley (la costumbre
o los principios generales del derecho), «ateniéndose al sistema de
fuentes establecido». Pero las razones de las sentencias de otros jueces
serdn traidas como argumentos de autoridad concurrentes. Atender a
lo razonado por otros jueces no solo facilita la tarea de juzgar, sino que
contribuye a la deseable coincidencia de las decisiones judiciales sobre
casos semejantes y a hacer mds respetable o convincente el fallo para las
partes y para los operadores juridicos en general. Esto es especialmente
pertinente respecto de las sentencias de los Tribunales «del vértice»,
cuya jurisprudencia uniforme deberia servir a «asegurar la certeza del
derecho, dado que una jurisprudencia uniforme evita la incertidumbre
en la interpretacién del derecho y la consiguiente variedad y variabilidad
de las decisiones judiciales».”

Para el «discurso de la ciencia del Derecho», la jurisprudencia en
fuente de conocimiento sobre la prictica de los tribunales y, asi, sobre

36 FraNcisco DE P. Brasco Gascd, La norma jurisprudencial (nacimiento, eficacia y cambio
de criterio), Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 37.

37 TaruUFro, MICHELE, «Un vértice judicial abstracto», AFDUAM 22 (2018). El texto continta:
«Ademds, se hace referencia a la garantia de la igualdad de los ciudadanos frente a la ley,
conforme al principio de stare decisis tipico de los ordenamientos de common law, segiin
el cual casos iguales deben decidirse de manera igual. Asimismo, muy a menudo se hace
referencia a la necesaria previsibilidad de las decisiones futuras, ya que se considera que
las partes deben poder confiar en la previsién de que los jueces futuros se comportardn
de la misma manera que los anteriores. La previsibilidad también puede desempefiar una
funcién econémica, ya que si una decisién es previsible también puede evitarse recurrir
al juez. Por ultimo, una jurisprudencia constante en la interpretacién y aplicacién de
las normas se puede conocer mds ficilmente y por tanto orienta de modo més eficaz los
comportamientos de los ciudadanos». Este nimero del Anuario de la Facultad de Derecho de
la Universidad Auténoma de Madrid estd dedicado a «El vértice de los sistemas judiciales»,
con articulos que, en su mayoria, son muy pertinentes sobre el tema de esta ponencia:
https://dialnet.unirioja.es/revista/2127/A/2018.
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la interpretacién y aplicacién que estos hacen de las leyes. Si la teorfa
del Derecho es, como a mi me parece deseable, una teoria de la préctica
del derecho producida en determinadas coordenadas de tiempo y lugar,*®
las sentencias de los tribunales han de tener en ella un lugar destacado
(aunque, por supuesto, no agotan toda la préictica del Derecho). Con
esta funcién de conocimiento de la prictica entré en los manuales y
tratados de Derecho civil en el ultimo tercio del siglo x1x, cuando estos se
ocuparon, por fin, no ya del Derecho romano o de los cuerpos histéricos
castellanos, sino del Derecho civil nuevo, producido por el legislador
estatal y aplicado por sus Tribunales. La formacién de los juristas conté
desde entonces con las ensefianzas de la jurisprudencia, recibidas a través
de la sistematizacién de la misma que hacia la doctrina de los autores.
La relacién entre doctrina de los autores y jurisprudencia es compleja y
cambiante, poco estudiada en Espafia. Solo en parte siguié en los siglos
xIx y xx los pasos de la vecina Francia, que parece ser el ejemplo mds
cercano, tanto por el papel central que el recurso de casacién asumié en
la jurisprudencia, como por el modelo de facultad de derecho y el hecho
de que el Code de los franceses fuera inspiracién principal del espafiol y
la doctrina francesa la mds conocida por los civilistas espafioles. También
en Francia el concepto actual y restrictivo de jurisprudencia, ligado a las
decisiones de los tribunales, no acabé de imponerse hasta la segunda
mitad del siglo x1x, y sus relaciones con la interpretacién doctrinal de las
leyes y las obras de los autores fue siempre debatida. «Le divorce de I'Ecole
et du Palais» es un mito persistente entre los juristas franceses, aunque
las relaciones entre la Universidad o la Academia y los Tribunales fueron
sin duda mds complejas, también en Espafa.®

4.4. Introduzco ahora algunas consideraciones a ras de tierra. La
jurisprudencia de los tribunales es consultada todavia en repertorios
impresos (aunque las sentencias del Tribunal Supremo dejaron de

38 JEstUs DELGADO ECHEVERRIA, «La responsabilidad civil y la teoria de la prictica musical
del jazz», en Danar, Incumplir y Reparar. Ensayos de filosofia del Derecho privado, Juan
Antonio Garcia Amado y Diego M. Papayannis (editores), Palestra, Lima, 2020.

39 NabpEer Haxiwm, Lautorité de la doctrine civiliste frangaise au XIX siécle, L.G.D.], Paris,
2002, dedica un capitulo a «la sistematizacién de la jurisprudencia», pp. 198-249. En su
opinién, mds alld del «mito del divorcio», se produce una alianza que marca el carcter
especifico de la ciencia juridica francesa. «Los jueces y los miembros de la doctrina
forman conjuntamente un sistema jurisprudencial tan indispensable como la ley para
el buen funcionamiento del derecho» (p. 200).

— 40 —
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publicarse en papel hace mucho tiempo, por razones cuestionables), que
tienen particular interés cuando abarcan periodos amplios sobre materias
especificas, con el material bien elegido y ordenado sistemdticamente,
tras un andlisis por especialistas. Pero hoy son bases de datos digitales
las consultadas diariamente desde los despachos de abogados. Quién
mantiene las bases, con qué criterios, andlisis, resimenes, thesaurus,
palabras clave; y quién y cémo puede acceder a las mismas, son cuestiones
que inciden directamente en «el papel de la jurisprudencia en el Derecho
cataldn contempordneo». No importan solo las condiciones de acceso a
la jurisprudencia como bien publico, sino mds atin las de produccién del
bien, que es mucho mds y distinto que la mera acumulacién de textos de
sentencias de los tribunales. La Inteligencia Artificial puede cambiarlo
todo (ya lo hace); pero las IA tienen duefio: pienso que mejor que sea
publico el de las IA ensefiadas para formular a pedido el informe sobre
la jurisprudencia sobre un tema.*® En todo caso, habrd que pensar sobre
ello.

4.5. Y termino con unas breves indicaciones sobre jurisprudencia y
fuentes del derecho: tentativas, fragmentarias y no concluyentes.

La imagen o metifora de la «pirdmide normativa kelseniana» (en
realidad, la imagen procede de Adolf Merkl) ha dejado de ser util, al
menos, como principal y dominante. Presupone una identificacién del
Derecho con el Derecho estatal, asi como la existencia de un Estado
soberano; a la vez que se desentiende de la real pluralidad de Estados y la
existencia de otros poderes normativos extra o supraestatales.

40 Un informe del Parlamento europeo en 2021 daba por supuesto que «dado que un ntimero
cada vez mayor de litigios derivados del Derecho internacional privado se genera como
consecuencia de la internacionalizacién de las actividades humanas, ya sean en linea o en
el mundo real, la IA puede ayudar a resolverlos creando modelos que permitan identificar la
competencia judicial y el Derecho aplicables en cada caso, asi como identificar los conflictos
de leyes mds arduos y proponer soluciones para resolverlos». Resolucién del Parlamento
Europeo, de 20 de enero de 2021, sobre inteligencia artificial: cuestiones de interpretacién
y de aplicacién del Derecho internacional en la medida en que la UE se ve afectada en los
dmbitos de los usos civil y militar, asi como de la autoridad del Estado fuera del dmbito de
la justicia penal (2020/2013(INT)), 88. También, «67. Sefiala que la IA se utiliza de forma
cada vez mds habitual en el dmbito judicial para tomar decisiones mds racionales y mds
coherentes con las leyes vigentes, y de manera mds rdpida; celebra que, previsiblemente,
mediante el empleo de la IA, se acelere el ritmo de los procesos judiciales».

41—
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Merece la pena explorar la metdfora de la red.* Toda la informacién
juridica circula entre los nodos de una red en malla (no totalmente conexa,
es decir, algunos nodos no tienen conexién con otros), cada uno de los cuales
puede o debe utilizarla segtin sus propias reglas. Algunos de estos nodos
corresponden a jueces y tribunales, cada uno en su jurisdiccién. Puede
entenderse como fuente, para cada uno de ellos, la informacién que puede
utilizar en las argumentaciones conducentes a sus decisiones (que serdn
nueva informacién circulante en la red), provengan de donde provengan. Un
dato relevante para utilizar la metéfora de la red es que los jueces del Estado
espafiol son jueces del Derecho del Estado, de los Derechos autonémicos y
del Derecho europeo; también de los tratados internacionales, en particular
de las convenciones de derechos humanos.

Ya se entiende que las fuentes son diferentes (mds o menos) para cada
nodo. Generalizando, «desde el punto de vista argumentativo, las fuentes
del derecho son los materiales que un jurista pude (o debe) utilizar como
premisa de sus razonamientos (justificativos)».* Jurisprudencia vendria a

41 No es una novedad, lo propusieron hace mis de veinte afios FRaNco1s OST et MICHEL VAN
DE KERCHOVE, De la pyramide au réseau ? Pour une théorie dialectique du droit, Bruxelles,
F.U.S.L., n°94, 2002. «La thése fondamentale de cet ouvrage est que, de la crise du modéle
pyramidal, émerge progressivement un paradigme concurrent, celui du droit en réseau, sans que
disparaissent pour autant des résidus importants du premier, ce qui ne manque pas de complexifier
encore la situation» (p. 14). Todo tiene sus antecedentes. En 1997 el sociélogo Manuel Castell
ya enunciaba en la cubierta de uno de sus libros «la sociedad red» y caracterizaba al «Estado
red» (CAsTELLS, Manuel. La era de la informacién, 1. La sociedad red: Madrid: Alianza, 1997).
En el vol. III de la misma obra mostraba «Un Estado caracterizado por compartir la autoridad
(es decir, en ultimo término, la capacidad de imponer la violencia legitimada) a lo largo de
una red... Los datos disponibles y los debates recientes de la teoria politica parecen sugerir
que el Estado red, con su soberania de geometria variable, es la respuesta de los sistemas
politicos a los retos de la globalizacién. Y la Unién Europea puede ser la manifestacién mds
clara hasta la fecha de esta forma de Estado emergente, probablemente caracteristica de la
era de la informacién.» CasTELLs, M.: La era de la informacion. Economia, sociedad, cultura.
Vol. I1I, Alianza, Madrid 1998, pp. 364 y 365. Se hizo eco tempranamente de estas ideas
Aurelio de PraDA GARCIA, «Pirdmides y redes: el concepto de derecho», BFD: Boletin de la
Facultad de Derecho de la UNED, N° 14,1999, pags. 173-198.

42 Son palabras de Manuel Atienza, filésofo del Derecho, que a su vez cita a otro de su misma
escuela, Josep Aguil6, en obras muy recomendables sobre Fuentes del Derecho. Manuel
AT1ENZA, Curso de argumentacion juridica, Trotta, Madrid, 2013, p. 332. Josep Aguild,
«Fuentes del Derecho», en Jorge Luis FABRA ZAMORA (coord.), Alvaro NUNEZ VAQUERO
(coord.) Enciclopedia de filosofia y teoria del derecho, vol II, Universidad Nacional Auténoma
de México (UNAM), Instituto de Investigaciones Juridicas, p. 1019; Teoria general de las
fuentes del Derecho (y del orden juridico), Ariel, Barcelona, 2000.
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ser asi el conjunto de decisiones de los jueces o la doctrina implicita en
ellas que otros operadores juridicos (sefialadamente, los jueces) pueden o
deben utilizar en sus argumentaciones juridicas.

Una advertencia interlocutoria para civilistas (profesores o no) y otros
juristas en general: la teorfa de las fuentes del Derecho ha dejado de ser
competencia profesional de los civilistas; en particular, ya no la ensefiamos,
pues, de acuerdo con los planes de estudio, la competencia ha pasado a los
filésofos del Derecho. En el fondo, hace tiempo que no cultivibamos la
teoria de las fuentes (ni la de la norma juridica, ni la de la interpretacién,
ni la de los derechos subjetivos). La realidad ha desbordado por todos los
lados lo que pretende decir el Cédigo civil, en cuyo Titulo Preliminar de
1974 se encuentra el precipitado de la mejor doctrina civil de la época. Hoy
su exégesis o comentario es casi irrelevante, salvo para una reconstruccién
histérica.

La metéfora de la pirdmide corresponde a la concepcién del Derecho del
positivismo normativista. Las herramientas que esta concepcién ofrece al
jurista son, por lo menos, insuficientes y, en muchos aspectos, inadecuadas,
para abordar el anilisis de los érdenes juridicos actuales en el marco de
las Constituciones. Los principios, los valores y los derechos humanos
forman parte de nuestro ordenamiento de una manera caracteristica y,
en consecuencia, el discurso juridico incorpora también razonamientos
morales. Para el (neo)constitucionalismo (o pospositivismo) «el Derecho no
puede verse como una realidad ya dada, como el producto de una autoridad
(de una voluntad), sino (ademds y fundamentalmente) como una préctica
social que comporta una pretensién de correccién o de justificacién».® A
esta préctica corresponde una (distinta) teoria del Derecho, con su propia
teoria de las fuentes (y, en ella, de la jurisprudencia).

43 ATIENZA, Curso de argumentacion, p. 29.
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I. Creacién y eficacia de la norma jurisprudencial

1. Una expresién afortunada

Hay expresiones que, no se sabe muy bien por qué, hacen fortuna. Y la
hacen a pesar de que tampoco sepamos exactamente qué significan.!

En el dmbito del derecho civil seguimos diciendo, porque lo dice el art.
1-6 CC desde 1974,> que

«La jurisprudencia complementard el ordenamiento juridico con la doctrina
que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar
la ley, la costumbre y los principios generales del derecho».

La expresién se mantiene en el art. 11-1 (Fuentes del Derecho), apartado
6 de la Propuesta de Cédigo civil de la Asociacién de Profesores de Derecho

1  Enel dmbito de las ciencias experimentales, todos hemos dicho alguna vez al referirnos a un
problema de dificil solucién o a una situacién de dificil o imposible salida que es un agujero
negro; o que tal cosa es como la antimateria. Sin saber muy bien qué es un agujero negro
ni la antimateria. Es verdad que el DRAE dice qué es la antimateria —materia compuesta
de antiparticulas— y qué es un agujero negro; pero es igual: tampoco sabemos muy bien
qué son las antiparticulas ni qué es un agujero negro, aunque las defina el DRAE.

2 Decreto 1836/1974, de 31 de mayo por el que se sanciona con fuerza de Ley el texto articulado
del titulo preliminar del Cédigo Civil (publicado el 9 de julio de 1974 y en vigor desde el
29 de julio de 1974). La redaccién original del Cédigo civil no hace referencia alguna a la
jurisprudencia, salvo en la Disposicién Adicional Tercera que humildemente decia y sigue
diciendo: «En vista de estos datos (las Memorias anuales de los Presidentes del Tribunal
Supremo y de las Audiencias Territoriales y el ejemplar de la Estadistica civil del afio en
curso), de los progresos realizados en otros paises que sean utilizables en el nuestro y de
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la Comisién de Codificacién formulard y elevard
al Gobierno cada diez afios las reformas que convenga introducir.»
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civil, pero no en futuro simple o imperfecto, sino en presente de indicativo
e introduciendo las sentencias de pleno del Tribunal Supremo:

«Lajurisprudencia complementa el ordenamiento juridico con la doctrina que,
de modo reiterado o en sentencias de pleno, establece el Tribunal Supremo al
interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho».

Del citado art. 1-6 CC, derivamos que la jurisprudencia son los criterios
que establecen los Tribunales en la interpretacién y aplicacién de la ley, de
la costumbre y de los principios generales del derecho.

De estos criterios interpretativos y aplicativos de las normas juridicas,
solo una parte (los reiterados por el Tribunal Supremo: «la doctrina que,
de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo») complementa el
ordenamiento juridico. Lo cual nos permite distinguir entre jurisprudencia
(o conjunto de sentencias de un tribunal) y doctrina jurisprudencial (o
criterios interpretativos de las normas juridicas reiterados por el Tribunal
Supremo).

Asi, el precepto ha planteado bésica y tradicionalmente dos cuestiones:

a) Qué es «de modo reiterado».

b) Qué es «complementard el ordenamiento juridico» y, en su caso,
cémo lo complementa. Es decir, cémo se incardina la doctrina reiterada
en el ordenamiento juridico y con qué eficacia.?

3 Estaexpresién («complementard») ha servido de campo de batalla para la discusién (hasta
qué punto baldia) acerca de si la jurisprudencia es o no fuente del derecho. La Exposicién
de Motivos del Decreto 1836/1974, de 31 de mayo dice: A la jurisprudencia, sin incluirla
entre las fuentes, se le reconoce la misién de complementar el ordenamiento juridico.
En efecto, la tarea de interpretar y aplicar las normas en contacto con las realidades de la
vida y los conflictos de intereses da lugar a la formulacién por el Tribunal Supremo de
criterios que si no entrafian la elaboracién de normas en sentido propio y pleno, contienen
desarrollos singularmente autorizados y dignos, con su reiteracién, de adquirir cierta
transcendencia normativa. Parece claro que nuestro sistema es un sistema normativista,
presidido por el principio de legalidad (arts. 9-3 y 117-1 C.E.) y con un sistema de fuentes
instaurado en el art. 1-1 C.C., en el que la primacia corresponde a la Ley, hasta el punto de
que el valor de las demds fuentes y su propia consideracién como fuentes es determinado,
precisamente, por la Ley. Por tanto, al menos formalmente, la jurisprudencia no es
fuente del derecho, no es centro de produccién de normas juridicas, sino de criterios de
interpretacién y aplicacién de las mismas, de acuerdo con los cdnones del art. 3 CC. Vid.
DiEz-P1cazo, Luis, «Comentario al art. 1 CC», en Comentario al Cédigo Civil, Tomo I,
Ministerio de Justicia, Madrid, 1991, p. 11.
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2. La doctrina jurisprudencial desde la jurisprudencia

Curiosamente, ha sido la jurisprudencia del Tribunal Supremo, no el
legislador (que se limita a requerir que sea «de modo reiterado»), quien ha
dicho qué es la doctrina jurisprudencial: cémo nace, cémo se debe invocar,
cémo se cambia.* Asf, un estudio acerca de la doctrina jurisprudencial (o
doctrina reiterada) como norma o criterio de interpretacién y aplicacién
de las normas juridicas se debe realizar a partir de la propia doctrina
jurisprudencial. En este punto, la jurisprudencia también es ambigua.®

Efectivamente, se pueden encontrar algunas sentencias que afirman
que la jurisprudencia es fuente del derecho®, pero lo hacen para resaltar que
la interpretacion jurisprudencial debe ser acatada tanto por los Tribunales
inferiores como por las partes de cada caso.”

Otras veces, la Sala Primera del Tribunal Supremo ha mantenido
algunos pronunciamientos un tanto ambiguos, dotando a la doctrina

4  Efectivamente, no deja de ser curioso que sea la propia jurisprudencia la que haya
determinado qué es jurisprudencia o doctrina jurisprudencial; como también es curioso
que sea el legislador quien determina qué se entiende por interés casacional.

5 Vid. AuGer LINAN, CaRrLOs, «La jurisprudencia como posible fuente del ordenamiento
juridico», en El Tribunal Supremo en el ordenamiento constitucional, (coord. Ramén
Trillo Torres et al.), Madrid, 2004, pp. 371y sigs.

6 En algunas sentencias inmediatamente posteriores a la promulgacién del Cédigo civil,
se mantiene el caricter de fuente del derecho de la jurisprudencia. Pero en la discusién
subyacia el problema de la adecuacién del hecho de no hallarse la doctrina legal entre las
fuentes del derecho (antiguo art. 6 CC) y mantenerse el recurso de casacién por infraccién
de doctrina legal en la parte dispositiva de la sentencia (arts. 1.687, 1.691, 1.692 y 1.782
LEC de 1881). Asi, por ejemplo, mientras Valverde consideraba que la infraccién de la
doctrina legal, tras el Cédigo civil, no era motivo bastante para interponer el recurso de
casacién, aunque la jurisprudencia cumpla su misién de interpretar el cédigo (Valverde y
Valverde, Calixto, Tratado de Derecho civil espafiol, Parte General, T. I, 32 ed., Valladolid,
1925, pp. 179 y 180), Felipe Sdnchez Romdn lo niega (Estudios de Derecho civil, T. II,
Parte General, 22 ed., Madrid, 1911, p. 80).

7 Vid. ALBaLADEJO GARCIA, MANUEL, «La jurisprudencia», en Revista de Derecho Privado,
1970, pp. 549 y sigs. Asi, la STS 1 de febrero de 1958 dijo expresamente: «atrevida es la
apreciacién de la sentencia recurrida al desconocer o negar la valoracién de la jurisprudencia
civil como fuente de derecho, porque si bien es verdad que no aparece mencionada en el
art. 6 del Cédigo, también lo es que no han sido derogados los articulo 1687, 1692 y 1782
de la Ley de Enjuiciamiento Civil que, a efectos de casacién y en aras de las certidumbre
juridica, autoriza el recurso extraordinario por infraccién de ley, o de doctrina legal,
formada ésta por el reiterado y uniforme criterio de la Sala Primera del Tribunal Supremo,
en régimen de interpretacién y aplicacién de normas legales».
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jurisprudencial de «cierta transcendencia normativa». Por todas (y son
muchas), la STS 15 de julio de 1983 dijo expresamente que la jurisprudencia
contiene desarrollos singularmente autorizados y dignos que con su
reiteracién adquieren cierta transcendencia normativa.?

Como fuere, la Sala Primera del Tribunal Supremo no ha dicho, al menos
en los dltimos tiempos, que la jurisprudencia reiterada es, en sentido estricto,
fuente del ordenamiento juridico civil equiparable a las restantes fuentes
formales a que se refiere el art. 1-1 CC, sino que su funcién se limita a dotar
«unidad de criterio en la aplicacién e interpretacién de la norma juridica».’

Como fuere, el problema de la jurisprudencia no es una cuestién general
y abstracta, sino un problema concreto, un hinc et nunc, cuya solucién se
debe buscar en el ordenamiento juridico y, por extensién, en los criterios
jurisprudenciales acerca de la propia jurisprudencia.

En todos los sistemas juridicos de nuestro entorno cultural y juridico
(incluido el anglosajén), la sentencia desarrolla una doble funcién:

a) Porunlado, contiene una regla o norma de conducta individualizada
y heterénoma que resuelve el caso en litigio y que vincula directamente
a las partes y a sus causahabientes.

8 La STS 6 de marzo de 1992 ha sefialado que «las sentencias no establecen normas o reglas
susceptibles de parangonarse con los criterios de vigencia y derogacién de las leyes..., sino
que se limita a explicitar la voluntad legislativa». Con anterioridad, la STS 15 de julio de 1983
dijo expresamente que la jurisprudencia no crea normas en sentido propio y pleno, pero
contiene desarrollos singularmente autorizados y dignos que con su reiteracién adquieren
cierta transcendencia normativa. Claramente lo expresa la STS 3 de enero de 1990: la
doctrina jurisprudencial no consiste ni en una «disposicién» ni en una «norma, sino més
bien en unos «criterios de aplicabilidad», consustanciales con el ejercicio de la funcién y
la independencia propias de los Tribunales. La STS 12 de diciembre de 1990 dice que la
«jurisprudencia no puede considerarse como fuente de derecho, sino complementaria del
ordenamiento juridico»..., pero «aun cuando en principio no puede considerar se fuente
formal o estricta del ordenamiento juridico a tenor del articulo 1-1 C.C., es evidente que
viene a completar o remodelar dicho ordenamiento a través de la doctrina reiterada que
establezca, como reconoce el parrafo 6 del mismo precepto, por lo que no cabe desconocer
la verdadera transcendencia normativa de la jurisprudencia, tal como expresadamente
se dice en la Exposicién de Motivos del nuevo Titulo Preliminar de 1974...». Este mismo
pronunciamiento se recoge literalmente en la STS 7 de marzo de 1998.

9 En este sentido, lo afirma expresamente la STS 20 de enero de 1998: «la jurisprudencia
no es fuente del derecho aunque tiene el valor que proclama el articulo 1-6 del Cédigo
civil de complementar el ordenamiento juridico, lo que se refleja, como misién mds
importante, en la funcién de unidad de criterio en la aplicacién e interpretacién de la
norma juridica».
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b) Por otro lado, contiene una norma o criterio de interpretacién
que conforma el ordenamiento juridico, que manifiesta un modo de
interpretar y aplicar la norma juridica: la conforma, pero no forma parte
de ella (al menos en nuestro ordenamiento juridico); la integra, pero no
se integra en ella (art. 1-6 CC). De ahi, por ejemplo, la previsién de las
memorias anuales y las reformas decenales de las tres Disposiciones
Adicionales originarias del Cédigo civil.

Para quien guste de metiforas, se podria decir que son como las manos
del alfarero, que moldean la figura de barro sin integrarse en ella.

La cuesti6n, entonces, se centra en determinar cémo se articulala norma
jurisprudencial en el ordenamiento juridico y, en concreto, en relacién
con la norma juridica que interpreta y aplica (legal, consuetudinaria o la
derivada de un principio general del derecho).

Esta es una cuestién que, en nuestro ordenamiento juridico actual,
estd intimamente ligada con el principio de legalidad (art. 9-3 CE), con el
sometimiento del juez al imperio de la ley (art. 117 CE), con el principio de
independencia judicial y con el caricter vinculante del precedente o stare
decisis derivado de los principios de igualdad y de seguridad juridica (arts.
93y 14 CE).

El problema dela vinculacién o no de lanorma jurisprudencial, por tanto,
se debe plantear en un contexto distinto al de las fuentes del ordenamiento
juridico. Mds todavia, se debe plantear a partir de la determinacién de las
fuentes: determinadas éstas (art. 1-1 CC y concordantes de las leyes civiles
autondmicas), se debe averiguar si alguna de estas fuentes determina la
eficacia de la norma jurisprudencial mds alld de la resolucién del litigio
concreto, es decir, si determina su cardcter vinculante y con qué efectos
y en qué grado. Con otras palabras, que el criterio jurisprudencial sea
vinculante (y en la medida en que lo sea) no significa necesariamente que
sea norma juridica ni que la doctrina reiterada sea fuente del ordenamiento
juridico.

Dela propia doctrina jurisprudencial, parece derivar una cierta vinculacién
con el precedente.”® Pero el propio Tribunal Supremo se apresura a decir
que no queda absoluta y definitivamente vinculado por sus resoluciones
anteriores, aunque sean reiteradas: lo hace tantas veces cuantas expresa,
como funcién propia de la jurisprudencia, la de evolucionar los criterios

10 Por ejemplo, SSTS 10 de noviembre de 1981, 15 de febrero de 1982, 28 de febrero de 1983.
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hermenéuticos, la de completar el ordenamiento juridico en defecto de
norma juridica directamente aplicable, la adecuacién del derecho positivo
a la realidad social o el cambio de orientacién razonable y no arbitrario." En
concreto, la STS 5 de marzo de 1991 reconoce expresamente la libertad del
juzgador de instancia para seguir o no los criterios asentados por el Tribunal
Supremo: «el juzgador de instancia, dice la sentencia, sélo viene obligado a
fundamentar sus resoluciones en la ley, pudiendo o no acoger la doctrina de
esta Sala, ya se haya manifestado en una o varias resoluciones». Afirmacién
ésta acorde, al menos formalmente, con el articulo 1171 CE (sometimiento de
los Jueces y Magistrados tinicamente al imperio de la Ley), con el articulo 12-1
LOPJ (los Jueces y Magistrados, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional,
son independientes respecto a todos los 6rganos judiciales y de gobierno del
Poder Judicial) y con el articulo 1-7 CC (los jueces y magistrados deben fallar
de acuerdo con el sistema de fuentes establecido: ley, costumbre y principios
generales del derecho).

Por tanto, la transcendencia normativa de la doctrina jurisprudencial
no se puede traducir en una vinculacién absoluta y automdtica de
los 6rganos judiciales jerdrquicamente inferiores a las precedentes
resoluciones de los 6rganos superiores y, en concreto, a la doctrina
jurisprudencial establecida por el Tribunal Supremo. El art. 1171
CE impide, por inconstitucional, que la ley introdujera en nuestro
ordenamiento juridico la regla del precedente vinculante sobre el modelo
de los sistemas de common law.'?

Cuestién distinta es si esa transcendencia normativa se materializa
en la vinculacién del propio érgano judicial con sus propios precedentes
(algunas sentencias del Tribunal Supremo se refieren al precedente
vinculante® o a la doctrina vinculante) y en qué medida se produce dicha
vinculacién. Aqui reside el problema fundamental de la vinculacién del
precedente.

11 Asi, SSTS 3 de enero de 1990, 2 de julio de 1987, 3 de marzo de 1989, 20 de octubre de
1988, 19 de abril de 1991, 12 de junio de 1991, etc.

12 En el mismo sentido, para el derecho italiano, GuasTini, R., «Teoria e dogmatica delle
fonti», en Trattato di Diritto civile e commerciale Cicu-Messineo-Mengoni, Vol. I, t. 1,
Milédn, 1998, p. 480.

13 SSTS 10 de noviembre de 1981, 15 de febrero de 1982 y 28 de febrero de 1983.
14 STS 23 de enero de 1986.
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No parece muy congruente mantener la no vinculacién de la
doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo o de un Tribunal
Superior de Justicia con la existencia de un recurso de casacién por
infraccién de la jurisprudencia y otro, en interés de ley, cuyo tnico
efecto es, precisamente, formar jurisprudencia. Es decir, no deja de
causar perplejidad un sistema en el que se permita al juez resolver
libremente de acuerdo con la ley, pero en el que, si no resuelve ademis
de acuerdo con la doctrina reiterada del tribunal superior, éste pueda
casar y revocar la sentencia.

Claramente, la STS 1 de febrero de 1958 dijo que el recurso de casacién
se viene entendiendo como recurso Unico que evita la anarquia o el
desconcierto de cuantos intervienen en la administracién de justicia, «lo
que no quiere decir que la doctrina jurisprudencial sea absolutamente
inalterable, pero si que es ineludible mantenerla y obligado acatarla en
tanto las circunstancias del vivir, un inequivoco error o una disposicién
legislativa, aconsejen o impongan la procedente rectificacién».

Por otro lado, téngase en cuenta que, en su caso, la vinculacién se
produce respecto del fallo, no respecto de los razonamientos juridicos,
salvo que éstos transciendan al fallo.

En conclusién, en miopinién, la vinculacién ala doctrina jurisprudencial
no es una vinculacién automdtica, en tanto en cuanto dicha doctrina no
es norma juridica, sino una vinculacién que se manifiesta precisamente
de esa forma: en la posibilidad o no de que el Tribunal Supremo o
Superior de Justicia case la sentencia del juez o tribunal inferior que se
separa de la doctrina jurisprudencial. En definitiva, es una manera de
cohonestar los principios de independencia judicial (tal y como se entiende
en el ordenamiento juridico actual), seguridad juridica y unidad del
ordenamiento juridico.

3. La insistencia del «modo reiterado»

El caricter reiterado del criterio interpretativo de la norma juridica
para poder ser configurado como doctrina jurisprudencial no es s6lo una
exigencia del articulo 1-6 CC, sino también de la propia jurisprudencia.

Mis todavia: si hay una doctrina reiterada del Tribunal Supremo es
precisa y claramente la que establece que sélo los criterios interpretativos
reiterados de aquél es doctrina jurisprudencial que habilita la interposicién
de un recurso de casacién por su infraccién.
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Este requisito de reiteracién y uniformidad se ha materializado
tradicionalmente en la exigencia de, al menos, dos sentencias conformes.”

Asfi, en el Acuerdo sobre criterios de admisién de los recursos de casacién
y extraordinario por infraccién procesal (Pleno no jurisdiccional de 27 de
enero de 2017) la Sala Primera del Tribunal Supremo establece, respecto
los requisitos especificos del recurso de casacién en interés casacional por
oposicién a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que

«el concepto de jurisprudencia comporta, en principio, reiteracién en la doctrina
de la Sala Primera del Tribunal Supremo. Es necesario, en consecuencia, que
en el escrito de interposicién se citen dos o mds sentencias de la Sala Primera
y que se razone cémo, cudndo y en qué sentido la sentencia recurrida ha
vulnerado o desconocido la jurisprudencia que se establece en ellas. Debe
existir identidad de razén entre las cuestiones resueltas por las sentencias
citadas y el caso objeto del recurso».

Noétese que no basta ya con la cita de dos o mds sentencia de la Sala
Primera. Ademds, el recurrente en casacién debe razonar «cémo, cudndo
y en qué sentido la sentencia recurrida ha vulnerado o desconocido la
jurisprudencia que se establece en ellas».

Pero esta exigencia de que se citen dos o mds sentencias de la Sala
Primera no es absoluta.

No parece que tenga mucho sentido pensar que el criterio interpretativo
de una normajuridica contenido en un determinado y solo pronunciamiento
de la Sala Primera del Tribunal Supremo no es nada, mientras que si
se contiene en dos sentencias se eleva dicho criterio interpretativo a la
categorfa de doctrina reiterada con transcendencia normativa, con el cardcter

15 Sin dnimo exhaustivo, requieren dos o mds sentencias las siguientes SSTS 8 de noviembre
de 1946, 14 de noviembre de 1951, 27 de marzo de 1952, 3 de noviembre de 1973, 23 de marzo
de 1974, 23 de abril de 1975, 24 de noviembre de 1978, 14 de abril de 1979, 6 de noviembre
de 1979, 19 de junio de 1981, 10 de noviembre de 1981, 29 de noviembre de 1982, 28 de
febrero de 1983, 23 de diciembre de 1983, 7 de diciembre de 1984, 1 de marzo de 1985, 22
de noviembre de 1985, 23 de enero de 1986, 14 de febrero de 1986, 10 de marzo de 1986,
15 de julio de 1988, 12 de diciembre de 1988, 24 de enero de 1989, 19 de mayo de 1989, 2
de junio de 1989, 5 de julio de 1989, 30 de noviembre de 1989, 5 de diciembre de 1989, 11
de diciembre de 1989, 23 de junio de 1990, 4 de julio de 1990, 28 de septiembre de 1990,
5 de marzo de 1991, 14 de junio de 1991, 6 de noviembre de 1991, 2 de diciembre de 1991,
17 de junio de 1992, 16 de diciembre de 1992, 21 de diciembre de 1992, 2 de septiembre
de 1993, 30 de septiembre de 1993, 18 de octubre de 1993, 7 de marzo de 1996, 7 de mayo
de 1996, 14 de junio de 1996, 5 de octubre de 1996, 31 de diciembre de 1996, 21 de mayo
de 1997, 29 de septiembre de 1997, 14 de abril de 1998, etc.
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vinculante de precedente a que se refieren, y en los términos en que se
refieren, algunas sentencias del propio Tribunal Supremo. Es cierto, como
dice el refrdn, que una golondrina no hace primavera. Pero también lo es
que no deja de ser una golondrina.

Por un lado, puede decirse que, unas veces, no basta con que haya dos
sentencias del Tribunal Supremo. Asi sucede en todos aquellos supuestos
en que ha habido una jurisprudencia vacilante'® o en que se ha producido
un cambio de criterio.”

Por otro lado, en determinados supuestos puede bastar con una sola
sentencia del Tribunal Supremo. A mi entender, son los siguientes:

a) Sila sentencia dictada por la Sala en Pleno.

Actualmente, la sentencia dictada en Pleno se considera doctrina
jurisprudencial y su infraccién por la sentencia de segunda instancia
habilita para la interposicién de un recurso de casacién.'®

16 Asi, por ejemplo, en sede de compraventa de cosa ajena, o de donacién disimulada o
de aplicacién a los titulos nobiliarios de la prescripcién adquisitiva o usucapién por la
posesién inmemorial de 40 afios.

17 Vale como ejemplo el caso de la STS 30 de julio de 1994: el recurrente cita dos sentencias
del Tribunal Supremo (SSTS 19 de febrero de 1982 y 10 de noviembre de 1983) en las
que se reconoci6 la competencia de la jurisdiccién contencioso-administrativa para el
conocimiento de las pretensiones indemnizatorias ejercitadas frente a la Administracién,
no obstante ser demandada juntamente con persona privada. El Alto Tribunal dice, tras
reconocer lo anterior, que tal doctrina no se llegé a consolidar y asi, la STS 2 de febrero de
1987 (al igual que otras muchas posteriores) establece que «existe una reiterada doctrina
de esta Sala de la que son exponentes las SSTS 15 de octubre de 1976, 22 de noviembre
y 17 de diciembre de 1985 y 14 de octubre de 1986...». Como fuera, lo cierto es que la
Unica sentencia anterior, de las citada por el Tribunal Supremo, a las dos invocadas por
el recurrente es la de 15 de octubre de 1976. Posiblemente, aqui el problema es que se
produjo un cambio de criterio en la orientacién jurisprudencial sobrevenido al hecho
que originé el litigio, con lo que la cuestién (no planteada) hubiera sido la de la eficacia
temporal de los cambios de criterio jurisprudencial.

18 Por ultimo, vid., MARTINEZ EscriBano, Celia, La Jurisprudencia Civil en el marco
Constitucional y Europeo, Valencia, 2023. Seguin esta autora, una explicacién practica
del especial valor que tienen las sentencias del pleno en los términos que les atribuye el
acuerdo sobre criterios de admisién podria encontrarse tal vez, en mi opinién, en que la
sentencia del pleno requiere un mayor consenso, al ser adoptada por la totalidad de los
magistrados que integran la sala y no una de sus secciones, lo que de manera simbdlica
dota de un respaldo mayor al criterio de interpretacién que se fije en la sentencia y deja
entrever que el mismo criterio se seguird en casos parecidos, tanto si la sentencia fuera
dictada por una seccién como por otra, y cualquiera que fuera su composicién, porque
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Asi, en el mencionado Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de 27 de enero
de 2017 de la Sala Primera, se establece entre los requisitos especificos del
recurso en interés casacional por oposicién a la jurisprudencia del Tribunal
Supremo, que

«cuando se trate de sentencias del Pleno ..., bastard la cita de una sola sentencia,

pero siempre que no exista ninguna sentencia posterior que haya modificado
su criterio de decisién»."”

Aunque no lo diga expresamente, la sentencia posterior «que haya
modificado su criterio de decisién» debe ser también de Pleno.

b) Si, a criterio de la Sala Primera del Tribunal Supremo, es necesario
establecer jurisprudencia o modificar la ya establecida (en cuyo caso, ni
siquiera es preciso citar una sentencia previa).

El citado Acuerdo también exime («no serd imprescindible») de la cita de
sentencias (en este caso, no es necesario ni siquiera la cita de una sentencia)
si, a criterio de la Sala Primera del Tribunal Supremo, la parte recurrente
justifica debidamente la necesidad de establecer jurisprudencia o modificar
la ya establecida en relacién con el problema juridico planteado porque haya
evolucionado la realidad social o la comtin opinién de la comunidad juridica
sobre una determinada materia.

Esta excepcion, dice el Tribunal Supremo, tiene el cardcter extraordinario
que se desprende de su naturaleza. Por ello, concluye el Acuerdo, el
recurso no serd admisible cuando la Sala Primera del Tribunal Supremo
no considere que su jurisprudencia deba ser modificada.

todos los magistrados han respaldado esa interpretacién. De este modo, se puede adelantar
la fijacién de un criterio jurisprudencial a la primera sentencia que establezca el modo
de interpretacién de una norma para ese tipo de supuestos, ofreciendo ya desde este
primer momento cudl ha de ser la solucién a seguir por los érganos judiciales inferiores
y disipando las dudas al respecto.

19 Con anterioridad al citado Acuerdo, vid. STS 15 de julio de 1988. Esta sentencia establece
que, si bien la existencia de una sola sentencia no crea jurisprudencia, «no se puede
olvidar y asi debe ponerse de relieve que en el caso resuelto por la referida resolucién (se
refiere ala STS de 2 de julio de 1987 sobre transexualidad) actué la Sala Primera de este
Alto Tribunal en Pleno, lo cual atribuye a la misma una especial fuerza en lo que a la
constitucién de doctrina jurisprudencial se refiere». Vid. también ALBAcar LOPEZ, JosE
Luts; MARTIN-GRANIZO FERNANDEZ, MANUEL, Cédigo Civil, Doctrina y Jurisprudencia,
T. 1., Vol. I, 4% Ed., Madrid, 1995, p. 38, con cita de la STS 27 de octubre de 1989.
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c) Sila sentencia ha sido dictada en recurso de casacién por interés

casacional.

Es decir, la sentencia dictada en los recursos de casacién por oposicién
a la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, por jurisprudencia
contradictoria de las Audiencias Provinciales o para la aplicacién de norma
de vigencia inferior a cinco afios carente de doctrina jurisprudencial sobre
la misma o sobre otra norma anterior similar.

El recurso de casacién por interés casacional tiene como finalidad la
fijacién (o reiteracién) de la doctrina que se estima correcta en contra
del criterio que la sentencia recurrida haya seguido frente a la doctrina
jurisprudencial del Tribunal Supremo, frente a otras sentencias de
Audiencias Provinciales o cuando no exista jurisprudencia sobre una ley
que lleva menos de cinco afios en vigor (Acuerdo de Pleno no jurisdiccional
del Tribunal Supremo y art. 487-3 LEC).

El concepto de jurisprudencia contradictoria de las Audiencias
Provinciales, dice el Tribunal Supremo en su Acuerdo de Pleno no
jurisdiccional, comporta la existencia de criterios dispares entre secciones
de Audiencias mantenidos cada uno con la suficiente extensién e igual nivel
de trascendencia, de modo que puedan calificarse como jurisprudencia
operativa en el grado jurisdiccional correspondiente a estos tribunales.

En consecuencia, tiene que acreditarse:

— que existen soluciones diferentes para el mismo problema por parte
de distintas Audiencias y

— que no existe jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre dicho
problema.

Aqui, la parte recurrente debe invocar al menos dos sentencias
dictadas por una misma seccién de una Audiencia en las que se decida
colegiadamente en un sentido y al menos otras dos, procedentes también
de una misma seccién de una Audiencia, diferente de la primera, en las
que se decida colegiadamente en sentido contrario. En uno de estos dos
grupos debe figurar la sentencia recurrida.

Para el supuesto de norma de vigencia inferior a cinco afios, se debe
identificar el problema juridico sobre el que no exista jurisprudencia y que
haya sido resuelto o debiera haberlo sido mediante la aplicacién de una
norma de menos de cinco afios de vigencia.

El cémputo de los cinco afios de vigencia de la norma aplicable debe
efectuarse tomando como dies a quo la fecha de su entrada en vigor y como
dies ad quem la fecha en que la norma fue invocada por primera vez en el
procedimiento.
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Asimismo, se debe justificar que no existe doctrina jurisprudencial
de la Sala Primera Tribunal Supremo (o del Tribunal Superior de
Justicia, en su caso) relativa a normas anteriores de igual o similar
contenido.

d) Sila sentencia se dicté en un recurso de casacién interpuesto en

interés de Ley.?

Asi, el art. 490 LEC (Resoluciones recurribles en interés de la ley)
establece que «podrd interponerse recurso en interés de la ley, para
la unidad de doctrina jurisprudencial, respecto de sentencias que
resuelvan recursos extraordinarios por infraccién de ley procesal
cuando las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de
Justicia sostuvieran criterios discrepantes sobre la interpretacién de
normas procesales.»

Y el art. 493 LEC (Sentencia) determina que «la sentencia que se
dicte en los recursos en interés de la ley respetard, en todo caso, las
situaciones juridicas particulares derivadas de las sentencias alegadas
y, cuando fuere estimatoria, fijard en el fallo la doctrina jurisprudencial.
En este caso, se publicard en el “Boletin Oficial del Estado” y, a partir
de su insercién en él, complementard el ordenamiento juridico,
vinculando en tal concepto a todos los Jueces y tribunales del orden
jurisdiccional civil diferentes al Tribunal Supremo».

La razén es que en este recurso el Tribunal Supremo unifica
doctrina.

e) Si la sentencia cambia el criterio interpretativo, maxime si el
cambio es expreso y razonado o justificado.?

f) Aunque el supuesto es dudoso, parece que debe bastar una

sola sentencia en los casos en que la Sala Primera se pronuncia

por primera vez determinando la norma o el principio general y su

interpretacién.??

Si, en este caso, no se permite el recurso de casacién por infraccién de la
doctrina asentada en esa sola sentencia y no hay actuacién legislativa, ¢cémo

20 CorBaL FERNANDEZ, JEsUs E., Prictica Procesal Civil, (Brocd-Majada-Corbal-G2. Varela),
222 ed., Barcelona, 1996, t. VIII, apart. 44, p. 5.027.

21 CorsaL FERNANDEZ, JEsUs E., Prictica Procesal Civil..., p. 5.027.
22 Por ejemplo, en las SSTS 2 de julio de 1987 y 3 de marzo de 1989 sobre transexualidad.
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se podrd establecer doctrina jurisprudencial? En tales casos, posiblemente
el motivo de casacién deba ser infraccién de la norma juridica (principio
general del derecho o norma legal aplicada por analogia) determinada o
fijada por la sentencia para la resolucién del primer caso en litigio.

En cualquier caso, una sola sentencia pone de manifiesto un
determinado caricter interpretativo, sobre todo cuando la falta de
reiteracién de supuestos no permite la fijacién de doctrina.?

Finalmente, se debe distinguir entre la invocacién de una
sola sentencia como infraccién de jurisprudencia y la alegacién o
argumentacién juridica con base en la interpretacién normativa
realizada por una sentencia del Tribunal Supremo, como reiteran las
SSTS 23 de diciembre de 1983 y 17 de junio de 1992.

En esencia, puede decirse que la exigencia de la reiteraciéon en el
criterio jurisprudencial, requerido tanto por el art. 1-6 CC como por
la propia jurisprudencia y el Acuerdo del Pleno de la Sala Primera, no
exige mds que la manifestacién de la voluntad de mantener un criterio
continuo o uniforme.

Cuando esta voluntad de permanencia se manifiesta en una sola
sentencia, se debe entender que, a efectos de establecer doctrina
jurisprudencial y, por tanto, a efectos también casacionales, basta una sola
sentencia (lo contrario conduce al absurdo en los supuestos de cambio de
criterio).

En cambio, no son suficientes dos o mds sentencias del Tribunal
Supremo si no expresan la voluntad de que el criterio jurisprudencial
fijado en las mismas tiene un cardcter estable o, como dice la STS 30
de abril de 1986, «un perfil de certidumbre y de unidad y de forma
reiterada, es decir, permanente».

El Tribunal Supremo ha sefalado, también repetidamente, no sélo
que el criterio interpretativo debe ser reiterado para ser, precisamente,
doctrina jurisprudencial y que los hechos en conflicto deben ser
andlogos a los de las sentencias invocadas como precedente vinculante,
sino que, ademds, la solucién del conflicto en litigio debe exigir la
misma solucién que la asentada en la doctrina jurisprudencial en litigios
anteriores y andlogos, atendiendo, por tanto, a la fundamentacién del

23 En este sentido, SSTS 23 de diciembre de 1983 y 5 de diciembre de 1989.
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fallo,* lo cual nos conduce a la distincién entre a la ratio decidendi y los
obiter dicta.”

Ante la conjuncién de estos requisitos, el Tribunal Supremo o queda
vinculado por su propia doctrina y falla en consecuencia o se aparta del
precedente vinculante y cambia, de manera razonada y no arbitraria, de
orientacién o criterio jurisprudencial.

4. Concrecion de la norma jurisprudencia:
la ratio decidendi y los obiter dicta

Como ya se ha sefalado, el Tribunal Supremo ha repetido que sélo es
doctrina jurisprudencial la reiterada y que los hechos en conflicto deben
ser andlogos a los de las sentencias invocadas como precedente vinculante,
sino que, ademds, la solucién del conflicto en litigios debe exigir la misma
solucién que la asentada en la doctrina jurisprudencial en litigios anteriores
y andlogos, atendiendo, por tanto, a la fundamentacién de la ratio decidendi
y no a los obiter dicta. Es decir, que la doctrina jurisprudencial la conforman
las rationes decidendi, pero no los obiter dicta de las sentencias.

Asi, el Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de 27 de enero de 2017 de
la Sala Primera del Tribunal Supremo sefiala que no basta con la cita de
dos 0 mds sentencias de la Sala Primera, sino que ademads es necesario
«que se razone cémo, cudndo y en qué sentido la sentencia recurrida ha
vulnerado o desconocido la jurisprudencia que se establece en ellas. Debe
existir identidad de razdn entre las cuestiones resueltas por las sentencias
citadas y el caso objeto del recurso».

24 La distincién entre ratio y obiter en la invocacién de sentencias precedentes es doctrina
reiterada del Tribunal Supremo. Entre otras muchas, SSTS 25 de mayo de 1998, 29 de
septiembre de 1997, 21 de mayo de 1997, 20 de marzo de 1997, 24 de marzo de 1995, 7
de marzo de 1996, 7 de mayo de 1996, 14 de junio de 1996, 5 de octubre de 1996, 31 de
diciembre de 1996, 11 de noviembre de 1991, 16 de junio de 1991, 24 de enero de 1984, 28
de febrero de 1983, 15 de febrero de 1982, 10 de noviembre de 1981, 25 de marzo de 1976,
20 de junio de 1975, 7 de mayo de 1970.

25 Para la distincién, en nuestra doctrina, Puic BRuTAU, José, «Cémo ha de ser invocada
la doctrina civil del Tribunal Supremo», en Medio Siglo de Estudios juridicos, Valencia,
1997, pp. 188 y sigs.; Dfez-P1cazo, Luis, Estudios sobre la jurisprudencia, 22 ed. (reimp),
vol I, Madrid, 1979, pp. 1y sigs.; GALGaNo, Francesco, «L'interpretazione del precedente
giudiziario», en Contratto e Impresa, 1985, pp. 701 y sigs.
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Sin embargo, la distincién entre ratio y obiter no es una tarea ficil, como
han puesto de manifiesto la doctrina anglosajona.

En el sistema anglosajén, donde rige la regla del stare decisis o del
precedente la distincién entre ratio decidendi y obiter dictum es fundamental
porque la creacién judicial de la norma juridica deriva precisamente de
la ratio decidendi. Es, por tanto, una distincién esencial y propia de los
sistemas regidos por el stare decisis o el precedente vinculante.

En cambio, en los sistemas normativistas como el nuestro, basados
en el principio de legalidad, posiblemente la distincién no alcance tal
importancia toda vez que la norma juridica la crea fundamentalmente la
ley, mientras que el juez y, en concreto, el Tribunal Supremo, se limitan a
interpretarla y aplicarla.

La primera dificultad que surge es determinar qué es y cual es la ratio
decidendi de una sentencia.’® Wambaugh dijo que es la regla general sin la
cual el caso se hubiera resuelto de manera distinta o la proposicién juridica
considerada por el tribunal como necesaria para su decisién.

Cross-Harris la definen como cualquier regla juridica tomada en
consideracién por el juez expresa o implicitamente como paso necesario
para llegar a su conclusién.

Dias dice que hay tres maneras de entender qué sea ratio decidendi:

a) Larazdn por la cual se decide o la razén de la decisién.
b) Laregla de derecho ofrecida por el juez como base de la decisién.
¢) Lanorma juridica que otros consideran con autoridad vinculante.

Las definiciones no coincidentes de ratio decidendi en la doctrina
anglosajona pueden sucederse porque, en realidad, son pocos los puntos en
los que parece haber acuerdo (y casi todos negativos). Bisicamente, todos los
autores coinciden que no son rationes decidendi las cuestiones de hecho ni
los razonamientos incidentales, es decir, los obiter dicta. Se puede decir que:

a) Los obiter dicta son los enunciados juridicos pronunciados mds alld
de las pretensiones y de las excepciones, ya de las partes ya recogidas
de oficio.

26 Una clara exposicién de los métodos en Cross-HARRIs, Precedent..., pp. 52 y sigs.,
para el test de Wambaugh y su critica; y pp. 63 y sigs. para el método del Dr. Goodhart;
SALMOND, |., Jurisprudence..., pp. 180 y sigs. Una exposicién sintética, en ITURRALDE
SESMA, VICTORIA, El precedente en el Common Law, Madrid, 1985, pp. 83 y sigs.



La creacién de la norma jurisprudencial y los tribunales superiores [...]

b) La ratio decidendi es la argumentacién implicita necesaria o
suficiente para determinar el fallo.”

Mas la cuestién no acaba en la definicién de la ratio decidendi, sino
que renace con mayor dificultad en la determinacién de cudl sea la ratio
decidendi de una concreta sentencia. Baste sefialar la proliferacién de
métodos elaborados por los autores para determinar la ratio decidendi de
un caso concreto y su distincién de los gratia dicta.?

A modo de ejemplo, baste citar el test cldsico de Wambaugh, basado
en una razonamiento légico cuya premisa mayor es la ratio decidendi, la
menor los hechos y la conclusién, la decisién del juez, y en el que la ratio
se define como la regla general sin la cual el caso se hubiera resuelto
de manera distinta o la proposicién juridica considerada por el tribunal
como necesaria para su decisién®; el método del Dr. Goodhart, basado
en los hechos tomados como sustancial por el juez y en la decisién de
éste basada en aquéllos; o el realista de Oliphant. Todo lo anterior sin
tomar en consideracién los problemas que planten los supuestos en
que haya mds de una ratio decidendi ni los supuestos en que no haya
manifestado expresamente la ratio.>

Por su parte, los obiter dicta se definen, negativamente, como los
pronunciamientos que no forman parte de la ratio y, por tanto, carecen
de autoridad, no son vinculantes, si bien pueden tener alguna relevancia
como criterio interpretativo de una ley. Goodhart los define como los
hechos cuya existencia no ha sido determinada por el tribunal.!

27 Mac CorMick, «Why cases have rationes and what these are», en Precedent in Law,
(Goldstein ed.) Oxford, 1987, p. 180.

28 Los métodos estin expuestos en Cross-HARRIs, Precedent..., pp. 52 y sigs., para el test
de Wambaugh y su critica; y pp. 63 y sigs. para el método del Dr. Goodhart; SALmMoND, J.,
Jurisprudence..., pp. 180 y sigs. Vid. también ITURRALDE SEsMA, VICTORIA, El precedente
en el Common Law..., pp. 83 y sigs.

29 Citado por Cross-Harris, Precedent..., pp. 52y 56.

30 Vid. D1as, R. W. M., Jurisprudence..., pp. 140 y 141 y Cross-HARR1s, Precedent..., pp. 47
y sigs. y 81y sigs.
31 Citado por Cross-HARRIs, Precedent..., p. 76.
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Como fuere, esta distincién no parece tan esencial en los sistemas
normativistas porque la ratio decidendi no crea norma juridica alguna.*
En otras palabras, la ratio decidendi es una ratio interpretativa porque,
en ultima instancia, la solucién del caso en litigio descansa en la norma
juridica de origen legal, consuetudinario o derivada de un principio
general del derecho, no en la norma interpretativa que crea la propia
sentencia.

La distincién entre ratio y dictum en nuestro sistema, aun siendo
importante, no puede tener la importancia que se le atribuye en el
sistema del precedente y que le atribuye también un sector de la
doctrina.* No digo que no posea cierta relevancia, sino que ésta no es la
misma que la que tiene en el sistema anglosajon, maxime si se entiende
la ratio como la norma juridica aplicada por el juez para resolver el caso
en litigio porque, en los sistemas normativistas, dicha norma tiene
siempre un origen legal, consuetudinario o principista.

En todo caso, la jurisprudencia ha sefialado que el recurso de
casacion no se interpone contra los obiter dicta de la sentencia recurrida,
sino contra el fallo de ésta y, en su caso, los razonamientos juridicos
vinculados al mismo o que transciendan a la parte dispositiva.’* Del
mismo modo, el Tribunal Supremo ha sefialado que la doctrina
jurisprudencial cuya infraccién fundamenta la interposicién de un
recurso de casacién con base en el 477 LEC es la establecida por las
rationes decidendi y no por los obiter dicta de las sentencias invocadas.
Por tanto, en nuestro sistema la bondad préctica de la distincién entre

32 Cross-Harris, Precedent..., p. 49: la busqueda de la ratio decidendi es en gran parte una
peculiaridad de los procesos judiciales de Inglaterra, Escocia y de los paises cuyo sistema
legal deriva del nuestro. Asi, en las discusiones sobre los argumentos de las decisiones
judiciales, en el continente no se comparte la preocupacién de los autores anglo-americanos
por el método de distinguir la ratio decidendi del obiter dictum.

33 Asi, algunos autores han entendido que la distincién entre ratio y dictum carece de
fundamento. Vid. DENTI, V., en La giurisprudenza per massime e il valore del precedente,
Padua, 1988, p. 113 y MoNETA, G., I mutamenti nella giurisprudenza della Cassazione
civile, en I grandi orientamenti della giurisprudenza civile e commerciale (dir. F. Galgano),
Padua, 1993, p. 564.

34 SSTS 23 de diciembre de 1987, 23 de marzo de 1988, 13 de diciembre de 1989, 19 de abril de
1990, 30 de mayo de 1990, 9 de junio de 1990, 17 de junio de 1992, entre otras muchas. Vid.
Puic BruTAU, JosE, «Cémo ha de ser invocada la doctrina civil del Tribunal Supremo»,
en Medio Siglo de Estudios juridicos, Valencia, 1997, pp. 190 y sigs. También en Revista
Juridica de Catalufia, enero-febrero, 1953.
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las rationes y los dicta se halla en el hecho de que aquéllas son hébiles
para conformar doctrina jurisprudencial mientras que éstos no*; sin
embargo, ambos son, esencialmente, razonamientos interpretativos
de la norma juridica, por lo que los dicta podridn ser invocados, si no
como infraccién de la jurisprudencia si, al menos, como infraccién de
la norma juridica que interpretan.

La relacién entre ratio y obiter es, a veces, dificil, como se pone de
manifiesto en la STS 26 de marzo de 1997, en que el Tribunal Supremo
expresa su opinién acerca de la constitucionalidad de la aplicacién
voluntaria o forzosa de baremos que faciliten o impongan criterios
normativos objetivados para el cdlculo de las indemnizaciones. Aqui, el
Tribunal Supremo rechaza los tres motivos y no da lugar al recurso de
casacion. Pero, a partir del Fundamento juridico Cuarto dice:

«El rechazo de los motivos no excusa a la Sala de razonar en profundidad
una materia de tanto interés para la exaccién de la responsabilidad civil
extracontractual derivada de los dafios personales sufridos en accidentes de
trdfico como es la relativa a la aplicacién voluntaria o forzosa de baremos que
faciliten, en el primer caso, o impongan, en el segundo, criterios normativos
objetivados para el cdlculo de la indemnizacién. En torno a esta cuestién
pueden sentarse las siguientes conclusiones...».

Por tanto, todo el razonamiento que le sigue es claramente un obiter
dictum, pero un dictum consciente, reflexivo, meditado, que ocupa dos
larguisimos Fundamentos de Derecho; un dictum que, en definitiva,
puede generar la confianza de que esa es la opinién del Tribunal
Supremo acerca de la aplicacién voluntaria o forzosa de los baremos y
que la seguird en futuros y sucesivos casos litigiosos en que se discutan
precisamente la aplicacién voluntaria o forzosa de los baremos.

Por otro lado, el Tribunal Supremo tampoco se aplica su doctrina
acerca de la distincién entre los dicta y las rationes. En la STS 4 de mayo
de 1998, declaré la inconstitucionalidad sobrevenida del procedimiento
extrajudicial de ejecucién hipotecaria con base en distintos argumentos
(fundamentalmente, su cardcter extrajudicial y la vulneracién del art.
117-3 C.E). Este criterio jurisprudencial se ratifica en la STS 20 de abril
de 1999, pero ya habia quedado expresamente confirmado en la STS 30

35 Pero, como sefiala GALGANO, a menudo, un obiter dictum reiterado en una serie de rationes
decidendi anticipa una futura ratio decidendi. Vid. Garcano, F., «Quattro note di varia
giurisprudenza», en Contratto e Impresa, 1992, vol II, p. 535.
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de enero de 1999 en la que el propio Tribunal reconoce que tal doctrina
no es aplicable al caso concreto en los términos en que se enjuiciaba. Se
trataba, pues, de un obiter dictum, al menos en cuanto confirmacién de
la doctrina contenida en la STS 4 de mayo de 1998. Asi, la STS 20 de abril
de 1999 dice expresamente que la doctrina contenida en la STS 4 de mayo
de 1998 «ya fue objeto de ratificacién por la sentencia de 30 de enero de
1999, aunque en tal ocasién la pretensién impugnatoria no permitia
su aplicacién, al caso concreto, en los términos en que se enjuiciaba».
Por tanto, un obiter dictum ratificé un criterio jurisprudencial todavia
no consolidado ni confirmado por la ratio decidendi de una segunda
sentencia.

Desde otra perspectiva, la distincién entre ratio y dictum en nuestro
sistema juridico puede tener otra relevancia prictica, mds alld de la
expresada por el Tribunal Supremo, y que la acercan al sistema del
precedente: mientras que la ratio vincula al Tribunal, no sélo al Tribunal
Supremo sino a cualquier 6rgano judicial que haya dictado la sentencia,
para casos futuros e iguales con base en el elemental principio de
justicia en cuya virtud los casos iguales deben ser resueltos de la misma
manera®* y, por tanto, sin necesidad de reiteracién alguna, los dicta, en
cambio, precisan de dicha reiteracién. Asi, Puic Brutau® dice que se
debe distinguir:

a) La jurisprudencia reiterada, necesaria para que las afirmaciones
que son s6lo obiter dictum puedan ser invocadas como doctrina legal
o como principios generales del Derecho en un recurso de casacién;

b) Elprecedente judicial, que se refiere a la ratio decidendi de un caso
que, cuando puede ser equiparado a otro pendiente de resolucién,
impide al tribunal fallar en sentido contrario o distinto. El Tribunal
s6lo se puede separar sefialando las diferencias entre uno y otro
caso o razonando el cambio de criterio, es decir, el cambio de ratio
decidendi.

36 Cross-HARRIs, Precedent..., cit., p. 3.

37 Puic BruTAU, José, «Cémo ha de ser invocada...», cit., p. 208.
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5. El complemento del ordenamiento juridico

En nuestro sistema, la doctrina reiterada (conformada por las
sucesivas rationes decidendi) complementa® el ordenamiento juridico. Esta
complementacién se realiza por dos vias distintas:

1. En primer lugar, ex art. 1-6 CC y normas homologas de los derechos
civiles autonémicos, mediante la reiterada interpretacién y aplicacién
de las fuentes del ordenamiento juridico correspondiente (en general,
de la ley, de la costumbre o del principio general del derecho).

2. En segundo lugar, indirectamente y para el derecho civil estatal, ex
Disposiciones Adicionales Primera a Tercera del Cédigo civil, en cuya
virtud

«El Presidente del Tribunal Supremo y los de las Audiencias Territoriales
elevardn al Ministerio de Gracia y Justicia, al fin de cada afio, una Memoria,
en la que, refiriéndose a los negocios de que hayan conocido durante el mismo
las Salas de lo civil, senalen las deficiencias y dudas que hayan encontrado
al aplicar este C6digo. En ella hardn constar detalladamente las cuestiones y
puntos de derecho controvertidos y los articulos u omisiones del Cédigo que
han dado ocasién a las dudas del Tribunal» (D.A. 12).

«El Ministerio de Gracia y Justicia pasard estas Memorias y un ejemplar de
la Estadistica civil del mismo afio a la Comisién General de Codificacién»
(D.A. 2%).

«En vista de estos datos, de los progresos realizados en otros paises que
sean utilizables en el nuestro y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo,
la Comisién de Codificacién formulard y elevard al Gobierno cada diez afios
las reformas que convenga introducir» (D.A. 3?).

Como fuere, a la jurisprudencia se le atribuyen tradicionalmente tres
funciones:

38 El DRAE define la voz complementar como dar complemento o servir de complemento
a algo. Mientras que complemento es: 1. Cosa, cualidad o circunstancia que las afiade a
otra para hacerla integra o perfecta. 2. Integridad, perfeccién o plenitud a que llega algo.
Asi, parece que decir complementar, integrar o completar es lo mismo: afiadir algo para
hacer una cosa integra o completa. Por tanto, la doctrina reiterada del Tribunal Supremo
se aflade al ordenamiento juridico para hacerlo integro o completo.
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a) La correcta interpretacién y aplicacién de las leyes o funcién
nomofildctica (ius constitutionis).

b) La proteccién de los derechos e intereses de la parte recurrente (ius
litigatoris).

c) La fijacién de los criterios de interpretacién y aplicacién de las
normas, es decir, la creacién de doctrina jurisprudencial.

Como ha sefalado I. DfEz-Picazo GimENEz, dependiendo del mayor
0 menor peso que se haya querido dar a cada una de estas tres funciones
en cada momento, el recurso de casacién se ha configurado de un modo u
otro. Las dos primeras —ius constitutionis y ius litigatoris— determinan una
configuracién amplia del recurso de casacién, mientras que la creacién de
jurisprudencia supone una restriccién notable en el acceso a la casacién.*’

Por tanto, la doctrina jurisprudencial es un precedente interpretativo,
no creador de norma juridica alguna, que se une no sélo a la norma juridica
que interpreta (que reclama la misma interpretacién en el futuro), sino
también al caso concreto subsumido en la norma interpretada y al que ésta
se aplica.

De este modo, la transcendencia normativa que la Exposicién de Motivos
del Titulo Preliminar de 1974 otorga ala jurisprudencia y que reitera la propia
doctrina jurisprudencial, no deriva del propio criterio jurisprudencial, sino
de su objeto de interpretacién y aplicacién: de la norma juridica interpretada
y aplicada.

En otras palabras, la transcendencia normativa de la jurisprudencia no
es una cualidad o cardcter insito en la misma, sino la transcendencia, la
fuerza normativa, del precepto que interpreta y aplica.’

Por tanto, la jurisprudencia, las sentencias, no sélo en los sistemas
anglosajones, desempefia una doble funcién:

39 Diez-Picazo GiMENEZ, IGNAcIO, «La funcién del Tribunal Supremo: el valor de la
jurisprudencia civil», en Cuadernos de Derecho para Ingenieros. Retos de la Justicia, Las
Rozas, Madrid, 2017, pp. 224 y sigs., el cual se muestra partidario de potenciar la funcién
de creacién de jurisprudencia.

40 El Tribunal Supremo se refiere con reiteracién a la funcién nomofilactica o a la transcendencia
normativa de la jurisprudencia y expresiones similares (también la EM del Decreto 1836/1974,
de 31 de mayo y la de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil).
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— De un lado, resuelve el conflicto planteado ante el Tribunal, que es un
conflicto concreto entre dos partes.

Esta funcién la realizan todos los 6rganos judiciales al resolver el litigio
planteado ante ellos; la sentencia, as{, contiene una regla de conducta
heter6noma e individualizada que deben observar los sujetos cuya disputa
ha sido sometida a litigio.

— De otrolado, coadyuva al desarrollo del Ordenamiento juridico al aplicar
e interpretar sus normas, es decir, conforma el Ordenamiento juridico.?

Esta segunda funcién, generalmente, queda reservada a los tribunales
de superior jerarquia y, por lo que respecta a nuestro sistema, al Tribunal
Supremo y a los Tribunales Superiores de Justicia.

Por ello, puede decirse, como dice Nicoi, que, en cualquier sistema
judicial donde una decisién judicial pueda estar basada o justificada en
anteriores decisiones (y esto vale también para nuestro sistema, en orden
a la determinacién e interpretacién de la norma), cada pronunciamiento
judicial (en nuestro caso del Tribunal Supremo o de un Tribunal Superior
de Justicia) presenta dos elementos:

1. El elemento descriptivo, en cuya virtud el tribunal determina el
derecho aplicable.

2. El elemento prescriptivo en cuya virtud el tribunal fija la
interpretacién y alcance de la norma que aplica.”

Ambos elementos se hallan intimamente ligados hasta el punto de que,
aunque puedan disociarse mentalmente, en la realidad son inescindibles.

De este modo, la funcién de completar o coadyuvar al desarrollo del
Ordenamiento juridico® al aplicar e interpretar sus normas, es decir, su

41 Vid. Brasco Gascd, Francisco, La norma jurisprudencial, Valencia, 2000, passin; DowLING,
N. T.; PaTTERSON, W.; POWEL, R., Materials for legal method, Chicago, 1946, p. 29.

42 Nicoi, A. G. L., «Prospective overruling: a new device for English Courts?» en The
Modern Law Review, 1976, vol. 39, p. 542.

43 Segun Auger Lifidn, esta funcién que cumple la jurisprudencia se desarrolla mediante una
labor de sincronizacién entre el derecho positivo y la realidad social vigente a través de la
adecuada exégesis de la ley, la costumbre y los principios generales del derecho. AuGer
LINAN, C., «La jurisprudencia como posible fuente...», p. 400. Recientemente, Celia Martinez



Francisco de P. Blasco Gasco

conformacién, se materializa o manifiesta en los paises continentales en la
llamada jurisprudencia constante o consolidada emanada de los recursos
de casacién en los que el Tribunal Supremo y los Tribunales Superiores de
Justicia interpretan y aplican la norma juridica.

Esta interpretacién reiterada de la norma juridica realizada por el
Tribunal (Supremo o Superior de Justicia) se adhiere a la norma, de manera
que cuando dicha norma deba ser interpretada de nuevo para aplicarla a
un caso nuevo, pero igual o similar, deberd interpretarse en los mismo
términos o, al menos, deberd tomarse en consideracién la interpretacién
hasta ese momento realizada.

En este sentido, la jurisprudencia tiene menos fuerza que la norma
juridica porque, en un sistema basado en el principio de jerarquia normativa,
como es el nuestro (art. 9-3 CE), en el Cédigo civil la jurisprudencia no se
considera fuente del Ordenamiento juridico (arts. 1-1, 1-6 y 1-7 CC). Pero, por
otro lado, la jurisprudencia manifiesta una fuerza mis alld de la de las propias
fuentes del ordenamiento juridico: la de quien, segin la ley, interpreta, fija y
da sentido a las normas juridicas.

Asi, se manifiestan las funciones antes dichas: la interpretacién de
la norma, la fijacién de su significado y su alcance manifiesta la funcién
nomofilictica de la jurisprudencia, su conformacién del ordenamiento
juridico, al que dota de uniformidad interpretativa.

De este modo, la estructura bésica de la norma juridica ya no es
solo el supuesto de hecho mds la consecuencia juridica, sino que debe
completarse con la norma o doctrina jurisprudencial, es decir, con el criterio
interpretativo reiterado del Tribunal Supremo o del Tribunal Superior de
Justicia:

Norma juridica = (supuesto de hecho + consecuencia juridica)
+ norma o doctrina jurisprudencial.

Escribano ha recordado que no es ficil delimitar el significado que debe atribuirse al término
«complementar» que se establece en el art. 1.6 CC, en cuanto que no resulta sencillo saber
si en esta funcién de complemento del ordenamiento el Tribunal Supremo puede incluir
elementos no previstos en la norma, y en qué medida esto puede ser creacién de normas
y, por tanto, fuente de derecho. Pero en esta labor no es posible que el Tribunal asuma una
funcién de creacién del derecho. Esta posibilidad estd excluida por el propio art. 1.1 CC en
relacién con el art. 1.6 CC, y tras la aprobacién de la Constitucién también por el art. 9 CE,
como consecuencia del sometimiento de los jueces a la ley y a la Constitucién.
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6. La doctrina jurisprudencial en los derechos civiles autonémicos

La doctrina jurisprudencial del correspondiente Tribunal Superior de
Justicia tampoco se considera fuente del Ordenamiento juridico en los
distintos derechos civiles autonémicos:

— En el Derecho civil cataldn, la Exposicién de Motivos de la Ley 29/2002,
de 30 de diciembre, primera Ley del Cédigo Civil de Catalufia, dice
expresamente que «si bien no como fuente del derecho, este dltimo
articulo (se refiere al art. 111-2 CCCat) reconoce a la jurisprudencia civil
del Tribunal de Casacién de Catalufia, en la medida en que no haya
sido modificada por la legislacién vigente, y a la emanada del Tribunal
Superior de Justicia de Catalufia, el valor de doctrina jurisprudencial a
los efectos del recurso de casacién».

— En el Derecho civil gallego, en el que el art. 1-1 de la Ley 2/2006, de 14
de junio, de derecho civil de Galicia dice que «Las fuentes del derecho
civil de Galicia son la ley, la costumbre y los principios generales que
integran e informan el ordenamiento juridico gallego».

— Para el Pais Vasco, el art. 1-1 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de
Derecho Civil Vasco determina que «constituyen el Derecho civil de
la Comunidad Auténoma del Pais Vasco las disposiciones de esta ley,
la costumbre y los principios generales del Derecho que lo inspiran».

— En el derecho civil foral navarro, la prelacién de fuentes del derecho es,
en virtud dela Ley 2 de la Ley 1/1973 de 1 de marzo, por la que se aprueba
la Compilacién del Derecho Civil Foral de Navarra,* la siguiente:

1. La costumbre establecida por la realidad social navarra.
2. Las leyes de la presente Compilacién y las Leyes civiles navarras.

3. Los principios generales del Derecho navarro.

— En el Derecho aragonés, art. 1 del Decreto Legislativo 1/2011, de 22
de marzo, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba, con el
titulo de «Cédigo del Derecho Foral de Aragén», el Texto Refundido
de las Leyes civiles aragonesas, establece que «las fuentes del
Derecho civil de Aragén son la ley, la costumbre y los principios

44 Redaccién dada por la Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificacién y actualizacién
de la Compilacién del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero Nuevo.
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generales en los que tradicionalmente se inspira su ordenamiento
juridico». Si bien,

a) La costumbre tiene fuerza de obligar cuando no sea contraria a
la Constitucidén o a las normas imperativas del Derecho aragonés
(art. 2-1);

b) conforme al principio standum est chartae, se estard, en juicio y
fuera de él, a la voluntad de los otorgantes, expresada en pactos o
disposiciones, siempre que no resulte de imposible cumplimiento
o0 sea contraria a la Constitucién o a las normas imperativas del
Derecho aragonés (art. 3).

— Finalmente, el art. 1-2 del Decreto Legislativo 79/1990, de 6 de
septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la compilacién
del derecho civil de las Islas Baleares establece que «las fuentes del
Derecho civil de las Illes Balears son: La Compilacién y las normas
autondémicas que afecten a la materia de derecho civil, la costumbre
y los principios generales del derecho civil propio».

La jurisprudencia, por tanto, no tiene fuerza creadora de normas
juridicas en ninguno de los ordenamientos juridicos civiles del Estado
espafiol. Su funcién, pues, es otra. Como la del Tribunal Supremo, la fuerza
de quien, segun la ley, interpreta, fija y da sentido a las normas juridicas.

Asf, el art. 111-2 CCCat (Interpretacién e integracién) dice en su apartado
segundo que

«en especial, al interpretar y aplicar el derecho civil de Catalufia deben tenerse
en cuenta la jurisprudencia civil del Tribunal de Casacién de Catalufia y la del
Tribunal Superior de Justicia de Catalufia no modificadas por el presente Cédigo
u otras leyes. Una y otra pueden ser invocadas como doctrina jurisprudencial
a los efectos del recurso de casacién».

Y el art. 2 (La jurisprudencia) de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de
Derecho Civil Vasco dice que la jurisprudencia depurard la interpretacién e
integrard los preceptos del Derecho civil vasco. Y que, por jurisprudencia,
a los efectos del Derecho civil vasco, se ha de entender la doctrina reiterada
que en su aplicacién establezcan las resoluciones motivadas de los jueces y
tribunales con jurisdiccién en el Pais Vasco.

El art. 2-2 de la Ley 2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia
establece que «el derecho gallego se interpretard e integrard desde los
principios generales que lo informan, asi como con las leyes, los usos, las
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costumbres, la jurisprudencia emanada del Tribunal Superior de Justicia
de Galicia y la doctrina que encarna la tradicién juridica gallega».

Y, a semejanza del art. 1-6 CC, el art. 1-3-6* del Decreto Legislativo
79/1990, de 6 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido
de la compilacién del derecho civil de las Islas Baleares establece que la
jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears y, en su
caso, del Tribunal Supremo, complementard el ordenamiento civil balear.

7. Eficacia de la norma jurisprudencial: la transcendencia
normativa de la interpretacién uniforme

Los criterios reiterados de interpretacién de una norma juridica no
se confunden, sin embargo, con la norma juridica interpretada, no son
proposiciones normativas generales y abstractas; en su caso, la norma
juridica es, precisamente, la que determina la vinculacién del Tribunal
al criterio interpretativo consolidado, no el criterio de interpretacién
en si mismo considerado. De hecho, a lo largo de su vida, una misma
norma juridica puede ser objeto de distintas interpretaciones, sucesivas y
reiteradas ex art. 3-1 CC.

De este modo, la eficacia normativa de la sentencia en cuanto precedente
se identifica con la de las normas juridicas interpretadas; incluso en los
supuestos en que la sentencia o sentencias colman una laguna mediante la
concrecién de un principio general del derecho, su eficacia normativa no vive
mads alld de la propia de la norma o normas de las que se extrae el principio
general, porque éste, como sefial6 EssER, no actda independientemente de
laley.®

El Tribunal con capacidad para crear doctrina jurisprudencial (en
nuestro caso, el Tribunal Supremo o el Tribunal Superior de Justicia) no da
la interpretacién exacta de la ley, sino la interpretacién uniforme.

Es cierto que una interpretacién reiterada de la norma juridica realizada
por el Tribunal Supremo o Superior de Justicia puede decirse que se adhiere
a la misma, de manera que cuando dicha norma es interpretada de nuevo
para aplicarla a un caso nuevo, pero igual o similar, debe interpretarse en
los mismos términos. Mas esto no deriva de la norma misma ni de una

45 EssER, ]., Principio y norma en la elaboracién jurisprudencial del Derecho, (trad. E. Valenti
Fiol) Barcelona, 1961, p. 3.
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determinada estructura de la norma. Si fuera asi, deberiamos convenir que
los 6rganos judiciales inferiores estdn vinculados por las resoluciones de
los superiores y, en concreto, por las sentencias del Tribunal Supremo o
Superior de Justicia; deberfamos admitir que el precedente interpretativo
es norma juridica; deberiamos admitir también que la separacién de
la interpretacién precedente podria configurar el tipo de prevaricacién;
deberfamos admitir, en definitiva, un juez legislador y un precedente
vinculante en si mismo, es decir, un precedente cuya fuerza vinculante se
hallara en él mismo, como en el sistema anglosajén.

A mi entender, lo anterior carece, ademds, de fundamento juridico
positivo.

En nuestro sistema el juez s6lo estd sometido al imperio de la ley; por
tanto, la vinculacién del precedente no se puede encontrar en el propio
precedente, sino que se debe derivar de normas juridicas legales que,
directa o indirectamente, sujeten al 6rgano judicial a sus pronunciamientos
previos, de los que sélo se pueden separar, como en los paises del 4rea
anglosajona, de manera motivada y razonada. Tales normas juridicas las
podemos hallar en los principios constitucionales de interdiccién de la
arbitrariedad, de seguridad juridica, de igualdad en cuanto manifestacién
de la justicia... Ademds, también se pueden identificar también normas de
legislacién ordinaria (art. 1-6 C.C., 477-3 LEC) y criterios jurisprudenciales
tendentes a mantener los pronunciamientos previos.

El problema, entonces, reside en determinar el valor de la jurisprudencia,
pero no en sentido abstracto, sino en un determinado ordenamiento
juridico, en un hinc et nunc. Con palabras de Pizzorusso, el problema
es un problema de derecho positivo, el del valor que la ley concede a la
jurisprudencia.*®

Asis Roig distingue entre creacién judicial de normas nuevas y la simple
creacién judicial de normas. En el primer caso, los jueces crearfan normas
(podrian crearlas) que innovaran el sistema y crearan un derecho nuevo no
conectado necesariamente con el existente; en el segundo caso, la creacién
judicial del derecho estaria conectado o deducido de otras normas juridicas ya
existentes en el ordenamiento. La primera posibilidad es negada por el citado
autor con base fundamentalmente en el principio de legalidad y de obediencia

46 Pizzorusso, Alessandro, (Delle) Fonti del diritto, Commentario del Codice civile
Scialoja-Branca, Bolonia-Roma, 1977, p. 528; Id., Lecciones de Derecho Constitucional,
Madrid, 1984, vol. II, pp. 403 y sigs.
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a la ley. Respecto de la segunda, parece concluir, tras sehialar acertadamente
que la consideracién normativa de la decisién judicial puede ser planteada
independientemente de su consideracién como fuente, que ningin precepto
del ordenamiento juridico afirma que las decisiones judiciales son normas,
pero que del andlisis de la actuacién judicial se puede llegar a la conclusién
contraria. Mds que un problema de valoracién es un problema de descripcién
de la actuacién judicial, de la decisién judicial.#

Claramente aparece en la expresion del art. 477 LEC, el cual establece en
su apartado primero que el recurso de casacién ha de fundarse, como motivo
Unico, en lainfraccién de normas aplicables pararesolver las cuestiones objeto
del proceso. Y en su apartado 2-3° dice que cuando la cuantia del proceso no
excediere de 600.000 euros o este se haya tramitado por razén de la materia,
siempre que, en ambos casos, la resolucién del recurso presente interés
casacional. Finalmente, el art. 477-3 LEC prescribe que se considera que un
recurso presenta interés casacional, entre otros motivos, cuando sentencia
recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo o, en
su caso, del Tribunal Superior de Justicia que deba conocer del recurso de
casacién sobre normas de Derecho especial (sic) de la Comunidad Auténoma
correspondiente.

Entonces, si la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo o
Superior de Justicia formara parte del ordenamiento juridico, la expresién
legal seria tautoldgica.

Llama la atencién, en primer lugar, que el interés casacional sea
determinado exclusivamente por la ley, sin dejar resquicio alguno al propio
Tribunal Supremo (aunque éste lo haya matizado en su citado Acuerdo sobre
criterios de admisién de los recursos de casacién y extraordinario por infraccién
procesal (Pleno no jurisdiccional de 27 de enero de 2017) o a los Tribunales
Superiores de Justicia. En segundo lugar, que hay una referencia continua a
la doctrina jurisprudencial sin definirla, por lo que se debe entender que se
refiere a la jurisprudencia en los términos en que lo hace el art. 1-6 CC. En
tercer lugar, que no se considere expresamente de interés casacional, ni quepa
en el recurso en interés de ley para la unidad de la doctrina jurisprudencial,
los casos en que haya jurisprudencia del Tribunal Supremo vacilante o
contradictoria. En cambio, sf hay interés casacional si la sentencia resuelve

47 Asfs Roig, Rafael F. de, Jueces y normas. La decisién judicial desde el Ordenamiento,
Madrid, 1995, pp. 89 y sigs.
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puntos o cuestiones sobre los que exista jurisprudencia contradictoria de las
Audiencias Provinciales.

En realidad, mis alld de lo que se entienda por doctrina jurisprudencial
y su funcién nomofilctica al interpretar y aplicar la norma juridica, la
cuestién fundamental es determinar cémo se manifiesta dicha funcién.

Ya sabemos que, en nuestro sistema juridico, no se sigue el principio
del stare decisis; pero de la lectura de los arts. 477 y sigs. LEC y del Acuerdo
sobre criterios de admisién de los recursos de casacién y extraordinario por
infraccién procesal, podriamos extraer la siguiente conclusién:

La doctrina jurisprudencial son los reiterados criterios de interpretacién
y aplicacién de la norma juridica del Tribunal Supremo y del Tribunal
Superior de Justicia cuya no observancia por los tribunales de instancia
habilita para interponer un recurso de casacién; y sefialadamente la
doctrina jurisprudencial son los criterios interpretativos contenidos en las
sentencias de Pleno y en las sentencias de los recursos de casacién con
interés casacional.*®

De donde complementar significa o se manifiesta en la habilitacién
para la imposicién de un recurso de casacién por infraccién de la doctrina
jurisprudencial. Pero en la resolucién del mencionado recurso el Tribunal
Supremo o el Tribunal Superior de Justicia puede separase de la doctrina
jurisprudencial cuya inobservancia ha justificado precisamente la
interposicién de dicho recurso de casacién.

El Tribunal Supremo en su citado Acuerdo dice que

«El recurso de casacién ha de fundarse en la infraccién de normas sustantivas
aplicables para resolver las cuestiones objeto del proceso (art. 477-1 LEC). Este
fundamento es tnico o exclusivo, en el sentido de que el recurso de casacion,
en cualquiera de sus modalidades, no puede tener otro sustento».

Pero a continuacién afirma:

«Para lograr la debida claridad debe citarse con precisién la norma o
jurisprudencia que se consideren infringidos». O que se debe determinar
«la infraccién de norma o jurisprudencia aplicable al caso que se invoque
en el recurso...».

48 Como ya se ha sefialado, segiin el Tribunal Supremo «el recurso de casacién por interés
casacional va encaminado a la fijacién de la doctrina que se estime correcta».
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Por tanto, la jurisprudencia infringida (en realidad, la norma juridica tal y
como las sentencias del Tribunal la han interpretado y aplicado) fundamenta
el recurso de casacién..., sin perjuicio de que el propio Tribunal Supremo se
separe de su precedente interpretativo sin posibilidad siquiera de una norma
jurisprudencial de jurisprudencia transitoria.

Al final, como sefialé Michele Taruffo, «un vértice ambiguo».*

Il. El didlogo entre el tribunal supremo
y los tribunales superiores de justicia

1. Los distintos vértices jurisdiccionales

Cuando se aprueba el vigente art. 1-6 CC, sélo habia un 6rgano legislativo
en el Estado y sélo un 6rgano judicial (el Tribunal Supremo) culminaba/
dominaba el «ambiguo» vértice jurisdiccional del Estado.

Actualmente, el art. 123-1 CE dispone que «el Tribunal Supremo, con
jurisdiccién en toda Espafia, es el érgano jurisdiccional superior en todos los
érdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantias constitucionales».

Y el art. 152 CE establece que «un Tribunal Superior de Justicia,
sin perjuicio de la jurisdiccién que corresponde al Tribunal Supremo,
culminard la organizacién judicial en el dmbito territorial de la Comunidad
Auténoma».

Por tanto, ademds del vértice jurisdiccional del Tribunal Supremo,
tenemos otros distintos ctilmenes o vértices: el del Tribunal Supremo y el
de los Tribunales Superiores de Justicia. Y todos ellos ambiguos.

A la atribucién a determinadas Comunidades Auténomas de la
competencia legislativa en materia de «derechos civiles, forales o
especiales, allf donde existan» que regula el art. 149-1-82 CE, la regla 62 del
citado articulo establece que el Estado tiene competencia exclusiva sobre la
«legislacién procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en

49 Taru¥FFo, MICHELE, Il vertice ambiguo. Saggi sulla Cassazione civile, ed. I1 Mulino,
Bologna, 1991. Hay versidén en castellano: El vértice ambiguo. Ensayos sobre la Casacién
Civil, (trad. Juan Monroy Gdlvez y Juan Monroy Palacios), Palestra Editores, Biblioteca de
Derecho Procesal, Lima, 2005. Para el sistema francés, vid. CapieT, Loic, «El sistema de
la casacidn francesa», en Los recursos ante los Tribunales Supremos de Europa, (Coord.
Manuel Ortells Ramos), Editorial Difusi6n Juridica, Madrid, 2008, pp. 27y sigs.
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este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Auténomas».
Asimismo, el art. 477-3 LEC establece que:

Se considerard que un recurso presenta interés casacional cuando la sentencia
recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo o resuelva
puntos y cuestiones sobre los que exista jurisprudencia contradictoria de las Audiencias
Provinciales o aplique normas que no lleven mds de cinco afios en vigor, siempre
que, en este tltimo caso, no existiese doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo
relativa a normas anteriores de igual o similar contenido.

Cuando se trate de recursos de casacién de los que deba conocer un Tribunal
Superior de Justicia, se entenderd que también existe interés casacional cuando
la sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial o no exista dicha
doctrina del Tribunal Superior sobre normas de Derecho especial de la
Comunidad Auténoma correspondiente.

Asf se inaugura una etapa presidida por lo que podiamos denominar el
didlogo entre el Tribunal Supremo y los Tribunales Superiores de Justicia
en orden a la doctrina jurisprudencial.

2. La llamada casacién foral o autonémica

2.1. Ambito de la casacién foral: las «necesarias especialidades»

En relacién con el alcance del art. 149-1-6* CE, hay una consolidada
doctrina constitucional en cuya virtud la competencia sobre la legislacién
procesal reservada al Estado como competencia exclusiva, no es plena o
absoluta, en tanto en cuanto el citado precepto constitucional permite
un espacio de normacién a las Comunidades Auténomas, al sefialar «sin
perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las
particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Auténomas».>

50 STC (Pleno) 47/2004, de 25 de marzo de 2004 respecto del recurso de inconstitucionalidad
3141/1993 promovido por el Presidente del Gobierno contra la Ley de Galicia 11/1993, de
15 de julio, sobre el recurso de casacién en materia de Derecho civil especial. El texto
articulado determinaba las resoluciones judiciales susceptibles de recurso de casacién
ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (art. 1); los
motivos en los que ha de basarse el recurso (art. 2); la competencia de la Sala de lo Civil
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia para conocer del recurso de casacién fundado
en concretos motivos (art. 3); y el criterio de imposicién de las costas procesales (art.
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Por tanto, los Estatutos de Autonomia (de las Comunidades Auténomas

con derecho civil propio) pueden atribuir a las Comunidades Auténomas
la competencia exclusiva sobre las normas procesales que se deriven del
especifico Derecho.

Los criterios sobre los que se asienta la consolidada doctrina

constitucional son los siguientes:

1. Laatribucién al Estado de la competencia exclusiva sobre legislacién
procesal responde a la necesidad de salvaguardar la uniformidad de los
instrumentos jurisdiccionales.”

2. La competencia asumida por las Comunidades Auténomas al
amparo de la salvedad recogida en el art. 149-1-6* CE no les permite,
sin mds, introducir en su ordenamiento normas procesales por el mero
hecho de haber promulgado regulaciones de Derecho sustantivo en el
ejercicio de sus competencias; es decir, no pueden innovar sin mis el
ordenamiento procesal en relacién con la defensa juridica de aquellos
derechos e intereses que materialmente regulen. De otro modo, se
vaciaria de contenido y significado la especificidad con que la materia
procesal se contempla en el art. 149-1-6 CE.

3. De este modo, la expresién «necesarias especialidades» sélo permite
introducir lasinnovaciones procesales que inevitablemente se deduzcan,
desde la perspectiva de la defensa judicial, de las reclamaciones juridicas
sustantivas configuradas por la norma autonémica en virtud de las
particularidades del Derecho civil propio de la Comunidad Auténoma.>

Por tanto, las singularidades procesales han de limitarse a aquellas
que vengan requeridas por la conexién directa con las particularidades
del Derecho sustantivo autonémico.
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4). La Ley impugnada conclufa con una disposicién adicional acerca de la aplicacién
supletoria de las normas sobre el recurso de casacién de la Ley de Enjuiciamiento Civil;
otra transitoria, que contemplaba la posibilidad de recurrir las resoluciones judiciales
dictadas antes de su entrada en vigor y que se encontraran ain en tiempo hébil de ser
recurridas; y disposicién una final, que establecia la entrada en vigor de la Ley al dia
siguiente de su publicacién en el Diario Oficial de Galicia.

SSTC 71/1982, de 30 de noviembre, FJ 20; 83/1986, de 26 de junio, FJ 2; 173/1998, de 23
de julio, FJ 16 ).

SSTC 71/1982, de 30 de noviembre, FJ 20; 83/1986, de 26 de junio, FJ 2;121/1992, de 28
de septiembre, FJ 4;127/1999, de 1 de julio, FJ 5.
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4. Se debe justificar suficientemente la necesidad de alterar las reglas
procesales comunmente aplicables por requerirlo las particularidades
del Derecho sustantivo autonémico, salvo que del propio examen de la
Ley se puedan desprender o inferir esas «necesarias especialidades».

5. Para determinar si la Ley autonémica invade o menoscaba la
competencia exclusiva del Estado en materia de legislacién procesal, es
menester determinar las premisas en que ha de descansar el entendimiento
de la salvedad competencial contenida en el art. 149-1-6* CE, a fin de
dilucidar si los preceptos de la ley autonémica constituyen o no «necesarias
especialidades» procesales que encuentran legitimidad constitucional en la
cldusula del art. 149-1-6® CE.

Por tanto, es preciso determinar cudl es el derecho civil sustantivo
autonémico, pues solamente a las particularidades que presente tal
derecho se les reconoce por el constituyente capacidad para justificar,
en su caso, una legislacién autonémica especifica en el orden procesal.

6. Se debe verificar si entre las peculiaridades del ordenamiento
sustantivo autonémico y las singularidades procesales incorporadas por
el legislador autonémico existe una conexién directa que las justifique,
es decir, que las legitime como necesarias en los términos de la cldusula
competencial del art. 149-1-62 CE.

Esta «necesidad», dice el Tribunal Constitucional, «no puede ser
entendida como absoluta, pues tal inteleccién del precepto constitucional
dejarfa vacia de contenido y aplicacién la habilitacién competencial que
éste reconoce en favor de las Comunidades Auténomas».>*

Por tanto, la proteccién jurisdiccional que supone el recurso de casacién
del que conocen las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de
Justicia, con base en la atribucién competencial efectuada por el legislador
estatal (art. 73-1 a) LOP]J y art. 478-1, segundo pdrrafo, LEC), y la atribucién
competencial del correspondiente Estatuto de Autonomia, debe proyectarse
sobre el concreto ordenamiento civil foral o especial y las particularidades
que lo configuran.

Asi, la sola existencia del recurso de casacién civil foral, cuya competencia
corresponde a la Sala delo Civil del Tribunal Superior de Justicia, no habilita

53 STC127/1999, de 1 de julio, FJ 5.
54 STC (Pleno) 47/2004, de 25 de marzo de 2004.
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sin m4s a la Comunidad Auténoma para emanar una normacién procesal
que regule por completo y en su totalidad los presupuestos procesales y
el procedimiento del recurso de casacién, constituyendo por esta via una
regulacién independiente y diversa de la legislacién procesal del Estado.

Dicha habilitacién solo deriva de la directa conexién entre lo que tiene
de particular el Derecho civil foral y la especialidad procesal incorporada,
que surge asi como especialidad necesaria y encaminada, precisamente,
a preservar y proteger el Derecho sustantivo y las particularidades que lo
informan, con un adecuado grado de intensidad y eficacia.

De este modo, el Tribunal Constitucional considera imprescindible
el andlisis la legislacién procesal general respecto de la que se predican
las especialidades incorporadas por la ley autonémica. Pero sin que ello
implique que la legislacién procesal estatal sobre el recurso de casacién
civil, que es la contenida en la Ley de enjuiciamiento civil, sea el canon
o pardmetro de constitucionalidad para dilucidar si la ley casacional
autondémica se acomoda o no al orden constitucional de distribucién de
competencias plasmado en la regla del art. 149-1-62 CE.

Por tanto, concluye el Tribunal Constitucional, las normas reguladoras
de la casacién contenidas actualmente en la Ley de Enjuiciamiento Civil sélo
son un punto de referencia para efectuar el imprescindible cotejo entre la
regulacién procesal emanada por el Estado en ejercicio de la competencia
exclusiva que le reconoce el art. 149-1-6* CE y la legislacién aprobada por
el érgano legislativo autonémico en el dmbito de la casacién civil foral, al
amparo de la competencia reconocida a la Comunidad Auténoma por la
citada regla constitucional de distribucién competencial.

Efectuado el cotejo entre ambas regulaciones juridicas, se puede
determinar silos preceptos de la Ley autonédmica introducen o no auténticas
especialidades procesales, en cuanto singularidades que divergen (con
justificacién constitucional o sin ella, lo que es cuestién distinta) de la
regulacién estatal general que rige en el dmbito procesal del recurso de
casacién.”

55 STC (Pleno) 47/2004, de 25 de marzo de 2004.
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2.2. Normas reguladoras de la casaciéon
autonémica declaradas inconstitucionales

Ante todo, se debe sehalar que, por cuanto la constitucionalidad de
la casacién foral requiere que la especialidad procesal venga exigida por
las particularidades del Derecho civil propio, se debe concluir que la
inconstitucionalidad de normas reguladoras del recurso de casacién
autonémico o foral de una determinada Comunidad Auténoma con derecho
civil propio no exige necesariamente la inconstitucionalidad de idénticas
normas de la casacién foral dictadas por otra Comunidad Auténoma con
derecho civil propio, porque lo que determina la constitucionalidad o no de
la norma procesal es la exigencia de su particularidad ligada al derecho civil
sustantivo que le es propio. Se trata, por tanto, de inconstitucionalidades
relativas.

Con base en las anteriores premisas, el Tribunal Constitucional ha
declarado inconstitucionales las siguientes normas procesales autonémicas
reguladoras de la llamada casacién foral:

1. Las normas autonémicas que no introducen especialidades en el
recurso de casacién civil foral respecto de la regulacién estatal, sino
que se limitan a reproducir la regulacién procesal de la casacién que se
contiene en la Ley de enjuiciamiento civil.*®

Pero la proscripcién de la reiteracién o reproduccién de normas
procesales por el legislador autonémico (leges repetitae) no se extiende
a aquellos supuestos en que la reiteracién simplemente consista en
incorporar a la normativa autondémica, ejercida ésta en su dmbito
competencial, determinados preceptos del ordenamiento procesal
general con la sola finalidad de dotar de sentido o inteligibilidad al texto
normativo aprobado por el Parlamento autonémico.

56 Elart. 2 (Resoluciones recurribles e infracciones alegables) de la Ley 4/2012, de 5 de marzo,
del recurso de casacién en materia de derecho civil de Catalufia parece incurrir en ese
defecto al establecer que: «1. Puede recurrirse en casacién, de acuerdo con la presente
ley, contra las resoluciones en materia civil de las audiencias provinciales con sede en
Catalufia./ 2. El recurso de casacién debe fundamentarse, exclusivamente o junto a otros
motivos de impugnacién, en la infraccién de normas del ordenamiento civil cataldn. / 3.
La alegacién de la infraccién de un precepto constitucional o de la doctrina del Tribunal
Constitucional con relacién al derecho civil cataldn da acceso a la casacién ante el Tribunal
Superior de Justicia de Catalufia, en los casos y con los requisitos establecidos por la
presente ley, si no procede la casacién ante el Tribunal Supremo.»
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Debe tomarse en consideracién que aqui la tacha de
inconstitucionalidad no deriva de la reproduccién de normas, en
nuestro caso procesales, por el legislador autonémico, sino en su falta
de competencia al no introducir especialidad procesal alguna en el
recurso de casacion foral que sea exigida por su derecho sustantivo.

2. la regulacién de la llamada casacién per saltum (es decir, la
ampliacién de las resoluciones judiciales susceptibles de casacién foral
a las dictadas por los Juzgados de Primera Instancia) junto con las
demds resoluciones referidas en la Ley de enjuiciamiento civil.””

En este caso, la inconstitucionalidad deriva, por un lado, de la
reproduccién o reiteracién de la legislacién estatal sin especialidad
alguna y, por otro lado, del hecho de que la modalidad de casacién
per saltum frente a las sentencias de primera instancia no constituye
especialidad procesal derivada del Derecho civil foral.

3. La exigencia de que las sentencias recurridas produzcan excepcién
de cosa juzgada, excluyendo del control casacional las recaidas en los
procesos sumarios en cuanto que no producen dicha eficacia.

Este requisito, dice el Tribunal Constitucional, no responde a
peculiaridad alguna informadora del Derecho civil sustantivo que exija
una necesaria especialidad procesal, sino que responde a un ejercicio de
mera perfeccién técnico-juridica.

Por tanto, la exigencia de que las sentencias recurridas produzcan
excepcién de cosa juzgada no legitima constitucionalmente la
intervencién del legislador autonémico en el dmbito casacional del
ordenamiento procesal.
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Asi, el art. 3 (Requisitos de acceso a la casacién ante el Tribunal Superior de Justicia de
Catalufia) de la Ley 4/2012, de 5 de marzo, del recurso de casacién en materia de derecho
civil de Catalufia, establece que: «Tienen acceso a casacién ante el Tribunal Superior de
Justicia de Catalufia los asuntos cuyo motivo de impugnacién se fundamente en una de las
siguientes causas: a) En la contradiccién con la jurisprudencia que resulta de sentencias
reiteradas del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia o del Tribunal de Casacién de
Catalufia. / b) En la falta de la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia
o del Tribunal de Casacién de Catalufia. El tiempo de vigencia de la norma con relacién
a la cual se alega la falta de jurisprudencia no impide el acceso a la casacién en ningtn
caso.» Salvo, la contradiccién con la doctrina jurisprudencial del Tribunal de Casacién
de Catalufia, el resto estd en la LEC. Y «El tiempo de vigencia de la norma con relacién
a la cual se alega la falta de jurisprudencia no impide el acceso a la casacién en ningtn
caso» no parece que sea una especialidad derivada del Derecho civil cataldn.
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4. La determinacién de motivos de interposicién del recurso que no
incorporen al ordenamiento de la casacién foral ninguna especialidad
procesal exigida por las particularidades del Derecho civil.*®

Asi, por ejemplo, si la regulacién autonémica se limita a reproducir
el texto del art. 477 LEC en cuanto establece como motivo casacional
«la infraccién de normas aplicables para resolver las cuestiones objeto
del proceso» (del ordenamiento juridico civil foral), lo cual serfa una
reiteracién de la regulacién contenida en la Ley de Enjuiciamiento
civil.*”

5. En materia de costas, la determinacién de los criterios de su
imposicién en tanto en cuanto tales criterios no deriven de alguna
peculiaridad sustantiva del Derecho foral.

No se trata, dice el Tribunal Constitucional, de que el criterio adoptado
para la imposicién de las costas casacionales tenga indudables ventajas
frente a otros criterios (por ejemplo, que permita un pronunciamiento en
costas contrario al recurrente, que consciente de la falta de fundamento,
promueva el recurso, o a quien formule una oposicién al recurso con
manifiesta carencia de fundamento, lo que evita que se prime a los
litigantes econémicamente fuertes), sino que el criterio determinante de
la imposicién de las costas derive necesariamente de las particularidades
sustantivas del Derecho civil foral.

6. Atribuir caricter supletorio a la legislacién estatal del recurso de
casacién contenida en la LEC, y negar asi la aplicacién directa de ésta en
el dmbito de la Comunidad Auténoma.
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Asf, serfa constitucional la «contradiccién con la jurisprudencia que resulta de sentencias
reiteradas del Tribunal de Casacién de Catalufia» a que se refiere el citado el art. 3 a)
de la Ley 4/2012, de 5 de marzo, del recurso de casacién en materia de derecho civil de
Catalufa.

Asi, el art. 477-1 LEC dispone que «El recurso de casacién habrd de fundarse, como
motivo Unico, en la infraccién de normas aplicables para resolver las cuestiones objeto
del proceso». Y el art. 478-1 LEC, en su segundo pdrrafo atribuye a la Sala de lo Civil y
Penal de los Tribunales Superiores de Justicia la competencia para conocer de la llamada
casacié6n civil foral cuando el recurso se funde, exclusivamente o junto a otros motivos, en
«infraccién de las normas del Derecho civil, foral o especial, propio de la Comunidad».
Vid. Ley 4/2005, de 14 de junio, sobre la casacién foral aragonesa; Ley 4/2022, de 19 de
mayo, del Recurso de Casacién Civil Vasco.
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En este caso, con independencia de no constituir en si misma una
singularidad o especialidad procesal del recurso de casacién foral, se excede
el dmbito competencial que al legislador autonémico atribuye el art. 149-1-62
CE para introducir las necesarias especialidades procesales derivadas de las
particularidades de su Derecho sustantivo.

Ademds, con una norma de semejante contenido, el legislador
autonémico se sitia en el dmbito propio del legislador procesal estatal.

2.3. Normas sobre el recurso de casacion
foral declaradas constitucionales

En cambio, el Tribunal Constitucional ha considerado conformes a la
Constitucién:

1. La supresion de la cuantfa litigiosa (summa gravaminis) para
ampliar o abrir la via casacional siempre que responda a una concreta
y singular perspectiva material sobre el contenido de las instituciones
juridico-privadas que integran el Derecho civil foral o especial.

Asi, dice el Tribunal Constitucional con referencia a la ley de
casacién foral gallega (Ley 11/1993, de 15 de julio, reguladora del
recurso de casacién en materia de derecho civil especial) ya derogada
por la Ley 5/2005, de 25 de abril que, si se aplicase el criterio de una
cuantia minima para el acceso a la casacién foral, los derechos de los
litigantes sobre materias del Derecho civil podrian verse seriamente
afectados con paralela repercusién de la competencia sustantiva
sobre la autointegracién del ordenamiento civil propio, al no acceder
a la casacién la mayor parte de los litigios con fundamento en un
especifico Derecho foral que sea eminentemente rural y con litigios
de muy escasa cuantia econémica.®® Y, afiade, que se debe tomar en
consideracién también la funcién asignada al recurso de casacién,
encaminada no solo a tutelar los derechos en juego (ius litigatoris),
sino también y esencialmente a la proteccién de la norma aplicada e
interpretada por los Tribunales inferiores, permitiendo asi la formacién
de jurisprudencia y la uniformidad en la aplicacién del Derecho civil
sustantivo (ius constitutionis).

60 Vid. Trico Garcia, B., «Normas consuetudinarias y recurso de casacién en materia de
Derecho civil de Galicia», Actualidad civil, n°® 21, 2005, pp. 2565 a 2592.
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De este modo, la aplicacién de la exigencia de una cuantfa litigiosa
minima, como requisito para abrir la via de la casacién foral impediria,
de facto, la uniformidad en la interpretacién y aplicacién del Derecho
civil foral, con el riesgo consiguiente de criterios dispares de las diversas
Audiencias Provinciales del territorio del Tribunal Superior de Justicia
en torno a una misma institucién juridico-privada integrante de su
Derecho civil propio, y sin posibilidad efectiva de su unificacién por via
de la jurisprudencia emanada de la Sala de lo Civil del Tribunal Superior
de Justicia, a través de las sentencias dictadas en casacién.”

2. Si el Derecho civil foral tiene un cardcter marcadamente
consuetudinario, lo cual constituiria una de sus particularidades mds
relevantes y que informa tal ordenamiento civil, también se considera
constitucional introducir como motivo el error en la apreciacién de la
prueba que demuestre desconocimiento por parte del juzgador de hechos
notorios que supongan infraccién del uso o costumbre.®

3. Finalmente, es constitucional la norma de derecho transitorio y la de
entrada en vigor de la Ley reguladora de la casacién foral.®?

Aqui la constitucionalidad reside en que, si la Comunidad Auténoma

tiene competencia constitucional y estatutaria para dictar leyes que
impliquen necesarias especialidades en el orden procesal (art. 149-1-62 CE),
también la tiene para determinar el régimen de Derecho transitorio respecto
de las sentencias a las que sean aplicables las especialidades procesales
de la casacién que la norma autondémica introduce en el ordenamiento
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En este sentido, la citada STC (Pleno) 47/2004, de 25 de marzo de 2004 respecto de la ya
derogada Ley de Galicia 11/1993, de 15 de julio, sobre el recurso de casacién en materia
de Derecho civil especial.

Asi, el de Predmbulo la Ley 4/1995 de Derecho civil de Galicia, que alude al proceso de
creacién consuetudinario del Derecho civil gallego. Y el art.1 establece que: «El derecho civil
de Galicia estd integrado por los usos y costumbres propios y por las normas contenidas
en la presente ley, asi como las demds leyes gallegas que lo conserven, desarrollen o
modifiquen», y en el apartado 2 de su art. 2 dispone: «El derecho gallego se interpretara
e integrard desde los principios generales que lo informan, por los usos, las costumbres,
la jurisprudencia y la doctrina que encarna la tradicién juridica gallega».

En el caso concreto, la norma disponia que «Serdn recurribles en casacién, con arreglo
a lo dispuesto en la presente Ley, las resoluciones judiciales que, dictadas antes de su
entrada en vigor, se encuentren en tiempo hdbil de ser recurridas».

84—
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procesal como exigencia del principio de seguridad juridica en la aplicacién
individualizada de las especialidades que la ley autonémica establece.®*

Se trata, por tanto, de una competencia instrumental o derivada de la
acotada en el art. 146-1-6° CE.

Finalmente, también debe considerarse constitucional la norma
autonémica que establezca los criterios de determinacién de la doctrina
jurisprudencial autonémica. La determinacién de estos criterios no
constituye la fijacién de motivos de casacién (ya fijados en la LEC), sino
que debe entenderse por doctrina jurisprudencial a efectos de la llamada
casacién foral. Como ha sefalado Martinez Escribano, los tribunales
superiores de justicia cumplen una funcién andloga en la fijacién de los
criterios de interpretacién respecto de las normas civiles autonémicas.
Serfa un exceso de la norma civil estatal pronunciarse sobre los criterios
de interpretacién y el concepto de jurisprudencia en el dmbito del derecho
civil autonémico.®

3. La configuracién de doctrina jurisprudencial
por los Tribunales Superiores de Justicia

Cuestién distinta a las normas procesales sobre el recurso de casacién
y las «necesarias especialidades» que justifiquen constitucionalmente la
competencia de las Comunidades Auténomas, es la determinacién de los

64 De este modo, la vigente Galicia, rige la Ley 5/2005, de 25 de abril, reguladora del recurso
de casacién en materia de derecho civil de Galicia, al amparo de los articulos 22 y 27.5
del Estatuto de autonomfia de Galicia, que en concordancia con lo dispuesto en el articulo
149.1.6.° de la Constitucién y de acuerdo con la STC ya citada de 25 de marzo de 2004
establece que la finalidad de la Ley es posibilitar la existencia de un recurso de casacién
ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia que permita la creacién de una doctrina
jurisprudencial sobre el derecho civil gallego. Y, en el art. 2 determina las especialidades
casacionales derivadas del derecho gallego, de acuerdo con la mencionada STC de 25 de
marzo de 2004 que ya las declaré constitucionales junto con la Disposicién transitoria
(son recurribles en casacién, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley, las resoluciones
judiciales que, dictadas antes de su entrada en vigor, se encuentren en tiempo habil de
ser recurridas) y la Disposici6n final (entrada en vigor de la Ley): «1. Se considera motivo
casacional el error en la apreciacién de la prueba que demuestre desconocimiento por
parte del juzgador de hechos notorios que supongan infraccién del uso o costumbre. / 2.
Las sentencias objeto de casacién no estdn sometidas a limitacién alguna por causa de
su cuantia litigiosa.»

65 MartiNEz EscriBaNo, Celia, La Jurisprudencia Civil en el marco Constitucional..., cit. p. 25.
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criterios que establecen qué se considera doctrina jurisprudencial y c6mo
y cudndo es invocable su infraccién a efecto de interposicién de un recurso
de casacién foral.

En nuestro ordenamiento juridico no se discute que los Tribunales
Superiores de Justicia puedan crean doctrina jurisprudencial ad instar que
el Tribunal Supremo. Tampoco se discute que la oposicién de la sentencia a
doctrina jurisprudencial habilita la interposicién de un recurso de casacién
en interés casacional basado precisamente en la mencionada oposicién
(art. 477-3 LEC).

En este sentido, la doctrina jurisprudencial de los Tribunales Superiores
de Justicia cumple la misma funcién nomofilictica y de uniformidad del
ordenamiento juridico civil propio o foral que la doctrina del Tribunal
Supremo, si bien en un dmbito competencial distinto.

Sin embargo, qué sea doctrina jurisprudencial, como ya se ha visto, no
lo dice ninguna norma juridica (mds alld del «modo reiterado» que dice
el art. 1-6 CC), sino el Tribunal Supremo en sus reiteradas sentencias y
en el citado Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de la Sala Primera de 27
de enero de 2017 sobre criterios de admisién de los recursos de casacién y
extraordinario por infraccién procesal.

Los criterios contenidos en este Acuerdo no se confunden con el motivo
del recurso de casacién y la determinacién de las resoluciones recurribles
en casacion a que se refiere el art. 477 LEC, ni con la determinacién de la
competencia para su conocimiento (art. 478 LEC) ni con la interposicién del
recurso (art. 479 LEC) o el contenido del escrito de interposicién del recurso
(art. 481 LEC). Dichos criterios se limitan a determinar, por cuanto ahora
nos interesa, qué se debe entender por doctrina jurisprudencial a efectos
de interposicién del recurso de casacién por interés casacional base en la
oposicién de la sentencia recurrida a la doctrina jurisprudencial.

Asi, en mi opinién nada impide que cualquier Tribunal Superior
de Justicia se pronuncie en el mismo sentido y determine qué se deba
entender por «su» doctrina jurisprudencial a efectos de interposicién del
recurso de casacién por infraccién de la sentencia recurrida a «su» doctrina
jurisprudencial.

De hecho, podria hacerlo el propio legislador autonémico cuyo Estatuto
de Autonomia haya previsto la atribucién del recurso de casacién al Tribunal
Superior de Justicia si el recurso se funda, exclusivamente o junto a otros
motivos, en infraccién de las normas del Derecho civil, foral o especial
propio de la Comunidad.



La creacién de la norma jurisprudencial y los tribunales superiores [...]

Pero si no lo prevé el legislador, el Tribunal Superior Justicia puede
determinar qué se entiende, a los efectos de su propio recurso de casacién,
por interés casacional con la misma libertad que los ha hecho el Tribunal
Supremo respecto del recurso de casacién de cuyo conocimiento es
competente.

4. Relacion no jerarquica entre el Tribunal Supremo
(Sala Primera) y los Tribunales Superiores de Justicia

En el orden civil, la relacién entre el Tribunal Supremo y los Tribunales
Superiores de Justicia no es, en sentido estricto, una relacién de jerarquia.
Es cierto que, de acuerdo con el citado art. 123 CE, el Tribunal Supremo tiene
«jurisdiccién en toda Espafia» y que «es el 6rgano jurisdiccional superior
en todos los 6rdenes» (también art. 53 LOPJ*%). También es cierto que el
art. 152 CE determina que los Tribunales Superiores de Justicia culminan la
organizacién judicial en el dmbito territorial de la Comunidad Auténoma,
«sin perjuicio de la jurisdiccién que corresponde al Tribunal Supremo».

Pero de estas normas no deriva una relacién jerdrquica porque el
Tribunal Supremo, en el orden civil, no conoce de recurso alguno contra
las sentencias que dicten los Tribunales Superiores de Justicia. Como se
sabe, en esta sede la regla la determina el art. 478-1 LEC, en cuya virtud «el
conocimiento del recurso de casacién, en materia civil, corresponde a la
Sala Primera del Tribunal Supremo. No obstante, corresponderd a las Salas
de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia conocer de los
recursos de casacién que procedan contra las resoluciones de los tribunales
civiles con sede en la Comunidad Auténoma, siempre que el recurso se
funde, exclusivamente o junto a otros motivos, en infraccién de las normas
del Derecho civil, foral o especial propio de la Comunidad, y cuando el
correspondiente Estatuto de Autonomia haya previsto esta atribucién».®”’

66 «El Tribunal Supremo con sede en la villa de Madrid, es el érgano jurisdiccional superior
en todos los érdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantias constitucionales. Tendrd
jurisdiccién en toda Espafia y ningin otro podrd tener el titulo de Supremos».

67 Sobre la relacién Tribunal Supremo y Tribunales Superiores de Justicia, vid. ZORRILLA
Ruiz, Manuel Marfa, «Relaciones entre el Tribunal Supremo y los tribunales superiores
de justicia», en Poder judicial y estado compuesto: relaciones entre el Tribunal Supremo
y los tribunales superiores de justicia, Manuales de formacién continuada, num. 27,
Consejo General del Poder Judicial Madrid, 2005, pp. 163 a 177.
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Por tanto, el conocimiento del recurso de casacién o corresponde al Tribunal
Supremo o corresponde al Tribunal Superior de Justicia si el recurso se
funda, exclusivamente o junto a otros motivos, en infraccién de las normas
del Derecho civil, foral o especial propio de la Comunidad y el Estatuto de
Autonomfia haya previsto dicha atribucién.

No obstante, el Tribunal Supremo mantiene respecto de los Tribunales
Supriores de Justicia una posicién predominante, como deriva de las
siguientes normas:

1. El Tribunal Supremo puede inadmitir recursos de casacién que crea
competencia de un Tribunal Superior de Justicia.

El art. 487-2 LEC establece que cuando la misma parte interponga
recursos de casacién contra una misma sentencia ante el Tribunal
Supremo y ante el Tribunal Superior de Justicia, se tendrd, mediante
providencia, por no presentado el primero de ellos, en cuanto se acredite
esta circunstancia.

2. Los Tribunales Superiores de Justicia no pueden rechazar el asunto
remitido por el Tribunal Supremo.

Asi el art. 484-3 LEC determina que las Salas de los Tribunales
Superiores de Justicia no podrdn declinar su competencia para conocer
de los recursos de casacién que les hayan sido remitidos por la Sala
Primera del Tribunal Supremo.

3. En virtud del art. 5-4 LOPJ, «en todos los casos en que, segin la
ley, proceda recurso de casacién, serd suficiente para fundamentarlo la
infraccién de precepto constitucional. En este supuesto, la competencia
para decidir el recurso corresponderd siempre al Tribunal Supremo,
cualesquiera que sean la materia, el derecho aplicable y el orden
jurisdiccional».

Sin embargo, en este caso, el Tribunal Supremo ha dicho que, en los
casos en que la alegacién de la infraccién de una norma constitucional
coincida con la de la norma de Derecho Civil especial de la Comunidad
Auténoma, la Sala debe optar por resolver el motivo formulado por
infraccién de norma constitucional y, si no se estima, remitir las
actuaciones al Tribunal Superior de Justicia para que decida sobre los
demds.

As{, en la STS num. 187/2009, de 31 marzo resuelve la infraccién
del precepto constitucional invocada, sin perjuicio de que la hipotética
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infraccién de los preceptos sustantivos de legalidad ordinaria pueda ser
examinada por el Tribunal competente (TS de Justicia de Baleares), con
plena soberania para resolver acerca de la misma, sin que ello suponga
menoscabo alguno para la competencia del Tribunal Supremo.

En sentido similar, el Auto TS 27 de julio de 2004 inadmite el escrito de
interposicién de recurso de casacién contra la sentencia dictada con fecha
17 de julio de 2000 por la Audiencia Provincial de Bilbao. Dice el Tribunal
Supremo:

«UNICO.- Articulado el presente recurso en siete motivos, teniendo en cuenta
que los motivos primero y cuarto —éste ultimo sélo en lo atinente a la infraccién
de normas constitucionales— han sido inadmitidos por Auto de este Tribunal de
27 de abril de 2004, y que el motivo séptimo denuncia infraccién por inaplicacién
de los arts. 128, 129 y 130 de la Ley 3/1992 de 1 de julio, sobre el Derecho Civil
Foral Especial del Pais Vasco, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 73.1.a)
LOPJ y1686y1730 de la LEC de 1881, en relacién con el art. 14.1.a) del Estatuto de
Autonomfia del Pais Vasco, procede determinar que corresponde la competencia
para conocer del presente recurso de casacién a la Sala de lo Civil y Penal del
Tribunal Superior de Justicia de dicha Comunidad Auténoma, con remisién a
la misma de las actuaciones...».

Por lo que declara que la competencia para conocer del recurso de
casacién interpuesto contra la sentencia dictada con fecha 17 de julio de
2000 por la Audiencia Provincial de Bilbao (Seccién 5%) corresponde a la
Sala de lo civil del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco.

5. Relacién competencial entre el Tribunal Supremo
y los Tribunales Superiores de Justicia

Asi, larelacién entre el Tribunal Supremo (Sala Primera) ylos Tribunales
Superiores de Justicia respecto del conocimiento del recurso de casacién y
de la determinacién del «interés casacional» es una relacién competencial.

En primer lugar, porque a la atribucién de competencia en materia del
derecho civil «foral o especial» a determinadas Comunidades Auténomas,
se une la competencia de las Salas de lo Civil y lo Penal de los Tribunales
Superiores de Justiciade dichas Comunidades Auténomas para conocer en
casacién la infraccién de dichas normas de derecho civil foral o especial.

En segundo lugar, porque, como deriva de lo anterior, dichos Tribunales
Superiores de Justicia son el vértice de la llamada casacién foral. Un Tribunal
Superior de Justicia, dice el art. 152-1 CE, sin perjuicio de la jurisdiccién que
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corresponde al Tribunal Supremo, culminard la organizacién judicial en el
dmbito territorial de la Comunidad Auténoma.

Y, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 123 (es decir, de la
jurisdiccién que corresponde al Tribunal Supremo), las sucesivas instancias
procesales, en su caso, se agotardn ante érganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Auténoma en que esté el érgano
competente en primera instancia

Los Tribunales Superiores de Justicia, por tanto, también crean
doctrina jurisprudencial®® a efectos casacionales y, en concreto, respecto
de los recursos de casacién de los que conocen en virtud del art. 73-1 a)
LOPJ, es decir, en la interpretacién y aplicacién de las normas de derecho
civil propio.

El art. 478-1 LEC establece que el conocimiento del recurso de casacién,
en materia civil, corresponde a la Sala Primera del Tribunal Supremo.
No obstante, corresponde a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales
Superiores de Justicia conocer de los recursos de casacién que procedan
contra las resoluciones de los tribunales civiles con sede en la Comunidad
Auténoma, siempre que el recurso se funde, exclusivamente o junto
a otros motivos, en infraccién de las normas del Derecho civil, foral o
especial propio de la Comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de
Autonomfia haya previsto esta atribucién.

De donde la competencia jurisdiccional para el conocimiento de un
recurso de casacién es del Tribunal Superior de Justicia solo en aquellos
casos en que «el recurso se funde, exclusivamente o junto a otros motivos,

68 En contra no cabe invocar la diccién literal del art. 1-6 CC, ni la doctrina jurisprudencial
del Tribunal Supremo relativa a la inviabilidad de las sentencias de las Audiencias
Provinciales y Territoriales para formar doctrina legal. Como ya he dicho antes, el art.
1-6 CC es anterior a la Constitucién, por lo que de acuerdo con la doctrina del Tribunal
Constitucional y con el art. 5 LOP] debe ser interpretado segtin la Constitucién. Ademds,
como sefiala Puig Ferriol, el criterio del legislador ha sido el de establecer una posicién
de igualdad entre el Tribunal Supremo y los Tribunales Superiores de Justicia a la hora
de delimitar sus competencias en sede casacional (Puic FErrIOL, L1., Jurisprudéncia
civil del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, 1989-1992, Barcelona, 1994, pp. 44).
Por ultimo, lo contrario seria tanto como permitir la posibilidad de que un sector del
ordenamiento juridico (precisamente el conformado por los derechos civiles propios)
cuyas normas son interpretadas y aplicadas en recursos de casacién por los Tribunales
Superiores de Justicia, que segun el art. 152-1 CE, sin perjuicio de la jurisdiccién que
corresponde al Tribunal Supremo, culminan la organizacién judicial en el mbito territorial
de la Comunidad Auténoma, y de los que no conoce el Tribunal Supremo, quede, el citado
sector del ordenamiento juridico, sin doctrina legal a efectos casacionales.
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en infraccién de las normas del Derecho civil, foral o especial propio de
la Comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomia haya
previsto esta atribucién».

Aqui habria que afiadir que también le corresponde la competencia si
la sentencia recurrida se opone a la doctrina jurisprudencial del Tribunal
Superior sobre normas de Derecho especial de la Comunidad Auténoma
correspondiente.

Finalmente, el art. 478-2 LEC dispone que cuando la misma parte
interponga recursos de casacién contra una misma sentencia ante el
Tribunal Supremo y ante el Tribunal Superior de Justicia, se tendrd,
mediante providencia, por no presentado el primero de ellos, en cuanto se
acredite esta circunstancia.

Asi, se inaugura un didlogo entre el Tribunal Supremo y los Tribunales
Superiores de Justicia y, en cuanto nos interesa, entre la Sala Primera
del Tribunal Supremo y las Salas de lo civil y lo penal de los Tribunales
Superiores de Justicia de las Comunidades Auténomas con competencia
en derecho civil propio.

La cuestién entonces radica en determinar qué doctrina jurisprudencial
puede crear cada Tribunal y qué vinculacién tiene respecto de los otros
Tribunales, Supremo o Superiores de Justicia.

Este didlogo se desarrolla en dos dmbitos:

a) La distribucién de la competencia jurisdiccional en el conocimiento
de los recursos de casacién.

b) La creacién de doctrina jurisprudencial con eficacia vinculante al
menos para legitimar la interposicién de un recurso de casacién.

A la primera cuestién se refiere el art. 477-3 LEC, el cual establece que se
considera que un recurso presenta interés casacional:

a) Cuando la sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial
del Tribunal Supremo (o resuelva puntos y cuestiones sobre los que
exista jurisprudencia contradictoria de las Audiencias Provinciales o
aplique normas que no lleven mds de cinco afios en vigor, siempre que,
en este altimo caso, no existiese doctrina jurisprudencial del Tribunal
Supremo relativa a normas anteriores de igual o similar contenido).

b) Cuando la sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial
0 no exista dicha doctrina del Tribunal Superior sobre normas de
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Derecho especial de la Comunidad Auténoma correspondiente, en
aquellos casos en que se trate de recursos de casacién de los que deba
conocer un Tribunal Superior de Justicia. En estos casos, dice el citado
precepto, se entenderd que también existe interés casacional.

De donde, los Tribunales Superiores de Justicia también crean doctrina
jurisprudencial, si bien el precepto la limita a la doctrina «sobre normas de
Derecho especial de la Comunidad Auténoma correspondiente».

Esta limitacién, en cambio, no aparece respecto del Tribunal Supremo.
La norma transcrita, al referirse la casacién foral, dice literalmente que
«también existe interés casacional» cuando la sentencia se oponga a
doctrina jurisprudencial del Tribunal Superior sobre normas de Derecho
especial de la Comunidad Auténoma correspondiente.

Por tanto, parece que:

a) Respecto del Tribunal Supremo, hay interés casacional cuando la
sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial del Tribunal
Supremo.

b) Respecto de los Tribunales Superiores de Justicia, en cambio, hay
interés casacional:

— Cuando la sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial
del Tribunal Supremo.

— Y también cuando la sentencia se oponga a doctrina jurisprudencial
del Tribunal Superior sobre normas de Derecho especial de la
Comunidad Auténoma correspondiente.

Asi, aparece una primera doble cuestién:

1. ¢Puede el Tribunal Supremo crear doctrina jurisprudencial
«sobre normas de Derecho especial de la Comunidad Auténoma
correspondiente»?

2. ¢Pueden los Tribunales Superiores de Justicia crear doctrina
jurisprudencial sobre normas que no sean de Derecho civil propio de
su Comunidad Auténoma?

En mi opinidn, la respuesta en ambos casos debe ser positiva pues los
Tribunales resuelven con las normas aplicables al caso. Y estas normas,
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con independencia del Tribunal que las aplique, pueden ser estatales,
extranjeras, autonémica...

Los ejemplos pueden ser varios: desde el pacto contractual de sumisién
territorial a un determinado juzgado, es decir a un juzgado que culmina en
Tribual Supremo o en un Tribunal Superior de Justicia (por ejemplo, se debe
aplicar el derecho civil foral navarro y los sujeto se someten a los tribunales
de Valladolid; se debe aplicar el Cédigo civil y los sujetos se someten a los
tribunales de Tafalla) hasta la determinacién legal (por ejemplo, en sede de
sucesién mortis causa, la competencia judicial corresponde a los 6rganos
judiciales del ultimo domicilio del causante, sea cual fuere su vecindad
civil; pero la sucesién mortis causa se rige por la ley personal del causante,
es decir, en nuestro caso, por la de su vecindad civil).

El Tribunal Supremo no interpreta y aplica solo normas de derecho civil
estatal, sino las normas juridicas aplicables al caso concreto. Asi, siempre
que reitere en los términos antes dichos los criterios de interpretacién de la
norma aplicable, creard doctrina jurisprudencial.

Del mismo modo, los Tribunales Superiores de Justicia no se limitan
a interpretar y aplicar solamente «normas de Derecho especial de la
Comunidad Auténoma correspondiente», sino las normas juridicas
aplicables al caso concreto.

Por tanto, la cuestién debe ser otra: ¢habilita la interposicién de un
recurso de casacion la oposicién a la doctrina jurisprudencial creada por
un Tribunal distinto al que debe conocer del asunto?

Aqui la respuesta literal de la LEC es la ya sefalada: ante el Tribunal
Supremo, sélo cabe invocar la oposicién «a doctrina jurisprudencial del
Tribunal Supremo», mientras que ante los Tribunales Superiores de
Justicia cabria invocar tanto la oposicién a la doctrina jurisprudencia del
Tribunal Supremo como la oposicién a la del Tribunal Superior de Justicia
correspondiente.

Pero en mi opinién, esta solucién no tiene sentido. Ya ha sefialado Puic
FERRIOL que, en esta sede, el criterio del legislador ha sido el de establecer
una posicién de igualdad entre el Tribunal Supremo (Sala Primera) y los
Tribunales Superiores de Justicia a la hora de delimitar sus competencias
en sede casacional civil.®

El ejemplo podria ser el siguiente: persona de vecindad civil catalana
o de condicién juridica navarra cuyo ultimo domicilio antes de fallecer se

69 Puic FerrioL, L1, Jurisprudéncia civil..., cit. p. 44.
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halla en Toledo. La sucesién mortis causa se regird por la ley personal (en
nuestro caso, el derecho civil de Catalufia o el de Navarra); pero el juez
competente serd el de primera instancia de Toledo y, sucesivamente, la
Audiencia Provincial de Toledo y el Tribunal Supremo. Todos los anteriores
6rganos jurisdiccionales deberdn aplicar el derecho sucesorio cataldn
o navarro. ¢No cabria entonces articular el recurso de casacién con base
en la oposicién de la sentencia recurrida a la doctrina jurisprudencial del
Tribunal Superior de Justicia de Catalufia o de Navarra? En mi opinién, la
respuesta debe ser afirmativa, incluso aunque haya doctrina jurisprudencial
del Tribunal Supremo.

Cuestién distinta es el grado de vinculacién de la doctrina jurisprudencial
de otro Tribunal aplicable al caso concreto.

Se debe partir de que la oposicién a la doctrina jurisprudencial del
Tribunal que conoce del recurso de casacién motiva precisamente la
interposicién del recurso, pero no vincula absolutamente al Tribunal. Este
solo estd sujeto al imperio de la ley (ex arts. 1171 CE, 12-1 LOPJ y 1-7 CC);
no al de su doctrina jurisprudencial. Por tanto, como ya se ha sefalado, se
trata de una vinculacién débil: el propio Tribunal puede modificar, si bien
motivadamente y no de manera arbitraria, la doctrina jurisprudencial cuyo
infraccién ha permitido la interposicién del recurso de casacién.

En cambio, cuando se trata de la doctrina jurisprudencial de otro
Tribunal, dicha vinculacién desaparece totalmente.

Ni la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo es vinculante para
los Tribunales Superiores de Justicia (los cuales culminan la organizacién
judicial en el dmbito territorial de la Comunidad Auténoma ex art. 152
CE), ni la doctrina jurisprudencial de éstos vincula al Tribunal Supremo
(aunque sea el 6rgano superior de todos los érdenes jurisdiccionales ex art.
123 CE) ni a los otros Tribunales Superiores de Justicia.

Los pronunciamientos sobre normas de derecho civil estatal o de otra
comunidad auténoma que deban ser aplicada al caso concreto no conforma
doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo ni del Tribunal Superior de
Justicia de otra Comunidad Auténoma; pero si del Tribunal Superior de
Justicia que ha interpretado y aplicado la norma civil estatal o autonémica.

Igualmente, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo sobre
materias propias de un derecho civil autonémico no vincula, en un posible
recurso de casacién foral, al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Auténoma correspondiente, el cual se halla, en estas materias, en un plano
de igualdad ante el Tribunal Supremo.

94—



La creacién de la norma jurisprudencial y los tribunales superiores [...]

En esta sede puede decirse que tanto el Tribunal Supremo como el
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Auténoma con derecho
civil propio pueden crear doctrina jurisprudencial, con el riesgo de
producirse una dualidad de doctrinas en perjuicio de la seguridad juridica.

Esta posible concurrencia de doctrinas del Tribunal Supremo y de
Tribunales Superiores de Justicia fue puesta de manifiesto por la STS] de
Navarra 2 de febrero de 1995 al sefalar que

«no cabe tampoco atribuir a este Tribunal Superior de Justicia la exclusiva actual
en orden a establecer la doctrina jurisprudencial en la interpretacién de las
normas del Derecho propio de Navarra, pues las disposiciones que le atribuyen
competencia para conocer del recurso de casacién civil, arts. 61.1.a) de la Ley
Orgdnica de Reintegracién y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra,
73.1.a) Ley Orgdnica del Poder Judicial y 1.730 de la Ley de Enjuiciamiento
civil, no impiden que sea el Tribunal Supremo quien conozca del recurso, en
materia de Derecho Foral, en determinados supuestos, sino que por el contrario
vienen a atribuirle esa competencia en los casos en que la impugnacién se
refiera a resolucién dictada por 6rgano jurisdiccional que no tenga su sede en
esta comunidad».

De este modo, puede decirse que la invocacién de la doctrina
jurisprudencial del Tribunal Supremo (con observancia de los requisitos
exigidos) puede fundamentar la interposicién de un recurso de casacién
por infraccién de jurisprudencia ante el Tribunal Superior de Justicia
que deba conocer del asunto; igualmente, puede motivar un recurso de
casacién ante el Tribunal Supremo (si éste debe conocer del recurso) por
infraccién de la jurisprudencia aplicable al caso, la invocacién de doctrina
jurisprudencial de un determinado Tribunal Superior de Justicia, si en el
caso en litigio se debe aplicar una norma juridica de derecho civil propio
o autondémico de la Comunidad Auténoma donde tiene jurisdiccién el
Tribunal Superior de Justicia que estableci6 la doctrina jurisprudencial
invocada.

Mas ni en uno ni en otro caso el Tribunal sentenciador, sea el Supremo
o el Superior de Justicia, se halla vinculado por la doctrina jurisprudencial
establecida por el otro Tribunal, sea el Superior de Justicia o el Supremo.

Esto puede provocar una posible concurrencia de doctrinas del
Tribunal Supremo y de Tribunales Superiores de Justicia, salvo que una
determinada disposicién legal atribuya a uno u otro Tribunal la facultad
exclusiva (y excluyente) de crear doctrina jurisprudencial.

Asi sucede con el art. 2-2 de la Ley de Derecho Civil del Pais Vasco (Ley
5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco), en cuya virtud
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«por jurisprudencia, a los efectos del Derecho civil vasco, se ha de entender la
doctrina reiterada que en su aplicacién establezcan las resoluciones motivadas
de los jueces y tribunales con jurisdiccién en el Pais Vasco».

Y, afiade en el apartado 3 que «la Sala de lo Civil del Tribunal Superior
de Justicia del Pafs Vasco serd la encargada de unificar la doctrina que de
éstos emane, a través de los recursos pertinentes que en cada momento
establezca la legislacién procesal».

Coherentemente, el art. 4 (Interés casacional) de la Ley 4/2022, de 19 de
mayo, del Recurso de Casacién Civil Vasco, establece que se considerard
que un recurso presenta interés casacional en los siguientes casos:

1. Cuando la resolucién recurrida se oponga a la doctrina
jurisprudencial del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco
dictada en aplicacién de normas del derecho civil vasco.

2. Cuando la resolucién recurrida se oponga, en tanto en cuanto
pudiera adn resultar vigente, a aquella doctrina histérica que, de
forma reiterada, hubieran establecido las resoluciones firmes de todos
aquellos tribunales a los que, con anterioridad a la creacién y puesta en
funcionamiento del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco como
6rgano encargado de culminar la organizacién judicial en el dmbito
territorial de la Comunidad Auténoma, correspondiera la jurisdiccién
para resolver los recursos presentados contra las sentencias de jueces
y tribunales radicados en el Pafs Vasco y unificar la doctrina que de
estas emanase en materia de derecho civil foral propio de los territorios
histéricos que integran el Pafs Vasco.

3. Cuando la resolucién recurrida resuelva una cuestién sometida
a la normativa del derecho civil vasco de la que no exista doctrina
jurisprudencial del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco, sea
esta relativa a la propia ley o a normas anteriores de igual o similar
contenido.

4. Cuando la parte recurrente justifique de manera suficiente la
necesidad de modificar la doctrina previamente establecida en relacién
con el problema juridico planteado, porque hayan evolucionado el
contexto, la realidad social del tiempo en el que la norma invocada
ha de ser aplicada o la comun opinién de la comunidad juridica sobre
el modo en que la aplicacién de la norma ha de atender en ultima
instancia a su espiritu y finalidad.
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6. La cuestion en el ambito contencioso-administrativo

1. En sede Contencioso-administrativo parece que el Tribunal Supremo
(Sala 32) adopta otro criterio.
La cuestién planteada es la siguiente:

Si el recurso de casacién (estatal) es cauce procesal adecuado cuando el derecho
foral, invocado como infringido, reproduzca normativa estatal de caricter
bésico y cuando se haga valer la vulneracién de la jurisprudencia recaida
sobre un precepto de derecho estatal que, aunque no tenga caracter basico, su
contenido sea idéntico al del derecho autonémico aplicado, siendo conscientes
de que «las normas aplicadas por la Sala (de Bilbao) son normas forales».

En este caso, la doctrina jurisprudencial de la Sala 32 TS (consolidada,
seglin su propia expresion) es la siguiente:

«Cabe el recurso de casacién cuando el derecho autonémico (derecho foral, en
este caso) invocado como infringido reproduzca normativa estatal de caricter
bésico y cuando se haga valer la vulneracién de la jurisprudencia recaida sobre un
precepto de derecho estatal que, aunque no tenga cardcter basico, su contenido sea
idéntico al del derecho autonémico aplicado, puesto que el valor de complementar el
ordenamiento juridico que el articulo 1.6 del Cédigo Civil otorga a la jurisprudencia
no desaparece por la existencia del derecho autonémico».

En consecuencia, dice la Sala 32 TS, es procedente la interposicién del
recurso de casacion.

«... el hecho de que la Sala de instancia, formalmente, repute errénea nuestra
jurisprudencia y la inaplique en su sentencia, ... aconseja admitir el recurso de
casacién promovido, dada la presuncién iuris et de iure establecida en su favor
en el articulo 88.3.b) Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién
Contencioso-Administrativa, aun cuando mantuviéramos la duda acerca de
si el recurso es procedente, atendida la naturaleza de algunas de las normas
reputadas como infringidas, fuese el de casacién autonémica...».

Asi, dice la Sala 32 Tribunal Supremo, «procede admitir el recurso de
casacién promovido, dada la presuncién iuris et de iure establecida en su
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favor en el articulo 88.3.b) Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdiccién Contencioso-Administrativa».”

En el mismo sentido, SSTS (Sala 32, secc. 2) 14 de enero de 2013,
1588/2020, de 24 de noviembre, y 618/2021, de 4 de mayo, 30 de noviembre
de 2020 y 20 de diciembre de 2021; y el Auto de la Seccién Primera de 1 de
octubre de 2018.

En concreto, la STS (Sala 3?, secc. 2) 20 de diciembre de 2021 establece
que:

«... ciertamente, la sentencia recurrida tiene en cuenta —para adoptar su
decisién desestimatoria— tanto el articulo 224.1 de la Norma Foral General
Tributaria 2/2005, de 8 de marzo, General Tributaria, del territorio histérico
de Guiptizcoa (relativo a los supuestos de nulidad de pleno derecho de las
liquidaciones tributarias), como los preceptos forales que disciplinan el
“procedimiento iniciado mediante autoliquidacién», que en el territorio foral
que nos ocupa se regulaba en los articulos 119 a 121 y 125 a 126 de la Norma
Foral General Tributaria 2/2005.

2. Como quiera que tales preceptos (forales ) son idénticos (en el caso
de los que disciplinan la nulidad) o muy semejantes (en el caso de los
relativos al procedimiento de gestién) a los establecidos en el régimen
comun y, ademds, éstos han sido interpretados reiteradamente por la
jurisprudencia (que se ha pronunciado con reiteracién sobre el supuesto
de nulidad radical de absoluta ausencia de procedimiento y sobre el alcance
del empleo de un procedimiento de gestién distinto —como aqui sucede—
del de comprobacién que resulta procedente), nos inquiere el auto sobre lo
siguiente:

«Si cabe entender procedente el recurso de casacién ante el Tribunal Supremo
cuando la sentencia impugnada ha tenido en cuenta, como determinante del
fallo, un precepto de derecho tributario foral, cuya redaccién es coincidente
con la de la norma correspondiente en la Ley 58/2003, General Tributaria —en
la que también se basa el fallo— que regula la nulidad de pleno derecho de
los actos tributarios, siendo asi que, ademds, este ultimo precepto ha sido
interpretado, con cardcter general, por la jurisprudencia del Tribunal Supremo».

70 Elart. 883 b) Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa
dice que se presumird que existe interés casacional objetivo: b) Cuando dicha resolucién se
aparte deliberadamente de la jurisprudencia existente al considerarla errénea.
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3. Esta primera pregunta debe merecer una respuesta afirmativa: cuando
el precepto autonémico (foral, en el caso) sea idéntico al estatal y éste haya
sido interpretado por la jurisprudencia, cabe el recurso de casacién ante el
Tribunal Supremo por infraccién de la jurisprudencia, pues —en el actual
sistema de casacién derivado de la Ley Orgdnica 7/2015, de 21 de julio— el
recurso de casacién podrd ser admitido a trdmite no solo cuando se invoca
una concreta infraccién del ordenamiento juridico, tanto procesal como
sustantiva, sino también «de la jurisprudencia» (v. actual articulo 88.1 de la
Ley de la Jurisdiccién).

Al respecto, es consolidada la doctrina de esta Sala —sentencia de
esta misma Seccién Segunda de 14 de enero de 2013, recurso de casacién
1574/2010, o, muy recientemente, auto de la Seccién Primera de 1 de
octubre de 2018, dictado en el recurso de queja nim. 67/2018— que sefiala
lo siguiente:

«Cabe el recurso de casacién cuando el derecho autonémico (derecho foral, en
este caso) invocado como infringido reproduzca normativa estatal de cardcter
bésico y cuando se haga valer la vulneracién de la jurisprudencia recaida
sobre un precepto de derecho estatal que, aunque no tenga caricter bdsico,
su contenido sea idéntico al del derecho autonémico aplicado, puesto que
el valor de complementar el ordenamiento juridico que el articulo 1.6 del
Cédigo Civil otorga a la jurisprudencia no desaparece por la existencia del
derecho autonémico».

Sin embargo, por un lado, parece claro que la presuncién de interés
casacional objetivo cuandolaresoluciénrecurrida se aparte deliberadamente
de la jurisprudencia existente al considerarla errénea, a que se refiere el
art. art. 88-3 b) LRJCA, sélo puede tomarla en consideracién el Tribunal
Supremo en los supuestos en que la competencia para conocer del recurso
de casacion le sea atribuida; pero no se puede irrogar esa competencia para
conocer del recurso de casacién porque la resolucién recurrida se aparte de
su jurisprudencia.

Por otro lado, el art. 86-3 LRJCA dice expresamente que las sentencias
que, siendo susceptibles de casacién, hayan sido dictadas por las Salas de
lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia sélo
son recurribles ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal
Supremo si el recurso pretende fundarse en infraccién de normas de
Derecho estatal o de la Unién Europea que sea relevante y determinante
del fallo impugnado, siempre que hubieran sido invocadas oportunamente
en el proceso o consideradas por la Sala sentenciadora.
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En cambio, cuando el recurso se fundare en infraccién de normas
emanadas de la Comunidad Auténoma es competente una Seccién de la
Sala de lo Contencioso-administrativo que tenga su sede en el Tribunal
Superior de Justicia compuesta por el Presidente de dicha Sala, que
la presidird, por el Presidente o Presidentes de las demds Salas de lo
Contencioso-administrativo y, en su caso, de las Secciones de las mismas,
en numero no superior a dos, y por los Magistrados de la referida Sala o
Salas que fueran necesarios para completar un total de cinco miembros.

Sila Sala o Salas de lo Contencioso-administrativo tuviesen mds de una
Seccién, la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia establecerd
para cada afio judicial el turno con arreglo al cual los Presidentes de
Seccién ocupardn los puestos de la regulada en este apartado. También lo
establecerd entre todos los Magistrados que presten servicio en la Sala o
Salas.

Por tanto, si el recurso de casacién se funda en infraccién de normas
emanadas dela Comunidad Auténoma es competente para su conocimiento
una Seccién de la Sala de lo Contencioso-administrativo que tenga su sede
en el Tribunal Superior de Justicia, la cual deberd tomar en consideracién
la existencia objetiva o no del interés casacional; pero no la Sala 32 del
Tribunal Supremo, aunque se separe de su jurisprudencia.
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«No et rendeixis, que la vida €s aixo, continuar el viatge, perseguir
els teus somnis, destravar el temps, cérrer la runa i destapar el cel»

Mario Benedetti

1. Introduccié

Pretenc amb aquest treball una reflexié sobre el treball de les Audiéncies
Provincials en tant constitueix el pressuposit de la tasca cassacional del
Tribunal Superior de Justicia de Catalunya. La senténcia de '’Audiéncia
Provincial és, podem dir, «l'objecte cassacional», el material de base sobre
el que el Tribunal Superior treballa i desenvolupa la seva funcié. La seva
feina, sotmesa a estrictes regles, es centra en «disseccionar» la senténcia
de 'Audiéncia Provincial per a valorar si infringeix una norma legal o una
norma jurisprudencial. Cerca, aixi, la nomofilaxi legal i, darrerament, el
respecte de la «doctrina» o de la norma jurisprudencial i les seves senténcies
so6n el resultat d'un procés intel -lectual quin paradigma és la defensa de la
seguretat juridica.

En principi, la funcié de la cassacié no és revisar tot el procés, ni la
valoracié probatoria de la senténcia d’apel-laci6, pero, a la practica, el
Tribunal Superior no acaba de superar la critica sobre la invasié per part
seva de la funcié de les Audiéncies (sobirana quan a la apreciaci6 de la prova,
també quan a la qualificacié juridica, com intentaré justificar). Aquest és un
debat recorrent. Persisteix una actuacié del Tribunal Superior que massa
sovint, es diu, actua com a «tercera instancia», potser perque, dic, no resten
clars els respectius camps de treball i s'imposa la «superioritat».

La relaci entre aquests tribunals no sembla dialogica i aquesta és una
primera qilestié a analitzar, tot intentant entendre de quina mena de vincle
es tracta. Cal, despres, definir amb la major claredat la funcié de la (segona)
instancia, el que em portara a analitzar cém es conforma la senténcia de la
Sala d’Apel -lacié.

Aquest enfocament és important, perqué només descrivint cém
resolem, com prenem les decisions, podrem acostar-nos als limits de la
funcié cassacional. Entenc que cal superar el «sil-logisme juridic» i la
dualitat prova-dret, perque el procés decisori és molt més complex. He
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intentat demostrar en altre lloc! que els jutges i jutgesses duem a terme un
procés que no es limita a valorar les proves i aplicar el dret, siné que passa
per una fase d’«in-tensié» (tensi6 cap endins), l'analisi, i per una altra fase
d’'«ex-tensié» (tensié cap enfora), la decisié propiament dita, basicament
entorn de 'argumentacié juridica i l'estudi del context de la resolucié i dels
seus efectes. Si la prova és sobirania del tribunal d’instancia i sén seus
també els processos d'in-tensid i ex-tensid, ha de ser molt més clar situar la
funcié cassacional en el seu propi ambit, el dels referents normatius.?

D’aquesta manera sostinc i intentaré justificar que la «doctrina
jurisprudencial> no és siné un nou referent normatiu que les
Audiéncies apliquem, i en aquest sentit, cal considerar només la «norma
jurisprudencial». La successi6é de casos concrets (per exemple, en matéria
de guarda compartida) no constituiria doctrina jurisprudencial, no seria un
referent normatiu, siné un «precedent», no en el sentit anglosaxé, siné com
a element interpretatiu. Les senténcies concretes del Tribunal Superior que
no «senten doctrina» podrien donar lloc a seguiment dels organs judicials
inferiors, en raé de la coincidéncia dels fets contemplats en els successius
plantejaments cassacionals i la repeticié d’aquest seguit de senténcies, podria
marcar una tendéncia. Perd no actua com a referent normatiu.?

1 Defenso que hi ha quatre fases en la presa de decisions (la prova, 'analisi, els referents
normatius ila decisié) i que cada una d’aquestes fases inclou, a la vegada, un procés circular
en quatre passes. A la data d’entrega d’aquesta poneéncia, esta pendent de publicar un
treball sota el subtitol «Reflexiones sobre la competencia decisoria y el circulo decisional»
i en sis entregues: «El juicio precipitado, casi siempre es errado» (I), que estudia el
cercle decissional que reprodueixo a l'apartat 4 d’aquesta ponéncia; «A buen juez mejor
testigo» (II), dedicat a l'estudi en profunditat de la fase probatoria; «El buen juez por
su casa empieza (III), sobre I'analisi de les afirmacions factiques, la seva ponderacio, la
seva confrontacié amb maximes d’experiéncia i la seva orientacié (el material probatori
depurat); «Hecha la ley, hecha la trampa» (IV), sobre els referents normatius (normes i
principis, interpretacid, validacié i qualificaci6 juridica); «Pleitos tengas y los ganes» (V),
dedicat a la decisid, la seva argumentacid, virtualitat i consagracid); i «La experiencia es
la madre de la ciencia (y VI)», sobre els models d’abordatge (i de jutges) que s’hi deriven.

2 Per referents normatius entenc el conjunt normatiu, complex, que inclou normes, principis
ivalors, i que s’han de tenir en compte per a la resolucié del cas.

3 Lus del «precedent» en el sentit que defenso, no és un bagatge propi de '’Audiéncia és
un bagatge alie (del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Suprem) i no actua com
a «referent normatiu» (ni com a «doctrina jurisprudencial», ni com a font de dret). Es
tracta d’'una experiéncia interpretativa aliena que, tot i aixd, constitueix un instrument
metodologic valués en la tasca d’interpretacié juridica de la norma (en el procés d’in-tensio),
en el pas segon de la fase tercera, en el sentit que exposaré en les proximes pagines.
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Aixd m’'aboca a l'estudi del métode judicial de presa de decisions. Centrat
en la nostra tasca, la senténcia «d’instancia» és el resultat d'un procés de
presa de decisions, i és també, diré, la decisié presa després d'un procés,
d’una elaboracié intel -lectual (que té poc a veure amb el dret «processal»).

Per explicar-ho una mica més, aquest treball es basa en una determinada
concepcié del procés judicial de presa de decisions (del metode per a
dictar la resolucié judicial, la senténcia), i pretén justificar la tesi de que la
senténcia no és la mera conclusié del sil-logisme juridic quina premissa
major és la llei i quina premissa menor sén els fets, el resultat d'un cami
merament «lineal», siné que la presa judicial de decisions de les Audiéncies
Provincials respon a un esquema més complex, «circular», en el que hem
dencabir: a) la definicié del punt de partida; b) la captacié i apreciacié
probatoria; c) 'analisi i I'obtencié del material probatori depurat; d) l'eleccié
dels referents normatius, la seva interpretacié i ponderacié i la qualificaci6
juridica dels fets; d) la part dispositiva, 'argumentacié juridica, la virtualitat
del sentit de la decisié i la signatura de la decisi6 final.

Vull partir d'una concepcié de la presa de decisions que integra els
aspectes racionals més tradicionals amb els processos dinamics d'«in-tensié»
i d'«ex-tensié» de l'interpret. Treballo amb la teoria sobre I'aprenentatge de
David Kot i destaco les concomitancies entre els processos d’aprenentatge
(que acaben amb un resultat, al igual que la part dispositiva de la senténcia)
i els processos de presa de decisions (doncs cada senténcia judicial no deixa
de ser un nou aprenentatge pel jutge). La tesi que mantinc és transposicié
del procés d’aprenentatge descrit per aquest autor i assumit per la principal
escola de jutges de Estats Units dAmerica (National Judiciary College) i també
per la RJUE (Xarxa Judicial de la Unié Europea).*

Entendrem aixi millor, potser, la senténcia, com a pressuposit
cassacional i el tipus de «resposta» que «hauria de donar» el nostre
Tribunal Superior.

4 Kots, D.: Experiential Learning: Experience As The Source Of Learning And Development, ed.
Prentice-Hall, 1984. Hi ha una ampla bibliografia sobre les seves idees i la seva actualitzaci6
(la més recent: «The Kolb Experiential Learning Profile 2021 Technical Specifications», El
«Manual de la REF] sobre Metodologfa de Formacién Judicial en Europa», 2016, treballa
també a partir del model d’estils d’aprenentage de adults d’aquest autor.
vid.: https://learningfromexperience.com.
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2. Una relacié particular

Realment, hi ha poc didleg,® ni tan sols informal, entre magistrats
i jutges de diverses instancies, una realitat que persisteix des de fa molt
temps i malgrat la seva denunciada necessitat.® En qualsevol dialeg és
important que es coneguin els interlocutors, que compateixin un «canal»
i un «codi» comunicatiu, cal una unitat de temps i d’espai. Entre la fixaci6
de criteris pel Tribunal Superior i la seva recepcié pels organs d’instancia
no hi ha cap conversa. Només una diferent manera d’abordar els casos,
a causa de la seva respectiva funcié en el conjunt del sistema judicial.
’Audiéncia orienta la seva tasca de valoraci6 probatoria i d’'interpretacié i
aplicacié normativa i el Tribunal Superior li dona resposta, confirmatoria o
revocatoria, només en una perspectiva hermeneéutica i nomofilactica (amb
un «codi» diferent).

La manca de contacte habitual (fins i tot informal) potser es deu a la
inércia, o a una concepcié «magistral» de la segona instancia o de la cassacié
d'alguns magistrats o a una errdonia auto constriccié del que es pugui
interpretar com «donar instruccions» als tribunals inferiors. D’una altra, a la
diferéncia d’edat, la desconeixenga interpersonal o a una mena de «temor» i
respecte a la «Superioritat» dels jutges i magistrats d’instancia, en una visié
jerarquitzada i anacronica de les respectives funcions. També hi és present
la reserva d’influir massa els magistrats de cassaci6 o de ser influit el jutge
d’'instancia, de que la comunicacié o el didleg (especialment el previ a prendre
una decisid) es consideri una interferéncia que afecti la independeéncia de qui
ha de resoldre (fins i tot amb ressons eétics i disciplinaris).

Perd sobretot, no hi ha dialeg perqué no hi ha un canallegal, ni formal, pera
aquest dialeg. No és possible una «consulta» prejudicial, ni la convocatoria de

5 Sén pocs els treballs (fins i tot a les bases de dades de Formacié Continua del Consell
General del Poder Judicial o explorant a 'exterior) sobre el didleg entre tribunals i sobre
cém es crea jurisprudeéncia i no en troben sobre cdm participa en aquesta creacié el
«tribunal d’instancia».

6 HEeRNANDEZ GARCIA, J.: Presentaci6 dels «Didlegs sobre la justicia i els jutges», CEJFE,
Generalitat de Catalunya», 2015, p. 11: «els jutges i les jutgesses, destinataris i participants
dels dialegs ni hi estan acostumats, per raons culturals, ni solen disposar, tampoc, per
factors corporatius, de gaires espais per poder expressar les seves opinions i compartir-les
amb altres col-legues sobre les grans qiiestions, els grans problemes, les intenses incerteses
que envolten i, d’alguna manera, condicionen el mateix desenvolupament, la mateixa
concepci6, de la funcié judicial».
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«sessions cliniques» i quan es programen formacions a carrec de magistrats
de Sala (el que no és prou freqiient), no tenen un format de debat i sovint
la tasca docent roman centrada en reproduir magistralment el contingut de
la doctrina jurisprudencial del tribunal cassacional en les diverses matéries,
sense propiciar un dialeg obert sobre els temes resolts (que es deixa en
mans de la doctrina i els académics), sense plantejar els problemes que
sorgeixen amb les normes complexes o noves que van sorgint (amb el prurit,
de vegades, del magistrat cassacional de no avangar una tesi que demanda
estudi en detall), ni tampoc donen lloc, aquestes activitats formatives, a
debats d’abast metodologic. De vegades, la manca d’aquest canal normalitzat
de relaci6 deriva, de la ma de les relacions humanes, en una dependeéncia
d’afinitats personals, ideologiques o de proximitats associatives.

El «continu de senténcies» de les Audiéncies Provincials de Catalunya i
de les respostes del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya és només la
constatacié d'un flux entre desiguals, en el que el treball de les Audiéncies
és confirmat (basicament, en el tramit d’'inadmissié cassacional) o rebutjat
(quan sestima el recurs extraordinari). Per part dels tribunals d'instancia és
un «acatar», més que un parlar, encara que val a dir que en general, la doctrina
del nostre Tribunal Superior és una font de coneixement de gran qualitat,
que constitueix un referent normatiu de primer ordre i enriqueix el nostre
background.

Lexpressié «didleg entre tribunals» és més propia de la relacié nascuda
entre tribunals nacionals i supranacionals. Va néixer en el camp de la qiiesti6
prejudicial davant del TJUE’ i ha estat especialment intens en matéria
de proteccié del consumidor, promogut pels tribunals espanyols de tots
els nivells.® La mateixa idea trobem respecte a la relaci6 entre el Tribunal
Suprem i el Tribunal Constitucional® i en la relacié entre tribunals ordinaris
inferiors i el Tribunal Constitucional, en raé del plantejament de la qiiesti6
d’inconstitucionalitat. Ultimament, aquest didleg també sestudia per la

7 Lousapa AROCHENA, J. F: «La cuestién prejudicial ante el Tribunal de Justicia vista desde
un érgano judicial espafiol», ed. Laborbum, 2021, p. 18.

8 Es pot consultar la monografia: GARcfA-VALDECASAS DORREGO, M.].: «Didlogo entre los
tribunales espafoles y el Tribunal de Justicia de la Unié Europea sobre la tutela judicial
del consumidor al amparo de la Directiva 93/13(/CEE)», ed. Fundaci6n Registral, 2018.

9 HuEeLiN MaRrTINEZ DE VELASCo, ].: «El didlogo entre el Tribunal Supremo y el Tribunal
Constitucional», a «Tribunal Constitucional y didlogo entre Tribunales». XVIII Jornadas
de la Asociacién de Letrados del Tribunal Constitucional, 2013, pags. 209-246.
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doctrina en la relacié entre els tribunals nacionals i el TEDH, quan es planteja
una consulta preventiva («avis consultif»), a I'empara del Protocol nam. 16.

Perd, pera VERGOTTINI, Yeldialegentretribunals (estatalsiinternacionals)
i el creuament de jurisprudencies (la utilitzacié del Dret estranger) no
s6n tals, sén mites, mera comparacié, ni tan sols influéncia. Diu que els
espais estan molt fragmentats, no es donen els pressupostos del dialeg
(levat del sector dels drets humans, amb un caracter multidimensional
de la proteccié). Hi ha influéncies reciproques i interaccié, reconeixement
del principi del marge estatal d’apreciacid, respecte a la interpretacié del
tribunal supranacional, a cops una influéncia de determinats ordenaments
que tenen la forma de presentar-se com a models (i a cops un exercici
de «contra limits» dels tribunals constitucionals interns). I afegeix que
tampoc és cert que s’acudeixi de forma generalitzada a la comparacié amb
el Dret estranger. Hi ha una apertura segura, perd no 1'is de 'argument
comparatiu, ni un reenviament, siné la consideracié d’aquest Dret extern
com a una dada factica. Per regla general no hi ha un buit en I'ordenament
intern i 'aportacié externa té un valor merament auxiliar.

Com diu BEerroso," arribar a la «resposta correcta» es configura com
una de les principals aspiracions del dialeg de tribunals, pero l'esperit
que presideix avui els didlegs judicials és de caracter unidireccional
perque no admet siné que «deconstrueix» qualsevol possibilitat de parlar i
comunicar-se en auténtics «didlegs». En els didlegs verticals, els tribunals
nacionals es limiten a invocar jurisprudéncia internacional normalment
per acceptar-la o incorporar-la a I'argumentacié, perd molt rarament per
rebutjar-la o simplement criticar-la. Tampoc en els dialegs horitzontals
s'arriba a configurar un veritable didleg judicial o, si més no, no
hermeneéutic —amb els prerequisits que exigeix aquest tipus de didleg—.
Més aviat sembla que es tracta d'una comunicacié monologica en la seva
gran majoria.

Potser es podrien rescatar alguns d’aquests arguments per a validar una
idea de dialeg entre Tribunal Superior i Audiéncies. A mode analeg amb el
que passa en el dialeg entre tribunals constitucionals i convencionals, potser
es podria arribar a concebre la relacié entre les Audiéncies Provincials

10 VERGOTTINI, G.: «Mds alld del didlogo entre Tribunales - Comparacién y relacién entre
jurisdicciones», IDP, ed. Civitas ~-Thomson Reuters, 2010, p. 43.

11 BEerroso MarTiN, N. «La articulacién del didlogo judicial entre tribunales: una lectura
desde la filosofia juridica», a «Constitucionalismo. Un modelo juridico para la Sociedad
global», 12 ed., febrer 2020, p. 23.
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catalanes i el nostre Tribunal Superior de Justicia de Catalunya com la propia
d'un «efecte directe», una qilestié «prejudicial», un «vincle d’adequacié»,
un «control de jurisprudencialitat» o de la necessitat d'una «interpretacié
conforme». Perd ara per ara, no és aixi. No hi ha mai una perspectiva
d’alteritat o reciprocitat entre els tribunals d’instancia i el de cassacié. No hi
ha interlocuci6, ni col-laboracié constructiva, ni cross-fertilization, siné per
vies indirectes. No és possible una consulta prévia i, simplement, hi ha una
vinculaci6 a la norma jurisprudencial i un aprofitament difus del precedent:
hem d’aplicar les normes a la llum de la interpretacié que n’hi fa el Tribunal
Superior de Justicia de Catalunya (la seva doctrina jurisprudencial) i en
aquest sentit es podria parlar de «normativitat», d'un «auto-control» quan
a la «jurisprudencialitat» de les nostres resolucions, o podem, simplement,
estudiar els casos que resol com a precedent i tenir-los en compte com a
bagatge alié, com a experiéncia interpretativa, com a instrument metodologic
en la tasca d'interpretaci juridica.”

A cops les senteéncies de les Audiéncies voldrien provocar, en un eventual
recurs extraordinari de cassacid, el posicionament de la Sala del Civil i
Penal sobre una determinada qiiestié dificil, especialment si la reflexié de
la Sala d’instancia es planteja en termes axiologics.”* Com passa de vegades
en matéria d'infancia, familia i capacitat de les persones, pot ser que la Sala
Provincial entengui necessari o convenient un pronunciament cassacional,
perd mai es planteja un «dialeg» perqué no hi ha interlocutor, perque les
«respostes» a les «preguntes» que 'Audiéncia pugui pretendre no tenen
cami de formulacié i aquestes «preguntes» no depenen de I’Audiéncia,
siné de les parts processals. Aplicar aquest terme «dialogic» a la relacié
institucional entre les Audiéncies i el Tribunal Superior presenta alguns

12 Sobre l'aplicacié judicial del dret i el sistema de precedent, Orozco analitza, a partir de la
doctrina anglosaxona del stare dedicis et quieta non movet (el respecte a la ratio decidendi
d’un cas anterior davant futurs casos), els requisits pel seu caracter vinculant com a
norma d’origen jurisprudencial (Orozco MuRoz, M.: «Creacién judicial del Derecho y
el precedente vinculante», ed. Aranzadi - Thomson Reuters, 2011, p. 194 i ss.). També la
poneéncia de Brasco Gascé en aquestes mateixes Jornades. En altre lloc (veure nota 1)
hem diferenciat entre norma jurisprudencial i precedent (que en cap cas té al nostre pafs
I'abast propi del dret anglosaxd).

13 Ens referim als «casos dificils», quan la interpretacié de la norma cerca els seus valors
implicits, teleologics o relacionats basicament amb els drets humans i els drets, principis
ivalors constitucionals.
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inconvenients, el principal que no és '’Audiéncia en cap cas, siné les parts,
els que poden «preguntar», promoure el recurs extraordinari.™

La relacié entre les Audiéncies Provincials catalanes i el Tribunal
Superior de Justicia de Catalunya és la d'una vinculacié® a la doctrina
jurisprudencial del Tribunal Superior, que, des del punt de vista objectiu
neix, més que de la relaci6 jerarquica, de la supremacia o prevalenga que
n’hi imposa l'ordenament juridic. En tant el Tribunal Superior assumeix la
funcié nomofilactica i interpretativa de la norma legal i en tan és font de
norma jurisprudencial, els seus pronunciaments d’abast general obliguen
a les Audiéncies perqué sén normes de dret.! La vinculacié es produeix
amb dues senténcies en la mateixa linia interpretativa o una de Ple” o amb
aquelles que expressament recullen la fixacié de la doctrina jurisprudencial
de la Sala.

No es «consulta» el Tribunal Superior en ares a resoldre un cas en
instancia, siné que s’acaten les seves senténcies, s'aprén delles, s'enriqueix
el background personal i col-lectiu amb les seva doctrina, es citen les seves
resolucions per a fonamentar una nova decisié, com a referent normatiu.

Pero aixd no nega que les respectives funcions hagin d'evolucionar.

3. La funciod d’'instancia

La funcié d’instancia sempre ha estat semblant, la que ha evolucionat de
forma més complexa és la funcié cassacional. Les Audiéncies Provincials,

14 El mecanisme de consulta prévia, vigent en la qiiestié de constitucionalitat (TC), en la
quiestié prejudicial (TJUE) i en l'avis consultif (TEDH), va existir també historicament
en relacié al recurs de cassaci6, en forma que référé volontarie. Quan el jutge, després de
la revolucié francesa, no sabia quina era la norma aplicable al cas, havia de suspendre
el procés i dirigir-se a la assemblea en cassacid, per a resoldre I'assumpte, perd aquesta
possibilitat es va suprimir en el Codi napolednic de 1804.

15 Orozco, «Creacién», p. 2071 ss.

16 Lavinculacié vertical deriva de que la norma jurisprudencial és un referent normatiu. No
hi ha vinculaci6 horitzontal —la de la propia Sala de '’Audiéncia als seus precedents—,
ni a lauto-precedent (sens perjudici de les limitacions constitucionals al canvi de criteri),
si vertical, per prevalenca.

17 La avocacié d'un assumpte al Ple de la Sala posa de manifest I'interés del Tribunal de
unificar, internament, la seva postura, amb una deliberacié ampliada i recollint en el seu
cas les discrepancies a través de vots particulars.
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com a organs d’apel-lacié (a l'igual que el jutge individual), tenim la funcié
de decidir, de prendre decisions conforme a fet i a dret, tot revisant les
senténcies dels organs de primera instancia. Des de la perspectiva d’'aquest
treball, produim l'objecte cassacional i (eventualment) cassacionable.
Estem sotmesos a certes limitacions (l'exigéncia d’intereés i gravamen,
la prohibicié de la reformatio in peius, la subjeccié al tantum apel-latum
quantum devolutum, etc.), pero, en el fons, dictem senténcia amb plenitud,
dictem senténcia segons fets i dret. Es per aixd que enfocaré la ponéncia
des de la perspectiva de la senténcia com a resultat del procés de presa de
la decisié.

Com ja va dir DE Los Mozos,"® sentenciar no és un exercici especulatiu o
teoretic, siné una «funcié practica» que no s’'obté inicament per successives
operacions logiques, derivades de la norma legal o del sistema normatiu,
siné en un conjunt de valoracions en relacié amb la justicia concreta, en les
quals el racional o el legal no sén més que un de tants components.

La doctrina continental sobre el decisionisme judicial s’ha desenvolupat,
durant molt de temps, aliena al subjectivisme juridic, especialment al
psicologisme anglosaxé. El racionalisme no accepta el que ha considerat
tradicionalment elements «contaminants» procedents de la naturalesa
humana, com la personalitat, el biaixos, els sentiments o les creences. Pero,
com diu Juanes,” la doctrina anomenada psicologica, entroncada amb el
realisme judicial nord-america, rebutjada per la doctrina majoritaria, no
impedeix reconéixer que darrere d'una resolucié judicial hi hagi raons
psicologiques. Només en les ultimes décades s’ha comengat a introduir la
consideraci6 d’aquests factors en la doctrina de la prova, en la interpretaci6
juridica, en la teoria de 'argumentacié juridica.

Des del punt de vista subjectiu, es parla molt de I'«ofici de sentenciar»,
entés com a art, amb connotacions artesanals. En aquest sentit, SANCHO %
acull I'expressié «judgecraft», un neologisme al que atribueix el significat
d'ofici, d’art i en termes més imprecisos, diu que significa ser bon jutge.

No es troben referéncies a Espanya i no és facil trobar referents fora
respecte a aquesta expressié. En una citacié anglesa per a funcionaris

18 Dk Los Mozos, J.: «Metodologia y ciencia en el Derecho privado moderno», Edersa,
Madrid, 1977, p. 10, citat per LUNA, Aspectos, p. 344.

19 JuaNes PECEs, A.: «La motivacion de las sentencias: proscripcién de la arbitrariedad. Problemas
pricticos», LA LEY Penal n° 157, julio-agosto 2022, Editorial Wolters Kluwer, p. 4.

20 SancHO GARGALLO, L.: «Judge craft: el oficio o arte de juzgar», InDret, abril 2020, p. 446.
També, la monografia «El paradigma del buen juez», ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2022.
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judicials? es diu que «Judgecraft» és I'art de jutjar i engloba tot alld que no
es troba en un llibre sobre dret, proves o procediment. Aixi, el «judgecraft»
tracta sobre com fem la feina els jutges i jutgesses i el bon tracte i la igualtat
es situen, justificadament, al centre de la funcié.

L'apartat ] del Preambul de la Resolucié del Parlament Europeu, de
14 de marg de 2012, sobre la formaci6 judicial (2012/2575(RSP) descriu el
«judgekraft» com la formacié del jutge o jutgessa en habilitats.? Per tant,
no hi ha dubte que el terme ve referit a destreses i habilitats propies de
la professié de jutge, ambit subjectiu que no es tracta en la Filosofia del
Dret, ni en tractar de la interpretacié i aplicaci6 del dret, ni en l'estudi de
les decisions judicials. Estem en context de «formacié judicial». No tinc
dubte que la senténcia subjecta a cassacié integra aquest i altres aspectes
i per aixo aquest enfoc subjectiu, centrat en el bon jutge, no és suficient.
Hi tornaré sobre aquesta idea per a exposar el sentit i abast del «cercle
decissional», com un procés més complex.

Diria S1ERRA® que la tensié estd entre jutjar com un ofici d’elit, amb
una estética propia, ila peculiar burocracia ritualista que caracteritza tants
casos. Parlar de Judgecraft posa en joc una série de forces molt potents.

Tal com indica MoorHEAD,* citant a KRITZER, «judgecraft» es una
expressi6 brillant a la recerca dalgun significat, perd també una aposta per
a una recerca més seriosa sobre els jutges, tradicionalment centrada en els
judicis escrits, en «referéncia a la paraula escrita, descontextualitzant-la de
l'espai geografici social en que es produeix». En la senténcia «quiestions alienes
a la llei, perd d'importancia interna per a les parts, s’han divorciat, almenys en
part, de cadascuna [d’elles]». El domini de la llei auto - construiria la disputa tot
marginant les parts d'aquest procés.

21 Site web: Courts and Tribunals Judiciary, https://www.judiciary.uk, Equal Treatment
Bench Book, November 2013.

22 Diu: «[cJonsiderant que els estudis judicials no es poden limitar al dret material i processal
i que els jutges necessiten una formacié relacionada amb el seu ambit judicial i amb
l'adquisicié d’aptituds especifiques (en la versié anglesa, «judgekraft», entrecomillat)».

23 S1ERRA SOROCKINAS, D.: «El precedente: un concepto. Precedent: A Concept», Revista
Derecho del Estado n.° 36, gener-juny del 2016, p. 249-269.

24 MoOORHEAD, R.: «Judgecraft: an Introduction», Social & Legal Studies Volume 16, Issue
3: Special issue: Judgecraft, Cardiff University, UK, Dave Cowan Bristol University, UK,
September, 2007, p. 315.
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Krrtzer? conclou que un ofici implica un conjunt delements que,
quan es prenen en conjunt, poden proporcionar un marc no només per
descriure com els professionals fan la seva feina, siné que també poden
oferir informacié sobre cém ho poden fer millor. Aixd implicaria formacié,
entrenament, i també, introspeccié i extraversio.

No hi ha dubte que Kritzer ha proporcionat una manera inspiradora de
pensar sobre la funcié de sentenciar. I no ens n'allunyem en aquest treball quan,
tot fent referéncia a un transit interioritzat i exterioritzat, MOORHEAD parla de
producci6, funcié i avaluacié, quan descriu la produccié [judicial] principalment
en base a tres factors interns: habilitats i técniques, resolucié de problemes i
estetica. O quan, citant a Tata, concep la decisi6 judicial com un treball artesanal %
delecci6 i ordre, rutina implicita i principi normatiu explicit, analisi i intuicié,
individualitzacié i consisténcia, racionalitat i emoci6, ment i cos.

Durant molt de temps s’ha pretés construir la presa judicial de decisions
com un exercici purament logic i racional. Perd de forma progressiva s’ha
anat admetent que aquest procés és molt més complex, tot buscant altres
referents (sociologics, psicologics). Diu Luna? que en la decisié judicial
sostinguda per lalogicaiel sentit comti juguen una comesa importantissima
aspectes psicologics propis de la particular personalitat —de la psique—
del jutjador, com sén el seu bagatge cultural, la seva educacio, la seva classe
social, la seva ideologia o la seva actitud i sensibilitat davant les tensions
que es produeixen en la vida social, també la seva perspicacia —entre altres
abasts, per apreciar indicis significatius— i fins i tot la seva imaginacié.
I afegeix que I’ argumentacié judicial, més que procedir a l'establiment
d'unes premisses per arribar a una deduccié —segons la coneguda regla
denominada del modus ponent ponens—, es desenvolupa una conclusié per
a la qual es busquen després unes premisses de justificaci6.

En el mén de la norma, dels enunciats normatius, a part del dret positiu
en juguen d’altres, alguns especifics de cada jutge o jutgessa, com sén la
seva personalitat (els seus trets del caracter i els seus biaixos), com també
les seves experiéncies prévies, vitals i professionals, altres enunciats més

25 Kritzer, H. M.: «Toward a theorization of craft», Social & Legal Studies Volume 16, Issue
3: Special issue: Judgecraft, Cardiff University, UK, Dave Cowan Bristol University, UK,
September, 2007, p. 337.

26 Per MoorHEAD la distinci6 entre artesania i art gira principalment en la dimensi6 externa
del segon.

27 LuNA SERRRANO, A.: «Aspectos psicolégicos de la reflexién judicial. Psychological aspects
of judicial reflection», Actualidad Juridica Iberoamericana N° 16 bis, junio 2022, p. 344.
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objectivables, com les conjectures, les pressuposicions, les presumpcions,
les maximes dexperiéncia. En el punt de partida per l'estudi d'un cas nou
hi ha un bagatge, una pre-comprensié prévia de fets, conflictes i solucions
que no té perque ser negatiu per a resoldre.

La «pre-compressié» la situa Luna,? en una visié molt limitada, en 'ambit de
l'adscripcié o dependeéncia ideologica del jutge, «la seva inclinacié més o menys
conservadora o progressista quant a I’ entesa de I’ activitat declarativa o creativa
de la jurisprudéncia», en tant el jutge no podria desprendre’s de la seva propia
personalitat, encara que LUNA mateix apunta la solucié: la apreciaci6 judicial de
les concepcions étic-socials ha de ser coherent amb el criteri juridic representatiu
del que en la societat es sent com a ideal. Linterpret no s’ha de deixar guiar per
la pre-comprensi6, sin6 que I'ha de tematitzar en estreta adheréncia als fets i en
conseqiiéncia amb el text, 1 per aquesta via «posar-se fora del prejudici».

En tot cas, els elements subjectius, psicologics, «artesanals», si es vol
dir aixi, reflecteixen una aproximacié personal a la decisié semblant a la
que vivim en els processos d’aprenentatge, de manera que al costat de l'eix
exterior (el que va dels fets a la norma) actua, de forma fonamental, un eix
interior, horitzontal (el que va de I'analisi a la decisid).

Diu Vico® que al costat del raonament juridic practic (que jo situaria
en l'eix horitzontal, el que va de l'analisi a 'argumentacié aplicativa,
de la «in-tensié» a I'«ex-tensié»), hi ha «elements paralogics o retorics,
elements extralogics on estan dogmaticament imposades per al jurista
presumpcions, ficcions, etc.» Per a mi, les exigéncies logic-formals
pertanyen a l'eix horitzontal del cercle decisional i els elements psicologics
estan presents en les quatre fases de la decisid, perd no la dominen, com
intentaré justificar.

Els jutges pensen sovint que les seves decisions no estan sent influides
per consideracions politiques o ideologiques. Perd un observador neutral
detecta tot el contrari, la qual cosa és simptoma d’'un prejudici del jutge, que
ha de combatre. La meva experiéncia em demostra que hi ha correctius, si
es fa una correcta aplicacié del métode de presa de decisions. Quan he
volgut partir d'una suposada conclusié (potser influit per una determinada
consideracié ideologica) i cap norma juridica no I'ha recolzada, en un
exercici seri6s 1 honest d’analisi, he pogut rectificar, de forma que la norma,

28 LuNa, ibidem, p. 350.

29 Vico. R.: «La interpretacién (argumentacién) juridica en el Estado de Derecho
Constitucional», Tirant lo Blanch, México, 2017, p. 51.

— 121 —



Francisco Javier Pereda Gimez

davant qualsevol solucié voluntarista, psicologica o para-logica ha actuat
com a topall.

Es podria dir que aquest enfocament no és molt diferent del de
l'epistemologia juridica, la disciplina que estudia, des d'un punt filosofic
juridic, els assumptes relacionats amb el coneixement huma, la seva
naturalesa, condicions, origen i limits, cientificament, tot diferenciant-lo de
les creences, buscant la relacié que hi ha entre el coneixement i la percepcié,
la rad, la memoria i el testimoniatge, la manera com el coneixement
sestructura mitjangant creences justificades i la possibilitat del coneixement
i daltres problemes derivats de l'escepticisme filosofic o ontologic. La Sala
de l'Audiéncia Provincial seria aix{ un epistemoleg «d’anar a peu» que
intenta fixar cientificament el coneixement per a resoldre el cas, fugint
de les creences, treballant la percepcié dels fets (1), la ra¢ en l'analisi (2) i
la memoria, com a referent normatiu (3), en el que defenso com les tres
primeres fases del procés decisional. La meva proposta, d'una epistemologia
més «d’anar per casa», intercala entre els fets i la «memoria» els processos
dinamics d’ in-tensi6 (cap a dintre) i, sobre tot i novedosament, d’«ex-tensié»
(cap a fora) que la Sala dur a terme per a decidir, per a sentenciar.

Voldria estudiar cdm resolem els jutges, quins passos seguim, quines
dificultats trobem per facilitar una decisié com a «objecte cassacional»
al Tribunal Superior, tot revitalitzant i enfortint aquestes competéncies
basiques (la valoracié de les proves i els processos d'«in-tensié» i
d’'«ex-tensié»), que el Tribunal Superior ha de respectar.

4. La competéncia decisoria i el cercle decisional

El procés de presa de decisions, com el de 'aprenentatge mateix, ha
de seguir determinades fases o passes. Decidir és resultat d'un procés que
passa per haver captat, estudiat, contrastat i aplicat. Com un alumne, el
jutge o jutgessa o el tribunal d’apel-lacié (i qualsevol persona que prengui
decisions) rep els impactes dels fets, la noticia d'una realitat que no coneix,
i els ha de processar, entendre’ls. Si el nou coneixement té antecedents
normatius o cognitius, es contrasta, tot validant o no el nou coneixement i
la decisi6 final, nova, s'assimilara en la memoria. El coneixement adquirit
portara al jutge (i a I'alumne) a prendre futures decisions concordants.
Quan es plantegi de futur un nou impacte factic, ressorgira la memoria
per a contrastar-lo, perque és decidint que s’apren, i aixi es tancara el cercle,
successivament, tot seguint l'estela que ens marca Kors.
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Presa del programa docent de I'Ecole National de la Magistrature, no se
m’acut millor manera de definir la competeéncia decisoria que dir que és «la
capacitat de prendre una decisié sensible i executiva que es prén en el seu
context, basada en la llei i els fets».*

He treballaten altre lloc ' la definici6iel desenvolupament de la competéncia
decisoria o decisional dels jutges (formulacid, contingut, sequiencialitzacié i
avaluacio), a partir de 'analisi de la planificacié docent de I'Escola Judicial, dun
treball de definicié de competéncies del Centre d’Estudis Juridics i Formacié
Especialitzada» (CEJFE) de la Generalitat de Catalunya® i d'un treball del
Claustre de Professors de 1'Escola Judicial sobre competéncies professionals.
La fixacié de competeéncies I'he entesa vinculada als estils d’aprenentatge (amb
base a la doctrina de l'aprenentatge experiencial) i al factor «ecologic» o de
context laboral, com a referent valid per a la definici6 dels processos de presa
de decisions. Aquell treball intentava un aparellament entre les competéncies
definides per I'Escola Judicial (tecniques, relacionals, funcionals, analitiques i
personals) iles etapes de I'aprenentatge, assimilant aquestes etapes a les etapes
del procés decisional. Clarament es veu la diferéncia respecte a la consideracié
de la funcié sentenciadora com a conclusié d'un mer sil-logisme juridic o
d'una tasca artesanal.

El punt de partida tradicional ha estat la consideraci6é de que la llei
constitueix la premissa major i els fets constitueixen la premissa menor,

30 https://www.enm.justice.fr/sites/default/files/rub-devenir-magistrat/epreuves_et_
programmes_3concours.pdf . juny 2017, p. 3. El programa cita la competéncia decisoria
junt amb altres 12 competeéncies necessaries. La traduccié de la versi6 anglesa («Ability to
make a sensible, enforceable decision that is adapted to its context, based on the law and
the facts») em sembla més adequada que la francesa («Capacité a prendre une décision,
fondée en droit et en fait, inscrite dans son contexte, empreinte de bon sens, et exécutable»),
en tant cita abans el caracter assenyat i executable de la decisi6 i la seva consideraci6 en el
context que el fonament legal i factic. «<Make a decision» té una connotacié constructiva,
procedimental (com a procés) que no contempla el «prendre une décision», centrada en
el moment final.

31 PerEDA GAMEZ, FJ.: «Reflexiones sobre competencias y sobre la competencia decisoria
de los futuros jueces en la Escuela Judicial Espafiola», Revista de Educacién y Derecho,
Universidad de Barcelona, num. 03, 2011.

32 El «Perfil Professional del Jutge de Primera Instancia i Instruccié», del Centre d’Estudis
Juridics i Formacié6 Especialitzada (CEJFE) del Departament de Justicia de la Generalitat
de Catalunya, realitzat en col-laboracié amb la Escuela Judicial, del any 2006, que recull
una relacié de competéncies técniques, analitiques, funcionals, relacionals i personals.
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de les que deriva la decisié o senténcia com a conclusié. Perd aquesta
explicacié és insuficient.

Si se’'m permet, invertint la presentacié tradicional, aniriem dels fets a
la norma en un eix vertical, cap a baix:

Figura 1

Els fets
La realitat, la premissa menor

N

A\ 4

La llei
Allo ideal, la premissa major

Aixi, per exemple:

a) «S’ha provat que el pare d'una familia ha estat denunciat per
un presumpte delicte dagressions a la mare (testimoni del jutjat
d'instruccié)»;

b) La Llei diu que «no es pot atribuir la guarda al progenitor mentre es
trobi sotmes a un procés penal iniciat per atemptar contra la integritat
fisica de l'altre progenitor»;

c) Ergo: la sentencia sera necessariament desestimatoria de la peticié de
guarda monoparental paterna.

La simplicitat del metode sil-logistic és patent i la seva insuficiéncia,
evident. En primer lloc perque, en el mén real, la presa de decisions
neix de l'existéncia d'un problema que he de estudiar i analitzar (no em
ve donat «en net») i perque, en el moén referencial, la solucié no és mai
clara, ni univoca i sovint demana una interpretaci6 i un procés aplicatiu (la
proposici6é normativa no es correspon a un sol fet).
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Figura 2

Apareix un problema

N

A 4

Busco una solucié

Aquests dos mons (els fets i la llei, el problema i la solucié) no sén
«purs»: els problemes que els jutges estudiem sorgeixen en el context d'un
interes juridic subjectiu, d’'una pretensi6 juridica i d'un determinat context
de cultura judicial de l'operador juridic (el «punt de partida»), emparada
inicialment en un referent normatiu citat o invocat perd que potser no és
aplicable. El demandant diu sempre a la seva demanda que, respecte el que
ha passat (els fets predicats), la llei li reconeix un dret que el jutge ha de
fer efectiu. En I'exemple que seguim, la mare de familia afirma 'agressié6
i vol la suspensié de les relacions entre pare i fill. El fet inclou diverses
preguntes (¢el pare és merament denunciat?, ¢investigat? processat?,
dimputat?, ¢acusat?; ¢és falsa la dendncia, com diu el demandat?, etc.)

I les solucions, sempre genériques i abstractes en la seva formulaci6
(«[qualsevol] progenitor mentre es trobi sotmes a un procés penal») i
equivoques respecte al fet concret, sén el resultat o la solucié que el legislador
imagina per a un suposit historic (en la llei concessiva) o fictici (en la llei
prospectiva), el que anomenem «el pressuposit factic de la norma»* (o sies
vol, 'aspecte descriptiu de la proposici6é normativa), el fet que ha imaginat
el legislador, desestabilitzador de la pau juridica i quina aplicaci6 pretén.
I les fonts no sén tniques ni univoques respecte al mateix pressuposit (la
norma legal nega l'atribucié de la guarda, pero la norma jurisprudencial,

33 El pressuposit factic de la norma és l'aspecte factic de la regla de dret, la part factica
(expressa o implicita) de la proposicié normativa, la proposicié descriptiva.
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per exemple, sospesa l'afectacié real del menor, diferencia entre «violéncia
estructural» i «violéncia ocasional», pondera que la norma constitucional i
la supranacional defensin I’ «interés superior del menor», etc.).

A més, cal aprofundir en els dos extrems d’aquest eix vertical, el de les
premisses menor i major, en l'eix que va del problema a la solucié.

Figura 3

Captar, aprehendre, experiéncia
concreta, sentits, sentiments

N

A 4

Pensar, comprendre, conceptualitzacié
abstracta, memoria, valors

Els dos extrems de leix sén complexos. El «problema» és una
experiéncia concreta que s’afronta des d’altres experiéncies acumulades.
No és un accés «nu» a la realitat. I afrontar-lo vol I'ts dels sentits i també
dels sentiments (perqueé és un problema «huma») i demanda una adequada
conformacié de la comunicacié, amb un emissor adequat, un codi, un
canal comu de comunicacié i un receptor aptes. I la solucié no es trobara
sense 1'is de l'intel-lecte, de l'abstraccié, de la memoria i dels valors
(implicits en les normes). La llei nega la guarda al progenitor agressor
perque és valor superior la protecci6 del fill, es modula excepcionalment
el régim relacional si pot ser un bé per l'infant, etc.

Cada problema, cada pregunta (en termes dialdgics) la planteja una
part, de forma que els problemes i preguntes s’acumulen i cal un metode
per a afrontar-les i respondre-les.

Perd no observem, oim, apliquem els sentits i els sentiments i els
referents en una linia directa, de la que surti automaticament la decisié,
siné que fem servir altres elements. En la definicié esmentada de I'Ecole
de la Magistrature la llei i els fets s6n a la base del procés decisori, perd hi
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s6n presents altres elements fonamentals, com la capacitat, la sensibilitat,
la consideraci6 del context o I'executivitat.

Aixd ens obliga a analitzar «leix horitzontal», a ser conscients de la
necessitat destudiar, per a comprendre adequadament el procés decisori,
els processos d’«in-tensié» 1 d'«ex-tensié», d’'analisi «cap a endins» i de
exterioritzacié «cap a enfora», inherents a la funcié de jutjar. La observaci6 no
és merament contemplativa, siné reflexiva. No només constatem els fets, siné
que els analitzem, els interpretem, els valorem amb la finalitat de, després
d'un contrast normatiu, produir un canvi en l'estat de les coses que vinculi els
litigants. I el jutge no només reflexiona, siné que actua, de forma que la seva
decisié final és una decisi6 experiencial, activa, executiva, un pronunciament
que, sens cap dubte, canvia la realitat, la dels litigants i a cops la de tercers.
Es també una nova experiéncia que acumula el jutge o jutgessa a la seva vida,
un nou bagatge per al seu background amb el que afrontara nous problemes,
noves decisions.

Es pot representar aquest eix horitzontal, primer intern, després extern
o manifestat, de dreta a esquerra (aixo ens permetra llegir tot el cercle en el
sentit de les agulles del rellotge), de la segiient manera:

Figura 4

Experimentaci6 | N | Obervacié
activa N\ 7 reflexiva

Es clar que no admetem un jutge o jutgessa o una Audiéncia Provincial
que es limiti a plasmar la part dispositiva de la resolucid, siné que l'exigim
que hagi analitzat el cas (si realment el pare és o no un agressor, si I'agressié
estd provada, si els fills I'han patit d'una o altra manera, si els perjudica o
els beneficia seguir mantenint la relacié paterno-filial), tot descartant les
afirmacions factiques erronies de les parts i confirmant les propies del
jutge. No hi ha decisié sense una observaci6 reflexiva, sense extreure dels
fets, de les preguntes, del material probatori ofert, el que sigui realment
rellevant, a través de la seva depuraci6 fins a obtenir la «collita», el material
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probatori recaptat.** I també exigim que el jutge motivi, que expliciti les seves
raons apreciatives, interpretatives o aplicatives (que digui cém justifica la
seva conviccié sobre els fets, si una persona és «denunciada», «acusada»,
etc., si s’ha de considerar «sotmesa» 0 no a un procés penal, si la norma
és aplicable, si estd emparada en la llei una excepci6 relacional, etc.) i tot
aquest procés es situa a 'experimentacié activa. No hi ha decisi6 valida sense
exposar-ne les raons, sense demostrar coneixement. Dit d’altra manera, del
problema el jutge o jutgessa ha passat a les preguntes i ara ha de construir les
respostes i després donar forma a la seva convicci6, en 'ambit de la motivacié
i l'argumentaci6 de la solucié6 final (de vocaci6 executiva).

Aquest és un procés personalissim, diferent per a cada jutge, jutgessa o
Sala. Els processos d’aprehensi6 i valoracié probatoria i els d‘interpretacié
legal (a l'eix vertical) tenen vocacié de generalitzaci6, cerquem que el
meétode sigui sempre el mateix sigui quin sigui el jutge que hagi de
resoldre, fins el punt d’establir mecanismes de control dels fets (a través
del recurs d’apel-lacid) i del dret (a través del recurs cassacional) per a
garantir la uniformitat. Perd cém analitza el cas un jutge i cém argumenta
la solucid, si ni un ni l'altre procés sén estrambotics, té vocacié individual
i perspectiva de reconeixement. Es el que fa humana i insubstituible la
decisi6. Altra cosa seria negar autonomia analitica i justificadora al jutge,
desacreditant-lo i, de retruc, alterar el sentit de la funcié cassacional, tot
concebent el Tribunal Superior com una tercera instancia, inquisitiva.

Per tant, en l'eix horitzontal a un extrem busco les preguntes i a I'altre,
quan ja he trobat les respostes, mostro coneixement.

Figura 5

Demostro |/ N | Buscoles
coneixement [ 7| Ppreguntes

34 El material probatori recaptat és el que s’ha obtingut un cop finalitzada la practica de les
proves, tot el que consta a I'expedient, sigui util o no per a la resolucié final del cas, per a la
presa final de la decisié. El material probatori depurat és el que el jutge o jutgessa selecciona
a través del procés d’analisi de les afirmacions factiques, tot validant-les o descartant-les.
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He de respondre a les afirmacions factiques de les parts a la llum del
material probatori recaptat (admetent o rebutjant que els fets afirmats
hagin succeit o valorant que els fets sén uns altres, diferents parcial o
totalment dels que relaten les parts). Les respostes no es poden trobar siné
a través de 'analisi, d’'exercicis de ponderacid, de confrontacié i d'orientacié.
I la depuracid, el material probatori depurat, sera la base (després de la
consideraci6 dels referents normatius), de 'argumentacié i la motivacié. Hi
ha, evidentment, un diferencial, doncs no totes les preguntes que suggereix
el cas, des del punt de vista factic, arribaran al port de la final motivacié.
En el context de «descobriment», en la primera fase, el jutge o jutgessa vol
«convencer-se», a través de vinculacions logiques o formals, «justificar-se»,
vincular-se als fets. En el context de «justificacié», extern, passat el tamis
de la referéncia normativa, busca vincular els fets a la norma amb base en
«bones raons», ha de donar les raons per a «convéncer» els destinataris
de la senténcia, ha de elaborar un discurs justificador, extern. El primer
pas no transcendeix del tot, el segon és public i cerca «fallar», decidir i aix{
canviar la realitat. Una situaci6é que estava en stand-by, pendent del procés
decisori judicial, es posa en marxa en una linia de canvi, de progressié (en el
sentit de moviment). El jutge ha permes la guarda del menor al progenitor
agressor o I'ha negada, ha establert un régim de relacié entre pare i fill o
I’ha eradicat. I aix0 a través d'un mandat imperatiu, que es compleix.

Figura 6

in-tendre
comprendre
analisi

ex-tendre
experimentar
accié, progrés

N
A\ 4

Lexercici intern, d’«in-tensié», que ha produit una «tensié», és a dir un
esforg per a comprendre els fets a través de I'analisi racional, dur al jutge i
a la Sala a «ex- tendre», una «tensié» vers enfora, a justificar un canvi en la
realitat i 'execucié d’alld que ha resolt.

En termes técnic juridics es pot dir que la primera d’aquestes fases
horitzontals (a la dreta) es correspon amb la deliberacié (individual o
col-lectiva), especificament sobre els fets i la segona, amb la plasmacié de
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la decisi6 en la senténcia. Per tant, la logica juridica troba el seu lloc natural
en la primera i la motivacié i 'argumentacié, en la segona.

Figura 7

Decisi6 ) X
(sentencia) | N Deliberacié

(context
context {
Ju(stiﬂcaicé) » descobriment)

PirEz LuNo* concep lactivitat de jutjar com la sintesi d'unes
activitats de percepcié, d’argumentacié racional i de decisié. La manca
de qualsevol d’aquestes tres dimensions determinara el caracter
incomplet o defectuds del judici. Aquest és I'esquema sobre el procés
decisori que més s’assembla al que defenso en aquest i altres treballs,**
en queé només noto a faltar la consideracié dels referents normatius.

No hi ha dubte de que cada decisié que les Audiencies afrontem
parteix d'un marc facilitat per les parts i del nostre bagatge personal
o professional. Es el «punt de partida»,” la «inicial composicié de
lloc» del jutge que, seguit de la captacid, interpretacié i valoracid, en
vistes a fixar els elements factics i, derivada en I’analisi, acaba amb la
fixaci6 dels «fets provats», del material probatori ja depurat. Tampoc es
pot decidir sense qualificar els fets juridicament, sempre necessitem
situar-nos en el «marc normatiu» i en els casos de «frontera» pot
concdrrer una juxtaposicié de diversos ordenaments juridics que caldra
encadellar. A partir d’aqui, podem haver generat ja la conviccié decisoria
o adonar-nos de que encara no la tenim. Podem tenir ja una «part

35 PErez LuNo, A. E., «¢Qué significa juzgar?», DOXA, Cuadernos de Filosoffa del Derecho,
n.° 32, Alicante, 2009, p. 151-176. http://data.cervantesvirtual.com/manifestation/285106

36 Em remeto alanotal.

37 El punt de partida de la presa de decisions és el marc que les parts faciliten amb
demanda i contestaci6, perd també el bagatge del jutge o jutgessa i la pre-comprensié
prévia de fets. Per la Sala d’apel-lacié, s’integra en el punt de partida la senténcia
apel-lada.
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dispositiva» en ment, un «fallo» que després haurem de fonamentar
en dret i d’argumentar.

Entenc que els jutges que habitualment comencen els fonaments de dret
de les senténcies amb la descripcié d'un fonament de «marc normatiu»,
estan reflectint un abordatge inadequat del cas. No em refereixo al «talla i
enganxa» sobrer, desgraciadament encara habitual, siné a situar-se davant
del problema des de les suposades certeses prescriptives i no des de les
factiques, a comencar la fonamentacié pel dret i no pels fets. La redaccié,
en la meva opini6 hauria d’iniciar-se amb la constatacié per escrit del «punt
de partida» (tot reinterpretant el senti de l'encapcalament de la senténcia i
donant nou sentit als antecedents de fet), continuar amb l'exposicié i valoracié
del material probatori recaptat i seguir amb l'estudi dels referents normatius
per a acabar amb I'argumentaci6 juridica i la motivacié. Perque cada cas és
diferent i no ens val apel-lar indiscriminadament a la proposicié normativa i
donar per suposat el pressuposit factic de la norma (que, per altra banda, no
és més que la normativitzacié d’unes experiéncies factiques pre-normatives,
molt probablement diferents de les del cas concret que resolem).

Figura 8

Deliberacié

Si desenvolupem aquesta linia de pensament i tot tenint en compte el
seu caracter instrumental, podem reproduir internament el cercle decisional
en cada una de les quatre fases del procés (experimentacid, observacid,
conceptualitzacié i argumentacid) o, en termes processals (i amb caracter
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merament orientatiu): el mén de la prova, el de la deliberacid, el dels referents
normatius i el de la decisié.

Més detalladament, cada fase suposa, alhora, la reproduccié interna del
procés d’aprenentatge i del procés decisori. Com qualsevol persona que
experimenta i apreén, els jutges i jutgesses en enfrontar-se a la prova, primer
experimenten, capten, aprehenen, després interpreten i interioritzen el
material probatori recaptat, en tercer lloc, el validen amb referents anteriors
(normatius, legals o experiencials) i finalment ho depuren i conclouen la
seva utilitat.

La primera fase pot venir representada d’aquesta forma:

Figura 9. La prova

Captacié

Interpretacié
(interioritzacid)

Valoracié
319, 326, 373 LEC

L'apreciaci6 i fixacié dels fets pel jutge o pel tribunal no és directa,
siné resultat de sotmetre’s a una captacié que neix d’'un emissor (una
persona, un objecte), que arriba a través d'un canal (i que requereix un codi
compartit) i que configura al jutge o jutgessa o Sala com a receptor apte. Un
cop rebut un impacte sensorial, potser també emocional, el jutge o jutgessa
o '’Audieéncia segons els termes del recurs (si s’al-lega error en la valoraci6
de la prova) ha d’interioritzar i interpretar les proves a la llum del punt
de partida, contrastar amb les regles de valoracié probatoria i extraure el
material Gtil, com a pressuposit de la fase segiient, la d’analisi o deliberaci6
sobre aquest material, en relacié a les respectives afirmacions factiques.

S6n presents en aquesta passa els criteris de valoracié de la prova. En
aquest procés i amb la finalitat de convéncer-nos dels fets i la seva viabilitat
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processal, contrastem elements normatius (les regles de valoraci6 probatoria
o les maximes factuals dexperiéncia, per exemple). El final d’aquesta
primera fase dona com a resultat la definicié del material idoni, en brut, per
a solucionar el conflicte. Haurem seleccionat per criteris d'utilitat de la prova.

Un cami semblant, d’aprenentatge, es produeix en la segona fase, quan
deliberen (sols o en col-legi), quan reben els impactes de I'ordenament
legal i, finalment, quan redacten la senténcia.

La segon fase es pot representar aixi:

Figura 10. L'analisi

Afirmacions
factiques

Orientacié
(material probatori
depurat)

Ponderacié

Confrontacié
(amb maximes
d'expeiencia)

Lexercici intel - lectual d’analitzar les proves, de preguntar-se i resoldre
els problemes que el material probatori recaptat pel jutge o jutgessa
provoca, té com a material basic les afirmacions factiques de les parts
o del propi jutge, que acabaran traduides, en la fase quarta, en motius o
arguments de validaci6 o de rebuig.

Les parts han afirmat factualment i el jutge, en aquesta fase de
la presa de decisions, la segona, exercita una activitat intel-lectual
intensa, d’abordatge i de ponderaci6. Aquests reptes intel-lectuals han
de ser contrastats o confrontats amb maximes logiques dexperiéncia i
condueixen, un cop validat el judici, a deixar fixat el material probatori
depurat. S6n maximes racionals d’experiéncia, que han de ser conegudes i
expressades, sense que valgui una referéncia abstracta a la «sana critica».
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El jutge o jutgessa s'orienten aixf a una tercera fase, la subsumpcié dels
fets, al seu enquadrament en el pressuposit factic de la norma a aplicar, que
és el seu natural desti.

La tercera fase la represento aixi:

Figura 11. Els referents normatius

Hechos

Eleccié
delanorma
o normes

Depuracié
(interpretacio,
art. 3 CCi altres)

Qualificacié
juridica

Validacié

En aquesta tercera fase, la identificacié del referent normatiu suposa,
en un ordenament juridic multi-sistematic, 'aplicacié correcta de les regles
sobre la llei aplicable, material i territorialment. També, el respecte a la
jerarquia normativa i el respecte al joc entre les normes primaries i les
secundaries. Cal conéixer, identificar i interrelacionar les normes positives
i els principis i també la norma jurisprudencial®® (tot descartant la técnica
dels «antecedents»).

La seva depuraci6 porta als criteris d'interpretacié de la norma i després
a la seva validaci6 amb els valors constitutius (fonamentalment, la validacié
a la llum dels drets, principis i valors constitucionals, dels valors socials
que informen l'ordenament juridic i de la conformacié etica del jutge),

38 En la mesura que l'eleccié, depuracid, validacié i aplicacié dels referents normatius
respongui a normes, a regles, el Tribunal Superior ha de controlar la validesa del meétode
judicial en la presa de la decisié. La norma jurisprudencial és només una part de la
consideraci6 dels referents normatius per a prendre la decisi6, dintre del cercle decisional.
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procés que acaba amb la qualificaci6 juridica dels fets, sempre en vistes a
l'aplicacié final i efectiva de la llei.

Per ultim, la quarta fase, la propiament decisoria, vindria representada
d’aquesta forma:

Figura 12. La decisi6

Argumentacié

Poderacié
d'efectes
Virtualitat

El cercle decisional en la quarta fase parteix de la conviccié (estimatoria o
desestimatoria, en tot o en part), del que acabara per a ser la «part dispositiva»
de la resolucié, en la seva concreta textualitat. Ens configurem la conviccié, la
soluci6 al cas com a impacte i després ho hem de motivar i argumentar. Aixd
implica checks and balances, a través de una redaccié de la senténcia que aculli
una bona argumentaci6 factica i juridica. Després caldra ponderar el context
de la resolucié i els efectes que pot produir la decisi6 (la seva virtualitat, és a
dir, la comprovacié de la seva potencialitat per a canviar la realitat) i finalment
adquirira exterioritat i forca executiva a través de la seva signatura.”

39 Em remeto, per a més aprofundiment, a les publicacions referides a la nota 1.
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5. La funcioé cassacional

Parteixo de la consideracié de que el mecanisme de control dels fets és
el recurs d’apel-lacié i que el mecanisme de control de la correcta aplicacié
del dret és el recurs cassacional.

El recurs extraordinari ha evolucionat de forma més complexa que el
d’apel-lacié. Respecte al seu origen, la concrecié de la funcié cassacional ha
anat variant i ho fard més després de la Llei d’Eficiéncia Processal. I entenc
que encara ho hauria de fer més, si es té en compte la naturalesa i abast del
cercle decisional tal i com he intentat descriure de forma que el tribunal
cassacional es centri només en els aspectes normatius.

5.1. L'origen

A Torigen, amb la cassacié es tractava de defensar la Llei com a valor
fonamental de la societat, en considerar-la I'expressié de la voluntat general, i
ocupar, per tant, el maxim rang.* A la revolucié francesa, el precedent historic
mésimmediat, donadala divisié de I'Estat en tres poders diferents, si al Directori
corresponia governar (després al Consolat, després a Napoled), a I’Assemblea li
incumbia legislar i al Poder Judicial li pertocava aplicar aquestes normes sense
desvirtuar-les, per la qual cosa qualsevol senténcia que contradigués la Llei no
era valida, en virtut del principi de plenitud de la codificacié. Tot en el marc de
la coneguda afirmacié de Montesquieu de que el jutge no és res més que la
boca per la qual s’apliquen les paraules de la llei. Maximilien de Robespierre va
encunyar la famosa frase de que «la paraula «jurisprudéncia» s’ha desborrar
de la nostra llengua» i afegia que «en un Estat que té una constitucié, una
legislaci6, la jurisprudéncia dels tribunals no és altra cosa que la llei.»

El Decret de I'’Assemblea constituent francesa de 27 de novembre de
1790 es considera la primera regulacié del recurs de cassacié. El Tribunal

40  Els revolucionaris francesos, de la ma de diversos pensadors i filosofs, van entendre l'arbitrarietat
com a propia del régim politic absolutista, en que la llei era quod placet princeps, i van imposar
la concepcié de que el principi de legalitat, emanat de la voluntat democratica, era la clau del
nou sistema politic. Locke, Montesquieu, Rousseau o Bentham subratllaven la importancia de
lallei, com a expressi6 de la sobirania popular i la necessitat de la seva aplicacié i interpretacié
d’acord amb el seu auténtic significat. En conseqiiéncia, la defensa de la legalitat configura un
régim en el que s’assegura la llibertat, la igualtat i els drets fonamentals que hi estan associats.
Font: pagina web Ministére de la Justice http://www.justice.gouv.fr/histoire-et-patrimoine.
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de Cassacié no pertanyia a I’Assemblea ni al poder judicial, es va crear
al marge dels tres poders, en sentit semblant (salvant les distancies) a
com modernament, al segle XX, es creen successivament els Tribunals
Constitucionals.” Aquest Tribunal de Cassacié tenia caracter politic i
simplement es dedicava a una funcié negativa, anul-lar les senténcies que
contravinguessin 'ordenament juridic. La cassacié sorgeix amb una funcié
nomofilactica i aquest tribunal no resolia el fons de 'assumpte, siné que
aixo ho feia el tribunal d’instancia, a qui se li reenviaven les actuacions.

En la inicial redaccié de la LEC de 1881, les causes del recurs de cassaci6
eren la infracci6 de llei o de doctrina legal a la part dispositiva de la senténcia
(no ala resta de la decisid) i el trencament («quebrantamiento») d’alguna de
les formes essencials del judici i els motius eren la violaci6, la interpretacié
erronia o l'aplicaci6 indeguda de les Lleis o de la doctrina legal «aplicables
al cas», la incongruencia (divergent, omissiva o ultra petita), la decisié amb
pronunciaments contradictoris, la infracci6 de la cosa jutjada, 'abus, excés
o defecte de jurisdicci6 i l'error de Dret en I'apreciacié de les proves, o de fet
(només respecte a la prova documental i per equivocacié evident).

5.2. La funcié

AcgnELLL, FUENTES i CasTELLANOS,* en parlar de la cassaci6, donen peu
a un «enfocament subjectiu» quan defensen que és necessari i fonamental
que els tribunals comptin amb jutges ben formats i capacitats, la tasca
dels quals sigui la d’analitzar, buscar i crear de forma objectiva i critica
les millors férmules d’interpretacié i aplicacié de la Llei per impartir una
veritable i efica¢ administracié de justicia. Dels jutges [de cassacid] se
n'esperen decisions correctes, fundades, objectives i imparcials.

41 El cas Marbury versus Madison (1803), del Tribunal Suprem d’Estats Units, es cita com a
primer referent del principi de supremacia constitucional. La recepcié a Europa arriba de la
ma de Hans Kelsen (1881-1973) qui a Europa assenta les bases tedriques que fomentaran la
creacié dels Tribunals Constitucionals i un sistema de revisié constitucional (CERVANTES,
L.: «Los tribunales constitucionales en el derecho comparado. Un estudio introductorio
sobre sus antecedentes y situacién juridica actual». Serie: Estudios Bésicos de Derechos
Humanos Tomo VI, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 1996, p. 357).

42 AGNELLI FAGGIOLIA, A., FUENTES AGUira, M.R. i CASTELLANOS FUENTES, P.E.: «La funcién
nomofildctica como mecanismo de unificacién en la interpretacién del derecho», Revista
CES Derecho, Vol. 10, n°. 2, Universidad Metropolitana de Ecuador, 2019, p. 591-604.
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El recurs de cassaci6 ha tingut, histdricament i com la seva etimologia
demostra,® la funci6 de controlar 'adequaci6 de les decisions judicials des
d’'una perspectiva sisttmica de l'ordenament juridic i invalidar-les en cas
d’inadequaci6.** Va tenir en altres temps la funcié d’'imposar un estatut
legal territorialment® i no deixa de ser un mecanisme d’'uniformitzacié de
I’Estat i, en el nostre cas, del dret de Catalunya.

La protecci6 de la norma juridica es dur a terme a través de «la
interpretacié uniforme de la llei des de la cassacié. Es a dir, el tribunal
cassacional té la vocacié de defensar el principi de legalitat, de forma
que s'impedeixin interpretacions alienes al sentit que li va voler donar
la societat, a través del legislador. Les seves finalitats classiques sén: la
defensa del dret objectiu i la unificacié de la jurisprudéncia, mitjangant la
qual s’aconsegueix la correcta aplicacié del dret, s’assegura la no vulneracié
dels principis de seguretat juridica, igualtat, certesa, previsibilitat juridica
i judicial, i es propensa a protegir la preséncia valida de la norma de dret
objectiu».* Per ABriL CAMPOY la tasca del nostre Tribunal Superior segueix
sent nomofilactica, advocant per la uniformitat del dret catala.

En determinat moment, van comencar a tenir gran importancia els
principis d'eficacia i de participaci6, com a essencials en una administracié
de justicia concebuda com a servei public i es va anar imposant en els estats
de dret continental el paradigma constitucional d'incorporacié de principis

43 Del verb frances casser, significa trencar en trossos, dividir (una cosa rigida) de manera
sobtada, triturar, aixafar. Sens dubte i en sentit juridic, corregir una decisié judicial,
anul-lar-la, trencar-la, en quan hi ha causa per a fer-ho.

44 No hi ha antecedents de dret roma preclassic. En el periode classic, un jutge coneixia de
la prova dels fets i el praetor establia el dret i aquest podia atendre a peticié dels defensors
de la Repuiblica un recurs de caracter extraordinari per tal de rescindir senténcies licites
(la restitutio in integrum) si es considerava que en alguna cosa havia resultat perjudicat
el dret de la Republica (fos per incérrer en error respecte de les normes de dret objectiu,
per infraccié del ius litigatoris, o per errors quant a l'existéncia del dret subjectiu de les
parts litigants). No calia violar una llei d’interés general. Cap dels instituts que van anar
sorgint tant en el dret roma com en el germanic, i finalment en virtut de la unié de tots
dos, en allo que va ser el dret intermedi, contenia els elements necessaris per poder
qualificar-los com a antecedents directes del modern recurs de cassacié.

45 Els Estats italians van utilitzar aquest mecanisme per imposar els seus estatuts locals
per sobre el ius commune. A Franca es va utilitzar com un mecanisme per uniformar el
Dret a partir de la llei territorial, arribant a ser caracteristic del seu ordenament juridic.

46 AsriL CaMPoOY, J. M.: «El recurs de cassacié a Catalunya: La Llei 4/2012, de 5 de margi els seus
criteris d’aplicacié», InDret, revista para el www. Indret.com, 4.2017. Andlisis del Derecho.
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i valors de caracter etic en el pla juridic, entre els quals figura la seguretat
juridica. En aquest canvi, el dret a la tutela judicial efectiva no es concep ja
com el dret a obtenir necessariament una resolucié encertada dels tribunals,
siné simplement com el dret a obtenir una resposta raonablement motivada
en dret. D’aixd es deriva que la doble instancia és suficient per donar en la
majoria dels casos una resposta raonable al ciutada.

Levolucié historica posa de manifest que primer s’excloien les qiiestions
de fet, les relatives a la interpretaci6 dels contractes, als actes juridics, a la
fixacié de les quanties d’'indemnitzaci6 i a la moderacié de les clausules
penals. Més endavant, s'imposa una fase formalista, el formalisme en la fase
d’admissié, consistent en el fet que les corts de cassacié comencen a apreciar
amb extrem rigor els requisits d’interposicié del recurs, fent gala del que
s'anomena el compliment de la técnica cassacional, reservada només a uns
quants coneixedors. En un tercer moment, és el context factic el que marca
lactivitat del Tribunal. Perd a poc a poc s’acaba considerant que el judici sobre
la giiestio facti no pot ser mai de «pur fet» en estar estructurat per referéncia a
coordinades juridiques.

D’aquesta manera, els limits entre el control dels fets (propi del recurs
d’apel-lacid) i el control de la correcta aplicacié del dret (propi del recurs
cassacional) es van anar desdibuixant i la propia funcié de la cassaci6 va patir
crisis successives. La defensa de la norma s’ha anat progressivament diluint
en funci6 de la introduccid, com a motiu cassacional, de «l'error manifest en
l'apreciacié de la prova», després, tot acostant fets i dret en rad del caracter
normat de les regles d’apreciacié probatoria i, finalment, amb I'analisi, més
o menys vetllada, dels pressuposits de fet de la regla juridica i el seu contrast
amb els fets apreciats pel tribunal d’instancia, amb la finalitat de deduir la seva
manca d’adequacié i, sense reenviament, obrint al tribunal cassacional la més
absoluta llibertat per a valorar de nou i requalificar novament els fets.

Els mecanismes de fugida sén diversos, des de lerror patent en
l'apreciacié o valoraci6 de la prova, fins a la consideracié de l'encaix o no dels
fets en el pressuposit basic de la norma quina infraccié cassacional s’invoca.
Com un «mantra», llegim i sentim constantment que la valoracié6 de la prova
és una qilestié que pertany, en principi, als tribunals d'instancia, principi
que s’ha predicat formalment com a vinculant per al tribunal de cassacid, tot
negant pugui actuar com una «tercera instancia».” I malgrat aixo persisteix

47 Per contra, s’ha entés malament la funcié del tribunal d’apel-lacié, tot aplicant que la
«valoracié de la prova és competéncia del jutge de primera instancia» quan les Audiéncies
tenen plena capacitat per a valorar de nou totes les proves.
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la manca de definicié de les fronteres. Per altra banda, va en augment
laplicacié del metode dequilibri d’interessos (i el principi de proporcionalitat
que l'acompanya), en detriment de l'’hermenéutica, de l'analisi dels
textos propiament dits, especialment per la raé que aquests textos, sovint
dentroncament constitucional, sén tan ambigus que remeten al jutge a que
prengui en consideracié directament els valors i interessos involucrats en el
cas. Les tecniques de ponderacié de valors i drets cada vegada s'utilitzen més.
I a més a cops, la doctrina sobre «error patent en la valoracié de la prova»
pot arribar a desdibuixar els limits de la funci6 cassacional, el que aproxima
cada vegada més la cassacié si no a una tercera instancia, sf a un sistema de
creaci6 de «norma jurisprudencial» i com a molt a la creacié de precedents
(en el sentit casuistic).

Per a X1o1,” la LEC ha prescindit radicalment de l'enumeraci6 tradicional
dels motius de cassacid, el que suposa la mort de la cassacié, que no s’explica
sense tenir en compte l'evolucié de les concepcions sobre la jurisprudéncia,
que és el producte per antonomasia de la cassacié. Constata el gran canvi que
ha suposat la transformacié del recurs de cassaci6.

De la combinacié d’aquests elements es conclou que el recurs de cassaci6
actual deixa de ser el procediment definitori del Tribunal Suprem i del nostre
Tribunal Superior de Justicia de Catalunyaiquela funcié de fixar jurisprudéncia
en la interpretaci6 de la llei és la que realment li correspon. Per a Xiot la
cassacié «es concep aix{, com un recurs amb una finalitat de manteniment de
l'equilibri del sistema juridic, de consecuci6 de la moralitat interna del dret,
de consecucid, de realitzacié efectiva, dels principis constitucionals d’igualtat,
seguretat i proteccié eficag dels drets dels ciutadans».

No és la cassacié, com apunta Xio1, un tercer examen reiteratiu dels
processos per tal devitar errades, ni un recurs universal que pot operar
com a moratoria per al pagament d'un deute, ni un instrument per allargar
indefinidament un plet. No és tampoc un medi datribuir la solucié del
conflicte a jutges millors (s6n excel - lents jutges professionals els que gaudeix
la societat espanyola, diu), ni és exigible que tot tipus d’assumpte sigui resolt
sempre per ['drgan situat a la capula judicial, ni la depuracié del recurs de
cassaci6 obeeix al desig de liquidar els assumptes sense feina excessiva.

48 Xio1 Rios, J.A.: «La mort del recurs de cassacié», a «Autonomia i Justicia a Catalunya»,
X Seminari organitzat pel Consell Consultiu de la Generalitat de Catalunya, el Consejo
General del Poder Judicial i el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, 2009, p. 253.
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5.3. L'estat actual

1) La normativa cassacional estatal no s’ha adaptat suficientment a
aquesta concepci6. Els motius de cassacié venen referits en |” art. 477 LEC
a la infracci6é de normes (substantives) aplicables per resoldre les giiestions
objecte del procés, a la proteccié de la tutela judicial civil de drets fonamentals
(excepte els de l'article 24 CE), a les materies amb interés cassacional (des de
la perspectiva destabliment de la norma jurisprudencial) i a la presumpcié
legal tacita de que la quantia del procés (superior a 600.000 euros) pot
mereixer una analisi hermeneutica i nomofilactica de la norma.

El control nomofilactic, com a garantia de seguretat o certesa juridica,
es caracteritza pel seu caracter extremament técnic, com segur que ens
fara veure la ponencia de Joaquim Bayo Delgado. Configurat com a recurs
«extraordinari» aixo significa que la llei 'admet excepcionalment (per causes
taxades) i només contra determinades resolucions judicials. El recurs de
cassaci6é sempre ha tingut limitacions d’accés, per raé de la forma de la
resoluci6 judicial (només senteéncies), de la quantia del procediment® o en
funcié de la materia (per exemple, per a la tutela de drets fonamentals), i ha
estat sotmeés a un marcat rigor en el tramit d'admissié dificilment imaginable
a paisos del nostre entorn juridic- cultural.

Les seves causes estan préviament determinades a la llei processal i
desenvolupades per Acords dels tribunals cassacionals. Historicament s’han
agrupat, basicament, en infraccions del procediment, és a dir errors de forma
(error in procedendo) i infraccions de Dret substantiu, o sigui errors de fons
(error in iudicando). Perd el motiu és Unic per al legislador de 2000. Segons
larticle 477.1 de la Llei d’Enjudiciament Civil la interposicié del recurs de
cassaci6 s’ha de basar en «la infraccié de normes aplicables per resoldre les
quiestions objecte del procés».

Lart. 483.2 LEC, en definir les causes d’inadmissié del recurs de cassacié,
concretades per Acord de Ple no Jurisdiccional del Tribunal Suprem de 30 de
desembre de 2011, permet perfilar, en negatiu, 'abast del recurs: no és viable
el recurs de cassacié quan concorri incompeteéncia funcional (del Tribunal
Suprem vers el Tribunal Superior, perd no a l'inrevés), quan no sigui
recurrible la senténcia o quan presenti un defecte de forma insubsanable,
per la manca de requisits d’interposici6é del recurs (falta de legitimacio,

49 Que es vol suprimir en el Projecte de Llei d’Eficiéncia Processal.

50 MuRoz, «El disefio», p. 4.
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al-legaci6 de no existir litisconsorci passiu necessari, o impugnacié de la
condemna al pagament de costes, és a dir les propies del recurs per infraccié
processal). I hi ha altres causes comuns d’inadmissié, com la manca de
postulacié, la caducitat, la manca de diposit, la inexisténcia de gravamen,
el no desenvolupament dels motius, I'abuis de dret o el frau processal, o la
caréncia manifesta de fonament.

També s6n causes d'inadmissié la resolucié daltres recursos
substancialment iguals en sentit contrari al pretes pel recurrent (art. 483.2.4
LEC), la presentacié d'un recurs de cassacié contra la mateixa senténcia
davant d'un Tribunal Superior de Justicia (art. 478.2 LEC), la insuficiéncia
de la quantia de I'assumpte, la manca d'acreditaci6 de 'interés cassacional
(art. 483.2.3 LEC) o la seva inexisténcia, per inexistencia d'oposicié a doctrina
jurisprudencial, per manca de jurisprudéncia contradictoria o si la norma
que es pretén infringida porta vigent més de 5 anys o, segons el parer de la
Sala, si existeix doctrina jurisprudencial del Tribunal Suprem sobre aquesta
norma o sobre una altra anterior de contingut igual o similar i l'existéncia de
resolucions sobre el fons del recurs substancialment iguals (D.F,.4a de la Llei
Organica nam. 7/2015).

Es consideren suposits de caréncia manifesta de fonament, com a més
significatives, l'alteracié de la base factica de la senténcia, el plantejament
de qiiestions noves, plantejar qiiestions que no afectin la ratio decidendi,
impugnar la interpretacié del contracte sense ser la interpretacié arbitraria,
no raonable, il -1ogica o contraria a un precepte legal, fer suposit de la quiesti6,
la manca d'efecte util del motiu, la manca de concrecié en el desenvolupament
argumental, la barreja de quiestions heterogénies i la manca d’identificacié de
la infraccié al-legada.

2) A Catalunya, de manera més propera a la funcié de fixar jurisprudeéncia
en la interpretacié de la llei, els motius venen referits a la contradiccié amb
la jurisprudéncia que resulta de senténcies reiterades del Tribunal Superior
de Justicia de Catalunya o del Tribunal de Cassaci6 de Catalunya i a la falta de
jurisprudencia (art. 3 de la Llei 4/2012, de 5 de marg, del recurs de cassacié
en materia de dret civil de Catalunya).

El recurs de cassacié autonomic recollit a larticle 478 de la Llei
d’Enjudiciament Civil, és competeéncia de les Sales Civil i Penal dels Tribunals
Superiors de les Comunitats Autonomes «...sempre que el recurs es fundi,
exclusivament o juntament amb altres motius, en infraccié de les normes
del dret civil, foral o especial propi de la Comunitat, i quan el corresponent
Estatut d’autonomia hagi previst aquesta atribucié».
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Actualment, el recurs de cassacié a casa nostra® no fa servir el criteri de
quantia, la cassacié adopta inicament el parametre de I'interés cassacional.
Els criteris del Tribunal Superior segons Acords de 22 de marg de 2012 i 4 de
juliol de 2013 ila doctrina de la propia Sala permeten que qualsevol infraccié
d’'una norma catalana pugui tenir accés a cassacié sempre que s’acrediti en
el cas concret la concurréncia de l'interes rellevant («cassacional»*) per a
justificar 'apertura de la cassacié. Resta oberta la consideracié o no dels
criteris de la Sala Primera del Tribunal Suprem en el seu Acuerdo de 27 de
gener de 2017, especialment quan a si sén o no traslladables els nous suposits
d'inadmissid, si s'opta per una interpretaci6 restrictiva de l'excepcié que
possibilita I'accés a la cassacié per la modificacié de la jurisprudéncia per
l'evolucié de la realitat social o la opinié de la comunitat juridica. Toti que, de
facto, la postura del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya és favorable a
no limitar tant com el Tribunal Suprem l’accés cassacional.

Des del vessant del recurrent, I'interes cassacional constitueix una carrega
que obliga a acreditar, per a cada motiu del recurs, la necessitat i rellevancia
del pronunciament per part del Tribunal de cassacié. Es pot justificar en la
contradicci6 de la senténcia de segona instancia amb la doctrina de la Sala
o del Tribunal de Cassacié de Catalunya, o en I'abséncia de jurisprudéncia,
sempre que en aquest darrer cas, es precisi quin és el problema juridic
concret i la doctrina que es vol que es declari.

5.4. Les noves orientacions en el projecte
de Llei d'eficiéncia processal >*

El Projecte de Llei de mesures d'eficiéncia processal del servei public de
Justicia diu a ’Exposicié de Motius que es vol simplificar la concepcié del
recurs de cassacidé, mitjancant la previsié d’'un dnic recurs que no depen
del tipus o quantia del procés i que s'endinsa en l'interés cassacional de la
interpretacié de les normes, tant substantives com processals.

51 Llei catalana 4/2012, de 5 de marg.
52 Asrir CaMPoOY, |. M.: «El recurs ...», citat.

53 Lexisténcia d’interés cassacional no hauria de ser una nova versié de I'antic recurs de
cassaci6 per a unificacié de doctrina.

54 Ala data d’entrega d’aquesta ponéncia per a la seva publicacié encara no s’havia aprovat
la nova llei.
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Es pretén enfortir 'interés cassacional, «que és el que simbolitza millor
la funci6 social del Tribunal Suprem, com a via tnica d’accés al recurs,
pero simplificant-ne la definicié. Hi haura interés cassacional, substantiu
o processal, quan la senténcia recorreguda s'oposi a la jurisprudéncia de
la Sala Primera, o de la Sala Civil i Penal del Tribunal Superior de Justicia
corresponent en el recurs de cassacié autonomic, resolgui una qiiestié
sobre la qual no hi hagi jurisprudeéncia dels tribunals esmentats o hi hagi
pronunciaments contradictoris de les Audiéncies Provincials».

Un tercer objectiu és garantir la celeritat en els temps de resposta
mitjancant la simplificacié de la fase d’'admissié i I'adaptacié del sistema
civil al model dels ordres jurisdiccionals contenciés - administratiu i
social. «Es preveu, finalment, la possibilitat que, quan ja existeixi doctrina
jurisprudencial sobre la qiiesti6 plantejada i la resolucié impugnada s'oposi
a aquesta doctrina, el recurs es pugui decidir per interlocutodria, amb el
proposit d’alleugerir la carrega de treball de la Sala del Civil del Tribunal
Suprem.»

Aixi, doncs, I'tinic motiu admissible a la nova cassacié (art. 477 del
Projecte de Llei d’Eficiéncia Processal), tant es fonamenti en raons
processals o en raons materials, sera «la infraccié d'una norma legal,
acompanyada de la concurréncia d’interés cassacional».>

La reforma que s’anuncia recondueix les infraccions processals
a un unic recurs de cassacié, com ja es va fer en 2015 amb la cassacié
contenciés-administrativa, i a una cassacié molt vinculada al correcte
disseny legal del «procediment testimoni» a la LEC, considerat notablement
deficient per algun autor.>® La reforma vol posar fi al régim «transitori» de
la Disposicié Setzena de la LEC i al col-lapse de la cassaci6 pels recursos
derivats de la litigacié en massa, a través de la técnica del plet-testimoni.

D’acord amb l'art. 477.3 del Projecte, «es considerard que un recurs
presenta interés cassacional quan la resolucié recorreguda s'oposi a doctrina
jurisprudencial del Tribunal Suprem o resolgui punts i giiestions sobre els

55 Perd es manté 'accés per a les senténcies dictades per a la tutela civil de drets fonamentals.
Tot i que, com recorda MuRNoz, és el Tribunal Constitucional qui ostenta la darrera paraula
en la interpretacié de 'abast dels drets fonamentals (art. 5.1 LOPJ), el que ha provocat
en el passat controversies amb la Sala Primera del Tribunal Suprem. Vegeu: Mu~Noz
ARANGUREN, A: «El disefio del nuevo recurso de casacién civil en el Proyecto de Ley de
Medidas de Eficiencia Procesal del Servicio Publico de Justicia», Diario La Ley, n° 10210,
Seccién Doctrina, 18 de gener de 2023, p. 2.

56 MuRoz, «El disefio», p. 2.
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quals hi hagi jurisprudeéncia contradictoria de les Audiéncies Provincials
o apliqui normes sobre les quals no existeix doctrina jurisprudencial del
Tribunal Suprem». Com diu MUNOZ,” «[La] redaccié segueix l'estela de
l'actual art. 477.3, si bé simplifica correctament el darrer suposit (inexisténcia
de jurisprudéncia sobre la norma aplicable) i elimina la restriccié
temporal dels 5 anys d’antiguitat de la norma -no exempta de dificultats
interpretatives fins a I'adopcié de I'Acord del 2017. Atés que la norma no
conté més especificacions sobre qué s’ha dentendre per jurisprudéncia
contradictoria de les Audiéncies Provincials, sembla raonable inferir que
el Tribunal Suprem aplicara els criteris fixats a ’Acord de 2017 esmentat».

Amb aquesta flexibilitat, la Sala Primera podra abordar assumptes de
transcendéncia social o juridica que per raons purament técniques no
encaixaven en la definicié d’interés cassacional, amb un «sistema reglat
flexible o, en algun sentit, mixt» i «amb una nova potestat de admissio,
amb un cert grau de discrecionalitat, quan el recurs sigui d'interes general
per a la interpretacié uniforme de la llei estatal o autonomica.»

Constato 'aproximacié del nou model cassacional estatal al que esta
instaurat a casa nostra.

No és només el volum de recursos,’® ni la técnica de redacci6,” siné la
propia naturalesa i finalitat del recurs extraordinari la que obliga a reorientar
el seu sentit, probablement, en la linia de la potenciacié de la creaci6 de la
norma jurisprudencial (ben entesa), d'una via de «dialeg» (ara si) entre el
tribunal d’instancia i el de cassacié i acollint tant la doctrina constitucional

57 MuRoz, «El disefio», p. 2.

58 La Sala Primera del Tribunal Suprem, segons la Memoria del Consejo General del
Poder Judicial de 2021, va ingressar aquell any 10.969 assumptes. Malgrat les dificultats
comparatives, a Franga s’interposen i admeten a tramit prop de 20.000 recursos de cassaci6
civils, si bé en els darrers anys s’observa una tendeéncia lleugerament decreixent, i el
2019 han estat prop de 17.000 recursos. A Italia, la Corte di Cassazione dicta unes 30.000
senténcies civils cada any (MuRNoz, «El disefio...», p. 4). La situaci6é és marcadament
diferent a nivell de Tribunals Superiors de Justicia.

59 Meés proxima, en el nostre pafs, a una reproduccié de l'esquema de la instancia (fets,
arguments) abans de passar als motius i més depenent d’allo factic que de la generacié
de norma jurisprudencial strictu sensu, davant d’altres sistemes, com el frances o I'itali3,
amb resolucions de curta extensi6, que sovint es limiten a contenir unes maximes o a
explicitar de manera succinta com s’ha d’interpretar determinada norma, i acudint en
la immensa majoria dels casos a la técnica del reenviament al tribunal d’instancia, molt
lluny dels 100 assumptes del Tribunal Suprem nord-america (MuRNoz, ibidem).

— 145 —



Francisco Javier Pereda Gimez

sobre els requisits formal i la tutela judicial efectiva,®® com la del Tribunal
Europeu de Drets Humans sobre l'article 6.1 CEDH, el principi d’efectivitat
del conveni, la «previsibilitat» del recurs de cassacié i els requisits formals
del recurs, tot exigint «un nexe raonable de proporcionalitat entre els
mitjans emprats i 'objectiu perseguit.»®

Definit aixi el sentit i abast del recurs de cassaci6, centrats en la funcié
de fixar jurisprudéncia en la interpretacié de les lleis, vull ara abocar-hi
les reflexions sobre la presa de decisions i el cercle decisional, aplicar la
primera part d’aquest treball a la concepci6 del recurs extraordinari.

6. Un enfocament diferent: el reflex del
cercle decissional en la casaccio

En Dret comparat guanya terreny la teoria alemanya de la
Leistungsfihigkeit (referida a 'esgotament de les capacitats de revisi6), que
sosté que un tribunal de cassacié ha de revisar tot el que li sigui possible,
quedant solament excloses les qiiestions directament relacionades amb el
principi d'immediacié.®

No he exercit la funcié cassacional i per tant no m'és facil situar-me des
d’aquesta banda. Tradicionalment la cassacié ha pretes donar una resposta
en la perspectiva hermeneutica i nomofilactica que protegeix la norma, la
llei, tot respectant els fets, que es consideren «sobirania del tribunal de
instancia» i arala seva nova funcié de fixar jurisprudencia en la interpretacié
dels referents normatius hi incideix. Si acceptem que les Audiéncies
Provincials, a 'hora de prendre decisions, de dictar les seves senténcies,

60 Sila decisi6 judicial d’'inadmissié «no es troba degudament motivada o no esta justificada,
es fonamenta en una causa inexistent o en un rigor excessiu en la interpretacié dels
requisits formals, pot el Tribunal Constitucional, a través del recurs d’empara, restablir
el dret vulnerat i fer efectiva la tutela judicial que garanteix l'art. 24.1 CE» (SSTC 214/1988,
190/1993, 374/1993 i 63/2000). Caldria superar determinada concepcié6 de la facultat del
legislatiu en la «configuracié legal» del recurs.

61 SSTEDH de 19 de desembre de 1997 (cas Brualla Gémez de la Torre contra Espanya), 11
d’octubre de 2001 (cas Rodriguez Valin contra Espanya) i 26 de maig de 2020, (cas Gil
Sanjudn contra Espanya).

62 La doctrina alemanya exclou de la cassaci6 tot allo referit a la immediacié i la gravacié
dels judicis pot quedar en dubte, doncs les fronteres entre aprehensié i valoracié es
desdibuixen.
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segueixen el procés de presa de decisions tal i com 'he anat descrivint,*
haurem d’entendre el recurs extraordinari de cassacié d’'una altra manera.
Quan abans la senténcia es veia com el resultat d'un sil-logisme juridic,
era relativament facil identificar I’abast de la funcié del tribunal cassacional
que, tot respectant els fets, assentava els referents normatius, amb la seva
correcta interpretacid. Pero si s'entén la senténcia com una decisié resultat
d'un procés circular, si admetem els fendmens d’ in-tensié i d’ex-tensié, si
acceptem les quatre fases del procés i de cada un dels seus components,
la visié haura de ser una altra, més matisada. Especialment si el Tribunal
Superior centra la seva funci6 en la creacié de la doctrina jurisprudencial.

Si concebem la senténcia d’instancia, de segona instancia, com a objecte
cassacional en el sentit que es dedueix de l'estudi del cercle decisional,
hem d’acceptar amb rotunditat i claredat que el recurs de cassacié ha de
perpetuar la seva finalitat, tot respectant com a sobirania de les Audiéncies
Provincials aquella part de cada un dels cercles interns del procés, de les
passes de la presa de decisions, de cada fase de la decisié (prova, analisi,
referents normatius i decisié final) que signifiqui la consideracid, pel jutge
o jutgessa o per 'Audiéncia Provincial, de 'impacte que rep de la realitat (a
través de la captaci6 dels fets, de la descripcié de les afirmacions factiques i
de la fixacid i 'accés al text normatiu en les seves resolucions). La cassacié
tampoc hauria d’interferir en el procés d’ in-tensié (la interpretacié dels fets,
la ponderacié analitica de la prova, I'argumentacié juridica), ni en el procés
d’ ex- tensié (la conviccié sobre la utilitat de la prova, sobre l'orientacié de
l'analisi, sobre la signatura de la decisié). Només en la mesura en que falli
la fase intermedia de naturalesa referencial (s dels criteris de valoracié
probatoria o l'aplicacié erronia de preceptes de valoracié; l'error en la
confrontacié, en l'analisis, amb les maximes dexperiéncia; 'equivocacié
en la validacié del referent normatiu, per allunyar-se de principis i valors
constitucionals o socials; la infraccié del judici de virtualitat de la decisid)
estara legitimat el tribunal de cassacié per a admetre el recurs i, a manca de
reenviament, per a actuar com a tribunal d’instancia.

En la nova cassacié que s’anuncia, aquest control només té sentit en
ares a crear normes jurisprudencials, i no per a corregir eventuals errors
ad casum que no requereixin de la formulaci6é d'una norma jurisprudencial
«generalitzadora». En la nova cassaci6 la funcié del tribunal no haura de
ser corregir la casuistica, ni establir «precedents» entesos como casos que

63 Veure l'apartat 4 d'aquest treball i 1a referéncia de la nota 1.
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per les seves semblances amb altres puguin ser considerats en el procés
d’interpretacié legal (d'in-tensid), com a experieéncia interpretativa aliena
a utilitzar ocasionalment en la interpretacié juridica de la norma (el pas
segon de la fase tercera) o que busquin neutralitzar els elements personals
o els trets caracterologics del jutjador d’'instancia.

El control cassacional s’ha de limitar, entenc (incorrent en altre cas
en una desvirtuacié de la seva funcié i reproduint la seva tendéncia a
convertir-se en una «tercer instancia») al control i defensa tant sols de
la correcta aplicacié dels elements valoratius: de les regles de valoracié
dels fets, de les regles de confrontacié analitica, o sigui, de les maximes
logiques de l'experiéncia, de la ponderacié dels efectes de la resolucié (les
regles de virtualitat), i de la correcta aplicacié dels referents normatius en
el seu sentit total: l'eleccié correcta del referent o referents normatius, la
depuracié acurada de les normes (interpretacid), la validacié de les normes
en relaci6 als principis i als valors constitucionals, als valors socials i étics
i als principis convencionals, i la correcta qualificacié juridica dels fets
(subsumpci6 o aplicacié legal).

Si el que cerca aquest recurs és uniformitzar la interpretacié
jurisprudencial de les normes (creant «normes jurisprudencials»), perd no
generar precedents (en el sentit que hem descrit), si, finalment, acceptem
la tesi del cercle decisional com a meétode de la presa judicial de decisions,
la funci6 del tribunal de cassacié adquireix un altre sentit, centrada en els
referents normatius i no en l'apreciacié probatoria, ni ens els processos
d'in-tensié, ni d'ex-tensié.

6.1. Captacid, interpretacio, valoracié i utilitat de la prova

Com diu MuRoz,** el dret probatori, especialment a la jurisdiccié civil,
continua sent una mateéria poc estudiada per la doctrina processalista i
amb un escas desenvolupament jurisprudencial. No s’hauria de resoldre
aquest assumpte, com fins ara, mitjancant una simple remissié a les regles
de la sana critica (art. 348 LEC) o a la concessi6é d’'un poder taumatirgic
a la immediaci6 judicial. Res no impediria al tribunal cassacional, si aix{
ho decidis, introduir en les seves resolucions indicacions dogmatiques

64 MuRoz, «El disefio...», p. 3.
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relatives a la fixacié correcta del factum i a les tecniques de valoracié dels
diferents mitjans de prova pero fins ara no ho ha fet.

En relacié a lerror en la valoracié de la prova, es confirma, quan la
causa invocada és 'interes cassacional per la jurisprudéncia contradictoria
de les Audiéncies Provincials, la tesi de que «la fixacié o unificacié de la
doctrina jurisprudencial, requereix obviament la possibilitat que hi hagi
una doctrina —amb una minima dosi de generalitat— susceptible de
ser fixada o unificada. Aquesta modalitat de recurs és, doncs, en principi
inviable per revisar valoracions dels tribunals d’instancia que, encara que
juridiques, vinguin decisivament determinades per les circumstancies
factiques concretes del cas. L'apreciacié de la culpa o negligéncia, mancant
normes legals que fixin nivells de pericia o diligéncia exigibles, es mostra
com un exemple paradigmatic d’aquest tipus de valoracions juridiques.»*

I, acceptada la cassaci6, la Sala cassacional té facultats plenes de revisi6
no només de les qiiestions juridiques plantejades en el recurs, siné també
de les factiques, i es pot fer una revisi6 plena de la valoracié de la prova,
sense estar constreta per les estrictes limitacions que en aquesta mateéria
s6n propies.®® Com que no s'opta pel reenviament, aixd continuara igual.

En semblant sentit, les insuficiéncies del tribunal d’instancia en la
integracié del factum permeten la facultat (integrativa) del tribunal de
cassaci6, autoritzat a complementar una relacié historica incompleta o
insuficient per tal d’explicitar la resposta cassacional, perd «de cap manera
permet efectuar valoracions probatories, ni pot ser postulada per la part per
a la configuracié del suposit factic d'un motiu». La integracié no pot ser
utilitzada per a, «desentenent-se dels fets declarats provats en la senténcia
recorreguda després de valorar determinats mitjans de prova, imposar
la realitat factica proposada per la part recurrent a partir de l'examen i

65 STS, Civil seccié 1 nam. 407/2016, del 15 de juny de 2016 (ECLI:ES:TS:2016:2871), STS,
Civil seccié 1 num. 370/2016, del 03 de juny de 2016 (ECLI:ES:TS:2016:2577) i ITS, Civil
secci6 1 del 20 de juny de 2018 (ECLI:ES:TS:2018:6755A).

66 STS, Civil seccié 1, num. 317/2019, del 04 de juny de 2019 (ECLI:ES:T'S:2019:1970) i STS,
Civil seccié 1, num. 371/2017, del 09 de juny de 2017 (ECLI:ES:TS:2017:2263), entre altres.
Com diu Mu~oz («El disefio», p. 4) malgrat que el tribunal cassacional no pugui modificar
en linia de principi la valoraci6 probatoria de '’Audiéncia Provincial en seu cassacional,
no és inusual trobar suposits en qué I'Alt Tribunal, en assumir la instancia, prengui en
consideraci6 elements del material probatori no valorat pels tribunals d’instancia. Aixo és
conseqiiéncia de la caracteristica abséncia de reenviament, en cas d’estimacié del recurs
de cassaci6, al nostre pafs.
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valoracié dels mateixos o d’altres mitjans de prova i que contradiu aquells,
ja que la integracié del «factum» no els pot emmascarar.»”

Pero la critica més extensa és que el Tribunal Suprem i també els
Tribunals Superiors de Justicia han corregit el procés probatori (no
només 1'ts i interpretacié de les normes de valoracié probatoria), quan
han apreciat error factic («material o de fet»), quan han considerat que
la «valoracié» (realment, al meu entendre, la captacid, la interpretacio, la
valoracié o la utilitat, o varies delles) presentava un error de gran magnitud,
quan la «valoracié» havia estat erronia de forma patent, absurda, il -logica,
manifesta, evident o notoria (per totes, STS, Civil seccié 1, nim. 559/2022,
del 11 de juliol de 2022 (ECLI:ES:TS:2022:2917) i les que cita, doctrina a la
que es remet habitualment el nostre Tribunal Superior).

Aquest fenomen no hauria de produir-se, perd actualment encara
perdura, en part, aquesta tesi a 'empara de l'article 469, 4 LEC (recurs
extraordinari per infraccié processal),®® tot reforcats per la idea de que tal
«valoraci6 probatoria» lesiona el dret a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE, en 'ambit normatiu de la infraccié legal in procedendo).

El recurs extraordinari d’'infraccié processal no ha estat contemplat a la
regulacié de la Llei 4/2012 i es segueix regulant per les normes de la LEC
(arts. 4681ss.), de forma que no es pot plantejar de manera autonoma davant
del Tribunal Superior de Justicia. Encara que, com diu Asrir CAMPOY, els
criteris de la Sala catalana i la doctrina del Tribunal Superior tenen en
compte els criteris de la Sala Primera respecte de les exigéncies formals
per I'admissié del referit recurs extraordinari i tot i que podria plantejar-se
la possibilitat d’actuar amb criteris propis en relacié al recurs d’infraccié
processal (no sén objecte del recurs extraordinari d'infraccié processal la
vulneracié d’'una norma processal catalana, que s’analitza per via del recurs
de cassaci6, exigencia ineludible per a poder analitzar-la). Perd perdura la
via de l'article 24 CE.

En la tesi que defenso, si finalment veu la llum la Llei d’Eficiencia
Processal, la captacié, interpretacié i utilitat de la prova hauria de

67 STS, Civil seccié 1, nim. 617/2007, del 24 de maig de 2007 ECLI:ES:TS:2007:3245), ST,
Civil seccié 1 nim. 650/2014, del 27 de novembre de 2014 (ECLI:ES:TS:2014:5251) i ST,
Civil seccié 1, nim.: 854/2021, del 10 de desembre de 2021 (ECLI:ES:TS:2021:4798).

68 Enels altims cinc anys, de 413 senténcies del Tribunal Suprem que van cassar la d’instancia,
hem computat que 14 ho varen fer per error en la valoracié de la prova. Hi ha una part
(5) que es desplaca a I'analisi del pressupost factic, especialment en matéria de consum
(sobre la consideracié de consumidor, els interessos, etc.).
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ser sobirania de l'Audiéncia Provincial. La captacié esta intimament
relacionada amb la immediacié, que la doctrina alemanya exclou de la
matéria cassacional, i la interpretaci6 factica i la seleccié util del material
probatori com a passos d’'in-tensi6 i d’ex-tensi6 personals i intransmissibles
haurien de quedar també exclosos del control cassacional. La funcié del
Tribunal Superior s’hauria de concentrar en fixar els criteris de valoraci6
(com a referents normatius) i, sobre les regles de fixaci6 correcta dels fets
des de la perspectiva dogmatica. Si no ho fa aixi, traira la seva funcié.

Ara per ara, més del desitjable, la remissié dels aspectes factics a la
interpretacié dels referents normatius es fa sense clara distincié entre
pressuposit factic de la norma (o aspecte factic de la proposicié normativa) i
fets provats, especialment en materia de consum. Allo «absurd» o «il -logic»
no es pot emmarcar en l'eix horitzontal, el que va de la interioritzacié a la
manifestacié de les «bones raons» i semblaria alié¢ al control cassacional,
perd si hi comprendria el control de les regles de fixaci6 correcta de la
prova. Es situa en el terreny referencial, perd és molt facil envair el terreny
de l'aprehensié i de la immediacié (el que la nostra tradicié i la doctrina
alemanya reserva al tribunal d’instancia).

Si el tribunal d’instancia infringeix les garanties de l'interrogatori, les
regles sobre l'accés de la prova documental al procés, la regles sobre el
meétode o protocol legal emprat pel peérit, o les regles de la carrega de la
prova, el tribunal de cassacié ho pot controlar, perque estem en el terreny
de la defensa de la llei, de la heuristica, de les regles de valoracié probatoria
i de les maximes factiques de l'experiéncia. PAudiéncia Provincial pot haver
validat una prova il -licita o obtinguda sense garanties, pot haver obviat una
regla obligatoria de valoracié probatoria o de carrega de la prova, pot haver
oblidat un referent normatiu essencial en la fase de confrontacié (el que
es fard patent en el moment de I'argumentacié juridica), o un error en
l'aplicacié de les maximes d’experiéncia i, és en aquest ambit que té sentit
la funcié nomofilactica del recurs de cassacié.

Si pot haver retret sobre els referents normatius elegits, interpretats,
contrastats i aplicats per '’Audiéncia, més que un error patent en I’apreciacié
de la prova, el que el tribunal cassacional podria (i hauria de) controlar és la
incorrecta valoraci6 dels efectes que pot produir la resolucié (en I'ambit de
l'ex-tensid), en l'eix horitzontal, des d’'una perspectiva de la virtualitat de la
decisid, tot respectat el procés d’in-tensié de la Sala d’instancia, de la seva
plena sobirania.
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Discrepo de MuRoz® quan diu que identificar una doctrina
jurisprudencial susceptible de generar interés cassacional en materia
de valoracié probatoria no sembla una tasca facil, llevat que s’incorri en
construccions tedriques artificials. No veig, com suggereix aquest autor, que
es pugui invocar la valoraci6 irracional de la prova com a motiu autdonom i,
tot invertint l'ordre i resolent primer el recurs de cassacié, quan la norma
permeti al tribunal cassacional estimar la infraccié de dret substantiu i de
la jurisprudeéncia que I'interpreta, pugui seguidament apreciar aquest error
de fet no controvertit, eventualment al-legat pel recurrent, i corregir la
valoracié probatoria d’instancia.

Entenc, repeteixo, que el tribunal de cassacié, que ha renunciat, per ara,
a fer indicacions dogmatiques sobre la fixaci6 correcta del factum i sobre les
técniques de valoracié dels diferents mitjans de prova, no té com a funcié
substituir el procés de captacid, ni la interpretaci6 dels fets, ni el judici
d'utilitat de la prova i hauria de limitar la seva funci6, amb auto constriccié,
al control monofilactic en la primera fase del procés decisional, a la fase
de valoracid, al desenvolupament dels articles 304, 307, 319, 326, 373 o 348
de la LEC, a fixar normes jurisprudencials de valoracié i a establir regles
(doctrina jurisprudencial) per a la fixacié correcta de la prova.

6.2. Afirmacions factiques, ponderacio,
confrontacid i orientacio de I'analisi

La segona fase del cercle decissional, en tant procés d’in-tensié, intern,
no ha de ser controlable en cassacié. Com diu IcarTUA,” només importa la
motivacié externa.

L’Audiéncia Provincial (i la jutgessa o jutge individual) que conforma la
seva convicci6 sobre els fets des de la fixacié de les afirmacions factiques”
i a través de la seva ponderacid, esta actuant en terreny sobira, exclusiu.
Si escull esbiaixadament l'objecte d’analisi (incorrent en incongrueéncia)

69 MuRoz, «El disefio...», p. 3.

70 IGARTUA SALAVERRI{A, ].: ¢Cudles son los principales conceptos de «motivacién» y cudles
sus respectivas ventajas o desventajas? qiiestié n.3, a «III La motivacién factica. 123
cuestiones bdsicas sobre la motivacién de las resoluciones judiciales, VVAA Dctor. Javier
Herndndez, a Cuadernos Digitales de Formacién, n.32, 2012.

71 Entenc per afirmacions factiques les que es fan (per les parts i el propi jutge) un cop
recaptat el material probatori (al final de la primera fase del procés decisional).
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en funcié del punt de partida, només sera possible el control en la fase
decisoria, quan aquest error es tradueixi en una argumentacié juridica
erronia (a la quarta fase).

Es cert que el jutge es por equivocar en la fase de confrontacié (amb els
referents normatius de la logica, amb les maximes logiques d’experiéncia) i
només en aquesta tercera passa tindra sentit el control cassacional i la funcié
nomofilactica. Es pot obtenir un material probatori depurat equivocat,
perd, novament, el control es defereix a la quarta fase (la de la motivacié).
Si el tribunal d’instancia infringeix les garanties o oblida un referent logic
essencial en la fase de confrontacié (el que es fara patent en el moment
de l'argumentacié juridica), o un error en l'aplicacié de les maximes
dlexperiéncia, és en aquest ambit que té sentit la funcié nomofilactica del
recurs de cassaci6 i no en la fase d’in-tensié.

Aquest error li pot haver dut a una equivocacié en l'orientacié de la
seva analisis, pero si, malgrat la omissié o error no s’altera el resultat, la
conclusié a que arribi ha de ser respectada pel tribunal de cassacié. La
fixacié del material probatori depurat correspon a la instancia.

6.3. Eleccié, depuracié, validacio
i aplicacié dels referents normatius

Totteninten compte el procés decisorijudicial talicom’he anatexposant,
la cassacid, com a mecanisme de control, ha d’'incidir fonamentalment en
el tercer pas del procés de presa de decisions, el dels referents normatius.
Aquest és 'ambit més propi del recurs cassacional. La funci6 cassacional
s’hauria de centrar, aix{, de entre els quatre elements del procés decisional
que he exposat, en el tercer, el dels aspectes normatius, en un sentit ample.

Eltribunal de cassacié ha de controlar la recerca voluntariosa de preceptes
aplicables, quan no es sosté logica, ni juridicament, ha de corregir les
eleccions equivocades de la llei aplicable, les interpretacions voluntaristes,
esbiaixades o simplement erronies, les validacions (o la seva manca) en
relacié a les normes positives (infraccié de doctrinal legal), la infracci6
de les normes jurisprudencials (infraccié de doctrina jurisprudencial, no
dels precedents, en el sentit que he exposat), també per jurisprudencia
contradictoria i per manca de doctrina en lleis recents, i en relacié als drets,
principis i valors constitucionals i als drets i valors convencionals.

Ja havia assenyalat la Sala Primera del Tribunal Suprem en Interlocutoria
de 3 de maig de 2007, criteri reiterat en moltes altres, que «perque hi hagi
intereés cassacional s’ha de constatar l'existéncia d'un veritable conflicte
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juridic generat per la contradiccié de la doctrina jurisprudencial establerta
en la interpretaci6 i aplicacié de les normes substantives objecte de debat
per tal de garantir la «seguretat juridica», el que significa que el conflicte
s’ha d’haver generat en analitzar el nucli de la decisié jurisprudencial i no
per quiestions tangencials vistes en el procés.

El Tribunal Superior de Justicia de Catalunya admet linterés
cassacional a 'empara de l'article 2.2 i 3 de la Llei 4/2012, de 5 de marg,
havent-se d’especificar la ratio decidendi i encaminat a la fixacié de doctrina
jurisprudencial.”?

El tribunal cassacional ve cridat no només a la defensa nomofilatica,
siné també al control sobre la correcta superposicié dordenaments juridics
iala defensa dels drets, principis i valors constitucionals, del dret europeu,
del dret convencional. El tribunal cassacional, si vol ser fidel als seus
origens, ha de defensar la llei, ara en un sentit més obert, el que significa
el vessament del sistema de drets humans i dret convencional, de dret de
la Unié Europea i de la Constitucié6 Espanyola sobre el dret civil catala.
Ha de retrobar aquest cami sense substituir a les Audiéncies Provincials i
respectant les competencies del Tribunal Constitucional, del Tribunal de
Justicia de la Uni6 Europea, del Tribunal Europeu de Drets Humans, dels
Dictamens de la CEDAW, etc., i recepcionant les seves doctrines.

En la mesura que l'eleccid, depuracid, validacié i aplicaci6 dels referents
normatius respongui a normes, a regles, també ha de controlar la validesa
del meétode judicial en aquesta fase de la presa de la decisi6. El metode
es conforma a través de regles. El métode també és un referent normatiu
i s’hauria d’estendre la cassacié al control del meétode decisori, de forma
que el tribunal cassacional vetllés per la «meétodefilaxi», si se€'m permet
l'expressié.

Es tracta d’allo referent a corregir errors metodologics en cadascuna de
les quatre fases que hem anat descrivint o I'abséncia d’alguna de les fases
de cada cicle, basicament en la primera fase per omissi6 en la captacid,
interpretacid, valoracié o judici d'utilitat del material probatori recaptat
(amb els limits de la immediaci6 i de la mediacié mediata a través dels
medis de gravaci), per omissions en l'aplicacié de regles legals i maximes
dexperiéncia valorativa. En la fase d'in-tensié per la inutilitat de I'analisi o
l'error en la conclusié probatoria. En aquesta segona fase, reflectida en la

72 Per totes, ITSJC nam. 127/2022, Civil, Seccié 1 del 27 de setembre de 2022
(ECLL:ES:TSJCAT:2022:692A).
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quarta, seria cassacionable la inclusié d’arguments estranys al debat, els
errors de ponderaci6é argumental, la infraccié de maximes d’experiéncia
racional, I'argumentacié indatil, esbiaixada, desorientada o fala¢. En la
tercera fase seria cassacionable, si acceptéssim aquesta tesi, la omissié
d’una lectura, la interpretaci6, contrast valoratiu o aplicacié normativa i el
no respecte als precedents, en el sentit que hem exposat.

Estem parlant d'un conjunt de coneixements, habilitats i actituds per a la
presa de decisions, que també constitueixen referents normatius. Entenc que
la cassaci6 hauria de girar progressivament cap a un mecanisme d’establiment
de «grans principis», més proper al que ara mateix és (o hauria de ser) la
funcié constitucional i dels tribunals internacionals (tot i que aquests no es
troben «atrapats» per la vinculacié als fets del tribunal d'origen) tot valorant
cada cas i sent capagos de assentar una doctrina general.

No s’ha de confondre la revisié de la valoracié de la prova, que
fa referéncia a la fixacié o determinaci6 dels fets, amb la revisié de
les valoracions juridiques extretes dels fets considerats provats,”® la
qualificacié juridica. La primera no és controlable en cassacid, el que
constitueix la segona, si.

Tot i aixi, no totes les resolucions judicials contraries a la norma sén
corregides en cassaci6, de forma que quantitativament moltes escapen del
control. Aixd vol dir que continuem resolent molts conflictes només amb
l'actuacié de la instancia. La valoracié probatoria, donada la complexitat
de la presa de decisions judicials, la varietat de conflictes i dels meétodes
d'argumentacié aplicativa i les possibilitats electives, interpretatives i aplicatives
poden donar lloc a solucions aparentment contradictories perd essencialment
correctes, igualment, i el Tribunal Superior ho hauria de respectar.

Haurien de ser raonablement inamovibles la validacié del material
probatori recaptat i la llibertat argumentativa, els referents normatius
principialistes i els valors. En aquest context, la tasca del Tribunal Superior
de Justicia de Catalunya (i del Tribunal Suprem) hauria de tendir a la
simplificacié, o si es vol a la sublimacié, tot vetllant pel control dels valors
substancials dels referents normatius, en un sistema «multi-fonts». En
un ordenament juridic obert de fonts, la nomofilaxi ha de centrar-se en la
cuspide de l'ordenament juridic, més que en els textos positius, prolixes i
no rarament contradictoris.

73 STS, Civil secci6 1, nim. 436/202, del 22 de juny de 2021 (ECLI:ES:TS:2021:2498).
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En un sistema en queé hi ha tribunals per sobre del Tribunal Superior de
Justicia de Catalunya i del Tribunal Suprem que vetllen per la defensa dels
drets fonamentals i de la constitucionalitat de les lleis, dels drets humans i
del dret europeu, la funcié del tribunal cassacional ha minvat, més per no
rebre i integrar els principis i normes europees i convencionals i la doctrina
dels respectius tribunals que les defensen que no per resoldre I'abast de la
seva funci6 enfront de la sobirania del Tribunal d’'instancia.

6.4. Part dispositiva, argumentacié,
virtualitat i signatura de la decisié

En el sentit que vinc defensant, la part dispositiva de la resolucié, la
decisié en ella mateixa, no es objecte cassacional, en tant conviccid, decisi6
del tribunal d’instancia. Pero de forma indirecta, l'estimacié d’un recurs
de cassaci6 la invalida (a manca de reenviament i assumint el tribunal de
cassacié la instancia). Propiament, el judici cassacional controla o hauria de
controlar només els judicis de dret.

Potser també es podra cassar una senténcia que presenti deficients
formes de plasmaci6, en la redaccié de la senténcia, del raonament
sobre el material probatori recaptat (sobre el que ja he parlat, les regles
de racionalitat i de valoracié probatoria) i en relacié a la motivacid, per
no afrontar I'argumentacié juridica amb garanties. No hi ha dubte que
tradicionalment ha estat motiu d’infraccié processal la infraccié dels
requisits interns de la senténcia i dels seus efectes (articles 216 a 222 LEC) i
encara trobariem altres preceptes que, en la nova cassacié, podrien justificar
la tasca del Tribunal Superior. El defecte de motivacié6 comporta sempre
indefensi6 i per tant és cassacionable. Estem en la fase aplicativa, no només
d’argumentacié normativa, siné també factica, i la decisié judicial sobre
validacié o rebuig, que és propia del context de justificaci6, ha de respondre
a la claredat argumental, aspecte que ha de controlar el Tribunal Superior.

El gran problema és fins a quin punt el tribunal de cassacié ha d'exercir
la funcié nomofilactica controlant 'argumentacié. He recollit en altre lloc”
la preocupaci6 de la doctrina a favor d'una bona argumentacié, la proposta
dels «esquemes argumentatius» de TARUFFO, la preocupacié d’ANDRES

74 Mireu nota 1.
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IBANEZ, sobre la motivaci6 factica, per la seva discrecionalitat i pel seu
control més dificil.

L'argumentacié és el terreny del «trial and error» de PosNER (a laltre
extrem de l'eix horitzontal, respecte a la deliberaci6). Largumentacié
travessa el procés decisori judicial des de l'analisi a l'argumentacié
aplicativa i si contraposem «analitzar» a «argumentar» (introspeccio,
dirigida al propi convenciment, enfront dextraversi6, dirigida a
convenciment) i tot i que les fronteres no sempre sén nitides, hem de
concloure que s’ha de poder controlar si la justificacié adoptada pel jutge,
per donar suport a la decisid, respon als canons de la racionalitat només
en tant dits canons siguin un altre tipus de referent normatiu, pero no es
pot controlar la justificaci6 en si mateixa.

Més enlla, encara que I'argumentacié i la motivacié no coincideixin
amb la que hagués considerat el tribunal de cassacid, no es pot controlar el
conjunt d’elements que han de ser presents en I'explicacié o la justificacié
d’'una decisi6 judicial. I si admetem diverses possibilitats d’argumentacié
valides (que siguin juridicament correctes n'és un pressuposit, perod
no l'essencial) si, com hem defensat, sén compatibles diverses formes
d’argumentar (al menys la formal, la material i la pragmatica, exposades
amb claredat per ATIENZzA), tot i que la motivacié judicial sigui una
declaracié de cieéncia i una declaracié de voluntat (Vico i CARNELUTTI), no
entenc que es pugui suplir 'argumentacié de 'Audiéncia Provincial pel
sol fet de que el tribunal cassacional entengui que I'argumentacié n’ha
de ser una altra. Per sobre de les diverses qualificacions sobre els tipus
d’argumentacié (argumentacié directa o per deduccions), si s'encadenen
amb precisié les premisses amb el resultat, la funcié concretitzadora del
tribunal d’instancia hauria d’esdevenir inatacable.

La virtualitat dels efectes de la resolucié (la consideracié del context
en que es produeix i I'abast del canvi que pot produir en la realitat) si
té abast cassacional. Entenc admissible que una senténcia d’Audiéncia
Provincial es cassi per la raé de que a criteri del tribunal cassacional no
s’hagin sospesat els efectes que pugui produir, perqué aquesta no pugui
ser considerada com a social, juridica o éticament correcta. Es el que he
definit com a «virtualitat».
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7. Recapitulacié

El tribunal cassacional, en la defensa nomofilatica, ha d’atendre
al fenomen de la superposicié6 d'ordenaments juridics i a la defensa
dels drets, principis i valors constitucionals, del dret europeu, del dret
convencional. Ha de «defensar la llei», ara en un sentit més obert, el que
significa el vessament del sistema de drets humans i dret convencional,
de dret de la Unié Europea i de la Constitucié Espanyola sobre el dret
civil catal, girant progressivament cap a un mecanisme d’establiment de
«grans principis», més proper al que ara mateix és la funcié constitucional
i dels tribunals internacionals.

Cal I’articulacié de nous mecanismes per a construir la cassacié, com el
test de proporcionalitat, la ponderacié de principis implicats i la valoracié
de les particulars circumstancies economiques, politiques, morals i
socials. El Tribunal Superior ha de recérrer aquest cami respectant les
competeéncies del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Justicia de la
Unié Europea, del Tribunal Europeu de Drets Humans, dels Dictamens
de la CEDAW, etc., perd incorporant les seves doctrines.

I el Tribunal Superior ha de recérrer aquest cami sense substituir
la funci6é propia de les Audiéncies Provincials, la funcié d’instancia.
El respecte de l'exclusivitat del tribunal d'instancia en la valoracié de
la prova s’ha de garantir. S’ha de trobar el correlatiu reconeixement
d’'un protagonisme més gran del jutge a 'hora de aprehendre els fets,
d’analitzar-los, de fixar el material probatori depurat, la fixacié dels fets
provats, i també a I'hora de motivar, d’'identificar els materials normatius
en que recolzara la seva decisid, delaborar 'argumentacié.

Si s’accepta l'enfocament que propugno (que el Tribunal Superior
de Justicia de Catalunya o altre drgan cassacional assumeix una funcié
de creacié de norma jurisprudencial, de defensa dels valors, de l'&tica o
de les lleis) i no es dona importancia preferent a la funcié de correccié
derrades (evitant convertir-se en una tercera instancia), el tribunal
cassacional guanyara prestigi. Pel contrari, tot justificant per una o altra
via’”> una superacié de la «sobirania del tribunal de instincia», desatén

75 Lerror patent en l'apreciacié o valoracié de la prova, la consideracié de 'encaix dels fets
en el pressuposit basic de la norma, l'aplicacié de metodes d’equilibri d’interessos, del
principi de proporcionalitat, de les técniques de ponderacié.
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profundament el sentit del recurs de cassacié. D’un enfocament objectiu
passa a un enfocament subjectiu.

En aquest context, entendre com he fet, que la senténcia del tribunal
d’instancia no és el resultat d'un sil-logisme juridic simple, siné una
decisi6 presa a través d’'un procés que, partint dels fets, «in-tendeix» en
I’analisi, contrasta amb els referents normatius i s’«ex-tendeix» a través
de l'argumentaci6 i la consideracié contextual i finalista de la decisi6, pot
obrir noves perspectives per tal dentendre la nova funcié cassacional.
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1. Perspectiva d'aquesta ponéncia

Com el titol determina, la perspectiva és ’accés al Tribunal Superior
de Justicia de Catalunya (TSJC) i, per tant, a la cassaci6 catalana segons
la Llei 4/2012, reguladora del recurs de cassacié de Catalunya. Tanmateix
s’ha d’ampliar I'analisi, perque la cassacié catalana s’'incardina dins de la
cassaci6 espanyola, certament canviant algunes coses importants, i moltes
de les normes, limitacions i conceptes basics de la Llei d’Enjudiciament
Civil (LEC) s’apliquen en quant no siguin incompatibles amb la Llei 4/2012.
Aix0 obliga a partir d’aquest context normatiu processal, on el nou recurs
de cassaci6 estatal per infracci6 processal s’aplica in totum a Catalunya quan
la infracci6 és només d'una norma processal estatal (sense norma processal
catalana o remissoria catalana a l'estatal) i, quant a la cassaci6 substantiva,
supletoriament, en tot alld no previst per la Llei 4/2012, i també in totum,
quan es tracta d'un motiu de vulneraci6 del dret estatal només.

Aquest encaix normatiu esta ben resumit al ATSJC 39/2013, d’ 11 de marg:

«TERCERO.- 1.B) Compatibilidad entre la normativa de la LEC y la LCCat [Ley
4/2012, de la casacién catalana]. Dicha compatibilidad no solo se produce, sino
que resulta necesaria (en algunos extremos, no en todos) pues la LCCat no
extiende su regulacién a la sustanciacién del recurso de casacién (por mor de
lo dispuesto en el art. 149. 1.6 CE ), ya que solo regula determinadas cuestiones
como son las vias o cauces para la admisién del recurso que ha de serlo por
interés casacional.»

Aquesta idea també esta clarament expressada en el més recent ATSJC
149/2023, de 2 d'octubre:

«FdD PRIMERO.— El recurso de casacién debe sujetarse necesariamente a lo
dispuesto en la Ley 4/2012, de 5 marzo, del recurso de casacién en materia de
Derecho civil en Catalunya, por lo que es necesario que cumpla los criterios de
admisién que se expresan en dicha norma. Esta exigencia, ademads, debe quedar

— 161 —



Joaquim Bayo Delgado

plenamente satisfecha dentro del plazo preclusivo de interposicién del recurso,
por lo que no es posible la subsanacién en el trdmite del art. 483.3 LEC de aquellos
defectos relativos a requisitos que tengan la condicién de esenciales. En particular,
en cuanto a los motivos fundados en preceptos de derecho sustantivo cataldin —o
en preceptos relativos a las especialidades procesales del derecho civil cataldn
(art. 4 Ley 4/2012 )—, para poder ser admitidos a trimite, debe quedar acreditada
la concurrencia de un verdadero interés casacional, en los términos definidos
en dicha Ley y en la forma en que esta ha sido interpretada reiteradamente por
esta Sala a partir de sus acuerdos de Pleno de 22 marzo 2012 y de 4 julio 2013, en
relacién con el acuerdo de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 27 enero 2017,
que es de aplicacién, no solo a los recursos fundados en preceptos del C.C., sino
también a los fundados en preceptos de derecho civil cataldn, en lo no previsto
en nuestros acuerdos y en lo que no sea contradictorio con lo previsto en la Ley
4/2012 —cfr. STC 47/2004 de 25 marzo—.»

Aquesta incardinacié no ha variat amb la reforma operada pels R. D-Llei
5/2023'i R. D-Llei 6/2023,> que analitzarem en el punt dedicat a la cassaci6
estatal.

La Llei catalana ha de ser llegida juntament amb I’Acord de la Sala Civil
i Penal del TSJC de 6 de setembre de 2023, que substitueix els anteriors
que deroga, on s’aborden qiiestions de fons del recurs i orientativament
de forma. També haurem de tenir en compte I'’Acord del TS de 27 de gener
de 2017, en la mesura en que els criteris no han quedat superats per les
reformes legals esmentades, i 'Acord de la Sala de Govern del T.S. de 8
de setembre de 2023* (que fa Us del nou article 481.8 LEC), que es limita a
aspectes extrinsecs dels escrits de recurs i contestacié.

Sobre la incardinacié, diu '’Acord del TS]C:

«Tanmateix, el model de la LEC 1/2000 en qué s’insereixen les modalitats
especifiques del recurs de cassaci6é en materia de dret civil catala ha patit una
profunda modificacié després de l'entrada en vigor del Decret llei 5/2023, de
28 de juny, convalidat per resolucié de 26 de juliol de 2023, de la Diputacié
Permanent del Congrés dels Diputats, cosa que ens obliga a revisar els acords
no jurisdiccionals esmentats anteriorment.»

1 Articulo 225, siete; ocho; nueve; diez; once; doce; trece; catorce; quince; dieciséis, diecisiete. Y
Disposicion transitoria décima. 4.

2 Articulo 103, ochenta y dos; noventa, noventa y uno, noventa y dos; noventa y tres; y ciento
treinta y uno.

3 B.O.E. 21/09/2023.
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Perd el limit de integracié estara en funcié de cada motiu:

«En cas que en el litigi s’hagin exercitat conjuntament pretensions regides per
l'ordenament civil catala i per l'ordenament civil estatal i el recurs de cassacié
s'interposi per denunciar la infraccié de la normativa catalana i la normativa
estatal, els articles 2, 3 i 4 de la Llei 4/2012 s’han d’aplicar en aquell o aquells
motius del recurs de cassacié en que s’al-legui com a infringida la normativa
catalana, mentre que en aquell o aquells altres motius del recurs de cassacié en
que, si escau, s'al-legui exclusivament la infraccié de normes estatals, cal supeditar
l'admissibilitat del motiu a la comprovacié de si existeix alguna de les modalitats
previstes a l'article 477 num. 2, 3 i 4 de la LEC 1/2000.»

Aqui ens limitarem a analitzar la cassaci6 catalana incardinada en la
cassacié estatal, encara que s’apliqui tota la normativa estatal als motius
basats en una norma civil estatal, ja que n’hi ha prou amb un motiu
d'infraccié de dret civil catala per donar la competencia al TSJC, segons
el paragraf segon de l'article 478.1 LEC, o recursos formulats per diferents
parts (ATS 21/06/2017, rec. 566/2017). Ho recorda ’Acord de 6/9/23:

«De conformitat amb l’art. 478 de la LEC és competent el TSJC quan el recurs
de cassaci6 es formuli contra les resolucions de les audiéncies provincials de
Catalunya sempre que el recurs es fonamenti exclusivament o juntament amb
altres motius en la infraccié de les normes del dret civil o processal civil propi
de Catalunya.»

La perspectiva és I’analisi de 'accés des de les limitacions sistémiques,
ja siguin dorigen legal, ja siguin dorigen jurisprudencial, ja siguin
per la forma com s’interpreten en la practica del TSJC, i les limitacions
consubstancials al concepte de recurs de cassacid, tan substantiu com
processal.

La cassacié té una finalitat nomofilactica, encara que també serveix
per a la rectificacié (cassant-les) de les senténcies que no han aplicat el
dret i la jurisprudeéncia correctament. El motor de la nomofilaxi som els
advocats que plantegem els recursos i la financiaci6 és dels ciutadans que
buscar justicia. La conclusi6 ha de ser que les limitacions sistéemiques no
raonables incompleixen la finalitat nomofilactica de la cassacié.

I hem de considerar limitacions no raonables aquelles que tenen per
finalitat limitar el nombre de recursos admesos a tramit per manca de
capacitat de resoluci6 dels tribunals de cassacié. Un exemple clar era la
Disposicié Final 16* (DF 16?) de la LEC, de la qual parlarem. Ara, oblidada
al R. D-L 5/2023, ha estat expressament derogada per 'article 103, punt 131,
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del R. D-L 6/2023,* pero caldra també que la praxi «jurisprudencial» no
mantingui algunes limitacions perverses com «no fer suposit de la qiiestié».

Per una altra banda, l'accés a la cassacié estd subjecte a la técnica
cassacional. Com es repeteix abastament, la cassacié no és una tercera
instancia i la formulaci6 dels recursos de cassaci6 i per infraccié processal
ha de respectar aquesta idea i adaptar-se a la formalitat técnica escaient.
Aixd comporta dificultats técniques que, en la practica, limiten l'accés,
perd aquestes limitacions practiques (siguin formals o conceptuals) s6n
necessaries per tal que el TSJC (o qualsevol altre Tribunal de cassacid)
pugui analitzar el problema legal i resoldre’l. La técnica cassacional ajuda
de forma fonamental a aquest resultat. Pero volem també destacar un
aspecte que sovint s'oblida: respectar a técnica cassacional i fer-la respectar
és imprescindible per no causar indefensi6 a l'altra part. El recorregut ha
de poder entendre clarament quina és la base, quins sén els motius del
recurs, per poder refutar-los adequadament. En realitat, aixd es pot predicar
de qualsevol escrit forense. Els apartats 3,415 de l'article 399 LEC, sobre la
demanda, responen a aquesta necessitat, i sovint no es respecten. Tots els
demes escrits han de tenir la mateixa estructura logica i clara, pero el recurs
de cassaci6é molt especialment, en ser I'tltim recurs de la justicia ordinaria.

Aquest formalisme garantista només es pot dulcificar per l'interés
superior del menor, molt freqiient en els recursos, també molt freqiients, dels
que coneix el TSJC. Aixi ho explica la STSJC 48/2021, de 27 de setembre, en
el seu FdD tercer:

«1. Como hemos dicho ya, se traen a colacién por quienes se oponen a la estimacién
del recurso algunes causas de inadmisién, como la de haber invocado el recurrente
un precepto —el art. 233-11.2 CCCat— previsto para situaciones disimiles a la
que constituye su objeto; la de no haber especificado la doctrina que deberfa ser
proclamada por esta Sala casacional, a la vista de que el recurso se funda en el
art. 3.b) de la Ley 4/2012; la de no haber respetado todos los hechos declarados
probados en la instancia; y la de haber hecho abstraccién del interés superior del
menor, al que, segin dicen los oponentes, responde la solucién adoptada por la
Audiencia Provincial.

Con caricter previo, hemos de recordar que en nuestras SSTSJCat 9/2013 de 28
enero FD1.4, 14/2016 de 7 marzo FD2, 57/2017 de 23 noviembre FD3 y 25/2021
de 9 abril FD3, entre otras, declaramos que, cuando la cuestién controvertida
en el recurso de casacién pueda afectar a menores de edad, existe un interés de

4 L’Acord del TSJC de 6/9/23 ja donava per derogada tacitament aquest DF 162, igual que
tots els articles referents a recurs extraordinari per infraccié processal.
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orden publico que permite suavizar el rigor formalista propio de la casacién, sin
que se pueda llegar a provocar por ello la indefensién de las demds partes. [...]

Pues bien, en el presente supuesto, asi como la omisién o la falta de claridad
en la cita como infringido del precepto sustantivo directamente concernido por
el problema juridico planteado en el recurso de casacién y por la identificacién
del correspondiente interés casacional en que pretenda fundarse —pardmetros
a los que, en este caso, responde fielmente el art. 236-4.2 CCCat—, constituye
un defecto sustancial e insubsanable determinante de su inadmisién o, en su
caso, de su desestimacién (cfr. SSTS 232/2017 de 6 abr. FDS5, 349/2018 de 7 jun.
FD2, 624/2020 de 19 nov. FD3, 245/2021 de 4 may. FD1; AATS de 30 ene. 2019
[R] 2019\249], de 13 mar. 2019 [R] 2019\936], de 8 may. 2019 [R] 2019\1928], de 21
abr. 2021 [R] 2021\1779], entre otras muchas), en cambio, la cita afiadida, junto
a la de aquel, de otro u otros preceptos sustantivos, siempre que no comporte
ambigiiedad o indefinicién de la infraccién denunciada o falta de claridad del
interés cassacional correspondiente, no justifica por si sola la inadmisién.»

Ara també I'’Acord TSJC de 6/9/23 també ha admes aquesta flexibilitat
en termes generals en parlar de I'intereés cassacional notori. Cal destacar,
amb tot, que el limit de la flexibilitat esta en la indefensid.

2. La normativa estatal del recurs de cassacio
i el seu impacte en la cassacié davant el TSJC

La derogacié del recurs extraordinari per infraccié processal, amb la seva
incorporacié6 al recurs de cassacié, ara possible per infraccié processal, i la
dela DF 162 LEC, que condicionava la infraccié processal a la viabilitat de la
cassacié substantiva quan aquesta era per interes cassacional, ha capgirat
el marc estatal en mateéria de cassacié.

La rad subjacent de la DF 16? no era altra que la incapacitat material
del TS d’atendre tots el recursos de cassacié i infraccié processal que es
generarien sense les limitacions, pero no s’entén que les reformes no hagin
pensat que, mantenint la competéncia del TS quan només hagi motius
interes cassacional processal estatals (ara necessari, tret de procediments
de garantia de drets fonamentals, article 249.1.2n LEC), el TS es pot veure
col-lapsat si no estableix un requisit jurisprudencial limitatiu, que no pot
ser, com veurem, la idea de «no fer suposit de la qiiesti6».

Hi ha, a més, limitacions elaborades pel TS, amb la confessada finalitat
de controlar la carrega de treball, que ara han estat assumides en la llei.
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Les conseqiiéncies a Catalunya de les limitacions sistémiques, pensades
per controlar la carrega de treball, o de les basades en el concepte del recurs
de cassacié com a extraordinari, sén:

2.1. Incloent-hi el recurs de cassacié tan la infraccié processal com
la substantiva, la situaci6é a Catalunya, en relacié als motius no catalans,
quan n’hi hagi d’aquests i sigui competent el TSJC, és que ambdés tipus
de motius queden igual que passava i passa amb els motius catalans
substantius i processals per vulneracié de normes processals catalanes: es
poden acumular, fins i tot de forma subsidiaria.

Es possible que el TS, fins i tot, obligui a 'acumulacié per tal devitar
que es formulin només els processals estatals, que serien competéncia
seva, i no deixar per a un segon recurs de cassacié substantiva els motius
substantius catalans contra la nova senténcia de segona instancia recaiguda
per estimacié dels motius processals.

Perd aquesta acumulacié no seria possible si la infraccié processal
afecta a la valoracié de la prova i, amb els fets provats a la senténcia de I'AP,
no hi ha infraccié substantiva. Lacumulacié, raonable per causa deficacia
i eficiéncia processal, és incompatible amb «no fer suposit de la qiiestié».
No estem parlant només derror palés de valoracié, sin6 també de regles de
presumpci6, de carrega probatoria i de valoracié legal de proves.

Ara no hi ha la dependéncia d’admissibilitat de la infraccié processal si
la substantiva és viable i admesa a tramit, com era el cas amb la DF 162 LEC
i seria sorprenent que el TS només impedis acumular quan les infraccions
processals afecten la valoracié probatoria.

2.2. Ara l'article 477.1 LEC ha incorporat l'exclusié de la cassacié quan
I'’AP no esta constituida col-legialment, siné per un sol magistrat, com
ja interpretava correctivament el TS. No sén recurribles en cassacié les
senténcies de segona instancia fins a 15.000 euros, que les dicta un sol
magistrat de 'audiéncia si es tracta d'un judici verbal per raé de la quantia.
L’article 82.2.1er LOPJ diu 'Audiéncia es constituira amb un sol magistrat i
ara el article 250.2 LEC fixa aquest limit de quantia.

El TSJC ja tenia el mateix criteri, malgrat que, igualment que la LEC
abans, la Llei 4/2012 (art. 2.1) parla d’«audiéncies provincials»; el TSJC no
considera audiéncia la constituida per un sol magistrat (AATSJC 22/2019,
de 21 de febrer; 88/2022, de 2 de juny; etc.).

Per aquesta via el criteri de quantia, en aquest cas, minima, es
re-introdueix a la cassaci6 catalana; en aquest sentit és molt interessant
la STC 47/2004 de 25 de marg, sobre la primera llei gallega de cassaci6
(11/1993, de 15 de juliol).
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2.3. Els conceptes «segona instancia» i «apel -lacié» no s6n equivalents,
la qual cosa exclou les senténcies que no sén propiament resolutories de
la segona instancia, com les que declararen la nul-litat d’actuacions o
'absolucié en la instancia o que no tenen efecte de cosa jutjada. El mateix
criteri aplica el TSJC (AATSJC 93/2011, de 21 de juliol; 19 /2012, de 13 de
febrer; 206/2019, de 18 de novembre; 224/2019, de 2 de desembre; 127/2022,
de 27 de setembre; etc.; iles SSTSJC 43/2006, de 21 de desembre i 206/2019,
de 18 de novembre).

Sobre la cosa jutjada, diu I'ATSJC de 30 de novembre de 2017 (rec.
128/2017):

«SEGUNDO.- La sentencia no puede calificarse como sentencia de segunda
instancia o definitiva susceptible de recurso de casacién. Hemos mantenido
este criterio en relacién con las resoluciones que ponen fin al procedimiento de
tutela sumaria de la posesién. Dijimos en el Auto TSJCat de 13-12-2010 que aun
promulgada la Lec 1/2000 algunas Salas Civiles y Penales de Tribunales Superiores
de Justicia (vid. STS] Navarra 23/2002 de 3 de octubre y Auto de 25 de marzo de
2010) han continuado entendiendo que una sentencia que no produce los efectos
de la cosa juzgada no puede tener acceso a la casacién, al considerar inadmisible
que por la via de la casacién pueda darse lugar a que el correspondiente Tribunal
pueda llegar a pronunciarse dos veces sobre la misma cuestién, teniendo en
cuenta que el recurso de casacién se ha de fundar en la infraccién de una norma
de caricter sustantivo. Por esta razén, al albur de la distincién entre sentencia de
apelacién y sentencia de segunda instancia, que ha sido admitida ampliamente
por el propio TS con efectos trascendentes sobre la admisibilidad de los recursos
de casacién (entre otros muchos, los AATS 12 3 y 24 jun. 2003, 19 oct. 2004, 1 feb.
2005, 13 sep. 2005 y 7 feb. 2006 ), entendiendo que cuando es posible iniciar un
juicio ordinario posterior a la sentencia dictada por la Audiencia tras conocer de
un recurso de apelacién, ésta no tiene los caracteres de una auténtica sentencia
de segunda instancia, se considera que en tales casos no cabe admitir la casacién.
Esta ha sido la interpretacién que mantiene reiteradamente esta Sala Civil y Penal,
que como se ha dicho en numerosas ocasiones es soberana en la interpretacién
de los requisitos procesales de los recursos de casacién de su competencia (por
todas, las SSTS] Catalufia nim. 27/2002 de 16 septiembre ; num. 37/2002 de 28
nov .; num. 44/2003 de 1 dic. y num. 23/2004 de 19 Jul. y AATS]C de 18 abr. 2002 y
de 29 sep. 2002, y STSJC 15/2006 de 24 abr.), sin perjuicio del respeto debido a la
jurisprudencia del TS dictada en interpretacién de la LEC. La doctrina anterior no
cambia con la promulgacién de la Llei 4/2012 reguladora del recurso de casacién
en materia de derecho civil cataldn ya que como hemos dicho en el Acuerdo de
22-3-2012, el recurso de casacién debe deducirse contra Sentencias civiles que
pongan fin a la segunda instancia dictadas por las Audiencias provinciales con
sede en Catalufia en los asuntos que se rijan por el ordenamiento civil de Catalufia
(art. 466,1 Lecy art. 2,1 Ley 4/2012 ).»
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Cal recordar, no obstant, que en materia de liquidacié de régims
econdomics matrimonials de comunitat, 'ATS de 2 de marg de 2016, rec.
2267/2014, va dir:

«La doctrina de la irrecurribilidad que motivé la providencia de 5 de octubre de
2015 ha quedado superada a partir de la sentencia del Pleno de esta Sala de 21
de diciembre de 2015, en el recurso de casacién 2459/2013, en el que se plantea
cudl es el procedimiento adecuado para las reclamaciones entre cényuges por
razén del régimen econémico matrimonial tras la disolucién de éste, que recoge
expresamente en su fundamento de derecho cuarto: “2%) Dentro del libro IV de
la LEC, dedicado a los procesos especiales, el capitulo II del titulo II regula el
procedimiento para la liquidacién del régimen econémico matrimonial (arts.
806 a 811), pero comprendiendo en realidad dos procedimientos diferentes,
el de formacién de inventario ( arts. 808 y 809)y el de liquidacién en sentido
estricto (art. 810), con una variante mds para el régimen de participacién (art.
811). 3?) De lo anterior se sigue que la formacién de inventario para determinar
el activo y el pasivo de la comunidad matrimonial precede a la liquidacién del
régimen econémico matrimonial, porque no es sino hasta concluido el inventario
cuando cualquiera de los cényuges “podrd” solicitar la liquidacién ( art. 810.1
LEC), lo que significa, a su vez, que la determinacién del activo y el pasivo de la
comunidad matrimonial no exige necesariamente una peticién de liquidacién
(---)" La prioridad del procedimiento especial para la liquidacién del régimen
econémico matrimonial sobre el juicio ordinario y la consideracién de que el
primero comprende en realidad dos procedimientos diferentes, el de formacién
de inventario (arts. 808 y 809) y el de liquidacién en sentido estricto (art. 810)
desvirttian en gran medida la naturaleza incidental de la sentencia que pone fin
al procedimiento de inventario.»

En el procediment de formacié de I'inventari (article 809 LEC), l'article
1079° CC (addicié i no rescissié de la particié) i la omissié de caréncia
defecte de cosa jutjada, pot justificar la possibilitat de cassacié.

Pero, malgrat que la liquidacié del régim de comunitat segons 1’810 LEC
remet als articles 785 i segiients i I'article 787.5, par. 2n, descarta la cosa
jutjada, el TS també admet la cassacié (ATS de 15 de febrer de 2023, rec.
3536/2021; SSTS 458/2020, de 28 de juliol, 399/2018, de 27 de juny, etc.).

5 Tret que hi hagi clausula de tancament al conveni regulador de liquidacié (STS 645/2022,
de 5 d’octubre.
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També en la divisi6 de I'heréncia cap cassacié: AATS de 18 de gener de
2023, rec. 6760/2020; de 18 de gener de 2023, rec. 5333/2020, etc.® Aquest
altim diu:

«PRIMERO.— El recurso interpuesto tienen por objeto una sentencia recaida
en segunda instancia de un proceso de divisién de herencia, en oposicién a las
operaciones particionales, tramitado en atencién a su materia, por lo que la tinica
via de acceso al recurso de casacién es la del ordinal 3° del art. 477.2 LEC, que
exige acreditar el interés casacional.»

Cal entendre que l'article 811, liquidacié del regim de participacié per
judici verbal, també admet la cassacié.

Els procediments per determinar la necessitat de l'assentiment en
I’adopcid no tenen cassaci6 (ATS de 14 de desembre de 2022, rec. 3000/2022),
per no tenir la senténcia efecte de cosa jutjada.

2.4. Tampoc no sén recurribles les senténcies que haurien d’haver
adoptat la forma d'interlocutoria, com ara les apel-lacions contra
interlocutories que resolen l'oposicié en el procediment d’execucié. Malgrat
la Llei 4/2012 parla de «resolucions», les senténcies que haurien de ser
interlocutories definitives i les interlocutories definitives queden excloses
també d’accés al STJC, entre elles les de jurisdiccié voluntaria’ (AATSJC
1/2023, de 9 de gener; 173/2021, de 21 de maig; 119/2021, de 29 d’abril; etc.).

6  Potser I'explicaci6 hagi de buscar-se en el concepte estricte d’ «incident», com a la STS
688/1994, de 5 de juliol: FdD 3er «I) En conclusién, no deben favorecerse los incidentes
paralizadores; el cauce adecuado para excluir bienes del juicio de testamentaria es el juicio
declarativo correspondiente, y la decisién produce cosa juzgada entre las partes. Pero cosa
juzgada también ha producido la sentencia dictada en proceso incidental, porque la fuerza
decisoria no se pierde, aunque, siguiendo la prictica forense, se sustanciara por la via
incidental, porque sabido es que bajo el nombre de incidentes estd el juicio declarativo
especial, que por ministerio de la ley se ventila por el cauce del articulo 741 y siguientes.
Que incidente propiamente dicho son los que cumplen los requisitos de los articulos 742,
744 y 745, pero que deben los jueces repeler de oficio los que no retinan los requisitos
legales para su calificacién de cuestién relacionada con el asunto principal y que exijan
una resolucién independiente, previa o no. Y la sentencia que recaiga en dichos incidentes
produce igualmente fuerza de cosa juzgada cuando no cabe contra ellos ningtin recurso.»

7  ATS de 17 de maig de 2011, rec. 176/2011.
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Una important excepcié sén els exequaturs.?

2.5. Un cas especific a tenir en compte és el de les senténcies sobre
retorn internacional de menors. Aquestes senténcies estan excloses de
cassaci6 (art. 778 quinquines. 11 LEC i AATS de 31 d'octubre de 2018, 12 de
setembre de 2018, 6 de juny de 2018, 24 de maig de 2017, 17 de maig de 2017,
etc.). Encara se s’invoqui una vulneracié de una norma catalana (no pasala
definicié dil-licitud),’ per exemple, articles 5 i segiients de la Llei 14/2010,
dels drets i les oportunitats en la infancia i la adolescéncia, de 27 de maig,
la LEC impedeix el recurs.

2.6. Vulneracié d’'una norma legal, no reglamentaria, o dels costums o
principis generals del dret catala.

L’Acord de 6 de setembre de 2023 preveu que les normes vulnerades
han de tenir rang de llei, i no pas rang inferior. Aixi ho confirma, entre
altres, '’ATSJC 301/2021, de 8 de setembre:

«Como igualmente se ha dicho, por “normas aplicables para resolver las cuestiones
objeto del proceso”, cuya infraccién es el inico motivo de casacién contemplado
477.1 Lec —en nuestro caso art. 2.2 de la Llei 4/2012 de 5 de marzo— hay que
entender exclusivamente a las normas civiles sustantivas con rango de ley, [...].»

Per la seva part, entre altres, la STSJC 45/2022, de 14 de juliol, diu:

FdD 5°.2[...] «Asi, en las STSJCat de 12 de septiembre de 2011 o de 14 de noviembre
de 2016 dijimos que el actual sistema de fuentes viene establecido en el art. 111-1 a
cuyo tenor “El derecho civil de Catalufia estd constituido por las disposiciones del
presente Cédigo, las demds leyes del Parlamento en materia de derecho civil, las
costumbres y los principios generales del derecho propio, aunque la costumbre
solo rige en defecto de ley aplicable”, precepto complementado por el articulo
111-5 cuando dice que las disposiciones del derecho civil de Catalufia se aplican
con preferencia a cualesquiera otras.»

8 En el suposit dels exequaturs, on els motius de cassacié sén essencialment processals
del procediment estranger i el recurs per infraccié processal queda per a les infraccions
en el propi exequatur, és dificil que la competeéncia sigui del TSJC. Només si la causa fos
contrarietat a 'ordre public podria arribar a haver vulneracié d'un precepte catala. Tan el
R D-L 5/2023 com el R D-L 6/2023, seguint ’Acord del TS de 27 de gener de 2017, obliden
les cassacions que preveu larticle 55.2 de la Llei de Cooperaci6 Juridica Internacional en
Materia Civil, pero el TS admet el recurs (ATS de 08/06/2022 (Rec. queixa 7/2021).

9  D’acord amb l'article 3 del Conveni de La Haia de 1980 cal aplicar el dret del pais de previa
residéncia del menor per determinar la il-licitud del trasllat o retencid.

— 170 —



Técnica cassacional i accés al TSJC

Cal tenir en compte que la limitacié al rang de llei no impedeix que
una norma legal es relacioni amb un precepte reglamentari (Reglament
Hipotecari, Reglament del Registre Civil, etc.), sempre que la vulneracié es
prediqui de la norma de rang de llei.”

2.7. La valoraci6 de la prova, raonablement, és competéncia primordial
de les instancies i, de manera excepcional, hi cap revisié en seu de recurs
de cassaci6 per error de fet palés i immediatament verificable a partir de
les propies actuacions (nou article 477.5 LEC). Ja era aix{ en la practica del
TSJC, seguint el criteri del TS. La STSJCat 51/2023, de 8 de setembre, diu:

«FD SEGUNDO. 2.... como dijimos en la STSJC 10/2016 de 18 de febrero, para
que el error en la valoracién de la prueba sea considerado “patente” ha de ser
“inmediatamente verificable de forma incontrovertible a partir de las actuaciones
judiciales, por haberse llegado a una conclusién absurda o contraria a los principios
elementales de la légica y de la experiencia” de modo que solo “concurre error
patente en aquellos supuestos en que las resoluciones judiciales parten de un
presupuesto fictico que se manifiesta erréneo a la luz de un medio de prueba
incorporado védlidamente a las actuaciones cuyo contenido no hubiera sido tomado
en consideracién”. En este mismo sentido puede verse la STSJCat 39/2019 de
30 mayo [FD2].»

2.8. Especificitats del recurs per motius processals. Quan el recurs
per motius processals estatals, quan és competéncia del TSJC, s’apliquen
totalment les normes de la LEC (i altres normes processals estatals) i la seva
interpretacié pel TS, de manera que no hi ha cap especificitat a Catalunya.
No obstant, cal destacar breument alguns aspectes.

2.8.1. El recurs per infraccié processal participa del rigorisme formal
del recurs de cassaci6, inclosa l'expressié de I'interes cassacional, de manera
que pot ser inadmes per motius equivalents als de cassacié.

10 No sembla que aquest sigui el criteri del TS a la seva STS 704/2015, de 16 de desembre:
«Se articula por infraccién del articulo 225-2 del Reglamento del Registro Civil, alegando
la manifiesta vulneraci6n de la sentencia recurrida de la vigente doctrina jurisprudencial
que sustenta la irrelevancia de periodos de residencia durante la minoria de edad del
interesado a los efectos de la adquisicién de la vecindad civil por residencia continuada
durante 10 afios sin declaracién en contra ante el Registro Civil prevista en el articulo 15 del
Cédigo Civil en su redaccién originaria en relacién con el articulo 225-2 del Reglamento
del Registro Civil, citando en apoyo del motivo las SSTS de 23 marzo de 1992 y de 7 de
junio de 2007, que superan la doctrina opuesta contenida en las sentencias de 20 de febrero
de 1995 y 21 de septiembre de 2000.»
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2.8.2. Un daquests rigorismes és la prohibicié de barrejar aspectes
substantius amb els processals. Ja no cal, com amb l'antic 469.1 LEC,
invocar cada un dels seus subapartats, pero el corpus doctrinal elaborat fins
ara és molt util per tal d’afinar en la distincié de cada vulneracié processal,
de manera que és aconsellable seguir les distincions com fins ara, invocant
sempre el nou 477.2 LEC i qualificant el motiu com a processal.

Cal continuar distingint:

« Normes sobre jurisdiccid i competéncia: competencia/jurisdiccié
internacional i altres jurisdiccions; competeéncia objectiva i funcional;
competencia territorial imperativa.

« Normes processals reguladores de la senténcia (arts. 209 i 214 a 22 LEC):
Invariabilitat de les resolucions; principi dispositiu; carga de la prova
(si es declara un fet no provat); claredat i precisié; exhaustivitat i
congruéncia; motivaci6 (inclosa la manca de congruéncia interna de la
senténcia); marca de condemna liquida (art. 219.2 LEC); cosa jutjada
material (excloent o prejudicial) —que pot ser apreciada d'ofici— i formal
(quiestions decidides en el propi procés abans); formacié del tribunal,
immediacié, etc.; senténcia de consumidors o usuaris (art. 221 LEC).

En funcié de la norma processal de la senténcia que hagi estat infringida
(o de la vulneraci6 de l'article 24 CE en la sentencia, infra nimero 4rt), sera
moltrellevantel punt1.7*dela DF 162 (assumpcié delainstancia), que s’aplica
en casos com a la STSJC 62/2022, de 12 de desembre (incongruéncia). En
altres ocasions, la nul-litat de la senténcia implica la remissié per tal que
es dicti novament,"! com SSTSC 46/2021, de 8 de setembre (modificacié de
sentencia per interlocutoria d’aclariment), 18/2017, de 29 de marg (manca
de pla de parentalitat), 1/2016, de 21 de gener (deure de motivacid), etc.
De fet, I'anul-lacié i la retroaccié a dictar senténcia poden ser només
parcials (SSTSJC 78/2019, de 2 de desembre; STSJC 42/2019, de 13 de juny;
69/2015, de 8 d'octubre; etc.). Quan la nul-litat afecta a actuacions anteriors
a la sentencia, fins i tot de segona instancia, no escaura l'assumpcié de la
instancia, obviament (STSJC 11/2021, de 10 de febrer —litisconsorci passiu
necessari en filiacié—, 59/2019, de 26 de setembre —manca d’audiencia
del menor—; etc.)

11 Seguint la practica del TS en STS 792/2013, 20 de desembre, etc., que s’inspirava en
l'article 476 LEC, en suspens per la DF 162.2 LEC i ara sense contingut (R.D-L 6/2023).
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La condemna en costes queda exclosa del recurs (STS 56/2019, de 25 de

gener).”?

« Normes legals que regeixen els actes i garanties amb infraccid que determina
la nul-litat 0 amb indefensié: Normes de repartiment (art. 68.4 LEC, STS
570/201, de 17 de setembre; ATS de 15 de marg de 2011, rec. 1334/2010);
jutge ordinari predeterminat; litisconsorci; legitimacié ad causam (STS
730/2013, de 21 de novembre); qualsevol altra vulneraci6 que determini
legalment la nul-litat o causi indefensié (manca demplagament, etc.)

« Vulneracid dels drets fonamentals de larticle 24 de la Constitucid: Valoracié
manifestament arbitraria o il-logica de la prova (incompatible amb
vulneracié de la carrega de la prova); valoracié legal de la prova (arts.
316, 318, 319 i 326.1 LEC, etc.); proves pertinents per a la defensa;
procés public, procés sense dilacions;

En l'error manifest en la valoracié de la prova, a més, cal invocar el nou

article 477.5 LEC.

Queda fora de la infraccié processal, com a pertanyent a 'ambit de la

cassacié substantiva, la precisié dels conceptes juridics indeterminats (STS
528/2021, de 13 de juliol).” La interpretaci6 dels contractes també rau a la

12

13

Que és una paradoxa: nega les costes com a objecte possible del recurs per infraccié
processal, perd 'estima. Diu el FdD 2n:

«No obstante, segtn se infiere de la reciente sentencia 607/2018, de 6 de noviembre, si
podria revisarse la decisién del tribunal de apelacién, por verse afectada la tutela judicial
efectiva, en aquellos supuestos en que se aparte de las reglas generales sobre vencimiento
en materia de condena en costas, previstas en el art. 394 LEC, y, sin embargo, no motivase
su decisién. Es el supuesto aqui contemplado. Como consecuencia de la sentencia
recurrida, que estimé en parte el recurso de apelacién, se estimaba parcialmente la
demanda y, por aplicacién del art. 394.2 LEC, cada parte abonarfa las costas causadas a
su instancia y las comunes por mitad respecto de las causadas en la primera instancia.
Este precepto permite apartarse de la citada regla, cuando afiade “a no ser que hubiere
méritos para imponerlas a una de ellas por haber litigado con temeridad”. No obstante,
serd preciso motivar que concurre esta excepcion a la regla general. En el caso de autos, a
pesar de haberse solicitado aclaracién de la sentencia respecto de este pronunciamiento,
la audiencia no ha motivado su decisién. Por todo ello los motivos deben estimarse.»

FdD 3°. 4.— «Tales infracciones legales sustantivas no pueden ser resueltas en un motivo
basado en la infraccién de las normas reguladoras de la sentencia y, concretamente, del
art. 218 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Es reiterada la jurisprudencia de este tribunal
que declara que la légica a que se refiere el art. 218.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil es
la de la argumentacién, exposicién de razones o consideraciones en orden a justificar la
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cassacié substantiva, perd només escaura la revisié quan es demostri el seu
caracter manifestament il-logic, irracional o arbitrari (STS 390/2019, de 3
de juliol).*

La legitimacié ad causam té naturalesa dual (STS 730/2013, de 21 de

novembre).”®

14

15

decisién, sin que se extienda al acierto o desacierto de las mismas, ni quepa al amparo de
dicho precepto traer al campo del recurso extraordinario por infraccién procesal el debate
sobre las cuestiones de fondo, dentro de las que se comprenden los juicios de valor en
relacién con la apreciacién de los conceptos juridicos indeterminados, que corresponden
al dmbito del recurso de casacién.»

«TERCERO.- Interpretacién del contrato.

1.— La sala viene reiterando su doctrina en multiples sentencias (n.° 506/2016, de 20 de
julio, y n.° 1237/2017, de 24 de febrero, entre otras), en los siguientes términos:

“La Sala en la sentencia de 6/2016, de 28 de enero, rec. 2773/2013, recogia, con cita de
jurisprudencia, que: (i) la interpretacién de los contratos es funcién de los tribunales de
instancia; (ii) que sélo cabrd su revisién cuando se demuestre su cardcter manifiestamente
ilégico, irracional o arbitrario; (iii) de no ser asi se respetard la interpretacién acogida
en la sentencia aunque no sea la tinica posible 6 pudiera caber alguna duda razonable
acerca de su acierto 6 sobre su absoluta exactitud ( SSTS de 5 de mayo de 2010 y 16 de
marzo de 2011 ); (iv) sélo se permite la revisién de la interpretacién del contrato de forma
excepcional, ya que otra cosa supondria convertir la casacién en una tercera instancia (
STS de 29 de febrero de 2012, rec. 495/2008).”

Una vez expuesta la anterior consideracién conviene matizarla en los términos que
recogia la sentencia de 25 de junio de 2015, rec. 2868/2013. A saber: “[...](ii) Se habrd de
decidir, por tanto, con tales normas hermenéuticas, en primer lugar si se debe respetar la
interpretacién que ha hecho el Tribunal de apelacién del contrato en cuestién y, sila Sala
no la considerase razonable y légica habra de abordar si la que corresponde se compadece
con la pretendida por la parte recurrente.”

Constituye, pues, doctrina pacifica de esta sala (sentencia 6/2016 de 28 de enero, 313/2015
de 21 de mayo, y 590/2014, de 30 de octubre ) que corresponde al tribunal de instancia la
funcién de interpretar los contratos y sus cldusulas hasta el extremo de que pueda optar
entre varias interpretaciones defendibles (sentencia 546/2013, de 12 septiembre), pues el
objeto de discusién no se refiere a lo oportuno o conveniente, sino la ilegalidad, arbitrariedad
o contradiccién del raciocinio légico, prevaleciendo el criterio del tribunal de instancia,
aunque la interpretacién contenida en la sentencia no sea la inica posible, o pudiera caber
alguna duda razonable acerca de su acierto o sobre su absoluta exactitud (sentencia 71/2016,
de 17 febrero ). Por todo ello resulta restringida su revisién en casacién a los casos en que se
acredite debidamente que la realizada por la Audiencia Provincial resulta ilégica, arbitraria
o contraria a las reglas de interpretacién contenidos en el Cédigo Civil.»

FdD 2n: « ... 1a cuestién de la legitimacién “ad causam”, que indudablemente presenta en el
caso interés casacional por la posible oposicién a doctrina jurisprudencial, viene planteada
por la parte recurrente por via del recurso extraordinario por infraccién procesal y esta
Sala, dado el caricter de la legitimaci6n y su relacién con el fondo del asunto, ha admitido
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2.8.3. La dentncia prévia segons l'article 477.6 LEC: qualsevol d'aquestes
infraccions que s’hagin produit durant el procés, i no pas a la propia senténcia
de segona instancia (que haura de resoldre també sobre les infraccions
al-legades a la propia apel-lacié) ha de ser constantment invocada i
combatuda pels mitjans processals escaients (recursos, protesta, etc.).

Aquesta exigéncia és equivalent, en seu d'infraccié processal, a la
prohibicié de nous temes juridics en seu de cassacié substantiva i també
una manifestacié de la cosa jutjada formal, que impedeix revisar quelcom
ja ferm perqueé ha estat consentit.

Malauradament és molt freqiient que, a ’hora d’analitzar la viabilitat del
recurs de cassacié, hi hagi temes que no poden ser al-legats amb eéxit per
aquesta manca de constancia en la invocacié de la infraccié i en la peticié
de reparacié. Les defenses lletrades han de ser conscients que l'accés a
la cassaci6 s’ha de preparar des de l'articulacié correcte de la demanda i
mantenir durant tot el procés.

2.8.4. Laclariment, correccié, esmena i complement anterior al recurs
extraordinari per infraccié processal (i al recurs de cassacié processal
catalana).

Una altra manifestacié del requisit de I'article 477.6 LEC és la necessitat
de demanar préviament aclariment, correccié, esmena o complement de la
senténcia de segona instancia.

Diu la STSJC 8/2020, de 30 d’abril, al seu FdD 3er:

«[...] El art. 469.2 de la Lec exige para admitir el recurso extraordinario por infraccién
procesal que cuando, de ser posible, el defecto o la vulneracién del articulo 24 dela
Constitucién se hayan denunciado en la instancia y cuando, de haberse producido
en la primera, la denuncia se haya reproducido en la segunda instancia. Ademds, si
la violacién de derecho fundamental hubiere producido falta o defecto subsanable,
deberd haberse pedido la subsanacién en la instancia o instancias oportunas.
El Tribunal Supremo en su acuerdo no jurisdiccional de 27.1.2017 ratificado en
diversas resoluciones ha determinado en interpretacién del art. 469.2 de la Lec
que no puede ser motivo de infraccién procesal cualquier defecto que haya podido
subsanarse en la instancia o instancias oportunas mediante aclaracién, correccién
o complemento de la sentencia sobre la base de los articulos 214 y 215 de la Lec.
Criterio seguido por esta Sala en las SSTSCat de 6 de abril de 2017 y de 18 de

que las cuestiones que a ella se refieren puedan suscitarse bien por via del recurso por
infraccién procesal o bien por la via del de casacién a efectos de prestar, en definitiva,
la mayor tutela judicial ante una cuestién que no ha quedado resuelta definitivamente
por via legislativa.»
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marzo de 2019. De este modo no habiendo interesado la parte hoy recurrente al
amparo del art. 215 de la Lec, complemento de la sentencia recaida en apelacién
si crefa que esta incurrié en incongruencia omisiva, dicha excepcién no puede
ser objeto ahora de recurso extraordinario por infraccién procesal. La causa de
inadmisién se convierte en este trdmite en causa de desestimacién.»

No obstant, I'excés en 'aclariment, correcci6, esmena o complement
és, en sf mateix, un motiu d’'infraccié processal (SSTS 680/2001, de 6 de
juliol; 858/2008, de 3 d'octubre; etc.). Aqui es planteja la intangibilitat de
les resolucions judicials (art. 214.1 LEC), que és un aspecte de la interdiccié
d'indefensié (art. 24.1 CE). El TC ha tingut ocasié de pronunciar-se moltes
vegades (SSTC 180/997, de 27 d’octubre; 48/1999, de 22 de marg; 218/1999,
de 29 de novembre; 69/2000, de 13 de marg; 115/2005, de 9 de maig; 59/2001,
de 26 de febrer; 53/2007, d 12 de marg, etc.).

3. El recurs de cassacio catala

3.1. Cassacioé limitada a I'interés cassacional

La primera caracteristica de la cassacié catalana és que només es
possible accedir-hi si hi ha interes cassacional. Ara també la cassaci6 estatal
esta basada primordialment en I'interés cassacional, pero té una excepcié
en el cas dels procediments de tutela judicial civil de drets fonamentals.
LATSJC 175/2022, de 12 de desembre, diu:

«FdD SEGUNJDO.- 3. 3.— El recurso de casacién por infraccién de una norma de
derecho civil de Catalufia solo puede fundarse en la existencia de un verdadero
“interés casacional”.

No existe ninguna otra via de acceso a la casacién por infraccién del Derecho
civil de Catalufia.

El interés casacional hace referencia, necesariamente, a una cuestién juridica
de indole sustantiva, sin perjuicio de la eventualidad prevista en el art. 4 de la
Ley catalana 4/2012 en relacién con “las especificidades procesales derivadas del
derecho civil cataldn”.»

L'interés cassacional és, per simplificar, la quinta esséncia del problema,
que el motivo ha de desenvolupar, i la seva existéncia opera com a requisit
d’admissié. Com recorda la STSJC 6/2012, de 16 de gener, al seu FdD 3°. «2
... conforme al art. 477.1y 3 LEC, la jurisprudencia no constituye motivo del
recurso, sino presupuesto habilitante de su admisibilidad (STS] Navarra
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10/2006 de 17 may. —F]5—), por lo que no puede alegarse separadamente
de los preceptos legales a que aquella se refiera.» La referéncia a un
precepte legal (o costum, a manca de llei, o principi general de dret catala)
és imprescindible.

D’aquest manera, com diu el Preambul de la Llei catalana 4/2012, «... el
legislador catala ha prescindit de la quantia del procediment com a requisit
d’accés a la cassacid i s’ha centrat iinicament en l'interés cassacional.»'

Cal analitzar aquests importants trets diferencials i d’altres no esmentats
en el text transcrit o ara coincidents amb la cassacié estatal.

3.2. L'abséncia de jurisprudéncia sense limit temporal

A la LEC, la limitacié temporal a les normes amb menys de cinc anys
de vigéncia (sempre que no hi hagués una altra equivalent anterior), article
477.3 LEC, només s’explicava com a una de les limitacions per tal de minvar
la carrega de treball del TS. No podem imaginar que el legislador pensés
que, si en cinc anys no ha hagut cap problema interpretatiu, ja no valgui la
pena tenir la interpretaci6 del TS.

A Catalunya, mai ha hagut limitacié temporal de vigencia. El ja citat
ATSJC 39/2013, d’ 11 de marg, continua dient:

«En este punto, el art. 3 LCCat excluye la aplicabilidad, en Catalufia, del art. 477.3.
3 LEC, por lo cual ni es procedente, para la apertura del recurso de casacion,
la alegacién de que la norma no lleva mds de cinco afios ni la existencia de
jurisprudencia contradictoria de las Audiencias, como hemos declarado en el ATS
12/2013, de 17 de enero, entre los mds recientes: “... Al marge, que no identifica
en aquest escrit quin serien aquests punts o extrems, convé indicar que, en
consonancia amb la Llei de cassacié 4/2012, de 5 de marg, del recurs de cassacié
en mateéria de dret civil de Catalunya, i amb els criteris establerts per acord
d’aquesta Sala de data 22-03-2012, ja no resulta possible fonamentar I'interés
cassacional en la vigéncia de les normes inferior a cinc anys ni en l'existéncia
de jurisprudéncia contradictoria de les Audiéncies provincials, siné que, com
es referia en el primer fonament d’aquesta resolucié, 'interés cassacional es
fonamenta en la infraccié de preceptes legals per part de la Sala d’instancia
que, a la vegada vulneren la doctrina d’aquesta Sala o del Tribunal de Cassacié

16 Encara que, com hem dit, la interpretacié del TS, seguida pel TSJC, si re-introdueix la
quantia excloent-hi els procediments per raé de la quantia fins a 15.000 €. La LEC ara
ho ratifica.
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o bé que no existeix jurisprudéncia...” No obstante, como sefiala el recurrente,
se puede alegar la existencia de jurisprudencia contradictoria de las Audiencias
cuando no se haya dictado ninguna sentencia por este TSJC sobre la normativa
infringida, en este caso, los articulos 233-10.3 y 233-11.1 ap. a) y e) CCCat, aunque
no motivard —por si sola— el recurso de casacién, si bien ello tampoco ha sido
efectuado por el recurrente, en tanto que su cita se limita a exponer seis o mis
sentencias de Audiencias Provinciales que apoyan su recurso cuando debian
serlo dos o mds a favor de una tesis, y otras tantas en contra, pues asi se exige
cuando se trate de jurisprudencia contradictoria.»

Efectivament, la llei catalana, en l'article 3.b), expressis verbis, exclou
qualsevol limit temporal. Aixo té un doble efecte: no només ha permes
sempre la nomofilaxi del dret catala, siné que ha permes la cassaci6é com a
precondici6 de I'antic recurs extraordinari per infracci6 processal.

Tecnicament, el TSJC requereix que es justifiqui I'interés cassacional
del motiu i que es faci una proposta d'interpretacié del precepte, que
obviament haura de tenir un efecte ttil en el cas concret, és a dir, que ha
de portar a la pretensié de cassacié de la senténcia recorreguda que ha
formulat el recorrent.”

3.3. L'abséncia del suposit de contradiccié
en la jurisprudéncia menor

L'Acord del TSJC 6/9/2023 menciona també aquest tret de la norma
catalana: ara la regulaci6 estatal també ha suprimit la limitacié de vigéncia
de menys de cinc anys, que era una de les limitacions sense cap logica
per limitar l'accés a la cassacié. L'acord recorda també (com ho fan les
resolucions) que l'existéncia de sentencies contradictories de les Audiencies
situades a Catalunya pot ser un bon argument, encara que no concloent,
per tal de justificar I'interes cassacional.

Aixi ho expressa I'ATS]C 147/2022, de 31 d'octubre:

17 Caldra tenir en compte també si, malgrat I'abséncia de jurisprudencia catalana (TSJC o
Tribunal de Cassacié de Catalunya), hi ha jurisprudencia del TC, TEDH o TJUE (aquest
altim, interpretant la Carta Europea o el dret primari i secundari). Vegeu, no obstant,
I'AATS de 29 de gener de 2002, rec. 2250/2001; de 28 de octubre de 2003, rec. 758/2003;
etc. Sempre ha d’haver abséncia de jurisprudencia catalana i 'interes cassacional tindra
solid fonament en els criteris de drets fonamentals o de dret europeu.
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«La casacién catalana, como se ha explicado en el anterior FJ, solo tiene entrada
por la via de la infraccién de la jurisprudencia o bien por la falta de ésta en relacién
con normas determinadas, basdndose el presente recurso como se desprende de
su encabezamiento en la presunta contradiccién de la sentencia recurrida con
otra de una Seccién distinta de la Audiencia provincial.»

Lavantatge és que no cal acomodar-se a la rigida exigéncia del TS de
cita de dues sentencies d'una mateixa Seccié i dues altres d'una altra Seccié
d’AP (una de les quals ha de ser la recorreguda) per a complir el requisit
cassacional .”®

Val a dir que el manteniment de la contradiccié entre audiéncies en la
cassacié estatal és un exemple d’inércia mental: si hi ha contradicci6 entre
els criteris de les audiéncies, o bé unes segueixen la jurisprudéncia del TS
o no hi ha jurisprudencia. El suposit és sobrer.

3.4. Canvi de jurisprudéncia per evolucié de la realitat social

També I’Acord del TSJC, seguint el criteri del TS en el seu Acord de
2017, fa esment de la possibilitat de tenir en compte l'evolucié de la realitat
social per justificar I'interés cassacional:

«Excepcionalment, el recurs també es pot admetre quan, segons el parer de la
Sala Civil i Penal del TS]C, la part recurrent justifiqui degudament la necessitat de
modificar la jurisprudéncia en relacié amb el problema juridic plantejat, perque
ha evolucionat la realitat social o l'opinié comuna de la comunitat juridica sobre
una materia determinada.»"

En la realitat, aquest possibilitat és, certament, excepcional.
Els ATSJC de 21/11/16 (rec. 111/2016), 43/2019, de 14 de marc, i 80/201,
de 10 de maig, inadmeten la cassacié perque no consideren existent aquest

18 Es cert que el propi TS, al seu Acord de 27 de gener de 2017, ja preveia que «No obstante,
no serd imprescindible la cita de sentencias con los requisitos indicados cuando, a criterio
de la Sala Primera, conste de manera notoria la existencia de jurisprudencia contradictoria
de las Audiencias Provinciales sobre el problema juridico planteado. Para ello es necesario
que el problema haya sido debidamente puntualizado por la parte recurrente y se haya
justificado la existencia de un criterio dispar entre audiencias mediante la cita de sentencias
contrapuestas.»

19 Caldra també tenir en compte la jurisprudéncia nova constitucional o supraestatal; vegeu
nota 17.
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nova realitat social. El de 2012 ho nega referit a la implantaci6 preferent de
la custodia compartida.

La STSJC 14/2013, de 21 de febrer, nega aquesta nova realitat social, per
extingir una pensié compensatoria, referit al concepte de viure amb nova
parella i aplica un concepte forca restrictiu.?

La LEC no preveu |’ interés cassacional per canviar la jurisprudéncia
(com va introduir 'Acord del TS 27/01/17, punt 3.1.C.a, 3er paragraf), que
potser es pot encabir en I'interés notori.

3.5. Interés notori
L’Acordo del TSJC de 6/9/2023 diu:

«c) Excepcionalment, i a criteri discrecional de la Sala, es pot apreciar que existeix
interes cassacional notori en recursos defectuosament formulats i sempre que
no es causi indefensi6, quan la resolucié impugnada s’hagi dictat en un procés
en que la qilesti6 litigiosa sigui d’interés general per a la interpretacié uniforme
de la llei catalana. S’entén que existeix interés general quan la qiiestié afecti
potencialment o efectivament un gran nombre de situacions, bé en si mateixa o
per transcendir del cas objecte del procés.»

Ja hem dit que el rigor cassacional també empara els drets de la part
contraria, de manera que caldra respectar sempre la prohibici6 d'indefensié,
com el propi acord assenyala.

3.6. La cassaci6 processal catalana

Larticle 2.1dela Llei4/2012 parla d’«infraccié de normes del'ordenament
civil catala» i l'article 4 diu que: «Si en la resolucié del recurs de cassacié
s'estima la infraccié d'una norma processal de I'ordenament civil catal3, el
tribunal Superior de Justicia de Catalunya ha d'ordenar la mesura adequada
per a fer efectiva la dita norma.»

La inclusié d’aspectes processals a la cassacié ja estava en la cassacié
estatal anterior al 2000 i ara, amb supressié del recurs extraordinari per

20 De vegades resulta dificil saber, si no s’ha qiiestionat 'admissié a tramit del motiu per canvi
social o es dedueix del raonament, si 'admissié es va fonamentar en aquesta excepcié.
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infraccié processal, torna a incloure’s a la cassaci6, subjecte també a
l'existéncia d’interés cassacional.

El proposit del legislador catala, aconseguit, és que també les infraccions
processals tinguin la interpretacié del TSJC i no depenguin de la necessitat
d'un cassaci6 substantiva, que limitava, com hem dit, 'accés a TSJCial TS.

N’hi ha més que no pas sembla, de normes processals catalanes. Les
disposicions addicionals 3* a 8* de la Llei 25/2010, del Llibre Segon, en
s6n un exemple, pero altres estan dins dels propis llibres, especialment al
Segon (articles 232-11, 232-12, 233-1, 233-2, 233-3, 233-4, 233-5, 233-6, 233/,
233-9, etc.). Cal no oblidar que les normes sobre presumpcions cauen dins
d’aquesta categoria.

Aixi, la STSJC 42/2019, de 13 de juny, diu en el seu FdD 2n:

«En la misma linea [de l'article 774.4 LEC] el art. 233-4 del CCCat conmina a
los jueces a adoptar las medidas definitivas pertinentes sobre el ejercicio de las
responsabilidades parentales. Su infraccién puede fundar, segun el art. 4 de la
Llei 4/2012 de 5 de marzo, un motivo de casacién.»

Hi ha un altre efecte afegit: la cassaci6 processal catalana (competeéncia
del TSJC) permet al-legar per remissié motius de vulneracié de normes
processals estatals, en la mesura en qué la norma catalana es remet a la
norma estatal. La majoria de normes processals catalanes no inventen
nous procediments (la competéncia legislativa sempre estd al limit de
constitucionalitat)? i es remet, o dona com a marc processal, a la LEC. Aixo
pot plantejar problemes.

La remissié a l'article 806 i segiients del la DA32.2 del Llibre Segon
n’és un exemple. La primera part no afegeix res a la LEC, perque amb la
LEC només s’arriba al mateix: no importa que el régim economic sigui de
participaci6 o de comunitat del CCCat. En la segona part, si que hi afegeix,
perque dona tractament processal de comunitat germanica a la copropietat
romana (art. 232-11.2 CCCat); ¢hi ha infracci6 catalana si no s’aplica l'article
810 LEC (tnic rellevant en recollir la senténcia matrimonial els bens a
dividir)? En el segon suposit la norma catalana haura de ser interpretada
dins la LEC, pero la vulneracié sera directament de la norma catalana.

21 Lantic article 43.1 del Codi de Famfilia n’és un exemple, avui article 232-12.1 CCCat (i
article 437.4.4* LEC), STC 21/2012, de 16 de febrer; o la Llei de cassaci6 gallega 11/1993,
STC 47/2004, de 25 de marg; etc.,
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El problema es pot plantejar si no s’invoca en les instancies la norma
catalana com a tal (cf. ATS]JC 49/23, de 7 de marg) o si la norma catalana
és equivalent a una de la LEC i ha estat aquesta la invocada. Creiem que
iura novit curia, ila invocacié de vulneracié ha de ser el fet processal lesiu i
no pas el nominalisme legal, perd el consell no pot ser altre que invocar la
vulneracié d'un norma processal catalana sempre que sigui escaient.

El nou article 477.6 LEC és plenament aplicable a una infracci6 de dret
processal catala, de manera que préviament ha d’haver dentincia, recurs,
etc. Mantingut a les dues instancies i, afegim, invocacié especifica de la
norma processal catalana. En definitiva, respon a la prohibicié d’introduccié
d'un thema iuris nou en cassacio.

Les conseqiiéncies de l'estimacié d'un motiu de cassacié processal
(article 4 de la Llei 4/2012) variaran segons la norma infringida.

— Si g’ha desates el principio de peticié de part (v.gr. art. 233-4.2, 232-12,
etc. CCCat) o legitimacié activa (v.gr. arts. 461-23.1, 556-8.D, etc.) CCCat)
o inadequacié de procediment amb indefensié (v.gr. DA 32 Libre I1.2 in
fine) caldra la nul-litat de la decisié afectada pel defecte.

— Si s’ha admes prova extemporaniament o la peticié de prova era
extemporania (v.gr. DA 32.1.b Llibre II), caldra decretar que s’ignori la
prova concreta.

— Litisconsorci necessari (v.gr. art. 235-16 CCCat) caldra la retraccié de
les actuacions; aixi SSTSJC 11/2021, de 10 de febrer (cal nomenar
defensor judicial al menor).

— No aplicar les presumpcions (v.gr. art. 232-3.1, etc. CCCat) fara que el
TSJC hagi de declarar que s’ha produit el fet presumit.

— No haver aplicat una norma sobre carrega de la prova (v.gr. arts.
231-20.4, 522-7.2, etc. CCCat) comportara imputar la manca de prova a
qui en tenia la carrega.

En dictar senténcia per motiu processal cal tenir en compte caldra
examinar primer el motiu processal. Uassumpcié de la instancia per TSJC
o no (el TSJC dicta també senténcia de fons) dependra de la infraccié i de
l'oportunitat de privar o no d’'una instancia a les parts.
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4. Admissibilitat del recurs de cassacié segons el TSJC

Ha estat freqilent una introduccié mes o menys estandard a les
interlocutories d’'inadmissié del TSJC; ara, amb el canvi processal que
veurem, es dictard una provisi6 succintament motivada.

En les interlocutories, a més de les limitacions i especificitat ja
analitzades, es descrivia 'anomenada «técnica cassacional», que es deriva
de la propia esséncia del recurs de cassacié com a recurs extraordinari
nomofilactic.

Aquests s6n els aspectes més destacables:

4.1. Quiestions de dret substantiu referides inicament
a les pretensions materials deduides per les parts

Donada la configuracié mixta de la cassacié catalana, que permet la
invocacié d’'una infraccié processal catalana, aquest motiu d’'inadmissié
opera com expressié de la prohibicié de barrejar motius heterogenis i no
pas com exclusié propiament dita.

El que si és freqiient és la invocacié d’infraccions de lleis processals
comuns (no catalanes) comeses en la tramitacié del procés dins d'un motius
de cassaci6, com unica base o barrejada amb una infraccié substantiva. Em
ambdos casos el motiu és inadmissible.

4.2. Claredat i precisié en la identificacié
de la norma juridica infringida

La inercia dels escrits d’al-legacions en les dues primeres instancies
comporta sovint la manca de precisié necessaria en cassacié; aixi ho descriu
I'ATS]C 147/2022, de 31de octubre:

«TERCERO.~ [...] Asi, en el unico motivo del recurso de casacién por interés
casacional interpuesto se citan como infringides hasta tres normas juridicas, las
dos primeras de la Llei 5/2001 de Fundaciones y la tercera del libro I11 del CCCat,
no siendo posible la aplicacién simultdnea de dos leyes sucesivas en el tiempo.
Por demis, los art. 20.b) y 21.1 de la Llei 5/2001 son preceptos heterogéneos que
debieron fundamentar un motivo de casacién cada uno de ellos y en relacién con
el art. 332-11 del libro III del CCCat cuenta con 8 apartados sin que se exprese
cudl de ellos es el que resultaria infringido.»
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No menys descriptiu és 'ATSJC 160/2022, de 23 de novembre:

«TERCERO.- Ello sentado, el escrito presentado, de 95 folios, adolece de toda
claridad y precisién, tanto sobre los motivos del recurso de casacién ya que se
mencionan y describen motivos en varios pasajes del escrito, como en relacién
con las normas juridicas del ordenamiento juridico cataldn invocadas de las que
se hace una suerte de acopio a partir de la pdgina 35 en adelante.

En el primer y tercer motivo del recurso, se citan como infringidos preceptos
heterogéneos, pues unos se refieren a las causas de interrupcién de la prescripcion,
otros a los requisitos de la interrupcién, otros a los efectos y otros al cémputo de
los plazos de la prescripcién extintiva segun el CCC sin identificar la concreta
controversia que hubiese surgido en la segunda instancia en torno a ellos. En
los mismos motivos se aduce la infraccién de otros dos articulos del CCy del art.
11.2 de laley 2/2007 de Sociedades profesionales y varios articulos de la LOE. Y lo
mismo ocurre en relacién con el motivo segundo en el que se plantean cuestiones
no decididas por la Sala de apelacién.»

Aixd no impedeix citar disposicions legals en relacié a altres, sempre
que aquesta relacié sigui juridicament coherent.

4.3. Claredat i precisié en la descripcié de I'interés cassacional
L’ATSJC 153/2022, de 8 de novembre, diu:

«TERCERO. Inadmisién del recurso de casacién El recurso interpuesto presenta
los defectos de técnica casacional apuntados en el proveido de fecha 10 de octubre
de 2022 no desvirtuados mediante el escrito de alegaciones presentado por la parte
recurrente. En el escrito consta una primera parte donde se dicen infringidos por
la sentencia de apelacién una serie de articulos heterogéneos del CCC aduciendo
que la sentencia va contra jurisprudencia reiterada del TSJC que no cita y que
tiene interés general. Después se expresan en forma continuada los fundamentos
juridicos de la sentencia de apelacién de los que se discrepa, sin encabezamientos,
mezclando cuestiones procesales con sustantivas y cuestionando los hechos, por lo
que el escrito no guarda la forma exigida para esta clase de recurso extraordinario al
no especificar motivo por motivo las normas juridicas que se estiman infringidas y
c6mo, dénde y cudndo habrfan sido vulnerada por la Sala la doctrina legal. No es la
Sala la que debe descubrir el interés casacional que genéricamente se afirma, sino
que este debe ponerse de relieve en forma ordenada para que pueda conocerse si
prima facie se identifica correctamente el mismo. En resumen, el recurso se articula
enrealidad a modo de tercera instancia pretendiendo una revisién integra del litigio,
tanto desde el punto de vista fictico como juridico, lo que resulta impropio —como
antes se ha expuesto— de este recurso de cardcter extraordinario.»
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No hi ha res a objectar a I'exigéncia de la precisié i claredat que mancava
al recurs inadmes, pero el problema practic és, de vegades, que l'exigéncia
dexpressar l'interés cassacional sembla implicar que ha de comportar un
plus que la vulneracié d'un determinada jurisprudéncia, como si l'interes
cassacional requeris que l'eventual senténcia hagués d’afegir una nova
precisi6 a la jurisprudéncia ja establerta. Vegeu el punt 4.10 infra.

Aquesta idea és correcta, al nostre parer, quan no hi ha jurisprudeéncia,
doncs s’ha d’explicar molt bé quina és la que cal establir, perd no pas si el
cas recorregut és substancialment igual que els invocats.

Aqui és util la invocacié de la lletra b) de l'article 3 de la Llei 4/2012
de forma subsidiaria a la lletra a). Moltes vegades s’ha establert una
jurisprudéncia ferma sobre un concepte aplicable a molts suposits,
perd un suposit especific i peculiar poc considerar-se o no cobert per la
jurisprudeéncia. STSJC 11/2023, de 16 de febrer: anomenar una custodia
monoparental com a «compartida» en una modificacié, sense cap canvi del
repartiment d’estades i relacions paterno-filials, no és un canvi substancial
als efectes de canviar l'atribucié d’'us de I'habitatge.

Sobre I'interés cassacional també és interessant assenyalar que presenta
uns aspecte propi en el cas dels conceptes juridics indeterminats; diu
I'’ATSJC 100/2022, de 11 de juliol:

«Tratidndose de normas legales abiertas y de conceptos juridicos indeterminados
no es posible fijar un interés casacional que abarque todos los posibles supuestos
que en la préctica se producen, porque a lo que se debe atender es al interés del
concreto o concretos menores de que se trate y en funcién de sus particulares
circunstancias, variables en cada supuesto. En el mismo sentido ATS, Sala1de 19
de mayo de 2021, con cita de la doctrina del TS en la cual se establece que: “Cuando
se trata, pues, de valorar el interés del menor, tiene sentado la sala (sentencia
de 23 de julio de 2018, sobre guarda y custodia compartida, pero extrapolable a
cualquier medida personal que afecte a menores) que el recurso de casacién no
puede convertirse en una tercera instancia, a pesar de las caracteristicas especiales
del procedimiento de familia. El tinico limite de la revisién es que el citado
interés no se haya respetado o que su proteccién sea sélo aparente, puramente
formalista o estereotipada.”»

4.4. Assumpci6 del fets provats de la senténcia recorreguda

Ja hem parlat de l'exigéncia de partir dels fets provats de la senténcia de
segona instancia i les conseqiiéncies que se’n derivaven.
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Cal afegir que ara, en no ser condicié d'admissié del motiu processal
derror (pales) en la valoracié de prova, es podra, creiem, articular el motiu
substantiu condicionat al processal, perd no barrejar en un mateix motiu
aspectes de valoracié amb aspectes substantius, que seria causa de manca
de claredat i, per tant, d'inadmissié. Pero, aquesta barreja, prohibida a
les parts en cassacid, és malauradament molt freqiient en les senténcies
objecte de la cassacié. Aixo fa que els fets provats no siguin sempre clars. La
redaccié de las regles segona i tercera de 'article 209 LEC no contribueix a
la claredat necessaria de les sentencies quant als fets provats per a articular
degudament el recurs de cassaci.

Un altre aspecte a destacar és 'assumpcio total o parcial (en la mesura
en qué no siguin discrepants) dels fonaments de dret de la senténcia de
primera instancia, on també hi haura fets provats. Si les dues senténcies
fan barreja de fets, dret i raons de prova, la confusié s’eleva al quadrat.

4.5. La ratio decidendi de la senténcia recorreguda

En funcié de la claredat de la ratio decidendi de la senténcia d’instancia,
serd més o menys dificil articular el recurs de cassacié.

La ratio decidendi sera sempre la ra6 juridica que el tribunal aplica sobre
els fets provats; ambdues coses aniran conjuntament: ¢per qué estima o
desestima una pretensié? La capacitat sintética que tot jurista ha de tenir
opera en aquest terreny. El nucli decisori ha de ser 'objecte de I'atac per
part del motiu cassacional.

Un dels molts exemples de rebuig d'un motiu és 'ATS]JC 138/2022, de
20 doctubre:

«CUARTO.- 2. ... el recurrente ignora la verdadera ratio decidendi de la sentencia
recurrida que —para evitar cualquier interpretaciéon errénea se ha transcrito ut
supra— se funda en que el tribunal consideré que la percepcién de la pensién de
jubilacién, nunca le habia impedido al recurrente obtener ingresos complementarios
con los que hacer frente a la prestacién compensatoria desde el momento en
que esta se impuso en la sentencia de divorcio y que, si no lo habia hecho, era
porque no habia querido, de manera que se llega a la conclusién que su situacién
econdmica, entendida en términos de su capacidad efectiva de generar ingresos
suficientes, no ha empeorado en absoluto.»

Pero hem de tenir en compta que hi ha rationes decidendi implicites en les
sentencies; sempre que hagi hagut debat en la instancia sobre el thema iuris
o hagi estat introduit de oficio a la senténcia de segona instancia, creiem que
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es compleix amb el requisit d’atacar-les amb un motiu de cassacié. Pensem
en una caducitat introduida en la senténcia d’apel-laci6; o en l'aplicacié,
sense més explicacié (al marge de combatre la infraccié processal) d'una
norma substantiva estatal contra la norma de conflicte procedent;?? o partir
de l'eficacia d‘un contracte que ha estat discutida; etc. La ratio decidendi pot
ser un seguit que raons concatenades.

4.6. Efecte util del recurs i els pronunciaments atacats

Sija és mala praxis en els escrits de les dues instancies que les peticions
es facin per referéncia al ja dit, el la cassaci6 sera motiu d'inadmissié que
no es concreti quines conseqiiéncies ha de tenir el recurs en relacié als
pronunciaments de la senténcies de segona instancia, integrada, si és el
cas, amb els pronunciaments confirmats en la segona instancia. I aixo es
requereix per tal de constatar que, atesa la ratio decidendi de la senténcia, els
motius, si sén estimats, comportaria un efecte real en la modificacié dels
seus pronunciaments.

4.7. Gravamen per a recérrer en cassacio

Vinculat a la idea de efecte util, cal tenir gravamen per recérrer. Diu
I'ATSJC de 14 de setembre de 2015, rec. 84/2015, FdD sise:

«En segundo lugar, por cuanto la recurrente en lo que se refiere a la accién principal
de retracto entablada (la casaci6n se dirige contra el pronunciamiento de la accién de
retracto y no contra la reconvencién en la que ninguna de las sentencias entr¢)
carece de todo gravamen para recurrir puesto que tanto la sentencia de primera
instancia como la de segunda instancia rechazan que asista a la actora tal derecho
absolviendo de la demanda tanto a la recurrente como al adquirente de la finca.
Déndose el recurso contra el fallo y no contra los razonamientos juridicos, resulta
completamente indiferente a estos efectos que existiesen otros motivos juridicos para
rechazar también la demanda principal, no acogidos por la sentencia, cuando ninguno
de sus razonamientos le puede reparar perjuicio ( art. 448,1 Lecy STS de 20-3-2012) y
cuando, en el eventual caso de que hubiese sido acogido un recurso extraordinario de
la otra parte, el tribunal hubiese tenido que entrar en ellos como tribunal de instancia
sin necesidad, por tanto, de tener que ser articulado un nuevo recurso.»

22 Que podra ser norma d’origen estatal o supranacional, fins i tot en conflictes interterritorials
(arts. 94.4,94.7,107.2 CC, etc.)
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4.8. Plantejament de qliestions juridiques
noves i gravamen eventual en apeHacié

Igualment que al recurs d’apel-laci6, no es poden introduir qiiestions
noves, ja que el recursos queden limitats (tret de qliestions que es puguin
introduir d'ofici) al camp juridic establert en primera instancia. El problema
és sempre definir un thema iuris. Caldra adoptar (nio sempre es fa) una
visié no nominalista. Encara que els motius del recurs de cassacié siguin
per vulneraci6é d'un precepte segons la seva interpretacié jurisprudencial,
la cita d’'un precepte, si s’ha debatut el concepte legal, no hauria de ser
imprescindible segons el principi iura novit curia. Ja ho hem dit a proposit
de la cassaci6 processal catalana.”

La causa de qilestions noves esta molt relacionada amb el gravamen
per apel-lar. Cal tenir molt en compte la necessitat d’haver impugnat la
senténcia de primera instancia juntament amb l'oposicié a I'apel-lacié
contraria, per mantenir una tesis mantinguda en primera instancia i
rebutjada alli, pero que pot ressorgir en la segona instancia (per exemple,
la prescripcid). Aixi, 'TATSJC de 22 de desembre de 2016, rec. 145/2016, en
el FdD segon diu:

«2.— Como regla en el recurso de casacién solamente lo que es planteado fictica
y juridicamente, en el juicio de que se trate, es lo que corresponde decidir, puesto
que las cuestiones que no se discutieron ni se intentaron probar en la alzada son
cuestiones nuevas, no susceptibles de ser debatidas en este recurso extraordinario
como es el de casacioén. [...]

No pueden plantearse en casacién cuestiones nuevas, declardndose por esta Sala
—SSTSJC 34/2005, de 3 de octubre, 41/2008, de 11 de diciembre y 46/2009, de 23
de noviembre—, que es una cuestién nueva aquella que no fueron debatidas ni
propuestas en primera instancia como las que si lo fueron pero no integraron el
objeto del debate en apelacién, de manera que si son planteadas sorpresivamente
en la casacién, han de rechazarse al ser introducidas “ex novo” y “per saltum”,
pues lo contrario serfa la efectiva indefensién a la contraparte que encuentra su
amparo en el art. 24 CE.

3.- El segundo interrogante que nos formulamos es que si bien al inicio de la
litis fue planteada la cuestién de la prescripcién de la accién por la demandada,
siendo rechazada por la de sentencia de instancia y entrando en el fondo de la
cuestién es desestimada la pretensién por cuestiones de fondo. Por ello, recurrida
la sentencia por la actora (S. Aducci), la demandada y recurrente (Emilio ) no alega

23 Punt 3.5 supra.
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la prescripcién y limita el recurso de apelacién a la resolucién de las cuestiones
relativas al error en la valoracién de la prueba.

TERCERO.— Aplicabilidad de la causa de inadmisién de ser una cuestién nueva,
al caso examinado. Producida la contradiccién en los términos anteriormente
afirmados, el ATS 30 /09/2015 (Rec. 1698/2014) resume la posicién de la S. 1*
del TS [...]

Por lo expuesto, procede inadmitir el recurso de casacién interpuesto, puesto que el
motivo, en esencia, se sustenta sobre la aplicacién indebida de la prescripcién de la
accién que desestimada por el Juez de 1* Instancia y apelada dicha resolucién por la
actora alegando error en la valoracién de la prueba, el ahora demandado-recurrente
D. Emilio, se limitd a solicitar la confirmacién de la sentencia sin nada alegar ni
impugnar sobre la excepcién de prescripcién, siendo una cuestién que por tanto
quedé consentida y en casacién —al no haber impugnado la sentencia de apelacién
pues existia un “gravamen eventual”, por una posible revocacién de la sentencia
de instancia, sin examinar la prescripcién que ahora se plantea— no procede
un pronunciamiento sobre dicha cuestién que ha de merecer el tratamiento de
cuestién nueva y, en su consecuencia, no procede ser examinada cuando no fue
apelado su desestimacién por el demandado.»

4.9. Impugnar la interpretacié d'un contracte
sense els requisits especifics jurisprudencials

Sobre la interpretacié dels contractes, el TSJC, seguint el TS, diu:

«CUARTO.- Defectos en la formulacién de los recursos de casacién e inexistencia
de interés casacional.

En nuestra providencia de 3 febrero 2022 pusimos en conocimiento de las partes
que se advertian en los indicados recursos determinados ¢bices para su admision,
de la forma siguiente: “Por lo que se refiere al recurso de casacién, aun en el
caso del interpuesto conforme al régimen de la LEC por razén de la cuantfa del
asunto, el TS viene considerando que carece manifiestamente de fundamento (art.
483.2 4° LEC) aquel motivo mediante el cual se impugne la interpretacién de un
contrato, que, en principio, corresponde el tribunal de instancia cuyo criterio debe
mantenerse en casacién, aunque no sea el tnico posible, cuando el recurrente no
haya justificado suficientemente que la interpretacién sustentada en la sentencia
recurrida sea ilégica, arbitraria, irrazonable o contraria a un precepto legal”.»
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4.10. Resolucié d'altres recursos substancialment
iguals en sentit contrari al pretés en el recurs

Creiem que el TS i el TSJC, seguint-lo, mantindran I'inadmissié6 a la
qual es refereix I'’Acord del TS, de 27 de gener de 2017 (que aclaria l'antic 1
confus article 483.2.4t LEC):

« 3. Causas de inadmisién del recurso de casacién: [...]

3.2. La resolucién de otros recursos sustancialmente iguales en sentido contrario al
pretendido por el recurrente (art. 483.2.4° LEC). El cardcter sobrevenido de la doctrina
jurisprudencial podrd tomarse en consideracién para resolver sobre las costas.»

Cal observar també, que, si les senténcies han estat publicades despres
de la formulacié del recurs, probablement no escaura condemna en les
costes de la inadmissié.

4.11. La manca manifesta de fonament

Varies altres raons, a més d’algunes de les anteriors, caben dins d’aquest
causa d'inadmissid, que no deixa de ser un avancament d’'una futura senténcia
que ja no es dictard. Es una manifestacié de 'economia processal, per evitar
un procediment que, se sap, acabaria amb la desestimacié del recurs.

El grau devidéncia sobre la manca de fonamentacié rau dins la
discrecionalitat de la Sala de cassaci6. Tenint en compte que, tret que
hi hagi vista (excepcional), no hi ha més oportunitat per defensar els
motius de cassacid, el recurrent, per a no quedar en indefensié, només
pot esperar que la resolucié d'inadmissié (desestimacié en senténcia) sigui
suficientment motivada. Ni la provisié (ara) ni la senténcia sén recurribles;
només hi cap incident de nul -litat i empara constitucional.

4.12. Causes d'inadmissio absolutes i relatives

La distinci6 té importancia processal; diu la STSJC 9/2021, de 4 de febrer:
«PRIMERO.— Sobre las posibles causas de inadmisién del recurso de casacién
susceptibles de provocar su desestimacién.

1. El recurso de casacién interpuesto por la representacion procesal de los Sres.
Juan Carlos y Juan Alberto fue admitido a trdmite por un auto de esta Sala de
30 junio 2020.
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En ejercicio de la eventualidad prevista en el parrafo segundo del art. 485 LEC
—“En el escrito de oposicién también se podrdn alegar [por la parte o partes
recurridas] las causas de inadmisibilidad del recurso que se consideren existentes
y que no hayan sido ya rechazadas por el Tribunal”—, la representacién procesal
de la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS y parte recurrida en este Rollo ha
alegado diversas causas de inadmisién del recurso, que, como es sabido, en esta
fase procesal podrian provocar su desestimacién, sin necesidad de entrar en el
fondo, “dado el caricter provisorio de la admisién acordada inicialmente, por
hallarse sujeta a un examen definitivo en la sentencia” (STS 624/2020 de 19 nov.
FD3.10, con cita de otras; en el mismo sentido, entre las m4s recientes, las SSTS
389/2020 de 1 jul., 547/2020 de 20 oct. y 575/2020 de 4 nov.).

En concreto, alega, a) por un lado, la inconcrecién del pronunciamiento que los
recurrentes pretenden de esta Sala para el caso de estimar su recurso; b) por
otro lado, la firmeza del pronunciamiento de la sentencia recurrida relativo a la
estimacién de la demanda reconvencional, que no ha sido objeto de impugnacién;
y, ¢) finalmente, la introduccién en sede casacional de una cuestién nueva, que
no fue planteada oportunamente en la instancia.

2. Conforme a constante jurisprudencia del TS y de esta Sala de casacién autonémica
que es ocioso citar, ninguna afrenta se produciria para el derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva de los recurrentes en el caso de desestimar ahora el
recurso por considerar que no debi6 ser admitido en su dia. Como advierte la
jurisprudencia del TS, esta posibilidad ha sido también considerada por el TC,
para el que “la comprobacién de los presupuestos procesales para la viabilidad de
la acci6én puede volverse a abordar o reconsiderarse en la sentencia, de oficio o a
instancia de parte, dando lugar, en su caso, a un pronunciamiento de inadmisién
por falta de tales presupuestos” (por todas, SSTC 32/2002 de 11 feb.; 204/2005
de 18 jul.; 237/2006 de 17 jul.; 7/2007 de 15 ene.; 28/2011 de 14 mar.; 29/2011 de 14
mar.; 69/2011 de 16 may.; y 200/2012 de 12 nov.) (STS 624/2020 de 19 nov. FD3.11;
en el mismo sentido la STS 575/2020 de 4 nov.).

Por tanto, la desestimacién de un recurso por apreciar que concurren causas de
inadmisién no advertidas en el trimite del art. 483 LEC “no causa indefensién
a la parte recurrente, ni menoscaba su derecho a la tutela judicial efectiva si,
conforme a doctrina consolidada del Tribunal Constitucional, obedece a la pasividad,
desinterés, negligencia, error técnico o impericia de las partes o profesionales que
las representen o defiendan, siendo igualmente doctrina constitucional que el acceso
alos recursos extraordinarios es una cuestién de orden publico procesal sustraida
al poder de disposicién de las partes e incluso del propio 6rgano jurisdiccional”
(STS 36072018 de 15 jun. FDI1).

Es cierto, de todas formas, que el TS ha impuesto ciertas limitaciones al ejercicio
por las partes recurridas de la facultad que les otorga el art. 485 LEC, distinguiendo
entre dos tipos de causas de inadmisién, las absolutas y las relativas.
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En este sentido, en el acuerdo del Pleno no jurisdiccional de 27 enero 2017 (“IV.
ENUMERACION DE LAS CAUSAS DE INADMISION DE LOS RECURSOS.
4. Posibilidad de oposicién a la admisibilidad de los recursos en el escrito de
oposicién”), se dice que: “La exigencia de decisién expresa en la sentencia sobre
las causas de inadmisibilidad del recurso alegadas por el recurrido en su escrito
de oposicién al recurso, con base en lo previsto en el segundo pérrafo del art. 485
LEC, debe entenderse circunscrita a lo que esta sala considera causas de inadmisién
absolutas: no reunir la resolucion de que se trate los requisitos establecidos para ser
recurrible, falta de postulacidn, interposicion de los recursos fuera de plazo, falta de
constitucion del depdsito para recurrir o de la debida subsanacion de tal omisién, falta
de cumplimiento de los presupuestos para recurrir en los casos especiales previstos en el
art. 449 LEC e inexistencia de gravamen para recurrir.[cursiva afegida)

Por el contrario, las denominadas causas relativas de inadmision, referentes a mera
técnica casacional [cursiva afegida), deben entenderse en principio resueltas en el
auto de admisién”. En los acuerdos de esta Sala de casacién autonémica de 22 marzo
2012 y 4 julio 2013 relativos a la Ley 4/2012, de 5 marzo, del recurso de casacién en
materia del derecho civil de Catalufia, no se hace referencia a la eventualidad prevista
en el art. 485.2 LEC, por lo que, en puridad, solo deberfan excluirse estrictamente
las que hayan sido ya rechazadas por el Tribunal en el tramite del art. 483 LEC.

En el presente supuesto ninguna de las causas de inadmisién que alega la
parte recurrida en su oposicién al recurso fue tomada en consideracién en

el incidente del art. 483 LEC, por lo que nada impide ahora su examen.».

Ara, senseal -legacions prévies ala provisié d'inadmissié, és recomanable
fer uis de I'dltim paragraf de l'article 479.2 LEC (que no ha canviat), per tal
d’al-legar causes absolutes d'inadmissi6 del recurs contrari.

Si s’admet a tramit el recurs, caldra articular les causes relatives.

5. Criteris de competéncia del TS)C

5.1. Segons larticle 478.1, paragraf 2n, el criteri de competencia del
TSJC és la invocacié d’'una vulneracié del dret civil catala substantiu en una
senténcia de segona instancia d'una Audiéncia Provincial de Catalunya, o
d’'una norma processal catalana vulnerada en el procediment seguit fins
aquesta sentencia.**

24 Sempre que no hi hagi frau fent forum shopping, contra l'article 11 LOPJ (ATS 19/07/2015,
rec. 1180/2015).
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Altres motius no catalans,” substantius o processals, s’hi acumulen.

També hi sén acumulats els recursos de totes les parts, de manera que el
TSJC és competent per a tot.?

25

26

No necessariament han de ser de dret comd, perqué poden ser d'un altre dret autonomic
aplicable també al cas (cf. STSJC 58/2014, de 12 de setembre, etc.).

Per arribar a aquesta conclusié competencial, el TS ja havia considerat que, amb la DF
16%, el recurs per infraccié processal era un recurs de cassaci6é fundat en els motius de
larticle 469 LEC; ATS de 21 de juny de 2017, rec. 566/2017:

«UNICO.- Fundado el recurso de casacién en la infraccién de normas de derecho cataldn,
concretamente los articulos 233-20.3 y 233-24.2b) del Cédigo Civil de Catalufia, de
conformidad con lo dispuesto en los arts. 73.1 a) LOP] y 478.1y 484.1 LEC en relacién con
el art. 20.1. a) del Estatuto de Autonomia de Catalufia, procede determinar que corresponde
la competencia para conocer del presente recurso de casacién a la Sala de lo Civil y Penal
del Tribunal Superior de Justicia de dicha Comunidad Auténoma. Dicha Sala de lo Civil
y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerd igualmente de conformidad con lo
dispuesto en la regla 1%, del apartado primero de la Disposicién final decimosexta, del
recurso extraordinario por infraccién procesal, pues, obviamente, aunque la competencia
para conocer de este medio de impugnacién corresponde a la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo, esta regla de competencia funcional debe considerarse limitada a los casos
en que se ha interpuesto exclusivamente el recurso procesal, sin embargo cuando se
presentd junto con el de casacién y la competencia para conocer de éste viene atribuida
a la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia, el recurso por infraccién
procesal simultdneamente instado ha de considerarse a esos efectos como de casacién,
que, en el régimen “transitorio” de la Disposicién final 162, permite invocar los motivos
del art. 469 de la LEC, en los supuestos en que resulta competente el Tribunal Superior.
Esta acomodacién de un recurso ya interpuesto, a la denominacién y trdmites de otro,
resulta obligada para permitir la efectividad del sistema provisional de recursos y con
ella se evitan los inconvenientes derivados de la denominacién literal dada por las partes
a su medio de impugnacién, pues paradéjico seria declarar la competencia del Tribunal
Superior tinicamente cuando se interpone recurso de casacién, invocando también a través
del mismo uno o varios motivos del art. 469 LEC, junto con la infraccién de normas de
Derecho civil propio de la Comunidad correspondiente; y, sin embargo, hacer prevalecer
el primer inciso de la mencionada regla 1° de la Disposicién final 162 LEC, supondria la
competencia del Tribunal Supremo para conocer de los dos recursos, cuando la parte
interpone conjuntamente el recurso de casacién, para denunciar la vulneracién de normas
de Derecho civil cataldn —como es el caso—, y el recurso extraordinario procesal, para
referirse a infracciones propias de su dmbito e incardinables en el art. 469.1 LEC. El
precedente criterio interpretativo también permitird solventar otras lagunas y problemas
planteados por el régimen transitorio, como el derivado de la interposicién, por litigantes
distintos, del recurso de casacién, fundado en normas de Derecho foral, y del recurso
extraordinario por infraccién procesal, pues en tal caso no hay previsién en la Disposicién
final 16* LEC que contemple la competencia funcional del Tribunal Superior de Justicia
para conocer del recurso extraordinario de un litigante que no presento el de casacién, de
modo que inicamente una adaptacién “ex post”, considerando los motivos de ese recurso
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L’ATS de 8 de novembre de 2017 (rec. 2083/2015) diu:

«SEGUNDO.- El art. 478 LEC atiende a una circunstancia objetiva a la hora
de atribuir la competencia para el conocimiento y resolucién del recurso de
casacién a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia,
cual es que el recurso se funde exclusivamente o junto a otros motivos en la
infraccién de normas de Derecho civil foral o especial propio de la Comunidad
Auténoma, dato objetivo que junto a las otras dos circunstancias contempladas
en el precepto determinan la competencia de tales érganos, y —como se dijo en
el ATS de 23 de enero de 2008, rec. 738/2005— debe reparase en que [...]Jdicha
atribucién competencial tiene lugar tanto si se invoca exclusivamente norma de
Derecho civil foral o especial como si, junto a ella, se denuncian otras normas
de derecho comtin, matiz de importancia ya que el legislador no pretende privar
a los Tribunales Superiores de Justicia del examen de la denuncia de normas
de Derecho comun sino otorgarles el pleno conocimiento del Derecho foral o
especial; por ello la tinica excepcién viene constituida por el art. 5.4 de la LOPJ en
el que la denuncia de infraccién de precepto constitucional atrae la competencia al
Tribunal Supremo y es que, esta norma, en esencia, estd presidida por el mismo
espiritu: el legislador pretende que las infracciones de norma constitucional solo
sean conocidas por el Tribunal Supremo como quiere que las infracciones de
Derecho foral o especial solo sean examinadas por el Tribunal Superior que tenga
atribuida competencia; en definitiva, a la hora de la distribucién competencial se
ha efectuado un juicio de prevalencia para el conocimiento de los recursos basados
en Derecho foral que sélo cede ante la infraccién de norma constitucional. Lo que
prima en esta distribucién de la competencia, conviene insistir, es atribuir a las
Salas de los Tribunales Superiores el pleno conocimiento de Derecho [Foral] y
por ello el legislador acepta sin reparos que puedan conocer también del Derecho
Comtun cuando se invoca junto a norma de Derecho foral o especial, de igual
forma que el legislador acepta que el Tribunal Supremo conozca de Derecho
foral o especial si existe el dato que prima en esta caso de alegacién de norma
constitucionall...]».

procesal como “de casacién”, a efectos de subsumirlos en la regla 12, inciso ultimo, de
dicha Disposicién final, posibilitard atribuir la competencia al Tribunal Superior para
conocer de un recurso de casacién, que tenga encaje en lo establecido en el art. 478 LEC,
pero cuando concurre con otro diferente recurso por infraccién procesal, interpuesto por
distinto contendiente, pero contra la misma Sentencia de segunda instancia.»
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Que pot passar quan "Gnic motiu catala és inadmes, el vaivé possible es
pot veure en el recurs del TS 462/2018.7

5.2. La competeéncia és un prius de la resolucié sobre 'admissié (article
484.1 LEC); per aix0, si només es planteja el recurs per infraccié processal

27 ATS de 27 de marg de 2019, rec. 462/2018:
«PRIMERO.- La parte recurrente interpone conjuntamente recurso extraordinario por
infraccién procesal y de casacién. El recurso de casacién interpuesto se estructura en
cuatro motivos que siguiendo con la numeracién iniciada en el recurso extraordinario
por infraccién procesal se corresponden con los motivos quinto a octavo. El motivo
quinto es el tnico en que se alega la infraccién por inaplicacién de norma de derecho
civil cataldn, en concreto, el art. 568-12-3-c) del CC de Catalufia que estima aplicable,
pese a no estar en vigor cuando se suscribié la opcién de compra objeto de litigio en el
afio 2000, argumentando que la Disposicién Transitorial8.? de la Ley 572006 de 10 de
mayo establece su aplicacién, ya que el depdsito notarial se verificé el 6 de febrero de
2007 y por tanto ya vigente el citado precepto con preferencia a la legislacién espafiola
comun ( art.1178 CC), conforme indica el art. 111-5 CC de Catalufia. Argumenta que no
existe doctrina jurisprudencial de TSJC acerca de la aplicacién e interpretacién de dicho
precepto por lo que nos hallamos ante el supuesto contemplado en el art. 3-b) de la Ley
4/2012 de 5 de marzo del recurso de casacién en materia de Derecho Civil de Catalufia.
En el resto de motivos se denuncia la infraccién de normas del CC.
El precepto citado en el motivo quinto no ha sido tenido en cuenta por la Audiencia
Provincial en la sentencia recurrida, siendo esta la razén por la que el Tribunal Superior
de Justicia de Catalufia se ha considerado incompetente para conocer de los presentes
recursos. [...]
TERCERO.— A la vista de lo expuesto, la Sala de lo Civil y Penal si apreci6 incoherencia
entre la fundamentacién de la sentencia, que aplicaba normas del CC y la motivacién
del recurso de casacién, basado en la inaplicacién de norma de Derecho Civil cataldn,
debi6 inadmitir el recurso, pero no declarar su incompetencia funcional toda vez que es
el recurrente el que asume los riesgos de una incorrecta articulacién del recurso.
Por tanto, no cabe sino declarar la competencia funcional de la Sala de lo Civil y Penal del
Tribunal Superior de Justicia de Catalufia para conocer del presente recurso de casacién.»
ATS de 26 de febrer de 2020, rec. 462/2018:
«PRIMERO.- [...] iv) La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de
Catalufia, previos los trdmites procedentes, dicté auto el 4 de julio de 2019 acordando
inadmitir el motivo primero del recurso de casacién (quinto de la numeracién del escrito
de interposicién) por constituir una cuestién nueva alegada de forma fraudulenta para
eludir la aplicacién de las normas imperativas sobre competencia.
v) Asimismo, previa la tramitacién procedente, la misma Sala de lo Civil y Penal dicté
auto de 24 de octubre de2019 declarando su falta de competencia para el conocimiento de
los recursos, a excepcién del motivo primero de casacién, por basarse en la infraccién de
normas del Cédigo Civil y, por tanto, corresponder la competencia para su conocimiento
a este Tribunal Supremo, y acordé la remisién de las actuaciones a esta Sala Primera,
con emplazamiento de las partes. Consider6 dicha sala que esta decisién no suponia
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estatal, técnicament és el TS el que ha de resoldre sobre 'admissié. Aquest
és el plantejament de 'ATSJC 139/2022, de 20 d'octubre:

«TERCERO.-[...] Dado que en el presente caso el recurso extraordinario por infraccién
procesal no va acompafiado del correspondiente recurso de casacién fundado en
infraccién de normas del Derecho civil propio de esta Comunidad del que debiera
conocer este Tribunal Superior, la competencia para conocer del de infraccién
procesal tinico interpuesto, es del Tribunal Supremo segin la citada regla 12 del
apartado 1 de la Disposicién Final 162 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; por lo que
aplicando —por analogfa— el art. 484.1 de la misma Ley procesal, procederd acordar
la remisién de las actuaciones a la Sala 12 del Tribunal Supremo y el emplazamiento
de las partes para que comparezcan ante ella en el plazo de diez dias.»

5.3. Larticle 2.3 de la Llei 4/2012 fa referéncia a la vulneracié de precepte
constitucional i I'’Acord STSJC 6/9/2023 diu:

«La infraccié d'un precepte constitucional comporta que la competéncia per al
coneixement de 'assumpte correspon al Tribunal Suprem (article 5.4 de la LOP]J
iarticle 2.3, ultim incfs, de la Llei4/2012).

desconocer lo dispuesto en el art. 483.3 LEC ni declinar la competencia que fue deferida
por el Tribunal Supremo en auto de 27 de marzo de 2019, puesto que la remisién de las
actuaciones lo fue para examinar o no la admisién del primer motivo del recurso de
casacion.

SEGUNDO.- En su auto de 27 de marzo de 2019 esta sala ya declard, en las presentes
actuaciones de recurso extraordinario por infraccién procesal y de casacién, la competencia
funcional de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia para
el conocimiento de dichos recursos. En ese auto se reiteré el criterio fijado en el auto
del Pleno de 11 de noviembre de 2015, rec. 736/2015, aplicado también en el auto de20 de
marzo de 2019, rec. 4030/2016.

Como declaramos en el citado auto de Pleno, la ley acepta sin reparos que los Tribunales
Superiores de Justicia puedan conocer también del Derecho comin cuando se invoque
junto a norma de Derecho foral o especial en un recurso de casacién, y en la distribucién
competencial no divide la competencia funcional para el conocimiento de un mismo
recurso, sino que la atribuye a un tinico érgano. También declaramos entonces que el
examen de la competencia funcional para conocer del recurso de casacién es previo a
cualquier pronunciamiento sobre su admisibilidad.

Asi pues, la decisién de esta sala en su auto de 27 de marzo de 2019 debe ser entendida
como la atribucién de la competencia funcional para el conocimiento de los recursos a
la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia, y no solo como
la remisién de las actuaciones para examinar la admisibilidad o no del motivo basado en
la infraccién de norma del Cédigo Civil de Catalufia.»
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No obstant aixo, pot al-legar-se davant del Tribunal Superior la infraccié d'un
precepte constitucional o de la doctrina del Tribunal Constitucional en relaci6
amb el dret civil de Catalunya, en els casos i amb els requisits que estableix la
Llei 4/2012, quan aquesta menci6 sigui merament instrumental o tingui caracter
accessori del tema nuclear regit per I'ordenament civil de Catalunya (article 2.3
de la Llei 4/2012 i ITS de 13 de desembre de 2011).»%

El citat ATS de 13 de desembre de 2011 (en la linia de 'ATS de 23 de

gener de 2008, rec. 738/2005) diu:

«2....] ... esta Sala ha venido rechazando la competencia de aquellos asuntos en
los que, junto a la invocacién —exclusiva o junto a otras disposiciones de Derecho
comun— de normas de Derecho Foral o especial la parte recurrente invocaba la
vulneracién del art. 24 de la Constitucién con absoluta carencia de fundamento,
ahora bien se trata de supuestos extraordinariamente puntuales en los que, sin
necesidad de un examen de la cuestién de fondo —y ello es importante— se
advierte que la cita del precepto es puramente circunstancial, por entender que
con ello se contradice el claro designio del legislador de que la infraccién de
Derecho Foral o especial sea examinada por el Tribunal Superior de Justicia que
corresponda, intencién que se sitiia en una voluntad evidente de reforzar la labor
de los Tribunales Superiores de Justicia dentro de la evolucién del desarrollo de
un Estado autonémico.»*

5.4. Un suposit especial, perd no extraordinari, és el de les senténcies

de dret civil catalad d’audiéncies provincials no catalanes. Si manca l'altre
requisit de ser una senténcia d'una audiéncia catalana, perque el plet ha
estat competéncia d'un jutjat de fora de Catalunya que ha aplicat dret
civil catald segons la norma de conflicte de lleis, la competéncia per a la
cassaci6 sera del TS (o del TS] corresponent): ATS] Aragé 33/2020, de 4 de
novembre; STS 78/2004, de 12 de febrer, etc. Aquesta ultima senténcia diu:

28

29

El mateix es pot dir de la vulneracié de la Carta de Drets Fonamentals de la U. E.
(interpretada pel Tribunal de Justicia de la U.E.) o del Conveni Europeu de Drets Humans
(interpretat pel TEDH); normalment també incidiran en un dret contemplat a la C.E.,
que cal interpretar en el mateix sentit.

Cal assenyalar que, malgrat haver plantejat la inconstitucionalitat de I'article 234.1.a) & b)
CCCati proposat el plantejament d’un qiiestié d’inconstitucionalitat en base ala STC 93/213,
de 23 d’abril sobre la Llei navarresa 6/2000, de 3 de juliol, 'ATS de 31 de maig de 2017 (rec.
3265/2016) el TS va declarar la competeéncia del TSJC, que no el va admetre en considerar
que, atesa una anterior nul-litat parcial de la senténcia d’instancia en virtut d'un anterior
recurs de cassacid, el tema no podia ser plantejat, perqueé afectava a cosa jutjada.
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«PRIMERQO. [...]Pese al indiscutible contenido de Derecho Foral del litigio, este
Tribunal asumié su competencia en contenido de su Auto de 9 de febrero de
1999, en cuyos FE.J]. se razonaba: “1.— El art. 73.1a) LOPJ supedita la competencia
de las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia para
conocer del recurso de casacién fundado en infraccién de normas de Derecho
Civil Foral o Especial al requisito de que la resolucién recurrida se haya dictado
por érganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Auténoma
cuyo Derecho Civil Foral o Especial se considere infringido. 2.— En consecuencia,
procede considerar competente a esta Sala para conocer del presente recurso de
casacién, ya que se funda en infraccién de normas de Derecho Civil Foral Navarro,
pero la sentencia recurrida no ha sido dictada por un érgano jurisdiccional de la
Comunidad Auténoma de Navarra sino por la Seccién Segunda de la Audiencia
Provincial de Guiptizcoa, manteniéndose por tanto el criterio seguido por esta
Sala al abordar la misma cuestién en Auto de 21-3-95”.»

5.5. Hem de recordar que la competeéncia primaria per al recurs de
cassacié és del TS, de manera que si no hi ha vulneracié del dret civil
substantiu o processal catala, la competeéncia per a la infraccié substantiva
o processal sera del TS (ATS de 8 de febrer de 2023, rec. 6158/2020; etc.).

6. Altres aspectes processals del recurs de cassaci6

La reforma de la cassaci6 i la supressi6 del recurs extraordinari per
infracci6 processal operada pels R. Decrets-Lleis 5/2023 i 6/2023 suposa un
canvi profund en el procediments del recurs de cassacié. Els aspectes més
significatius sén els segiients.

6.1. Res no es diu del recurs de cassacié contra la nova senténcia de

I'’AP després de la remissi6 pel tribunal de cassaci6 (art. 487.1). Cal entendre
que els motius processals o substantius que no es van al-legar o es podien
al-legar o, al-legats, s’han resolt en I’anterior recurs de cassacié ja no poden
plantejar-se; només, al-legats abans i no resolts o per aspectes nous de la
nova senténcia. Entre aquests estaria que, amb una valoracié de la prova
imposada pel tribunal de cassacid, es vulnerés el dret substantiu. En aquest
cas, que el tribunal de cassaci6 no hagués assumit la instancia (contra el art.
487.1), també seria contrari a leficiéncia processal.

6.2. E1 LA]J de I'AP decideix 'admissi6 si hi cap recurs, si s"ha recorregut
dins de termini i, ara, si consta la dentincia, recurs, o intent desmena en
primera i/o segona instancia per als motius de cassacié processal. No
s'esmenten els diposits per a recérrer ni els requisits especials de I'article
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449. Si considera procedent la inadmissi6, caldra resolucié de la Sala
d'instancia.

6.3. Es preveu la preferéncia per als procediments «testimoni» (article
479.3 LEC. Res més no es diu en seu de cassacié; el R. D-L 6/2023 I'ha
regulat a primera instancia introduint 'article 438 bis LEC.

6.4. El nou article 481.1 recull els requisits formals de lescrit
d'interposici6 i l'article 481.8 ha estat emprat mitjancant I'’Acord del TS de
8/9/2023 per a regular els aspectes extrinsecs dels escrits d’interposicié6 i
contestacio, i fins i tot per exigir una caratula especifica amb el resum del
recurs. Lequivalent ha estat fet per '’Acord del TSJC de 6/9/2023, on els
requisits es fan en forma de recomanacions i no hi ha caratula, encara que
el TSJC també ha comencat a exigir-la. Acord de 6/9/2023 diu:

«Larticle 481 de la LEC disposa, entre altres requisits, que el recurs ha d'expressar
amb la claredat necessaria l'existéncia de I'interés cassacional invocat.

A aquest efecte, el punt 8 de I'article 481 autoritza la Sala de Govern del Tribunal
Suprem a acotar l'extensié maxima i altres condicions extrinseques dels escrits
d'interposicié i d'oposicié dels recursos de cassacio.

Encara que la LEC no estén aquesta facultat a les sales de Govern dels tribunals
superiors situats en comunitats autonomes amb dret civil propi, com és el cas
de Catalunya, la Sala de Govern del TSJC i el Consell de ’Advocacia catalana van
subscriure en data 13-1-2021 una guia de bones practiques en queé es va disposar que:

a) Lextensid del recurs de cassacid seria la minima imprescindible per descriure linterés
cassacional del cas (sense que sigui necessari fer un relat d'antecedents del procediment).

b) No hauria de sobrepassar, excepte casos excepcionals, els 25 folis; 30 en cas que el
recurs de cassacié comprengui també infraccions processals.

¢) La contestacid al recurs no hauria d'excedir extensié prevista per al recurs.

d) Caracteristiques dels textos: per al text cal cardcters d’'un tipus usual (com Times
New Roman, Courier o Arial) i amb una mida d'almenys 12 punts en el text Times
(0 equivalents en els altres formats) i de 10 punts en les notes a peu de pagina, amb
un interlineat d’entre 1,151 1,5 i uns marges horitzontals i verticals (marges superior,
inferior, esquerre i dret de la pagina) de 2,5 cm com a minim.

En aquest sentit, la Sala Civil i Penal recomana seguir aquests criteris i
pot considerar que a l'escrit li falta la claredat i precisié necessaries si el

recurs s’aparta injustificadament d’aquests.»

6.5. No caldra copia certificada de la senténcia impugnada quan la
copia tingui firma electronica o codi de verificacié (article 481.6 LEC).
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6.6. Comparegudes les parts davant de la Sala de Cassacié, el seu LAJ ha
de tornar a examinar els mateixos requisits que el de 'AP, més els diposits
per a recérrer i els especials de l'article 449. Pot inadmetre per decret, la
qual cosa és contradictoria amb la capacitat del LAJ de I'AP.

6.7. Ladmissié és competencia de la Secci6 dAdmissié de la Sala
Primera del TS o de la Sala del Civil i Penal del TSJ. La inadmissié es
fara per «provisié succintament motivada» i 'admissié per interlocutoria
amb expressié de les raons per pronunciar-se sobre la qiiestions del
recurs. Les conseqiiéncies sén greus, fins i tot per a plantejar qiiestié
d'inconstitucionalitat sobre la forma de provisié. Ens remetem al dit sobre
la necessaria i suficient motivaci6 ara de les interlocutories d’'inadmissi6.>
Quant a la interlocutdria, també planteja el problema de prejutjar el propi
contingut de la senténcia i, creiem, es convertira en férmula destil dir en
la interlocutoria que no prejutja. També és previsible que la inadmissié
parcial s'incloura també a la interlocutoria.

6.8. Com es manté la possibilitat del contrari doposar-se a 'admissié
en l'escrit de compareixenga davant del tribunal de cassaci6, la igualtat
d’armes es trenca. Perque no sigui aixi, cal interpretar que el contrari només
pot al-legar causes que els LAJ poden apreciar i que el LAJ de la Sala de
cassaci6 ha de donar tramit d’al-legacions al recurrent abans d’inadmetre
el recurs. En qualsevol cas, el decret d'inadmissié no esta exempt de recurs
(nou art. 483.1), en contrast amb la provisi6 o la interlocutoria de la Sala
(nou art. 483.4).

6.9. En la vista la sala pot indicar el temps maxim d’intervenci6 i
assenyalar les qilestions d’especial interes.

6.10. Si hi ha jurisprudéncia, la resolucié pot ser per interlocutoria, que

cassa la senténcia d’apel-lacié i remet les actuacions a la instancia per tal
que resolgui novament segons aquesta jurisprudéncia; imita aix{ el sistema
frances, encara que aquest remet el cas a un tribunal de segona instancia
diferent.

6.11. La reposicié6 d’actuacions també pot ser per altres infraccions
processals o substantives, de manera que la llei aposta perque la Sala de
cassacié no assumeixi la instancia.

30 Vegeu punt 4.11.
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6.12. El régim transitori és interessant (DT 10* del R D-L 5/2023). La
norma general és que la nova cassacié s'aplica a les resolucions dictades
posteriorment a la seva entrada en vigor (29/7/2023), amb excepcions:

6.12.1. La inadmissié de l'antic recurs de cassacié i per infraccié
processal serd per provisié succintament motivada, prévia audiéncia de
les parts; contradictdoriament, aquesta audiéncia no es preveu a la nova
regulacio.

6.12.2. Els antics recursos podran ser resolts per interlocutoria, si hi ha
jurisprudéncia vulnerada. Pel que fa al recurs d’infraccié processal, caldra
entendre que es tracta de doctrina consolidada del TS.

6.12.3. Larticle 450.1 LEC introdueix l'excepcié de disponibilitat de
l'objecte del plet després de l'assenyalament de deliberacié, votacié i
resoluci6 del recurs de cassacid, seguint I’Acord no jurisdiccional de la Sala
Primera del TS de 18/12/2019.

6.12.4. Cal recordar, per tltim, que el termini per a recérrer en cassacié
es torna a comptar complert a partir del dia segiient al de notificacié de
la interlocutoria que fa o rebutja l'aclariment, esmena i rectificacié de la
senténcia. Aixi 'ATS (Ple) de 4 d'octubre de 2011 (rec. 121/2011) diu:

«La cuestién que debe ser objeto de examen es si pedida una aclaracién, rectificacién
o complemento de sentencia o auto, el plazo para interponer recurso contra la
misma que haya transcurrido hasta la peticién se ha de entender definitivamente
perdido o se computa nuevamente todo el plazo desde la notificacién del auto
o decreto que recaiga.

Pues bien, en el presente caso la cuestién ha de resolverse a favor de entender
que el plazo debe empezar a computar de nuevo desde la notificacién del auto
o decreto que acuerde o deniegue la aclaracién o rectificacién, de conformidad
con la doctrina mantenida por el Tribunal Constitucional, recogida en la STC
90/2010, de 15 de noviembre, al tenerse en cuenta que las resoluciones aclarada
y aclaratoria se integran formando una unidad l6gico-juridica que no puede ser
impugnada sino en su conjunto a través de los recursos que pudieran interponerse
contra la resolucién aclarada, por lo que “se ha entendido tradicionalmente que
en la determinacién del dies a quo para el cémputo del plazo de un recurso contra
una resolucién que ha sido objeto de aclaracién se debe tomar necesariamente en
consideracién la fecha de la notificacién aclaratoria”, 1o que se compadece con el
tenor literal de los arts. 448.2 de la LEC y el art. 267.9 de la LOPJ, habiendo sido
éste tltimo objeto de reforma mediante Ley Orgdnica 1/2009, de 3 de noviembre,
en la que se mantiene el criterio de iniciar el cémputo del plazo para el recurso
desde la notificacién del auto o decreto que acuerde o deniegue la aclaracién,
rectificacién o complemento.»
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1. Introduccion

El Libro I del Cédigo Civil de Catalufia, aprobado por Ley 29/2002 de
30 de diciembre, que entré en vigor el dia 1 de enero de 2004, en su Titulo
II, ademds de reconocer el papel de la jurisprudencia en la aplicacién
e interpretacién del derecho civil cataldn, otorgindose formalmente la
categorfa de jurisprudencia al cuerpo doctrinal de las decisiones que
pronuncia el Tribunal Superior de Justicia (art.112-2° CCCat),! introdujo
una regulacién completa de la institucién de la prescripcién extintiva lo
que supuso un gran cambio, pues si bien tal institucién ya venia regulada
en el articulo 344 de la Compilacién del Derecho Civil de Catalufia, ésta se
remitia, pricticamente en su totalidad, al Cédigo Civil Espafiol.

Es sabido que histéricamente el derecho catalin siempre ha regulado la
prescripcién, desde que el «Usatge Omnes Causae» (Constitucions i altres
drets de Catalunya, Libro VII, Titulo II, Constitucién 2.2, Volumen I) y el
Capitulo XLIV del «Recognoverunt proceres», modificaron las normas de
Derecho Romano y Candnico aplicables. Pero el derogado art. 344 de la
Compilacién del Derecho Civil de Catalufia trataba la prescripcién de forma
incompleta y deficiente con una remisién expresa al Cédigo Civil espafiol
y es por este motivo que el legislador cataldn se propone, tal como afirma
en el predmbulo de la Ley 29/2002, regular esta institucién «de manera mds
moderna y dindmica que el Cédigo Civil espafiol, anclado todavia en concepciones
romanistas y ochocentistas, y en el que se confunden a menudo prescripcién y
caducidad, y no es clara la frontera entre aquélla y la usucapion o prescripcion
adquisitiva.

Siendo asi,—explicala Dra. Juprru Sort REsina—lo que dice el predmbulo:

1  «Els terminis de la prescipcié extintiva en el dret d’obligacions a Catalunya: una quiestié
polémica.» M?® EUGENIA ALEGRET BURGUES. 24.01.212
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«En esta regulacién la prescripcién se predica de las pretensiones, entendidas
como derechos a reclamar a otra persona una accién o una omision, y se refiere
siempre a derechos disponibles. La prescripcién extingue las pretensiones, tanto
si se ejercen en forma de accién como de excepcién. La caducidad, en cambio, se
aplica a los poderes de configuracién juridica, entendidos como facultades que la
persona titular puede ejercitar para alterar la realidad juridica, que nacen con una
duracién predeterminada y que no necesitan la actuacién de otros. La caducidad
imposibilita el ejercicio y se puede producir tanto en los casos de relaciones juridicas
indisponibles como en los de relaciones juridicas disponibles. En este tltimo caso,
la caducidad presenta unas semejanzas con la prescripcién que aconsejan aplicar
algunas de sus normas».

2. Ambito de aplicacién de la prescripcién catalana

La primera cuestién que se plantea en el seno de la doctrina es la relativa
a: si la aplicacién de la nueva normativa catalana sobre prescripcién era
aplicable tinicamente a materia regulada en derecho civil cataldn o, por el
contrario, también a aquellas materias que no lo fueran.

En dicho debate doctrinal, destaco los trabajos de dos Magistrados del
TSJC que se plantearon esta cuestiéon: M® EUGENIA ALEGRET BURGUES? y
Juan MANUEL ABRIL CAMPOY.?

Bajo la vigencia de la CDCC, y antes de la promulgacién del Libro I
CCCat., el TS era vacilante en cuanto a la aplicacién del plazo de prescripcién
cataldn de 30 afios del art. 344 CDCC en materias que no estaban reguladas
en derecho cataldn. En cuanto a las Audiencias Catalanas el debate judicial
se centraba en la aplicacién del plazo general de 30 afios frente al de 15 que
preveia, en cuanto plazo general, aunque sélo para las acciones personales,
el CC (art. 1964 CC), —antes de su modificacién por Ley 42/2015 de 5 de
octubre—.

Por lo que respecta al TSJC, la S nim. 1/2007 de 12 de febrero de 2007
(ECLI: ES: TSJCAT:2007:462) entre otros aspectos relevantes, y por lo que
ahora interesa, dijo:

2 Ibid.

3 «La prescripcién en el derecho civil de Catalufa: ¢es aplicable la normativa catalana
solamente cuando existe regulacién propia de la pretensiéon que prescribe?». JM ABRIL
Cawmproy. Indret. Abril 2011.
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«Tras la entrada en vigor la Compilacién de Derecho Civil de Catalufia de 1960,
la norma de prescripcién de los treinta afios para todas las acciones (personales o
reales) que no tuvieran sefialado plazo especial fue recogida en el art. 344 CDCC,
con una férmula que en su vocacién generalista no difiere mucho de la sentada en
el art. 1.930.2 C.C ., y que, sin embargo, como se ha denunciado por la doctrina y
también el Predmbulo de la Llei 29/2002, comenzé a caer en desuso rapidamente
en la jurisprudencia catalana sin ninguna justificacién legal en beneficio de la
regulacién del Cédigo Civil comuin».

Tras la promulgacién del Libro I CCCat, la postura de las Audiencias
Provinciales oscilaba entre aquellas Secciones que acogian el criterio segiin
el cual la prescripcién tan solo resultaba aplicable respecto de las normas
catalanas; aquellas que, por el contrario, apostaban con claridad por la
aplicacién de la prescripcién contemplada en el libro primero del CCCat, y
aquellas otras que, tras una primera doctrina negativa, habian abandonado
aquella posicién para apostar en pos de la aplicacién de la regulacién del
derecho cataldn.* Otro grupo de sentencias de las Audiencias Provinciales
mantenfan una clara respuesta negativa a la aplicacién de la regulacién
catalana de la prescripcién en aquellos supuestos de conflicto entre
ordenamientos juridicos del mismo Estado en los que deviene aplicable,
por mor de la norma de conflicto (art. 16.1 CC), la normativa catalana.

El argumento utilizado, y que se extenderfa en cuanto «ratio decidendi»
a otras resoluciones de Secciones distintas de la Audiencia de Barcelona,
era que el plazo de prescripcién de 30 afios que se contenia en el art. 344
CDCC solo resultaba aplicable a las instituciones juridicas reguladas por
el derecho cataldn. La STSJC de 16 de junio de 1997 habia sostenido la
posible incompatibilidad del art. 1964 CC con los principios generales del
ordenamiento juridico cataldn.

El TSJC ha tenido ocasién de pronunciarse en relacién con la
prescripcién contemplada en el art. 344 CDCC® y, posteriormente, acerca de
la nueva disciplina de la institucién prevista en el CCCat, asi como sobre el
cémputo del plazo de prescripcién extintiva, y mds concretamente, con la
determinacién del «dies a quo».

4 Ibid.

Art 344 CDCC Prescripcidén extintiva: «Para la prescripcién extintiva regirdn los plazos
especiales establecidos en esta Compilacién y en lo no previsto en ella, los especiales que
determina el Cédigo civil. / Las acciones y derechos, sean personales, o reales, que no tengan
sefialado plazo especial, y las servidumbres, prescribirdn a los treinta afios, salvo las acciones
y derechos reales sobre bienes muebles, que prescribirdn a los seis afios.»
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En las SSTSJC ndm. 26/1995 de 2 de octubre de1995 (R] 1995\8180) y n°
10/1996 de 11de marzo de 1996 (R] 1996\6252), el TS]C analiza la viabilidad
de la prescripcién extintiva de un titulo nobiliario y establece que el plazo
treintenario de prescripcién es el aplicable y de otro lado, se sefiala que el
inicio del cémputo de la prescripcién extintiva comienza desde que se estd
amparado por la obtencién de le rehabilitacién.

No obstante, debe indicarse que, en ambos supuestos, se admitia que el
derecho catalin regulaba también el titulo sucesorio y asi, se dice en la S.
num. 26/1995 de 2 de octubre de1995 (R] 1995\8180):

«en el caso no se suscita conflicto si debe aplicarse el derecho sustantivo aragonés
(Fuero de Huesca), o el cataldn (“Usatge Omnes Causae”), pues, como ya se dijo,
las partes y las sentencias son contestes en que debe serlo el segundo, aparte de
que la exigencia de un dfa mds en el plazo, que exige el primero (treinta afios y
un dfa) respecto del segundo (treinta afios) es aqui irrelevante. No hay duda por
lo tanto que cabe la prescripcién adquisitiva —de treinta afios— y asimismo la
extintiva, por igual periodo de tiempo».

Tampoco la STSJC 11 de marzo de 1996 (R] 1996\6252) dudaba de la
aplicacién del derecho cataldn para la determinacién del mejor derecho al
titulo de Conde de Servia, y sobre el inicio del plazo de prescripcién extintiva,
dice:

«El problema que se plantea por la parte recurrente no presenta dificultad para
su resolucién porque una cuestién pricticamente idéntica ya fue decidida por la
Sentencia de esta Sala de 2 octubre 1995, en la que se declara que sélo cabe hablar
de comienzo de la prescripcién extintiva para el que pretende el mejor derecho al
titulo nobiliario desde que otro, amparado en la obtencién de la rehabilitacién se
halle investido de la condicién de titular del uso y disfrute, y como consecuencia
lo pueda ostentar pablicamente. (...). Este Tribunal estd conforme con la tesis de
la parte recurrente consistente en que el dia inicial del cémputo lo determina la
perturbacién del derecho, pero discrepa de la misma en que, a efectos de prescripcidn,
la perturbacién no se produce con la solicitud de apertura del expediente administrativo
de rehabilitacién, ni con su anuncio en el periédico oficial, sino que tiene lugar
con la obtencién de la rehabilitacién por otra persona, concurriendo los requisitos
para poseer y usar el titulo, la cual se concede sin perjuicio del mejor derecho
genealdgico, cuya determinacién corresponde en todo caso a la jurisdiccién civil,
de conformidad con el art. 10 del RD 27 mayo 1912 {(...)».

En cambio, una buena ocasién para pronunciarse sobre la viabilidad del
plazo de 30 afios del art. 344 CDCC se planteaba en la STSJC nam. 16/1995
de 29 de mayo de1995 (R] 1995\8174), en la que se reclamaban los dividendos
dejados de percibir durante los dltimos 15 afios. El TSJC decide no analizar
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la cuestién acerca de la aplicabilidad o no del plazo de 30 afios, por cuanto
ello, atendida la pretensién que esgrime la parte, supondria, en caso de
acogerse, una resolucién incongruente. Abril Campoy sostiene que, pese
a que la Sala hubiera limitado el quantum de la reclamacién a lo solicitado,
de conformidad con el deber de congruencia que se impone a los érganos
judiciales, podia haberse examinado si era o no de aplicacién el plazo
prescriptivo del derecho cataldn. Dice la sentencia:

«La accién que formula la actora es la de reclamar a la demandada unos dividendos
que ésta percibié indebidamente como nuda propietaria y que corresponden a la
reclamante en concepto de usufructuaria. Es obvio que se trata de dos pretensiones
diferentes, y asimismo lo es que no cabe aplicar el régimen prescriptivo de la primera
a la segunda. Esta ultima no se rige por el articulo 947.3 del Cédigo de Comercio
ni por el articulo 1966, tercero, del Cédigo Civil, sino que queda sujeta al plazo de
prescripcién extintiva previsto para las acciones personales que no tienen un plazo
especial. Por lo tanto debe estimarse el recurso, con acogimiento de la peticién de
la demanda objeto del mismo en la que se fija la reclamacién con relacién a los
altimos quince afios, con la advertencia que no se hace cuestién acerca de si el
régimen juridico de la prescripcién extintiva genérica de las acciones personales en
Catalufia es del articulo 1964 del Cédigo Civil o del articulo 344, parrafo segundo,
de la Compilacién, porque la parte actora ha limitado su pretensién al plazo de
quince afios, y una eventual aplicacién del segundo precepto, que establece como
periodo de tiempo el de treinta afios, darfa lugar a una solucién incongruente en
perjuicio de la otra parte.»

En la STSJC num. 30/2003 de 18 de septiembre de 2003 (ECLI:ES:
TSJCAT: 2003:9347) se planteaba por el recurrente en casacién si la accién
dirigida a la modificacién del titulo constitutivo de una propiedad horizontal
debia someterse al plazo de prescripcién de 30 afios, contemplado en el art.
344 CDCQC, al no tener sefialado un plazo especifico en la Ley de Propiedad
horizontal estatal. A titulo de «obiter dicta» (por negar legitimacién a
los recurrentes), si que se avanzaba, en linea de principio, la bondad del
argumento de sujetar la prescripcién de la accién, prevista en la Ley de
Propiedad horizontal, sin plazo especifico, al general de 30 afios que preveia
el derecho cataldn, y al respecto dice la sentencia:

«la tesi plantejada per la part recurrent, en el sentit de sotmetre a la consideracié
d’aquest Tribunal si les accions encaminades a obtenir l'alteraci del titol constitutiu
de la propietat horitzontal, han désser sotmeses al termini de prescripcié de l'article
344 de la Compilaci6 catalana, en no tenir assenyalat un termini especial de prescripci6
la Llei de propietat horitzontal, si bé en principi sembla ben encarrilada, parteix
d'una premissa erronia que ha de posar de relleu aquesta Sala”.(...). Segons s’ha dit,
no hi ha elements suficients en la demanda per considerar que I'acord impugnat
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es contrari a la llei o als estatuts, pels quals, segons preveu el paragraf tercer de
I article 18 de la L.P.H. hi ha un termini de caducitat d'un any per impugnar-los,
per tant escauria l'aplicaci6 del termini decaducitat de tres mesos establert en
l'esmentat article 18, que ja havia passat de sobres al presentar la demanda. (...)».

El TSJC ha tenido ocasién de volver a plantearse la aplicacién del
régimen de la prescripcién catalana a un supuesto en el que la Audiencia
Provincial declaraba prescrita la accién por la que pretendfa una declaracién
de heredero contractual y, asimismo, se declarara la nulidad radical de
la sustitucién fidecomisaria condicional impuesta en el testamento del
causante, con posterioridad al heredamiento.

La STSJC num. 1/2007 de 12 de febrero de 2007 (ES:TSJCAT:2007:462)
reconoce que, acerca de la aplicacién del plazo de prescripcién de 30 afios,
hasta ahora no ha tenido ocasién de pronunciarse, y que tampoco procede en
el presente caso, puesto que no pueden considerarse prescritas las acciones
ejercitadas, como asi lo habfa entendido la AP, pues se trata de una hipétesis
de imprescriptibilidad de la accién, que contemplaba el derecho catalin y la
jurisprudencia de manera previa al Libro primero del CCCat, a la par que
éste, con lo que huelga por tanto pronunciarse acerca de la aplicacién o no
del plazo de prescripcién de 30 afios. La sentencia dice:

«La cuestién que aqui se debate se plantea, sin embargo, en el Derecho civil catalin
desde otra perspectiva que tiene relacién con la histérica vigencia del Usatge ‘Omnes
Causae’ como norma general o de cierre en materia de prescripcién, que en el
afio 1960 fue recogida en el art. 344 de la CDCC y que ahora (2002) se ubica en el
art. 121.24 de la Llei 29/2002 de 30 de diciembre, siendo ésta una cuestién sobre
la que no ha tenido ocasién de pronunciarse hasta ahora esta Sala (cuando mds
cerca estuvo de hacerlo fue en relacién con los supuestos de las SSTSJC 30/2003
de 18 sep. [R] 2003, 7125] y 14/2004 de 1 abr) (...).

(---) En consecuencia, no cabe si no dar la razén al recurrente cuando afirma, por
un lado, que las acciones merodeclarativas que ejercita en su demanda para que sea
declarada su condicién de heredero contractual de D. Antonio y para que sea declarada
radicalmente nula la sustitucién fideicomisaria condicional que le fue impuesta en
el testamento de su causante posterior al heredamiento capitular, sin la adecuada
reserva habilitante, no estdn sujetas a prescripcién y, en su virtud, con estimacién
del correspondiente motivo de su recurso, procede revocar el correspondiente
pronunciamiento de la sentencia recurrida que las declara prescritas».

Como sostenia Abril Campoy en los comentarios citados, debia
abordarse frontalmente, y en cuanto «ratio decidendi,» la cuestién de si la
normativa catalana que se contiene en el CCCat, no sélo respecto a plazos,
sino también la que afecta a disposiciones generales, estructura objetiva
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y subjetiva, interrupcién y suspensién de la misma, s6lo puede aplicarse
cuando también exista normativa catalana que regule la pretensién que
prescribe o, por el contrario, como sustentan algunas decisiones de las
AP, inicamente debe aplicarse a aquellas instituciones reguladas por las
normas catalanas.

Destacaba, igualmente, la Magistrada Alegret Burgués,® que las
Audiencias catalanas no mostraban conformidad en torno a la aplicacién
del plazo prescriptivo (si los 30 afios de la Compilacién o los 15 del art. 1964
Cédigo Civil, anterior a la reforma por Ley 42/2015 de 30 de octubre), si
bien, mayoritariamente, se inclinaban por el término del art. 1964 CC. Y por
lo que respecta al TSJC:

— La STSJC num 1/2008 de 11 de enero (ECLL:ES: TSJCAT: 2008:14522)
conocié de un recurso de casacién relativo a la prescripcién de la
obligacién de devolver una fianza. El recurrente argumenta que, siendo
el plazo de prescripcién procedente el de quince afios del art 1964 CC,
la sentencia recurrida estimé que era aplicable el de treinta afios de la
Compilacién, desestimdndose por tanto la excepcién de prescripcién
opuesta por esta parte. La Sala Civil y Penal no pudo entrar en el
andlisis del motivo por haberse interrumpido el plazo prescriptivo por
un anterior proceso.

— Enla STSJC num 6/2010 de 18 de febrero (ECLI:ES: TSJCAT: 2010:481),
en un supuesto de responsabilidad civil extracontractual, no puedo
entrar a conocer de la cuestién dado que las partes no discutian la
aplicacién de la legislacién catalana.

— Yla STSJC nam 26/2010 de 23 de junio (ECLI:ES: TSJCAT: 2010:5656)
en un asunto de reclamacién de alimentos, sefiala que, siendo la
ejercitada una accién personal de Derecho comun, se halla sujeta al
plazo de prescripcién de quince afios del art. 1964 del CC, que comienza
a correr desde que pudo ejercitarse y que se hallaba consumada.

En ninguno de los supuestos pudo dictar doctrina el TSJC hasta la
llegada de dos recursos de casacién tendentes los dos a que se aplicasen los
términos de prescripcién de la legislacién catalana, tesis que fue la estimada
por las sentencias de Pleno que ponen fin a la controversia y se inclinan
por aplicar los términos de la prescripcién catalana a las obligaciones y

6 Op. citada M? Eugenia Alegret Burgués. 24.01.212.
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contratos, tanto si estdn regulados en el CCCat o en el CC y ello tanto por
lo que hace referencia a las relaciones juridicas nacidas bajo vigencia de la
Compilacién de 1960 como desde la entrada en vigor del Libro I del CCCat.

La STSJC de 4 de diciembre de 2017, (ECLI ES: TSJCAT:2017:10699),
recuerda la doctrina al respecto del TSJC:

«lanormativa prevista en los articulos 121-1 a 121-24 del CCCat es aplicable con cardcter
general en Catalufia incluso en aquellas relaciones juridicas no especificamente
reguladas en el CCCat».

Mds recientemente la STSJC nim. 45/22 de 14 de julio de 2022 (ECLLES:
TSJCAT: 2022:8229), afiade lo siguiente:

«Asi, en las STSJC de 12 de septiembre de 2011 o de 14 de noviembre de 2016
dijimos que el actual sistema de fuentes viene establecido en el art. 111-1 a cuyo tenor
“El derecho civil de Catalufia estd constituido por las disposiciones del presente
Cédigo, las demds leyes del Parlamento en materia de derecho civil, las costumbres
y los principios generales del derecho propio, aunque la costumbre solo rige en
defecto de ley aplicable”, precepto complementado por el articulo 111 — 5 cuando
dice que las disposiciones del derecho civil de Catalufia se aplican con preferencia
a cualesquiera otras.»

Las Sentencias del Pleno de la Sala Civil y Penal del TSJC de 26 de mayo'y
de 12 de septiembre de 2011 ponen fin a la controversia surgida y se inclinan
por aplicar los términos de la prescripcién catalana a las obligaciones
y contratos tanto si estin regulados en el CCCat o en el CC, y eso tanto
por lo que hace a las relaciones juridicas nacidas durante la vigencia de la
Compilacién de 1960, como desde la entrada en vigor del Libro I del CCCat,
el dia 1 de enero de 2004.

En ambos casos se habia aplicado el término de 15 afios del articulo 1964
del CC.

Es destacar que una de las razones aducidas en las indicadas sentencias
era la siguiente:

«No es posible afirmar, con rigor, que mientras estaba vigente la Compilacién
de 1960 no habia en Catalufia una regulacién propia en materia de prescripcién
extintiva de las acciones personales, ya que esta regulacién se hallaba en el art.
344 de la Compilacién de 21 de julio de 1960. Una vez regulado el término en la
Compilacién, este era de aplicacién preferente al que establecia el art. 1964 del CC,
y eso, como se ha dicho, con independencia que la relacién juridica a la que se
debiese aplicar la prescripcién estuviese o no regulada en la misma Compilacién».

La STSJC Pleno num. 22/2011 de 26 de mayo de 2011 (ECLL:ES: TSJCAT:
2011:6728) dictada en un supuesto de demanda ejercitando accién de
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reclamacién de cantidad derivada de un contrato de arrendamiento de
servicios, dice lo siguiente:

«1. En cuanto alo que razoné el Tribunal Constitucional en su interlocutoria de 29
de octubre de 2003, en la cual ordend alzar la suspensién en relacién a la aplicacién
del libro primero del Cédigo Civil de Catalunya al entender que no era necesario
(en espera que el alto Tribunal se pronunciase sobre la constitucionalidad dela Ley
29/2002, reguladora del libro primero del Cédigo civil de Catalunya), no se le puede
dar una interpretacién extensiva, tal y como hace la Sentencia de la Audiencia, ya
que eso supone provocar por una via indirecta lo que sélo se habrfa alcanzado en el
supuesto de que el recurso de inconstitucionalidad presentado por la abogacia del
Estado se hubiese mantenido (el abogado del Estado desistié por mor del acuerdo
adoptado por el Consejo de Ministros el 27 de agosto de 2004) y prosperado.

Consecuentemente, no resulta licito, (una vez retirado el recurso y habiendo dictado
el TC con fecha 3 de noviembre de 2004 resolucién que acepté el desistimiento),
por via indirecta, intentar que la fundamentacién juridica del TC dictada en un
dmbito muy diferente al de resolucién del recurso pueda producir unos efectos
parecidos {...).

2. En lo que concierne al argumento utilizado por la Audiencia Provincial en la
Sentencia impugnada que hace referencia a lo que dispone el Convenio de Roma
de 19 de junio de 1980, aplicable a las relaciones contractuales, en concreto en el
art. 10, que establece que la ley aplicable a un contrato rige también las formas
de extinci6én y en concreto la prescripcién de las obligaciones que se derivan. (...).
Resulta evidente que no podemos utilizar el Convenio de Roma para encontrar
indicios que permitan llegar a una conclusién para deshacer el nudo gordiano del
tema que ahora nos ocupa, ya que una lectura de lo que ya se ha transcrito hace
parecer indiscutible que este tratado s6lo contiene normas de derecho internacional
privado, herramienta fundamental para resolver conflictos de aplicacién de las
distintas normas privadas de los paises signatarios, sin que en ninguno se pueda
hacer extensiva la aplicacién entre las diversas normas de cariz privado vigentes
en un mismo estado. Resulta evidente que no podemos utilizar el Convenio de
Roma para encontrar indicios que permitan llegar a una conclusién para deshacer
el nudo gordiano del tema que ahora nos ocupa, ya que una lectura de lo que ya se
ha transcrito hace parecer indiscutible que este tratado sélo contiene normas de
derecho internacional privado, herramienta fundamental para resolver conflictos
de aplicacién de las distintas normas privadas de los paises signatarios, sin que en
ninguno se pueda hacer extensiva la aplicacién entre las diversas normas de cariz
privado vigentes en un mismo estado.

Lo mismo procede razonar en cuanto al reglamento nimero 593/2008 del Parlamento
Europeo y del Consejo de las Comunidades Europeas de 17 de junio de 2008, que
regula actualmente esta materia, y al convenio aplicable a los accidentes de circulacién
por carretera, hecho en La Haya el 4 de mayo de 1971, que en el art. 8 dice que la
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ley que los resulte aplicable rige también para determinar la prescripcién de las
acciones que se derivan. (...)

3. En cuanto alo que dispone el art. 10, apartado 10, del Cédigo civil, al decir: “La ley
reguladora de una obligacién se extiende a los requisitos del cumplimiento y a los
requisitos del incumplimiento, asi como a su extincién. Sin embargo, se aplicard
la ley del lugar de cumplimiento a las modalidades de ejecucién que requieran
intervencién judicial o administrativa” (...). Como ya se ha avanzado, en el supuesto
que tratamos no se ha presentado un conflicto de distintas normas civiles que
coexistan en el territorio nacional (se trataria del Cédigo civil y el Cédigo civil de
Catalunya), por lo que no interesa la remisién que hace la Audiencia al articulo 10,
apartado 10, del Cédigo civil.

El Art. 10.10 no serd operativo cuando el Cédigo civil entre en la relacién juridica
regulada por el derecho civil de Catalunya como derecho supletorio en virtud de lo que
establece el art. 111.5 del mismo CCCat. El juego de la integracién del ordenamiento
juridico mediante la aplicacién de su propio sistema de fuentes impide que pueda
hablarse de quiebra del principio de unidad del régimen juridico aplicable a la
institucién, en este caso del arrendamiento de obra, que en consecuencia quedard
regulado, si no existe ningtin elemento interregional, por el CCCat, y en aquello
no contemplado en él por las disposiciones del Cédigo Civil.

Interpretar el precepto como hace la Audiencia, considerando que si el contrato
de obra tenfa que regirse por el Cédigo civil por el hecho de no tener regulacién
especifica en Catalunya, considerando que la norma tenia que arrastrar en todo
caso también sus formas de extincién, obligaria a dejar de aplicar en Catalunya
instituciones seculares como la rescisién por lesiéon ultradimidium, aplicable a los
contratos de compraventa, permuta u otros de caricter oneroso que no tienen una
regulacién propia en el derecho civil de Catalunya, ya que la mencionada figura
supone dejar sin efecto contratos vdlidamente suscritos por el hecho de estar faltos
de un justiprecio a diferencia del derecho estatal, que no lo exige.

Por otra parte, la dindmica de la aplicacién supletoria del CC derivada del art. 149.3
de la Constitucién y del art. 111.5 del CCCat, hecha aplicacién de las reglas de la
autointegracién, no implica que no puedan distinguirse entre el uno y el otro
derecho tanto a los efectos que prevé el art. 111.1 del CCCat como en relacién con
el art. 477.3 de la LEC. (...)».

Concluye la Sentencia:

«A raiz de lo que se ha expuesto, no es justificable que ante una voluntad legislativa
de regulacién auténoma y completa de la institucién de la prescripcién (salvando
los supuestos de leyes especiales) se opte para obviar la aplicacién de la norma y
acudir a otra regulaci6n vigente en el territorio nacional por el solo hecho que la
institucién a la que se tiene que aplicar no esté directamente regulada en el CCCat.»
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La STSJC Pleno nim. 39/2011 de 12 de septiembre de 2011 (ECLLES:
TSJCAT: 2011:9602), dice:

«(...) Ciertamente la tesis de la Sala de apelacién se suma, ticitamente, a la corriente
juridica que estima que los antiguos plazos de prescripcién extintiva—no obstante,
no tratarse la prescripcién de un instituto fundado en razones de justicia material—
debian ser acortados en beneficio de la seguridad juridica, en la medida en que no
puede desconocerse la rapidez con la que se opera actualmente en el tréfico juridico.

Sin embargo, tal misién es competencia del legislador y no de los Tribunales.
Efectivamente, en el caso de Catalufia, el Parlament acometio esta tarea revisora
mediante la Ley Primera del CCCat en cuya exposicién de motivos se vino a reprochar
a los Tribunales catalanes el poco uso que habian hecho del tradicional término
de la prescripcién extintiva proveniente del usatge omnes causae recogido el art.
344 de la Compilacién.

Ello ya pone de relieve que sélo tras la entrada en vigor de la nueva norma y en la
medida que la Disposicién Transitoria lo permita serdn de aplicacién los nuevos
plazos establecidos en los articulos 121 y ss. del CCCat. {...).

(-..) Cierto es que la Compilacién de 1960 prescindié de los histéricos plazos mds
breves de las Constitucions i altres drets de Catalunya para acogerse a los plazos
especiales que establecia el CC, como también lo es que en orden a aquellas acciones
y derechos, fuesen reales o personales, que no tuviesen sefialado un plazo especial
en la propia Compilacién o en el CC, estableci6 el tradicional término del usatge
omnes causae de 30 afios que, consecuentemente, vino a sustituir en Catalufia al
genérico de 15 afios del articulo 1964 del CC.{...).

(---) no es posible afirmar, con rigor, que en el afio 1982, cuando fue contraida la
obligacién que hoy nos ocupa, no existfa en Catalufia una regulacién propia en
materia de prescripcién extintiva de las acciones personales pues dicha regulacién
venia contenida en el art. 344 de la Compilacién de 21 de julio de 1960. Regulado el
plazo en la Compilacién el mismo era de preferente aplicacién al establecido en el
1964 del CC, y ello, como se ha dicho, con independencia de que la relacién juridica
a la que debiera aplicarse la prescripcién estuviese o no regulada en la ella (...).

(--) Sibienla Sentencia de la Audiencia de Tarragona no cita el articulo 10,10 del CC,
lo cierto es que como hemos tenido ocasién de poner de manifiesto en la reciente
STSJC (Pleno) de 26-5-2011, no es obsticulo a la conclusién sentada en el anterior
fundamento juridico lo consignado en dicha norma a la que se remite el art. 16
del CC en materia de conflictos interregionales, sin perjuicio de que las normas
de conflicto recogidas en el CC sean de aplicacién en toda Espafia conforme al art.
149,1,8 CE y doctrina del Tribunal Constitucional.

Y es que, en efecto, inicamente podremos considerar la aplicacién de tales normas
cuando deban ponerse en relacién diferentes sistemas juridicos y en relacién con
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la opci6n que el juzgador debe realizar entre uno u otro para regular una relacién
juridica determinada.

Es por tanto necesario para la aplicacién de las normas de conflicto, tanto en el
caso del derecho internacional privado, como en el caso del derecho interregional,
la presencia de un elemento de esta naturaleza, bien por la existencia de elementos
personales o subjetivos referidos a las partes (vecindad, residencia o domicilio en
otra CCAA), como por los elementos objetivos de dicha relacién (situacién del bien
en otra CCAA), o por el lugar de celebracién del negocio o porque este debiera
surtir efecto en otro lugar.

El elemento interregional ha de estar presente en todo caso pues de otra forma el
conflicto de leyes no se producir.

Elart. 10,10 del CC resuelve el supuesto en el que el intérprete deba optar, por existir
un elemento internacional o interregional, entre aplicar la normativa del CC como
sistema juridico completo o bien la normativa extranjera o autonémica que incluye
su propio sistema de fuentes, pero que en el caso de ésta tltima, dificilmente serd
completa por impedirlo el art. 149.1.8 de la Constitucién asi como la doctrina del
TC (STC de 28-6-2010 Fundamento Juridico 76) y las en ella citadas). Conforme a
dicha sentencia “...el art. 129 EAC no deja de sefialar los limites constitucionales a
los que estd en todo caso sometida la competencia autondmica en relacién con el
Derecho civil cataldn, pues la competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma
sobre ese Derecho no puede en ningtin caso afectar a las materias referidas en el
inciso segundo del art. 149.1.8 CE, segtn dispone expresamente el precepto ...".

Asi pues, el art. 10,10 del CC no serd operativo cuando el Cédigo Civil entre en la
relacién juridica regulada por el derecho civil de Catalufia como derecho supletorio
en virtud de lo establecido en el art. 111-5 del CCCat (antes articulo 1 y Disposicién
Final 4* de la Compilacién, texto de 1984), sin que, por tal razén, pueda suponer
una quiebra del principio de unidad de régimen juridico aplicable a la institucién.

Interpretar el precepto como hace la Audiencia, considerando que si el contrato de
préstamo debia regirse por no tener regulacién especifica en Catalufia por el Cédigo
Civil de 1889, la prescripcién debia ser también la regulada en el CC, obligaria a
no considerar en Catalunya instituciones seculares como la rescisién por lesién
ultradimidium, aplicable a los contratos de compraventa, permuta u otros de cardcter
oneroso que no tienen una regulacién especifica en el derecho civil de Catalufia, o la
usucapién adquisitiva catalana del art. 342 de la CDCC pues hasta la promulgacién
del Libro V del CCCat, el régimen general de la propiedad inmobiliaria carecia de
desarrollo propio.»

La Sentencia termina concluyendo:

«Por todo lo expuesto, teniendo en cuenta que el contrato de préstamo objeto de
la presente litis se celebr6 en Catalufia entre personas de vecindad civil catalana y

— 218 —



Principales lineas jurisprudenciales del TSJC en materia [...]

residentes en Catalunya, procede casar la sentencia recurrida, toda vez que desde
el afio 1982 en que el causante de los demandados se comprometi6 a devolver
el principal del dinero prestado por la causante de los actores, hasta enero de
2009 en que se interpuso la demanda (existe una reclamacién extrajudicial previa
realizada en fecha 1 de diciembre de 2008 tinicamente a uno de los demandados)
no habia transcurrido el plazo de 30 afios del articulo 344 de la CDCC en relacién
con la Disposicién Transitoria Unica de la Primera Ley del CCCat».

En consecuencia, en los dos casos, partiendo de la aplicacién del derecho
civil cataldn a la relacién juridica controvertida, se habian discutido los
términos de la prescripcién extintiva de la accién, términos que estaban
regulados en el art. 344 de la CDCC y después en el art. 121 del CCCat, por lo
que en ningin caso se podia aplicar el art. 1964 del CC.

3. Imprescriptibilidad de las acciones declarativas

El estudio del art. 121-2 CCCat. y la imprescriptibilidad de las acciones
declarativas puede obtenerse de la lectura de la STSJC 12.2.2007 (ECLLES:
TSJCAT:2007:462), que trata sobre la prescripcién de una accién ejercitada
para reclamar la nulidad absoluta de una cliusula de sustitucién
fideicomisaria condicional incluida en un testamento, por ser radicalmente
contradictoria con un heredamiento anterior, sienta la doctrina de:

«el cardcter imprescriptible de la accién para reclamar la nulidad radical en el Derecho
cataldn, como consecuencia de su naturaleza meramente declarativa, incluso con
anterioridad a la proclamacién genérica efectuada en la Llei 29/2002 (art. 121-2),
aunque dejando a salvo siempre aquellos supuestos en que se hubiere producido
por el transcurso del tiempo una usucapién extraordinaria de signo contrario.

«En cualquier caso, la doctrina mds autorizada (PUIG FERRIOL, ROCA I TRIAS,
RIVERO) lleg6 a admitir, junto a algunas acciones tradicionalmente imprescriptibles
en el derecho cataldn (la actio comun dividundo, la familiae erciscundae), también
la imprescriptibilidad de las acciones declarativas y de nulidad, inexistencia y
simulacién, sin perjuicio de los efectos enervadores de la restitucién propios de la
prescripcién adquisitiva, y ello explica, sin duda, el expresivo silencio que sobre la
“novedad” de Derecho positivo representada por el art. 121-2 de la Primera Ley del
Cédigo Civil de Catalufia guarda su Predambulo y los trabajos parlamentarios de la
norma, que contrasta con la cuidadosa explicacién de otros aspectos de la profunda
reforma realizada en materia de prescripcién y de caducidad, que tuvimos ocasién
de apuntar en la S TSJC 14/2004 de 1 abril.»

«Ello no puede significar, pues, otra cosa que mediante dicha norma se ha
venido a sancionar una previa realidad jurisprudencial (y doctrinal), como
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ha ocurrido con otras figuras de igual origen incorporadas progresivamente
a la legislacién positiva (p. e. las condenas de futuro, reguladas ahora en el
art. 220 LECiv (...), que por lo demds habia accedido con notable anterioridad
a otros ordenamientos civiles préximos (la compilacién de Navarra o la Ley
de sucesiones de Aragén) e incluso a otras leyes generales (art. 19.4 de la Ley
7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratacién, modificada
por Ley 39/2002, de 28 de octubre, de transposicién al ordenamiento juridico
espafiol de diversas directivas comunitarias en materia de proteccién de los
intereses de los consumidores y usuarios), de manera que, al menos por lo
que se refiere a las acciones que aqui se analizan, carece de toda utilidad el
régimen transitorio contenido en la Disposicién Unica de la Llei 29/2002. En
consecuencia, no cabe si no dar la razén al recurrente cuando afirma, por un
lado, que las acciones merodeclarativas que ejercita en su demanda para que
sea declarada su condicién de heredero contractual de D. Antonio y para que
sea declarada radicalmente nula la sustitucion fideicomisaria condicional que
le fue impuesta en el testamento de su causante posterior al heredamiento
capitular, sin la adecuada reserva habilitante, no estdn sujetas a prescripcién y,
en su virtud, con estimacién del correspondiente motivo de su recurso, procede
revocar el correspondiente pronunciamiento de la sentencia recurrida que las
declara prescritas».

Esta sentencia pone de relieve como, a diferencia de otros extremos de
la prescripcién que fueron abordados en los trabajos prelegislativos y objeto
de explicacién en la Exposicién de motivos de la norma, ninguna alusién se
contiene sobre la imprescriptibilidad de las acciones.

Resulta curioso que determinadas Secciones de la Audiencia Provincial
de Barcelona se inclinaran por no aplicar el derecho civil catalin en materia
de prescripcién, cuando el TS aplicaba el plazo cataldn de 30 afios incluso a
materias de competencia del Estado. Esta STSJC dice:

«Tras la entrada en vigor la Compilacién de Derecho Civil de Catalufia de 1960,
la norma de prescripcién de los treinta afios para todas las acciones (personales
o reales) que no tuvieran sefialado plazo especial fue recogida en el art. 344
CDCC, con una férmula que en su vocacién generalista no difiere mucho de la
sentada en el art. 1930.2 C.C., y que, sin embargo, como se ha denunciado por la
doctrina y también el Predimbulo de la Llei 29/2002, comenz6 a decaer en desuso
ripidamente en la jurisprudencia catalana sin ninguna justificacién legal en
beneficio de la regulacién del Cédigo civil comun».

La STSJC 27 de marzo de 2008 (ECLL:ES: TSJCAT: 2008:7471), reitera la
doctrina anterior, al decir:

«En una reciente sentencia —S TSJC 1/2007 de 12 feb.—, dictada con posterioridad
a la fecha de la resolucién impugnada, al analizar el art. 344 de la Compilacié
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de Dret Civil de Catalunya (CDCC), aprobada por la Ley 40/1960 de 21 de julio,
asi como los arts. 121-2 y 121-24 de la Llei 29/2002 de 30 de diciembre, Primera
LLei del Codi Civil de Catalunya (en vigor desde el 1 de enero de 2004), ademds
de la constitucién 22 del titulo II, libro VII, volumen I, de las Constitucions
i Altres Drets de Catalunya (1704), que recogié el histérico Usatge “Omnes
Causae”, y, finalmente, el art. 1.964 C.C., en relacién con un supuesto en el que
se debatfa la prescripcién de una accién ejercitada para reclamar la nulidad
absoluta de una cliusula de sustitucién fideicomisaria condicional incluida en un
testamento, por ser radicalmente contradictoria con un heredamiento anterior,
tuvimos ocasién de afirmar —conectando con una antigua jurisprudencia del
TS (S TS 1* 21 abr. 1958) y con la doctrina catalana mds autorizada— el cardcter
imprescriptible de la accién para reclamar la nulidad radical en el Derecho
cataldn, como consecuencia de su naturaleza meramente declarativa, incluso
con anterioridad a la proclamacién genérica efectuada en la Llei 29/2002 (art.
121-2 ), aunque dejando a salvo siempre aquellos supuestos en que se hubiere
producido por el transcurso del tiempo una usucapién extraordinaria de signo
contrario.

La STSJC 19 de enero de 2012 (ECLL:ES: TSJCAT: 2012:11) recuerda la
siguiente doctrina de la STSJC 12/2/2007 (antes citada):

«el articulo 121-24 del CCCat, que dispone textualmente, al tratar del termini de
preclusié: “Qualsevol pretensié susceptible de prescripcié s’extingeix en tot cas
pel transcurs ininterromput de trenta anys des del seu naixement, ...”, no puede
entenderse que abarquen a todas las pretensiones, dado que quedan exceptuadas,
por no ser prescriptibles, las contempladas en el articulo 121-2 del propio CCCat.
Dicho precepto enumera como tales, en primer término y entre otras, “les que
s'exerceixen mitjancant accions merament declaratives”».

(-...) «Pues bien, por lo que se refiere en general a las “acciones meramente
declarativas”, también llamadas “merodeclarativas” o “recognitivas” —entre
las que comunmente se incluyen tanto la de reconocimiento de la cualidad
de heredero como la de declaracién de la inexistencia o nulidad radical de los
contratos y testamentos—, mucho antes de que se les diera carta de naturaleza
legal en el art. 5.1 de la actual LEC —que no debe olvidarse que era la vigente en
el momento de iniciarse este procedimiento (“tempus regit actum”)—, e incluso
antes de que algunas de ellas (en concreto, las relativas a la cualidad de heredero
y alanulidad radical del testamento) llegaran a ser aceptadas expresamente con
el cardcter de imprescriptibles por algunas legislaciones civiles especiales (por
un lado, las Leyes 41 y 324 del Fuero Nuevo de Navarra de 1973 y el propio art.
121-2 de la Llei 29/2002 de Catalufia; por otro, el art. 111 de la Ley de las Cortes
de Aragén de Sucesiones por causa de muerte de 1999), su existencia ya habia
sido ampliamente aceptada por la doctrina procesalista y por la jurisprudencia
del Tribunal Supremo (también la del Tribunal Constitucional).(...)».
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4. Inicio del «dies a quo» de la
prescripcion (art 121-23-1° CCCat)

Dos Sentencias de interés:

LaSTSJCniim.48/15del 25 dejuniode 2015 (ECLI:ES: TSJCAT: 2015:6240)
resuelve un supuesto por la inexistencia de jurisprudencia del Tribunal
Superior de Justicia respecto al inicio del cémputo del plazo de prescripcién
en las ventas al consumo, citando como infringido el art. 121-23, 1 del CCCat
en relacién con el art. 1500 del CC. Plantea pues la interpretacién que deba
darse al precepto indicado en los supuestos de ventas de bienes muebles a
no comerciantes. Y en la misma se dice:

«La cuestién relativa al objeto de la prescripcién extintiva ha sido tradicionalmente
objeto de debate.

El Cédigo Civil de 1889, en el art. 1930, menciona que los derechos y las acciones
se extinguen por la prescripcién. En la Compilacién de Navarra las leyes dedicadas
a la prescripcién extintiva se refieren a la prescripcién de acciones.

El Derecho Civil cataldn —aplicable en nuestro caso, segiin hemos proclamado
en las SSTSJC de 25 de mayo, 12 de septiembre de 2011 y de 7 de abril de 2014—,
con mayor rigor técnico, establece en los arts. 121-1 y ss. del Libro I CCCat, que
prescriben las pretensiones relativas a derechos disponibles. En el Predmbulo
de la ley puede leerse que: “En esta regulacién la prescripcién se predica de las
pretensiones, entendidas como derechos a reclamar a otra persona una accién u
omisién, y se refiere siempre a derechos disponibles. La prescripcién extingue las
pretensiones, tanto si se ejercen en forma de accién como de excepcién, lo que
posteriormente se plasma en el articulo 121-1 de su articulado”.

En orden al cdmputo de los plazos o términos de la prescripcién y, en concreto, en
cuanto al momento inicial, pueden considerarse criterios objetivos o subjetivos.

El primer sistema, estableciendo fechas objetivamente constatables, proporciona
una mayor seguridad a las relaciones juridicas al tiempo que permite elegir el plazo
mds adecuado para cada tipo de pretensién. El sistema subjetivo tiene en cuenta
si el acreedor conoce o razonablemente deberia conocer la identidad del deudor y
los hechos que fundamentan su pretensién.

Se dice que, con cardcter general, el Cédigo Civil de 1889 se guio por el criterio
objetivo (la accién es ejercitable desde que objetivamente puede ser actuada) pero
lo cierto es que los elementos subjetivos han sido ponderados por la Jurisprudencia
del Tribunal Supremo en multitud de ocasiones.

En definitiva, viene a reconocerse que no puede privarse de la accién a quien no
ha podido ejercitarla por causa que no le es imputable, como ocurre cuando se
desconocen los elementos determinantes de su existencia.
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El derecho civil cataldn opta por el criterio subjetivo. De este modo en el Predmbulo
de Libro I del CCCat, cuando trata de este tema admite que se ha generalizado el
criterio de la necesidad del conocimiento o, cuando menos, de la cognoscibilidad de
los datos de la pretensién para iniciar el cémputo del plazo, de modo que, de acuerdo
con el articulo 121-23, para que empiece a computarse el plazo de prescripcién no
Dbasta con el nacimiento de la pretensién, sino que es preciso, ademds, que la persona
titular haya conocido o haya podido conocer razonablemente las circunstancias que
fundamentan la pretensién y la persona contra quien puede ejercerse.

En consecuencia, el articulo 121-23 CCCat establece al efecto que: “El plazo de
prescripcién se inicia cuando, nacida y ejercible la pretensién, la persona titular
de la misma conoce o puede conocer razonablemente las circunstancias que la
fundamentan y la persona contra la cual puede ejercerse”.

De todo ello cabe deducir que el plazo general de prescripcién comienza a correr
a partir del momento en que se pueda exigir al deudor el cumplimiento de la
obligacién pero que este momento coincide con el tiempo en el que el acreedor
conoce o puede conocer razonablemente la identidad del deudor y los hechos
que dan lugar al nacimiento de la pretensién. Todo ello sin perjuicio del plazo de
preclusion establecido “en todo caso” en el articulo 121-24 del CCCat.

De esta forma, cabe examinar para determinar el “dies a quo” en el cémputo de
los plazos de prescripcién en Catalufia: (a) si la accién era objetivamente exigible
y (b) si, con tal presupuesto, el acreedor conocia o podia conocer razonablemente
las circunstancias que la fundamentan y la persona contra la cual debia ejercitarse.

Asi pues, el criterio subjetivo tampoco es puro o exclusivo sino de alguna manera
objetivable, lo que viene exigido por la seguridad juridica base de la institucién
y por ello se equipara el conocimiento efectivo de las circunstancias de la accién
con la posibilidad razonable de conocimiento, partiendo de estdindares medios de
conducta diligente.

En especial, para determinar aquello que sea razonable, habrd de tenerse en cuenta
la naturaleza y objeto del contrato, las circunstancias del caso y los usos y practicas
del ramo de actividad a que el mismo se refiera {(...)

(--) De este modo, el articulo 121-21. ¢) CCCat establece que prescriben a los tres afios:
¢) Las pretensiones de cobro del precio en las ventas al consumo.

Dicho término empez6 a contar, en el caso analizado, desde el momento de la
entrega de los bienes muebles y no en el momento de emisién de la factura como
dice la sentencia.

Es cierto que si se desconoce el momento el que se efectué la entrega puede
computarse el término de prescripcién desde la emisién de la factura y también
que su emisién interrumpird la prescripcién comenzada cuando sea reclamada
extrajudicialmente.
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Lo que no resulta admisible, por atentar contra el fundamento mismo de la
prescripcién, es que el plazo comience a contar desde la expedicién de la factura por
parte del acreedor cuando ésta se confecciona cuando el término de la prescripcién
ya habia transcurrido por entero».

La STSJC 30/2016 de 19 de mayo de 2016 (ECLI:ES: TSJCAT: 2016:3770),
complementa aquella inicial sentencia con las siguientes consideraciones:

«N6tese que para que el plazo de prescripcién pueda comenzar a correr es
necesario que haya nacido, se pueda ejercitar y que la persona que lo hace conozca
razonablemente las circunstancias necesarias y aquel contra el que se pueda interponer
su pretensi6n (art. 121-23. 1 CCCat). Por tanto, conforme la doctrina més autorizada
se incorporan tantos elementos subjetivos derivados de un conocimiento razonable
de las circunstancias de su solicitud como otros objetivos que puedan derivarse de
los elementos necesarios y precisos para poder interponerla.

Asi, de la misma diccién del art. 121-23 CCCat se deduce que al criterio de la
“actio nata” (“nacida”) y “ejercible” se incorpora, como expresa la mejor doctrina
y se desprende de dicho precepto, el de “cognoscibilidad razonable” en que como
hemos dicho deberd tenerse presente “las circunstancias que lo fundamentan y
la persona contra la cual pueda ejercitarse” derivados de la naturaleza y objeto del
contrato, las circunstancias del caso y los usos y précticas del ramo de actividad, de
modo que la indeterminacién del dia inicial o las dudas que puedan surgir, dado
el cardcter restrictivo para su estimacién, actda a favor de quien reclama y ello sin
perjuicio de que la contraparte pueda alegar otros datos que puedan justificar la
estimacién de la prescripcién.»

Esta doctrina es recordada en las més reciente STSJC de 10 enero de 2022
(ECLL:ES: TSJCAT: 2022:1277) y la STSJC 16 de septiembre 2022 (ECLL:ES:
TSJCAT: 2022:10455).

La STSJC16 de septiembre 2022 (ECLI:ES: TSJCAT: 2022:10455), contiene
un repaso-recordatorio de la doctrina sobre el art. 121-23. 1° CCCat, que ha
sido complementada por la ponencia con los correspondientes ECLIS.

«En la STSJC 26/2020 de 1 septiembre (ECLL:ES: TSJCAT: 2020:6367) (FD4.3)
identificamos como tales las TSJCAT 48/2015 de 25 junio, 67/2015 de 28 septiembre,
30/2016 de 19 mayo, 62/2018 de 26 julio y 19/2020 de 18 junio. Pero en estos momentos
pueden afiadirse a ellas las TSJCAT 82/2019 de 17 diciembre (ECLL:ES: TSJCAT:
2019:10649), 7/2021 de 28 enero (ECLLES: TSJCAT:2021:2760),55/2021de18noviembre
(ECLL:ES: TSJCAT:2021:10495) y 1/2022 de 10 enero (ECLL:ES: TSJCAT:2022:1277).

Partiendo del reconocimiento del indudable aspecto casacional que posee la
cuestion juridica relativa a la correcta interpretacién y aplicacién de la normay de
la jurisprudencia correspondientes, en las indicadas sentencias declaramos que
en nuestro derecho no existen normas particulares o especificas sobre el “dies a
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quo” para cada tipo de accién, a diferencia de lo que ocurre en el CC, por lo que
deberd estarse a la regla general que sefiala como tal el momento en el que el titular
de la pretensién conoce o puede conocer razonablemente las circunstancias que
la fundamentan y la persona contra la cual puede ejercerse, con independencia
de que la pretensién se refiera al cumplimiento de obligaciones contractuales o
extracontractuales, lo que supone que nuestro legislador ha optado por un régimen
subjetivo, pero al mismo tiempo objetivable, en la determinacién del “dies a quo”.

A la vista de ello, no es posible sostener que no existe doctrina de esta Sala sobre
la cuestién por el hecho de que ninguna de las sentencias dictadas al respecto se
refiera a un supuesto de accesién.

Por otra parte, para llevar a cabo la tarea que impone al tribunal el art. 123-21.1
CCCat, cabe examinar: (a) en qué momento la accién era objetivamente exigible y
(b) si, con tal presupuesto, si en qué momento el acreedor conocia o podia conocer
razonablemente las circunstancias en que podia fundamentarla y la persona o
personas contra las cuales podia ejercitarla. Por tanto, como se ha dicho, el criterio
subjetivo asumido por el legislador cataldn no es puro o exclusivo, sino de alguna
manera objetivable, conforme a las exigencias de la seguridad juridica que constituye
la base de la institucién y, por ello, se equiparan el conocimiento efectivo de las
circunstancias de la accién y la posibilidad razonable de ese conocimiento, partiendo
de los estidndares medios de una conducta diligente.

En consecuencia —en contra de lo que pretende aqui el recurrente al proponer
que declaremos que el dies a quo debe hacerse coincidir con el momento en que
alcance “el convencimiento de la citada ocupacién mediante un medio probatorio
adecuado”™—, la solucién impuesta por el art. 121-23.1 CCCat no atiende exclusivamente
al conocimiento efectivo de los presupuestos de la pretensién y de la identidad del
destinatario de la misma, sino que abarca también aquellos casos en los que pueda
afirmarse razonablemente que el titular de dicha pretensién estuvo en condiciones
de conocerlos —cognoscibilidad razonable—, para lo cual deberan tenerse presente
la naturaleza y el objeto del contrato, las circunstancias del caso y los usos y précticas
del ramo de actividad de que se trate.

En ultima instancia, es cierto que las dudas que puedan surgir en cuanto a la
determinacién del dfa inicial del plazo de prescripcién de la accién, dado el caricter
restrictivo que impone para su estimacién el hecho de que no se trate de un instituto
fundado en razones de justicia intrinseca, acttian a favor de quien reclama, siempre
que no pueda atribuirsele una cierta dejacién a abandono de sus derechos en
beneficio de la certidumbre y seguridad juridicas, y sin perjuicio del derecho del
deudor a invocar los efectos de un eventual retraso desleal —verwirkung— en la
reclamacién.

Asi, en nuestra TSJCAT 48/2015 de 25 de junio (ECLL:ES:TSJCAT:2015:6240), en
un supuesto de compraventa al contado de bienes de consumo —muebles— en
el que no se pactaron condiciones especiales y para el que el plazo de prescripcién
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era el de tres afios —art. 121-21.c) CCCat—, declaramos que el “dies a quo” para el
ejercicio de la accién de reclamacién del precio era el de la entrega de los bienes,
conforme a lo que se desprende del art. 1.500.2 C.C., y no el de la emisién de la
factura, producida mds de tres afios después, al margen de los efectos que dicha
emisién pudiera haber tenido para interrumpir la prescripcién si, efectuada en
tiempo, pudiera concebirse como una reclamacién extrajudicial del precio.

Sin embargo, en el supuesto mds complicado examinado en la TSJCAT 7/2021 de
28 de enero (ECLI:ES:TSJCAT:2021:2760), relativo a la prescripcién de la accién de
reclamacién del precio de un conjunto de compraventas de consumo y de reparaciones
efectuadas en un establecimiento abierto al ptiblico—joyerfa— documentadas en un
estado de cuentas de cliente —persona fisica—, con saldo variable en funcién de las
diferentes operaciones y de los diversos pagos a cuenta no necesariamente coincidentes
con los precios de aquellas, efectuados a lo largo de un tiempo indeterminado —de
afios—, en el que el término prescriptivo era el sefialado en el art. 121-21.c) CCCat,
negamos que se pudiera apreciar un “dies a quo” individual y separadamente para
cada una de las compraventas —y reparaciones—, debiendo atenderse al momento
Unico en que pudiera advertirse que el saldo deudor era exigible, teniendo en
cuenta la indeterminacién que, por lo general, se produce en cuanto al término de
cumplimiento en el caso de las relaciones contractuales basadas en la confianza y
en los que la imprevisién de las partes y la anomia legislativa otorgan la funcién
de fijar dicho dato a los tribunales de justicia —art. 1.128 C.C.—. Pues bien, en el
ejercicio de esa funcién integradora del contrato, atendiendo a la buena fe —art.
1117 CCCat—y a los usos contractuales —art.- 1.258 C.C.—, consideramos que
esa exigibilidad surgfa a partir del tltimo pago parcial a cuenta, ya que el ritmo
regular de compras y de pagos sostenido en los afios precedentes se habia roto
para entonces —llevaba dos afios sin comprar y un afio sin hacer pagos a cuenta,
en un momento en el que el saldo deudor ascendia a una cantidad importante—,
unido al importe minimo de dicho tltimo pago —100 €—, permitian presagiar
que el deudor no tenia la voluntad de liquidar la deuda en un plazo razonable.

En la TSJCAT 67/2015 de 28 de septiembre (ECLI:ES:TSJCAT:2015:8125), en un
supuesto en el que se ejercitaba una accién de responsabilidad extracontractual
ex art. 1902 C.C. por dafios materiales permanentes, producidos en un momento
determinado por la conducta del demandado y que persistieron a lo largo del
tiempo, a la que se asignaba un plazo de prescripcién de tres afios —art. 121-21.d)
CCCat—, entendimos que dicha accién era susceptible de ser ejercitada desde
que se conocieron y advirtieron por el perjudicado dichos dafios, aunque luego
se prolongasen o agravasen por el paso del tiempo por factores ajenos a la accién
u omisién del causante inicial de los mismos, coincidiese o no con el instante de
la produccién del dafio, a diferencia de los llamados dafios continuados —p.e.
la intromisién dafiosa en el honor del perjudicado al imputarle indebidamente
morosidad, cuyos efectos persistan mientras el causante del dafio no cancele el asiento
en el registro correspondiente; o los dafios personales y materiales provenientes
de errores cometidos por el acreedor en un proceso de ejecucién hipotecaria, al
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dirigir accién en relacién con una finca cuya hipoteca se halle cancelada por el
completo pago realizado por sus propietarios, que se continuaron produciendo
y se agravaron a lo largo del procedimiento hasta la total cancelacién de la carga
objeto de ejecucién—.

En el supuesto de la TSJCAT 62/2018 de 9 de julio (ECLI:ES:TSJCAT:2018:10541),
relativo también a la responsabilidad por culpa extracontractual, en este caso derivada
de un accidente laboral —en el que recordamos que el aspecto fictico de la fijacién
del dfa inicial del plazo de prescripcién venfa ligado a la valoracién probatoria y
correspondia, en principio, en exclusiva al tribunal de instancia, no siendo revisable en
casacién, salvo que se hubiere interpretado y aplicado incorrectamente la normativa
y la jurisprudencia correspondientes-, para negar la aplicacién del apartado a) de la
DT Unica de la Ley 29/2002, de 30 diciembre, Primera del CCCat, en un supuesto
en el que la recurrente sostenia que el accidente se habfa producido en el afio
2002, asumimos la apreciacién fictica del tribunal de apelacién, segin la cual
el conocimiento de las circunstancias del hecho y de las personas contra las que
dirigir la accién se habian constatado en un momento posterior a la entrada en
vigor de dicha norma (2005).

Y en el supuesto de la TSJCAT 26/2020 de 1 septiembre (ECLI:ES:TSJCAT:2020:6367),
en el que se ventilaba asimismo la responsabilidad extracontractual —art. 1.902
C.C.— derivada del derrumbamiento de un muro, en el que la Audiencia Provincial
habia decidido considerar como término inicial del plazo aquel en el que se produjo
“el mero conocimiento de los dafios por parte de la actora, incluso de su causa, pero
no del alcance, cuantificacién y modo en que los mismos debian ser reparados”,
declaramos que “no se aviene con la letra y el espiritu de la norma invocada que
requiere del conocimiento de las circunstancias (pormenores o particularidades
que rodean al hecho sustantivo) necesarias para poder iniciar acciones judiciales”
(TSJCAT 26/2020, FD47).

En este sentido, por un lado, apreciamos que la actora habia actuado con diligencia, no
demorando ni el encargo ni la ejecucién de la restauracién, ante la falta de asuncién
por la demandada, y reclamando extrajudicialmente antes de transcurrir el plazo
de 3 afios previsto en el art. 121-21 d) del CCCat. Por otro lado, advertimos que por
entonces se hallaba sub iudice la identidad de los responsables de los dafios, esto
es silos mismos eran imputables a la parte actora como sostenia y aun sostiene en
este pleito la parte demandada, o bien si eran imputables a la construccién del muro
ecoldgico por parte de esta tltima, como concluyé la sentencia citada, esperando
la actora a interponer la demanda a conocer la sentencia correspondiente, por lo
que no cabia acusarla de dejadez o abandono de sus derechos.

Al “dies a quo” del plazo de prescripcién trienal (art. 121-21 b) CCCat) aplicable
a la accién surgida del impago de una comisién devengada por razén de una
intermediacién inmobiliaria —T'SJCAT 30/2016 de 19 de mayo (ECLI:ES: TSJCAT:
2016:3770)— o de unos honorarios derivados de un contrato de arrendamiento
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de servicios profesionales propios de un abogado —I'SJCAT 82/2019, 19/2020 y
55/2021—, hemos dedicado diversas resoluciones.

En el caso de la intermediacién inmobiliaria de la STSJC 30/2016 de 19 de mayo
(ECLLI:ES:TSJCAT:2016:3770), en el que la intermediaria habia pactado con la
inmobiliaria que sus servicios para la adquisicién por esta de determinados solares
serfan retribuidos mediante la entrega, una vez construido, de un apartamento de
determinadas medidas y calidad o, si se vendian los solares a terceros, mediante el
valor de mercado de dicho apartamento, cuando finalmente se produjo esta venta
sin comunicarla a la intermediaria, se debatfa si el “dies a quo” debia ser el de su
inscripcién en el Registro de la Propiedad o el de la solicitud por la intermediaria de
una nota simple informativa a dicho registro indicativa de las vicisitudes registrales
de los solares, teniendo en cuenta que desde aquella primera fecha habfan pasado
més de tres afios —2 meses mds— hasta el momento de la presentacién de la
demanda y desde esta ultima, no.

Pues bien, habida cuenta los principios en juego —a los que ya nos hemos referido
genéricamente ut supra—, consideramos que debiamos revisar la decisién de
instancia, al entender que, a la vista de lo pactado concretamente en el contrato
de intermediacién y de la suspensién de la licencia de obras inicial, 1a publicidad
registral como instrumento de cognoscibilidad legal para la publicidad del hecho
inscribible debia conjugarse en este caso con otros medios de prueba, poniendo
de relieve que la diligencia desplegada por el actor, incluso teniendo presente que
era un profesional de la intermediacién, no podia calificarse ni como abandono
ni como dejacién de sus derechos, al transcurrir un escaso lapso temporal —tres
meses— desde la inscripcién registral hasta que la conocié efectivamente.

En los supuestos de reclamacién de honorarios de letrado de las SSTSJC 82/2019
de 17 de diciembre (ECLI:ES: TSJCAT: 2019:10649), 19/2020 de 18 de junio ECLL:ES:
TSJCAT:2020:5731) y 55/2021 de 18 de noviembre (ECLL:ES: TSJCAT:2021:10495),
siguiendo el criterio del TS y el que se desprende naturalmente del art. 121-23.1
CCCat, establecimos que el “dies a quo” coincidia con el momento en que hubieren
dejado de prestarse los respectivos servicios. Mds en concreto, dijimos que cuando
la intervencién profesional comprendiese la direccién y defensa de los intereses
del cliente en un litigio, el plazo de prescripcién no empezaba a correr hasta que
no finalizasen las correspondientes actuaciones procesales, no siendo razonable
que un mismo procedimiento judicial se minutase separadamente por fases o
instancias. Pero cuando el profesional asumiese la direccién y defensa de los
intereses del mismo cliente en varios asuntos no conectados entre si, el plazo de
prescripcién de la pretensién de cobro de sus honorarios empezaria a correr de
manera independiente para cada uno de ellos desde su terminacién. En todos los
casos, claro estd, salvo voluntad expresa en contrario de las partes. Por ello, no
podia fijarse por defecto el hito inicial en la conclusién de la fase declarativa de
un procedimiento, cualquiera que fuese la instancia del mismo, si los servicios
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profesionales siguieron prestindose en la fase de ejecucién (cfr. SSTS 82/2019,
FD3;19/2020, FD4; 55/2021, FD2.7).

Finalmente, en el caso examinado en la TSJCAT 1/2022 de 10 de enero 2022
(ECLI:ES:TSJCAT:2022:1277), relativo al ejercicio por una entidad financiera de la
cldusula de vencimiento anticipado de un contrato de préstamo personal por impago
de las cuotas del mismo por el prestatario, declaramos la prescripcién de la accién
de reclamacién del préstamo y de sus intereses, puesto que los arts. 1.125,1.129 y
1255 C.C. y la jurisprudencia admiten la posibilidad de pactar la pérdida del plazo
concedido para la devolucién del capital y el pago de los intereses, convirtiendo
la obligacién en inmediatamente exigible en su totalidad una vez ejercitada dicha
facultad, y puesto que la entidad de crédito hizo uso de dicha facultad en el mes de
marzo de 2007, cerrando entonces la cuenta de su cliente a sabiendas de cudl era
entonces la cantidad liquida y exigible y los intereses moratorios, sin interponer la
demanda de reclamacién hasta que transcurrieron “con holgura” diez afios desde
dicho momento sin que se hubiera producido la interrupcién de la prescripcién».

La reciente STSJCAT 23 de junio de 2023 (ECLL:ES: TSJCAT: 2023:6972)
serefiere ala determinacion del «dies a quo» en un supuesto de envio masivo
de correo al deudor. Alegaba el recurrente que la decisién de la Audiencia
Provincial de considerar que el requerimiento extrajudicial de pago de la
deuda reclamada por la demandante, incluido en una carta que €l negé
haber recibido, interrumpié vélidamente la prescripcién que él opuso a la
demanda, vulnera la doctrina jurisprudencial que se desprende de una serie
de sentencias del TS que cita en su recurso referidas al art. 1.973 C.C., entre
las cuales deben destacarse las dos mds recientes, las SSTS 672/2020 de 11
diciembre y 854/2021 de 10 diciembre. La AP tuvo en consideracién, que la
carta en la que se contenia la reclamacién extrajudicial aparecia unida a la
certificacién de SERVINFORM, permitiendo conocer su contenido, asi como
que el domicilio del destinatario era el mismo que constaba en el contrato
de préstamo y en las actuaciones como el del demandado/recurrente. Se
planteaba en el recurso, si el requerimiento llevado a efecto tal y como
fue practicado (supuesto de envio masivo de correos) segin el tribunal
de instancia guarda o no las minimas exigencias legales para considerar
cumplido el requisito previsto en el art. 121-11 ¢) CCCat en relacién con el
art. 121-12 a) CCCat, lo que si constituye una cuestién de naturaleza juridica
propia del recurso de casacién.

La Sala razona del siguiente modo:

«Esta Sala de casacién catalana se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la
interrupcién de la prescripcién y sobre sus requisitos y efectos, como en el caso del
reconocimiento del derecho del acreedor por su deudor implicito en la solicitud de
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inclusién de una minuta de honorarios de letrado por la representacién procesal
de su cliente en la tasacién de costas del procedimiento civil en que se prestaron
los servicios profesionales de aquel —STS]Cat 68/2018 de 26 julio—; o en el caso
del reconocimiento expreso y no formulario por el heredero en la escritura de
aceptacion de la herencia del derecho del legitimario a su legitima con precisién de
su cuantia —STS]Cat 100/2016 de 15 diciembre—; o en el caso de la reclamacién
de unos honorarios derivados de una intermediacién inmobiliaria —STS]Cat
30/2016 de 19 mayo—; o en el caso de los efectos extensivos de la interrupcién de
la prescripcién cuando se trate de obligaciones solidarias —STS]Cat 77/2015 de 5
noviembre—; o sobre el momento procesal adecuado para oponerla el actor ante
la alegaci6n de la prescripcién por el demandado —STS]JCat 60/2015 de 23 julio—;
o en el caso de la producida por la inscripcién registral de los censos —STS]JCat
24/2011 de 3 junio—; o en la imposibilidad de que resulte de la actuacién de oficio
del Registrador en el caso de la prescripcién de los censos —STS]Cat 10/2009 de
12 marzo—; o sobre la diferencia de efectos entre la interrupcién y la suspensién
del plazo de prescripcién —STS]Cat 12/2009 de 19 marzo—.

No hemos tenido, en cambio, ocasién de pronunciarnos sobre si la utilizacién de un
sistema masivo de reclamacién como el empleado en el caso examinado ahora, que
por lo general solo acredita, por un lado, que se ha enviado en una fecha determinada
por el acreedor una misiva conteniendo —supuestamente— la reclamacién de pago
de la deuda a la direccién postal de su deudor, junto con otras muchas misivas de
la misma naturaleza —en el caso examinado, mds de 20.000— a las respectivas
direcciones postales de otros tantos deudores del remitente —créditos que, en el
caso examinado, habian sido adquiridos previamente de terceros—, y, por otro
lado, que la carta enviada al deudor no fue devuelta a su remitente, cumple o no
los requisitos legales y jurisprudenciales exigidos a una reclamacién extrajudicial
como medio de interrupcién de la prescripcién opuesta por el deudor a la accién
para exigir el pago de los créditos reclamados por el acreedor, en la medida en que
permita presumir razonablemente que el deudor recibié la carta, con independencia
de que llegara a leerla o no.

Elart. 1.973 C.C. no es aplicable en este caso, sin perjuicio de que la similitud de su
redaccién con el correspondiente precepto cataldn (art 121-11) que recoge la misma
causa de interrupcién de la prescripcién y la existencia de una jurisprudencia del
TS consolidada sobre los requisitos de la misma, permitan aludir a uno y a otra
a la hora de describir el correspondiente interés casacional y la doctrina que se
pretende proponer a esta Sala de casacién, a la vista de que la Sala Primera del TS
si se ha pronunciado reiteradamente sobre esa forma de reclamacién extrajudicial”

Esta sentencia, contiene diversos supuestos de requerimientos
efectuados por medio de correo con cita de las correspondientes sentencias.

«En efecto, es el caso de la STS 413/2023 de 27 marzo, sin que en dicho caso obstara
a la decisién de desestimar el recurso de casacién del deudor el hecho de que en
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la carta no constara la planta en que se encontraba la vivienda de la demandante
para que el empleado de correos pudiera depositar la comunicacién en el buzén
correspondiente, lo cual, en cualquier caso, “forma parte de la valoracién probatoria
que no puede ser impugnada en el recurso de casacién” (FD3).

Es el caso también de la STS 960/2022 de 21 diciembre, porque el acreedor habia
enviado, ademds, dos correos electrénicos a la misma direccién email del deudor
utilizada y designada por €l para la concertacién online del préstamo, sin que
existiera ninguna constancia de que ya no le perteneciera al tiempo de su envio o
de que hubiera sido cancelada con anterioridad a los mismos (FD2).

Es, asimismo, el caso de la STS 959/2022 de 21 diciembre, “puesto que en ningun
momento se ha negado que el domicilio del demandado coincidiera con la direccién
de destino indicada en la comunicacién o argumentado que esta se hubiera malogrado
por razones achacables al servicio postal de correos, de las que, por lo demds, no existe
reflejo alguno en los autos”; asi como, “tampoco se puede tachar la comunicacién
por formar parte de un gran conjunto de ellas, puesto que dicha circunstancia, igual
que si se hubiera presentado de forma independiente e individual, no impide su
puesta a disposicién del servicio postal de correos, que opera un numero ingente
de comunicaciones y que no puede denegar su admisién (documentada en los
autos con los albaranes de entrega) por el mero hecho de formar parte de una
remesa masiva de envios que le son confiados por el remitente para la realizacién
de un proceso postal integral (clasificacién, transporte, distribucién y entrega) que
debe garantizar de manera efectiva los derechos de los usuarios y del que, una
vez producida la recepcién, se hace responsable, conforme a lo dispuesto por el
art. 3.12.b) de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de
los derechos de los usuarios y del mercado postal... ni equipararse este supuesto,
atendidas las circunstancias que lo califican, con otros cuya tipologia es distinta,
como aquellos en los que la comunicacién fue remitida a una direccién postal de
la que fue devuelta por ser el destinatario desconocido o donde anteriormente ya
se habia producido una devolucién por la misma circunstancia, lo que si cuestiona,
como ya hemos dicho, la garantia de la recepcién (sentencia 854/2021, de 10 de
diciembre [invocada por el recurrente])” (FD2).

Es, igualmente, el caso de la STS 660/2022 de 13 octubre, en el que el Alto Tribunal
tuvo en cuenta que constaba acreditado que los empleados del banco prestamista
advirtieron al deudor de sus incumplimientos y de las consecuencias del impago,
que todas las notificaciones fueron remitidas al domicilio de este, que no constaban
devoluciones de los correos, que se remitieron varios requerimientos —ocho—; que
existfa una deuda cierta, vencida y exigible; que no puede dejarse a la voluntad del
deudor requerido la recepcién y el conocimiento del contenido de las notificaciones,
y que la deuda habia sido objeto de sucesivas novaciones y ampliaciones para
refinanciar la deuda (FD4).

Es, del mismo modo, el caso de la STS 604/2022 de 14 septiembre, en el que se
habfa previsto en el contrato firmado por las partes que las notificaciones entre
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ellas pudieran realizarse, aparte de otros medios, por SMS y correo electrénico,
habiendo sido realizado el requerimiento de pago mediante un SMS enviado al
mismo ntimero de teléfono que el deudor habia comunicado al celebrar el contrato
y un mensaje enviado a la direccién de correo electrénico facilitada de la misma
forma, enviados ambos con la intervencién de un tercero de confianza previsto en
el art. 25 dela Ley 34/2002 de 11 julio, de servicios de la sociedad de la informacién
y de comercio electrénico, que es lo que el apartado 36 del art. 3 del Reglamento
n° 910/2014 del Parlamento europeo y del Consejo, de 23 julio 2014, relativo a
la identificacién electrénica y los servicios de confianza para las transacciones
electrénicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 1999/93/CE,
denomina un "servicio de entrega electrénica certificada”, habiendo informado
este tercero de confianza sobre la remisién de los mensajes y su recepcién en el
numero de teléfono y direccién de correo electrénico mencionados, con los efectos
previstos en el art. 43 de dicho reglamento, no desvirtuados por la recurrente, que
ni siquiera los toma en consideracién al formular su recurso (FD5).

Es, de igual forma, el caso de la STS 436/2022 de 30 mayo, que concluye que el
requerimiento se habifa efectuado debidamente, deducido de la remisién por correo
ordinario sin devolucién, “complementado por correo electrénico designado en el
contrato y llamadas telefénicas, reconocidas por el demandante” (FD4).

Y es, finalmente, el caso de la STS 81/2022 de 2 febrero, en la que se descarta el
precedente constituido por la STS 672/2022 de 11 diciembre —también invocado
en el recurso— al considerar que el tribunal de instancia habia tenido en cuenta,
ademds de la remisi6n del requerimiento formando parte de un envio masivo de
notificaciones, entre otros, extremos que una de las empresas intervinientes en el
envio —EQUIFAX— certific6 la no devolucién del requerimiento “por segunda vez
a requerimiento del juzgado, por solicitud del actor”; que fue el Servicio publico
de Correos el que materializé la entrega de la carta-notificacién, no las empresas
de gestién vinculadas con la recurrente; que la notificacién de requerimiento
de pago se envié al domicilio sefialado por el recurrente, sin que conste lo haya
cambiado —"lo que hubiera propiciado, de haber cambiado, dudas al respecto
de la real recepcién por su parte, como destinatario, de la mencionada carta"—;
que el domicilio coincidia con el sefialado en la diligencia de apoderamiento apud
acta verificada ante el Juzgado a quo para dar curso a su escrito de demanda; que
el acreedor habia dirigido diversos emails a la direccién de correo electrénica del
demandado en los que constaba repetidamente en el apartado "asunto”, en unos
"nueva penalizacién por mora" y en otros "préstamo en mora". »

La decisién del Tribunal es la siguiente:

«Pues bien, ante la ausencia de un recurso extraordinario por infraccién procesal
por error patente en la valoracién de la prueba, que nos hubiera permitido revisar
si de los documentos tenidos en cuenta por el tribunal de apelacién podia o no
deducirse razonablemente una presuncién como la construida en este caso en la
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sentencia recurrida solo nos es posible concluir, de la misma forma que la Sala
Primera del TS, que la causa de interrupcién de la reclamacién extrajudicial de
la pretensién —art. 121-11 ¢) CCCat “reclamacién extrajudicial”— es un acto de
cardcter recepticio, sin requisitos formales especiales de cara a su validez, si bien
si se exige que identifique claramente el derecho objeto de la reclamacién y la
persona de la que se pretende el cumplimiento de la obligacién, acto que exige una
constancia “razonable” de la recepcién de la comunicacién por el destinatario, que
es susceptible de prueba por diversos medios, incluida la prueba de presunciones
judiciales —art. 386 LEC—, y que, por tanto, no exige la fehaciencia de la recepcién,
sin que pueda excluirse dicha razonabilidad por el hecho de que la reclamacién a
considerar haya sido remitida junto a otras como parte de una remesa masiva de
envios postales, cuando las circunstancias concurrentes no permitan dudar de la
recepci6n de la comunicacién en el domicilio de destino, y sin que exija tampoco
la acreditacién del conocimiento del contenido de la misma por el destinatario.»

Se confirma la tesis de la AP: «basta la recepcién o la prueba del envio al
lugar en el que fuere localizable el sujeto pasivo».

5. Interrupcion de la prescripcion
y renuncia a la ganada

La STSJC niim. 26/2016 de 18 de abril (ECLLI:ES: TSJCAT: 2016:3126),
dictada en un asunto sobre reclamacién de cantidad de un deudor fallecido
que habia hecho un reconocimiento de deuda, se analiza la infraccién
del art. 121-11 d) CCCat desde una doble perspectiva: a) que no se puede
entender como reconocimiento de deuda o renuncia a la prescripcién la
asuncién de una deuda diferente con el acreedor y b) que el reconocimiento
que puede hacer la madre en perjuicio de sus hijos menores de edad es
ineficaz respecto de la interrupcién de la prescripcién ganada por los hijos
menores.

«l’article 12111 d) estableix com a causes d'interrupcié de la prescripcié el
reconeixement del dret o la rentincia a la prescripcié de la persona contra qui es
pot fer valer la pretensi6 en el transcurs del termini de prescripci.

En aquest sentit, el precepte requereix que el reconeixement del dret o la rentincia
a la prescripcié guanyada han de provenir de la persona contra la que es pot fer
valer la pretensié. La correcta intel-leccié del precepte genera un doble ordre de
conseqiiencies. En primer lloc, que la interrupcié de la prescripci6 o la rentncia a
laja guanyada es produeix quan la persona contra la que es pot adrecar la pretensié
reconeix el deute o rentincia a la prescripcid, pero aixo requereix que la pretensié
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que es reconeix sigui idéntica a la que ostenta la part creditora. I, en segon lloc, que
la interrupci6 de la prescripci6 o la rentincia a la ja guanyada exigeix que sigui la
persona titular del pol passiu de la relacié obligatoria o, en terminologia del CCCat,
la persona contra la que es pot adregar la prescripcié.(...)

(-..) Consegiientment, al tractar-se de pretensions relatives a la remuneracions de
prestacions de serveis o de pagaments periddics que havien de fer —se per anys
o0 en terminis més breus, en consonancia amb l'article 121-21 a) i b) el termini de
prescripcié és el triennal».

La STSJC nim. 68/2018 26 de julio de 2018 (ECLL:ES: TSJCAT:
2018:7232), dictada por ausencia de doctrina legal en relacién con las causas
de interrupcién de la prescripcién.

Primero, con fundamento en la STS n° 544/2015 de 20 de octubre
(ECLLI:ES:T'S:2015:4149) dictada en el asunto sobre la Talidomida, establece
como cuestién procesal que abre la casacién, lo siguiente:

«Ciertamente es doctrina reiterada del TS (ST'S por todas 544/2015 de 20 de octubre)
y del TSJCat (S 30/2016 de 19 de mayo) que el cémputo del plazo de prescripcién
extintiva presenta una doble dimensién, fictica y juridica, de manera que el juicio
factico, viene ligado a la valoracién probatoria, y corresponde en principio al Tribunal
de instancia, en ejercicio de sus facultades exclusivas, no siendo revisable en casacién.
Si cabe, por el contrario, el examen de si en la apreciacién de la prescripcién desde
el punto de vista juridico se ha aplicado e interpretado correctamente la normativa
y jurisprudencia aplicables.

Esto es precisamente lo que aqui ocurre en tanto que el recurso de casacién por
interés casacional no se plantea sobre hechos distintos de los que la Sala de apelacién
estima probados en el fundamento juridico tercero de su resolucién sino sobre el
alcance juridico de tales hechos en relacién con la prescripcién extintiva estimada
por la sentencia de apelacién, tnica cuestion, por otra parte, que fue objeto del
recurso de apelacién de la parte demandada. La valoracién juridica de los hechos
declarados probados es inherente al recurso de casacién en tanto se encuentra
relacionada con la interpretacién de las normas sustantivas aplicables al caso.»

Segundo, Sobre las causas de interrupcién de la prescripcién, se pide
que la Sala declare que, aunque la condena en costas conforme un crédito de
la parte favorecida por ella contra la parte que ha sido obligada a su pago, su
tramitacién supone también un reconocimiento de deuda del sujeto pasivo
de los honorarios de los profesionales que las emiten y dice:

«De otro lado el art. 121-11 del CCCat regula las causas de interrupcién de la
prescripcién extintiva, en su mayor parte (letras a, by ) por la reclamacién judicial,
arbitral o extrajudicial de la deuda, la cual para que sea eficaz requiere segtn el art.
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121-12 que proceda del titular de la pretensién y se efectte frente al sujeto pasivo
de la pretensi6n antes de que se consuma la prescripcion.

El reconocimiento de deuda que contempla la letra d) del art. 12111 supone una
voluntad expresa o ticita del sujeto pasivo de la pretensién sin que la norma exija
un designio especifico ni intencionalmente dirigido a interrumpir la prescripcién.

Como acto interruptivo de la prescripcién no es, segin la mejor doctrina, un acto
recepticio, y no se refiere a €l el art. 121-12 del CCCat aunque para que sea conocido
por el titular de la pretensién y poder invocarlo debe exteriorizarse de algiin modo.

Pues bien, ello sentado, el motivo debe ser estimado.

Aunque en la legislacién catalana no exista un precepto como el 14:306 de los
PECL (principios del derecho europeo de los contratos) que tenga en cuenta una
posposicién del momento de la prescripcién de las pretensiones a favor o en contra
de la herencia ( art. 121-7) y aun cuando pudiera entenderse, contra el criterio de la
Audiencia Provincial, que la muerte del prestador de los servicios no necesariamente
marca el inicio de la prescripcién en la legislacién catalana al no ser aplicable el
dltimo pérrafo del art. 1967 del CCy la jurisprudencia del Tribunal Supremo que
lo interpreta, sino el art. 121-23.1 del CCCat que se inclina por la cognoscibilidad
de los datos de la pretensién para iniciar el cémputo del plazo, sin excepcién en
funcién de la clase de pretensién ejercitada, lo que no puede negarse es que la
presentacién por la hoy demandada ante el Juzgado de la minuta generada por
los trabajos llevados a cabo por el Letrado fallecido en aquel procedimiento no
tenga, hasta su aprobacién por el Juzgado, efecto interruptor de la prescripcién.(...)

(---) Se comprende, de este modo, que hasta que la tasacién de costas no fue aprobada
judicialmente (julio de 2009) e incluso pretendida cobrar al condenado (octubre
de 2009) no intentase la heredera del Letrado una nueva reclamacién al que fuese
cliente de su esposo, lo que constituye una accién légica y ajustada a los usos y
costumbres en este tipo de servicios.

La reclamacién extrajudicial producida el posterior 31 de mayo de 2012 lo fue,
en consecuencia, dentro del plazo de los tres afios desde aquellos ultimos actos
del vencedor del pleito que habia dirigido el causante de la actora, por lo que la
pretension no se hallaba prescrita».

Por otra parte, en una reciente sentencia, se ha tratado sobre la renuncia
de la prescripcién ganada. En el caso de la STSJC 12 de abril de 2023
(ECLLES: TSJCAT: 2023:4215), se reclamaba el reembolso del importe de
unos avales bancarios que habian sido ejecutados en su dia por parte de
la Generalitat. Una vez en concurso la empresa, la Generalitat reclamo en
incidente concursal, los dafios y perjuicios por el retraso en la ejecucién de
la obra, lo que fue denegado por el Juzgado de lo Mercantil.
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La empresa ejercité el reembolso de los avales a la Generalitat la cual
alegé la prescripcion de la accién que fue estimada en las dos instancias
por entender que habia transcurrido mds de diez afios de la ejecucién de
los avales (art. 121-20 CCCat). Sin embargo, la empresa consideraba que la
demanda incidental supuso la renuncia a cualquier tipo de prescripcién.

Los motivos del recurso se basaban en: Infraccién del art. 121-10.3
del Cédigo Civil de Catalufia, trata de la renuncia a la prescripcién de la
pretensién en los siguientes términos:

No era objeto de discusién en el recurso de casacién, ni el plazo de
prescripcién -de 10 afios- ni tampoco el “dies a quo” puesto que no se alegaba
como infringido el art. 121-23.1.

El Tribunal Superior razona del siguiente modo:

«2.En el derecho civil cataldn, de forma similar a la del art. 1935 del CC, y como
légica consecuencia de que el instituto de la prescripcién no es integramente de
derecho necesario, ni una institucién basada en principios de justicia material
sino que limita el ejercicio tardio de los derechos en beneficio de la certidumbre y
seguridad juridica (STSJCat26/2020 de 1 de sept, 48/2015, de 25 de junio, 30/2016
de 19 de mayo o 68/2018 de 26 de julio) permite que aquel a quien favorezca la
prescripcién pueda renunciar a ella, de modo que la renuncia a la prescripcién
ganada consiste en la declaracién, expresa o tdcita, de no querer aprovecharse
de ella o, lo que es igual, la voluntad exteriorizada por el deudor de no pretender
ampararse en el paso del tiempo prescriptivo para librarse de pagar la deuda o de
la exigencia de cualquier derecho o bien que esa misma voluntad se infiera de
actos concluyentes.

3. A diferencia del CC en el cual solo se puede renunciar a la prescripcién ganada,
esto es, cuando ha transcurrido todo el plazo, el CCC permite en el niimero 1 del
art. 121-10 que pueda renunciarse a la prescripcién durante el transcurso del plazo,
en cuyo caso la renuncia producird los efectos de la interrupcién.

En concordancia con esa idea, el art 121-11 d) establece como causa de interrupcién
de la prescripcion el reconocimiento del derecho o la renuncia a la prescripcién
de la persona contra quien puede hacerse valer la pretensién en el transcurso del
plazo de prescripcién.

4. En el presente caso el recurrente estima que la demanda incidental interpuesta por
GISA en el procedimiento concursal de Fercaber reclamando la integra responsabilidad
de esta tiltima por el retraso en la entrega de las obras y, en consecuencia, la cldusula
penal pactada en toda se extension, implicé la renuncia tdcita a la prescripcién que
ya habia comenzado respecto de la accién de repeticién de Fercaber por el cobro
indebido de la cliusula penal, ya pagada a través de la ejecucién de los avales.

Se solicita que se declare como doctrina que, de conformidad con lo previsto en
el articulo 121-10.3 del Cédigo Civil de Catalunya, el ejercicio de una accién de
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declaracién de responsabilidad contractual en un contrato por incumplimiento de
la parte contraria, cuantificando y reclamando los dafios y perjuicios ocasionados,
implica renuncia a los plazos de prescripcién transcurridos en relacién con el
contrato objeto del proceso y vinculados directamente con el mismo.

Eralahoy actora quien debia mostrar tempordneamente su voluntad de conservar
la exigibilidad de su derecho, bien por la via de la reconvencién en aquel incidente,
bien mediante el ejercicio judicial o extrajudicial en plazo de la pretensién contra
GISA, tal y como previene el art. 12111 del CCC (causas de la interrupcién) y el
art. 121-12 (requisitos de la interrupcién), a cuyo tenor, para que la interrupcién de
la prescripcién mediante el ejercicio de la pretensién sea eficaz debe proceder de
la persona titular de la pretensién o de una tercera persona que actie en defensa
de un interés legitimo y que tenga capacidad suficiente y efectuarse ante el sujeto
pasivo de la pretensién, antes de que se consume la prescripcién, salvo que se trate
del reconocimiento del derecho al que se vincula la pretensién o en la renunciaala
prescripcién en curso, en cuyo caso debe proceder del sujeto pasivo de la pretension.

4. En definitiva, no ha existido una conducta de GISA de la cual resulte directa o
indirectamente su conformidad con la existencia de la obligacién exigida ahora por
Fercaber para producir la interrupcién del plazo prescriptivo teniendo en cuenta
que ni existen palabras expresas ni tampoco conductas concluyentes en el sentido
indicado por parte del sujeto pasivo de la obligacién reclamada.»

Suspension de la prescripcion
La STSJC 21 diciembre 2009 (ECLL:ES: TSJCAT:2009 14247) se recuerda

la siguiente sobre la suspensién del plazo de prescripcién:

«Téngase presente que junto a las causas objetivas de suspensién reconocidas
en el sistema juridico cataldn, como sefiala la Exposicién de Motivos de la Ley
29/2002, de 30 de diciembre, Ley primera del CCCat, como sucede en los casos de
guerra o de grave crisis social, se suman también otras circunstancias subjetivas
derivadas de razones personales o familiares, entre las se encuentra la del menor
de edad que carece de representacién legal para poder ejercitar sus derechos y con
el objeto de protegerlos.

En dichos supuestos, las pretensiones no se pueden ejercitar por los menores (o
incapacitados sin representacién legal) ya que mientras no adquieren la capacidad
suficiente para accionar no pueden deducir la peticién subsiguiente. Por ello,
la inactividad imputable a quien pudiendo accionar no lo realiza dentro de los
lapsos temporales sefialados no puede aplicarse a estas personas al no poder
actuar judicialmente y, en su consecuencia, resulta congruente que se acuerde la
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suspensién de la caducidad disponible y la prescripcién, hasta tanto no se proceda
al nombramiento de representante legal.»

La STSJC 60/2015 de 23 de julio (ECLL:ES: TSJCAT: 2015:8119) Hace
referencia a la cuestién relativa al objeto de la prescripcién extintiva ha sido
tradicionalmente objeto de debate. Doctrina general sobre la prescripcién:

«El Derecho Civil cataldn, aplicable en nuestro caso, segiin hemos proclamado en
las STSJC 48/2015 de 25 de junio, con mayor rigor técnico, establece en los arts.
1211y ss. del Libro I CCCat que prescriben las pretensiones relativas a derechos
disponibles. En el Predambulo de la ley puede leerse que: En esta regulacién la
prescripcién se predica de las pretensiones, entendidas como derechos a reclamar
a otra persona una accién u omision, y se refiere siempre a derechos disponibles.
La prescripcién extingue las pretensiones, tanto si se ejercen en forma de accién
como de excepcidn, lo que posteriormente se plasmaria en el articulo 121-1 de su
articulado, conforme al cual: “La prescripcién extingue las pretensiones relativas
a derechos disponibles, tanto si se ejercen en forma de accién como si se ejercen
en forma de excepcién. Se entiende por pretensién el derecho a reclamar de otra
persona una accién o una omisién.»

Respecto de la alegacién de la prescripcién dice el articulo 121-4 CCCat
que la prescripcién no puede ser apreciada de oficio por los tribunales,
sino que debe ser alegada judicial o extrajudicialmente por una persona
legitimada.

A continuacién, el articulo 121-5 concede legitimacién para oponer la
prescripcién no solo a las personas obligadas a satisfacer la pretensién sino
también a las terceras personas perjudicadas en sus intereses legitimos
por la falta de oposicién o por la renuncia a la prescripcién consumada,
excepto en el caso de que hubiese recaido sentencia firme sobre la misma.
Siendo posible que las personas legitimadas opongan la prescripcién tanto
mediante accién como mediante excepcién.

El art 121-8.1 establece que «Lefecte extintiu de la prescripcié, un cop
al-legada i apreciada, es produeix quan es compleix el termini».

Por su parte, el articulo 121-10 admite la renuncia a la prescripcién salvo
que sea anticipada, pudiendo ser la renuncia expresa o ticita o lo que es
igual deducida de cualquier acto incompatible con la voluntad de hacer valer
la prescripcién.
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7. Diversos supuestos de aplicacién de la prescripcion

7.1. Censos

La STSJC de 12 de marzo de 2009 (ECLI:ES: TSJCAT: 2009:2165) recuerda
la doctrina del TSJCat en materia de prescripcién de censos:

«La STSJC num. 29/1993 se refiere a la prescripcién de los censos por impago de la
pensién durante mds de 30 afios en la situacién normativa anterior a la entrada en
vigor dela CDCC (arts. 299.6°y 344), situacién regulada entonces por las leyes de 31
de diciembre 1945 y de 26 de diciembre de 1957, en relacién con el “Usatge Omnes
causae”. En ella llegamos a afirmar que “la jurisprudencia del Tribunal Supremo
desde 1877 21956 reiteradamente admite la prescriptibilidad del derecho real de censo
si el censualista dejaba transcurrir treinta afios sin reclamar las pensiones, que el
art. 44 de laley de censos de 1945 admite también la prescriptibilidad estableciendo
una causa de interrupcién y que el art. 14 de 1a ley de 1957 no deroga el art. 44 antes
citado, sino que se refiere a la cancelacién de los censos inscritos”, estableciendo que
tampoco existia ningtn obstéculo para aplicar lo dispuesto en la CDCC (arts. 299.6°
y 344) o enla Llei 6/1990, de 16 de marzo (art. 10 .d), a los efectos de la prescripcién
de todos los censos, incluso los constituidos y no extinguidos con anterioridad a la
entrada en vigor de ambas normas y aquellos en que el impago de la pensién se
hubiera comenzado a producir también con anterioridad a ese momento.

Esta doctrina fue recordada en nuestra interlocutoria de 20 de septiembre de 2001
(RC. num. 32/2001), en la que, ademds, aludimos genéricamente a la posibilidad
de interrupcién de la prescripcién.

No es, sin embargo, hastala S TSJC ntim. 21/2003, que, nuevamente en interpretacién
del art. 44 de la Ley de 1945, no nos pronunciamos expresamente sobre la interrupcién
de la prescripcién del censo en virtud de la actividad registral del censualista—en el
caso, los censualistas se habfan preocupado de obtener las inscripciones registrales
necesarias, a intervalos inferiores de 30 afios, para interrumpir eficazmente la
prescripcién—, declarando que era hdbil para interrumpir la prescripcién de su
derecho, con independencia de que se hubiere exigido o no, ademds —y, en su
caso, obtenido o0 no—, el pago de las correspondientes pensiones, la carga de cuya
prueba —la del pago— ciertamente atribuimos al titular del derecho, sin perjuicio
de la presuncién a su favor del art. 38 LH.

En la misma linea y con cita de la anterior resolucién, también nos referimos en
la S TSJC nuim. 26/2003 a la virtualidad interruptiva que, en todo caso y al margen
de la exigencia y pago de la pensién correspondiente, cabia atribuir a la actividad
registral unilateral del censualista en relacién con la prescripcién de su derecho
de censo, en un supuesto de hecho también anterior a la Llei 6/1990, regido, de
acuerdo con las respectivas disposiciones transitorias, en parte por la legislacién
precedente a la CDCC —en aquel caso se discutia la eficacia interruptiva de la
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prescripcién de una inscripcién de divisién del censo realizada en 1957, antes de
transcurrir los 30 afios desde la anterior, realizada en 1942—, y en otra parte por
la propia CDCC en relacién con la Ley de 31 de diciembre de 1945 —la siguiente
inscripcién significativa, por razén de la aceptacién de una herencia, se hallaba situada
en 1986—, ley ésta que declaramos entonces de especial y preferente aplicacién ala
propia CDCC, siempre en defecto de lo previsto en el propio titulo de constitucién
del derecho (art. 296 CDCC), conforme a la tesis que habiamos proclamado ya con
anterioridad (S TSJC 35/2001 de 31 dic.).

Por otro lado, en nuestra STSJC nuium. 44/2003, en otro caso regido por la legislacién
anterior ala Llei 6/1990, sin perjuicio de la operatividad de las disposiciones transitorias
de ésta —de las que dijimos que “intenten compaginar la purga del vast conjunt
de carregues registrals que coneixem amb el nom de censos (com ja s’ha dit més
amunt) amb els avant dits drets adquirits” de los censualistas—, con cita de las
sentencias de 16 y 26 de junio del mismo afio, reiteramos la misma doctrina, en
relacién con un supuesto en el que no sélo consideramos la actividad registral del
censualista, sino también la de los censatarios que suponga un reconocimiento
de la vigencia del derecho del censualista, puesto que en el caso aquéllos habian
inscrito en periodo hibil para interrumpir la prescripcién la divisién en régimen de
propiedad horizontal de la finca gravada con el censo, “adjudicdndose entre ambos
sus distintos apartamentos, procediendo de forma unilateral a dividir el censo
que gravaba dicha finca matriz, distribuyendo entre los citados departamentos la
pensién de dicho censo”.

Dicha doctrina fue recordada luego en nuestras interlocutorias de 24 de enero de
2005 (RC. num. 126/2004) y de 9 de marzo de 2006 (RC. nam. 130/05), al objeto
de decidir la inadmisi6én de sendos recursos de casacién por no reunir el necesario
interés casacional, y en la tltima de las cuales, con cita de la STSJC ntum. 26/2003,
recordamos que “en matéria de prescripcié de censos..., no es fa cap distincié entre
censos amb pensi6 i sense pensi6 als efectes de llur prescripci6”.

Corolario de dicha doctrina es que, aparte del requerimiento o del pago de la
pensién o del ejercicio del derecho de cabrevacién, sélo la actividad registral del
censualista o la del censatario que implique reconocimiento del derecho de aquél,
propiciada dentro del término previsto (30 afios), tienen la virtualidad de interrumpir
la prescripcién del derecho de censo, pero no la actuacién llevada a cabo “ex officio”
por el registrador».

La STSJC 19 de enero de 2012 (ECLLES: TSJCAT: 2012:11) trata sobre el
«dies a quo» de la prescripcién en materia de censos en relacién con el art.
121-7 CCCat.

«En efecto, partiendo del propio “iter registral” de la finca propiedad de la sociedad

actora recogido en el Fundamento de Derecho Tercero de dicha resolucién, resulta
que la Audiencia Provincial yerra cuando, en su Fundamento de Derecho Sexto,
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fija como “dies a quo” para el ejercicio de la accién instada, el 24 de septiembre de
1995, coincidente con la fecha de la escritura publica de adquisicién de la finca por
la demandante, y concluye que: “En definitiva, la entidad actora tuvo la posibilidad
de ejercer la accién que da origen al presente procedimiento a partir del mes de
noviembre de 1995, por lo que, teniendo en cuenta, que la demanda se interpuso
en el mes de diciembre de 2004, resulta evidente que la accién ejercida para solicitar
la extincién del censo con dominio mediano por prescripcién no se encontraba
prescrita”, pues obvia y olvida que debe computarse y sumarse el periodo de tiempo
correspondiente a sus predecesores en la propiedad, esto es,....., que adquiri6 la
finca en fecha 21 de abril de 1920 —que fue agrupada a otras dos, dando lugar a
la finca de autos num. NUMO000—, con la comparecencia del titular del censo D.
Eulalio, que percibi6 el laudemio correspondiente a la transmisién. La inscripcién
registral de la propiedad total del censo por parte de éste se produjo el dia 3 de
diciembre de 1920.

En consecuencia y por aplicacién de lo estatuido en el articulo 121-7 CCCat —que
guarda cierta similitud con el contenido del art. 1960.1 del Cédigo Civil, en sede
de prescripcién adquisitiva—, la accién de prescripcién del censo de autos podia
haberse ejercitado, efectivamente, con mucha anterioridad a la fecha indicada en
la sentencia recurrida, y en concreto, en el supuesto que nos ocupa, podia haberse
instado a partir del afio 1950.»

7.2. Servidumbres

La STSJC del 17 de septiembre de 2009 (ECLL:ES: TSJCAT: 2009:9452),
Servidumbre de vistas: adquisicién por usucapién. Régimen juridico
anterior y posterior a la Compilacién y a la Ley 13/1990: incumplimiento por
los huecos cuestionados del plazo de 30 afios desde la entrada en vigor de la
Ley 13/1990. Actual art. 544-7. 1° CCCat:

«De totes formes no apareix clara l'oportunitat de salvar la manca de coheréncia entre
els articles 2.5 111 de la Llei 13/1990 per la via, que podem qualificar d’artificiosa,
de transformar l'acci6 negatoria en una accié reivindicatoria. Sembla, doncs, més
realista que en el cas dexercici de I'accié negatoria amb referéncia al dret real de
servitud, si ens atenem a la interpretacié historica, sistematica i logica de la llei, que
ha de prevaler sobre la interpretacié literal d'un dels seus preceptes, hem dentendre
que en relacié amb el dret real de servitud, I'acci6 negatoria prescriu als trenta anys».

En igual sentido se pronuncié la STSJC de 14 de octubre de 2002 la cual
también estimé que la accién negatoria no habia prescrito y afiadié en el
fundamento décimo que:
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«En fer aplicacié de la doctrina precedent al cas d’aquest litigi resulta pales que
com que des de l'entrada en vigor de la llei catalana tan esmentada 13/1990, de 9
de juliol, fins el 13 de setembre de 2001 en queé es va presentar la demanda origen
d’aquestes actuacions, no han transcorregut, ni de molt, els 30 anys necessaris per
ala prescripci6 de 'accié negatoria de la servitud de llums i vistes que és objecte de
tal demanda (ja que és des de la data de la vigéncia d’aquella llei que cal computar
el termini de prescripcié d’acord amb la Senténcia d’aquesta Sala de 17 doctubre
de 1994) escau rebutjar I'excepci6 de prescripcié oposada pel demandat, revocar la
Senténcia objecte d’aquest recurs i examinar la viabilitat de la demanda».

Y es que en efecto ya se recordaba en la sentencia de 17 de octubre de
1994 que en la regulacién civil catalana sobre la posibilidad de usucapir la
servidumbre de luces y vistas, cabfa distinguir tres etapas:

«Laanterior ala Compilacién, en que la servidumbre que el derecho romano llamaba
prospectus no puede adquirirse por usucapién, en aplicacién de lo dispuesto por las
Ordinacions de Sanctacilia, concretamente la 61y 62 que en traduccién de PELLA
i FORGAS, dicen asi: “Nadie puede alegar posesién en pared propia o comun de
ventana grande ni pequefia, ni del tal agujero por donde pueda pasar algtin hombre,
y no en otras, si no es radial o rajadera”. “Idem. el que tendrd ventana, no la pueda
obtener por prescripcién, sino la tiene con escritura de su vecino; en otra manera
se entiende hecha en fraude de la otra parte”. Notemos que la recta interpretacién
de ambas disposiciones, y no sélo de la segunda, llevan a la conclusién de que la
no usucapibilidad de las servidumbres de vistas deriva de que no son susceptibles
de cuasi-posesion por tratarse de actuaciones meramente toleradas; en este sentido
BORRELLi S.

La compilacién de 1960 fue taxativa al enumerar en el art. 283 una serie de
servidumbres (alguna de las cuales hoy incluimos en la categoria de relaciones de
vecindad) que no pueden adquirirse por usucapién, ni tan siquiera inmemorial;
concretamente la de vistas, sea en pared propia sea en pared medianera. Finalmente,
la Llei 13/1990, de 9 de julio, deroga expresamente el art. 283 de la Compilacién
y al regular las relaciones de vecindad prohibe que tomen vistas o luces del patio
vecino quienes no tengan constituida a su favor una servidumbre (art. 40). La
Seccién tercera del Capitulo IT disciplina la servidumbre voluntaria de luces y vistas
y, con cardcter general para toda servidumbre, dispone que se constituyen por
titulo, por usucapién y por disposicién de la Ley (art. 6) y que la adquisicién de las
servidumbres por usucapién tiene lugar mediante la posesién publica, pacifica e
ininterrumpida, en concepto de titular del derecho de servidumbre, por un periodo
de treinta afios (art. 11).»

Continuaba diciendo la sentencia que bajo la vigencia del art. 283 de la Compilacién
el duefio del pretendido fundo sirviente sabia que su inactividad frente al colindante
que toma vistas directas de su finca era interpretada por el ordenamiento juridico
cataldn como un acto de mera tolerancia que, por mucho que se prolongase en
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el tiempo, nunca podia dar lugar a que el vecino llegase a adquirir un derecho
real de servidumbre de vistas. Suponiendo que la ley nueva atribuya una distinta
eficacia a la inactividad de quien soporta las vistas del colindante, este cambio
legislativo sélo puede operar a partir de los veinte dias de la publicacién del texto
legal, pero no cambia retroactivamente la eficacia de eventos acaecidos antes de
su promulgacién. Lo contrario seria vulnerar el principio de irretroactividad que
incluso alcanza rango constitucional cuando restringe derechos individuales (9.3
Constitucién Espatiola)».

Con posterioridad al afio 1990, como recuerdan las sentencias de instancia, la Ley
22/2001 vuelve al derecho histérico de Catalufia prohibiendo la adquisicién por
usucapién de toda servidumbre, de modo que por el juego del derecho transitorio,
ninguna servidumbre de vistas pudo ser usucapida en Catalufia, criterio que es el
que, por demis, sigue el Llibre V del CCCat.

Estimandose que la apertura de huecos o ventanas sobre la finca vecina sin titulo
en la legislacién anterior a la Ley 13/1990 como actos meramente tolerados, es
claro que el propietario podia hacer cesar la perturbacién en cualquier momento,
de modo que no cabe alegar la prescripcién extintiva de la accién entablada.

Incluso en el régimen de la Ley 13/90 esta Sala en la Sentencia de 1994 ya apuntaba
la idea de que el plazo de la prescripcién debia comenzar a computarse desde los
actos obstativos a la libertad del dominio, en la consideracién de que la servidumbre
era de caricter negativo.

Y es que en efecto siendo la accién negatoria tendente a proclamar la libertad de
un fundo frente a quien se irroga tener constituida a su favor una servidumbre,
en todo caso la accién no nacerfa sino hasta que se produce un acto de afirmacién
en tal sentido.

En definitiva, las Sentencias del afio 1994y las de del afio 2002 analizan las diferentes
situaciones juridicas en esta materia en el Derecho Civil de Catalufia, sobre todo a
partir del cambio que supuso la Ley 13/1990, pudiendo concluirse en la siguiente
forma:

a) Los huecos o ventanas existentes en pared propia sin respetar la androna antes
de la entrada en vigor de la Ley 13/1990 debian seguir considerdndose como actos
meramente tolerados a los que cabia poner fin en cualquier momento no siendo
susceptibles de prescripcién bajo el axioma “in facultativis non datus praescriptio”.

b) En cualquier caso, la accién negatoria protege la libertad del dominio por lo que
solo cabe frente a quien se irroga tener constituida a su favor una servidumbre.
En este sentido el cémputo del plazo de la prescripcién de la accién, de 30 afios
segtn lo dispuesto en el art. 344 de la CDCC, se iniciarfa a partir del momento en
que alguien afirmase tener un derecho de servidumbre.
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¢) Siendo susceptibles las servidumbres de luces y vistas de prescripcién adquisitiva
a partir de la Ley 13/ 1990, el plazo de prescripcién de la accién negatoria sélo
comenzaba a computarse desde la entrada en vigor de dicha ley.

d) Dicho plazo debfa entenderse igualmente de 30 afios y no de 5 afios del art.
2,5 dela Ley 13/1990, sélo referido a la prescripcién de la accién para hacer cesar
perturbaciones o inmisiones de cardcter material.

e) La derogacién de la Ley 13/1990 en este punto por la Ley 22/2001, la cual llevd
hasta sus ultimas consecuencias la tendencia de sus fuentes histéricas pues ha
ampliado a todas las servidumbres la imposibilidad de ser adquiridas mediante
usucapién, debia volver a los criterios anteriores a la promulgacién de la primera
en materia de prescripcién adquisitiva de la servidumbre de vistas y a los de la Ley
13/1990 en orden a la extintiva.

f) La situacién queda claramente especificada a partir de la entrada en vigor de la Ley
5/2006 por la que se aprueba el Libro V del CCCat al decir expresamente el articulo
544.7 sobre la prescripcién extintiva que la accién negatoria puede ejercerse mientras
se mantenga la perturbacién, salvo que, tratindose de un derecho usucapible, se
haya consumado la usucapién.

Es por todo ello que, aun estimdndose que las ventanas existentes antes de la
rehabilitacién de la finca tuviesen mds de 30 afios, la accién tendente a hacer
desaparecer las aperturas no habfa prescrito por tratarse de actos meramente
tolerados y no haberse afirmado la existencia de una servidumbre por parte del predio
aparentemente dominante sino en el afio 2005 (folio 73), no habiendo transcurrido
por demds 30 afios desde la entrada en vigor de la Ley 13/1990».

7.3. Asociaciones

La STSJC 6 de noviembre de 2006 (ECLL:ES: TSJCAT: 2006:12304),
se hace eco de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 27 de abril de
2006 en el sentido de estimar que el art. 15 de la Ley de Asociaciones de
Catalunya por ser normativa procesal invadfa la competencia del Estado
siendo inconstitucional y por tanto nulo y entiende de aplicacién el art. 40
de la Ley Orgdnica 1/2002 en materia de caducidad de la accién de la accién
de impugnacién (cuarenta dias) y concluye:

«De esta forma el art. 21 a) de la Ley Orgdnica 1/2002 establece que: “todo
asociado tiene derecho a participar en las actividades de la asociacién y en los
érganos de gobierno y representacién, a ejercer el derecho de voto, asi como
a asistir a la Asamblea General, de acuerdo con los Estatutos” y del mismo
modo el art. 22 de la Llei d’Associacions de Catalunya configura tal derecho
como “derecho minimo”.
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Es por ello que la vulneracién del derecho de asistencia supone la infraccién de una
norma de derecho necesario y por tanto los acuerdos adoptados sin la participacién
del asociado por haberle privado la Asociacién de la asistencia y participacién a la
junta son acuerdos viciados en su formacién y por tanto nulos no estableciendo el
art. 40 de la Ley 1/2002 un plazo de caducidad para hacer efectiva la impugnacién».

7.4. Responsabilidad Extracontractual

La primera Sentencia que dicta el TSJC en materia de responsabilidad
extracontractual aborda la cuestién de la Disposicién Transitoria Unica de
la Llei 29/2002, por tratarse de unos hechos acontecidos antes de su entrada
en vigor, pero con demanda presentado después.

La STSJC 6/2010 de 18 de febrero (ECLLI:ES: TSJCAT: 2010:481). La
cuestién debatida era una reclamacién por dafios causados en el edificio
colindante con otro en el que se realizaron unas obras, hechos ocurridos
en 2003, siendo la accién ejercitada la del art. 1902 CCivil, tras el archivo
en 2005 de anterior denuncia penal. La Audiencia Provincial, estimando el
recurso de apelacién, desestima la demanda por el transcurso de un afio. El
recurrente en casacién entiende que debe aplicarse el plazo de tres afios del
nuevo art. 121-21. d/CCCat.

La Sentencia aplica la «retroactividad media» de dicha Disposicién, de
modo que,

«sicom és el cas, el termini de prescripci establert en la nova Llei és més llarg, la
prescripcié es consumeix quan ha transcorregut el termini establert per la regulacié
anterior».

«No és admissible, per anar en contra del que expressament preveu la norma i per
atemptar contra el principi de seguretat juridica en qué es fonamenta la institucié de
la prescripcié, una interpretaci6 de la qual resultés que, un cop reiniciat el comput
del termini de prescripcié —que certament té com a efecte capital la necessitat
que el temps de prescripcié hagi de comptar-se sencer de nou, ja que a diferéncia
de la suspensid, que simplement paralitza el termini i concedeix eficacia al temps
ja transcorregut per sumar-lo al posterior a la cessacié del fenomen suspensiu,
la interrupci6 elimina aquest recurs—, pogués ser-ho amb un termini diferent.»

La SSTSJC num. 31/2017 y nim. 60/2017 de 4 de diciembre (ECLL:ES:
TSJACAT: 2017:10699 y 2017:10698). En materia de accidentes de circulacién
se debe distinguir entre: a) responsabilidad extracontractual derivada de
accidente de circulacién por carretera y, b) la accién directa del dafiado contra
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la aseguradora de la persona causante del dafio. La cuestién en orden a si
dichas acciones tienen o no un plazo de prescripcién distinto es abordado.
Recuerda la doctrina:

«De ahi que las normas relativas a la prescripcién contenidas en los articulos 121-1
a121-24 del CCCat, sean de aplicacién general y preferente en Catalufia aunque la
totalidad de la relacién juridica a la que resulte aplicable no venga regulada en el
Cédigo civil cataldn sino en el CC».

Respecto del plazo de prescripcién cuando la accién se dirige contra la
aseguradora:

«En orden al plazo de prescripcién de la accién entablada por los perjudicados de
los accidentes de trifico ocurridos en Catalufia contra la compafifa aseguradora al
amparo del art. 7.1 del TRLRCYSCVM dijimos en la STSJC de 7-10-2013 que era el
anual establecido en dicha norma, resaltando que debia ser respetado el reparto
competencial del art. 149,1asi como las normas contenidas en las leyes especiales,
cuya aplicacién resulta preferente a la norma general.»

El mismo plazo anual rige cuando la accién se dirige contra la persona
fisica causante del accidente o propietario del vehiculo:

«Asi pues, ha de entenderse que el art. 7.1 del TRLRCYSCVM, precepto con
clara vocacién de aplicacién universal, elemento de cierre del sistema, al indicar
expresamente que el plazo de prescripcién de la accién directa del perjudicado contra
la compafiia aseguradora es el de un afio, lo que hace es instituir implicitamente en
la ley el mismo término de prescripcién anual cuando la accién se dirija contra el
resto de los responsables de las consecuencias dafiosas del accidente, pues lo que
el tercero perjudicado tiene derecho a exigir del asegurador es el cumplimiento de
la obligacién de indemnizar del asegurado no el cumplimiento de una obligacién
auténoma del asegurador frente al tercero.

«La accién directa da lugar a responsabilidad solidaria de causante del dafio y de
la compatifa aseguradora por lo que resulta clara la conexidad de ambas al tener
que responder de una misma prestacién que cumple igual funcién de resarcir al
perjudicado (STS de 7 de mayo de 1993).»

7.5. Honorarios Letrado

En los supuestos de reclamacién de honorarios de letrado, se han dictado
las TSJCat 68/2018 de 26 de julio, (ECLL:ES: TSJCAT:2018:7232), 82/2019
de 17 de diciembre, (ECLL:ES: TSJCAT:2019:10649), 19/2020 de 18 de junio
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(ECLL:ES: TSJCAT:2020:5731) y 55/2021 de 18 de noviembre, (ECLLES:
TSJCAT:2021:10495), sientan la siguiente doctrina:

«Siguiendo el criterio del TS y el que se desprende naturalmente del art. 121-23.1
CCCat., establecimos que el “dies a quo” coincidia con el momento en que hubieren
dejado de prestarse los respectivos servicios. Mds en concreto, dijimos que cuando
la intervencién profesional comprendiese la direccién y defensa de los intereses
del cliente en un litigio, el plazo de prescripcién no empezaba a correr hasta que
no finalizasen las correspondientes actuaciones procesales, no siendo razonable
que un mismo procedimiento judicial se minutase separadamente por fases o
instancias. Pero cuando el profesional asumiese la direccién y defensa de los
intereses del mismo cliente en varios asuntos no conectados entre si, el plazo de
prescripcién de la pretensién de cobro de sus honorarios empezarfa a correr de
manera independiente para cada uno de ellos desde su terminacién. En todos los
casos, claro estd, salvo voluntad expresa en contrario de las partes. Por ello, no
podia fijarse por defecto el hito inicial en la conclusién de la fase declarativa de
un procedimiento, cualquiera que fuese la instancia del mismo, si los servicios
profesionales siguieron prestindose en la fase de ejecuciéon.»

7.6. Vencimiento anticipado préstamo

La STSJC num. 1/2022 de 10 enero, (ECLL:ES: TSJCAT:2022:1277). Trata
sobre la prescripcién de la pretensién actuada en reclamacién de cuotas
impagadas de un préstamo cuando se ejercita la facultad contractual de
declarar vencido anticipadamente el préstamo.

La cuestién juridica planteada es la relativa al cémputo del plazo de
prescripcién, en concreto el «dies a quo» conforme a la regla establecida en
el art. 121-23.1 que dice

En el recurso de casacién se afirmaba infringido el art.121-23.1 del CCCat
interesando se dicte doctrina en relacién a cudl debe ser la fecha de inicio
del plazo de la prescripcién cuando se ejercita la cldusula de vencimiento
anticipado, como fue el caso.

No existia discusién entre las partes sobre: a) la aplicacién de la normativa
catalana de conformidad con la Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera
Ley del Cédigo Civil de Catalufia; b) que el plazo de prescripcién de la accién
era el de 10 afios contemplado en el art. 121-20 de dicha ley.

Dice la Sentencia:

«Los arts. 1125, 1129 y 1255 del CC y la jurisprudencia admiten la posibilidad de
pactar la pérdida del plazo concedido por el acreedor al deudor. Ejercitada esa
facultad, desde ese momento la obligacién es exigible.
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En el caso, segin la demanda, las partes pactaron en la cldusula sexta del contrato
que el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones asumidas por el prestatario
singularmente la falta de pago de las cuotas en que se fracciond la devolucién del
préstamo, facultarfa al prestamista para considerar vencido el préstamo anticipindose
la exigibilidad de las cantidades que debieran ser de otro modo pagadas durante el
periodo contractual aun no transcurrido.

La cantidad a pagar serfa el importe de las cuotas no pagadas mds el capital pendiente
de vencer y la cantidad resultante se consideraria liquida y exigible y devengarfa
intereses moratorios al tipo pactado.

La entidad de crédito hizo uso de dicha facultad, seguin la demanda, en el mes de
marzo de 2007, cerrando la cuenta.

Por la propia iniciativa de la causante de la parte actora, el préstamo podia ser
reclamado desde el afio 2007. Desde marzo de ese afio, la entidad de crédito conocia
elimporte de la deuda, su exigibilidad y a la persona del deudor por lo que habiendo
transcurrido con holgura el plazo de 10 afios hasta que fue reclamada mediante el
procedimiento monitorio (art.121-7), no habiéndose probado la interrupcién, procede
declarar prescrita la obligacién confirmando la sentencia de primera instancia que
asi lo dispuso.»

7.7. Accesion Invertida

La STSJC 50/22 de 16 de septiembre, (ECLLI:ES: TSJCAT:2022:10455) en
un supuesto de reclamacién de cantidad derivada de accesién invertida.

«En cuanto a la eleccién del “dies a quo”, el tribunal de apelacién razoné que
con el certificado final de la obra se supo que el edificio estaba terminado y, en
consecuencia, el actor “pudo conocer plenamente el alcance de la ocupacién del
suelo ajeno y la persona contra la que podia ejercitarse la accién».

Pues bien, esta interpretacién es plenamente respetuosa con el art. 121-23.1 CCCat
y con nuestra jurisprudencia expuesta ut supra, puesto que en el momento en que
terminé la construccién del edificio el duefio del terreno supuestamente invadido
ya podia advertir razonablemente si se habfa producido o no dicha invasién, sin
que pueda sostenerse razonablemente una solucién diferente a la vista de las
circunstancias del caso —nada cambia el que la invasién fuera pequeiia o grande,
mientras fuera perceptible y mensurable— y las de las partes, singularmente, a la
vista de la conducta del actor en orden a la reclamacién de su eventual derecho —
las vicisitudes del procedimiento no permiten al dia de hoy considerar probada la
invasién de su terreno por la construccién de los demandados—, que dejé transcurrir
casi por entero el plazo de prescripcién antes de recabar el asesoramiento de un
perito para comprobar si se habia producido o no la invasién y, desde entonces, se
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entretuvo en reclamaciones extrajudiciales y en la solicitud judicial de diligencias
preliminares contra todos los que habian tenido algo que ver con la construccién del
edificio menos, precisamente, contra los propietarios del mismo, el conocimiento
de cuya identidad estuvo a su alcance desde un principio.

Tampoco puede justificarse una solucién diferente en base a la naturaleza de la
accién ejercitada (art. 542.9.1 CCCat) ni en atencién a los usos reconocidos para la
actividad de que se trata, puesto que como declaramos en nuestra STSJC 30/1993,
de 28 diciembre (FDG6), en una situacién normativa anterior, respecto a la accién del
constructor para reclamar contra el duefio del terreno ajeno sobre el que construyd
de buena fe sin su permiso, «el dfa inicial para el cémputo de la prescripcién de
los derechos del constructor en terreno ajeno “es el momento en que se produce
la incorporacién de los materiales al suelo” (fundamento juridico decimoquinto),
extremo que es explicitamente asumido por el recurrente quien dice que en el
momento en que los materiales se incorporan al suelo se produce la accesién “segiin
la Leyy su pacifica interpretacién”; ahora bien, las obras se prolongan desde el afio
1955 al 1963, segtin estimamos en ejercicio de la facultad integrativa del factum, y
la demanda inicial fue presentada ante el juzgado de Sant Feliu de Llobregat el 18
de septiembre de 1991, con lo que la accién no habia prescrito si se entiende que el
cémputo empieza cuando terminan las obras... pues el art. 278 de la Compilacién
habla de edificacién como resultado de una actividad y hasta que la actividad no
cesa no podemos saber que es lo edificado y cual su valor...».

7.8. Cooperativas

Las SSTSJC num. 65/2017 de 21 de diciembre (ECLL:ES: TSJCAT:
2017:10701) y STSJC nim. 34/2018 de 16 de abril (ECLI:ES:TSJCAT:2018:4979)
que tratan de la sancién por baja de un taxista en la Cooperativa, establecen
que el plazo de prescripcién decenal establecido en el art. 121-20 CCCat
es el aplicable a la prescripcién de las sanciones a falta de una norma que
establezca otra distinta; el «dies a quo» para el inicio del cémputo de la
prescripcién de la sancién impuesta, teniendo presente su naturaleza
ejecutiva en el caso examinado, lo es desde la fecha en que se adoptaron en
la Asamblea general de la cooperativa.

«Descartada una aplicacién analégica del lapso temporal de 3 meses que solicitaba
la recurrente, y no siendo procedente en el dmbito civil en el que nos movemos la
aplicacién del art. 133 del Cédigo Penal, que establece el plazo de un afio para la
prescripcién de las penas leves, como consideré el juez de primera instancia en
base a la naturaleza sancionadora del acuerdo, pues, en su caso —de ser aplicable
la analogia— se encontrarfa mdis préxima al plazo de tres afios que establecia el
art. 132 de la Ley 30/1992 (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), de Régimen
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juridico de las administraciones publicas y del procedimiento administrativo
comun (vigente en el momento de los hechos enjuiciados) para la prescripcién
de las sanciones fijadas en la via administrativa, lo cierto es que el CCCat regula
una norma de prescripcién —art. 121.20CCCat— aplicable a las “pretensiones de
cualquier clase” a salvo que este C6digo o las Leyes especiales dispongan otras
cosa. Lo que aqui no acontece.

Por lo expuesto, en el caso examinado, el plazo de prescripcién decenal establecido
en el art. 121-20 CCCat es el que resulta de aplicacién a la prescripcién de las
sanciones, a falta de una norma que establezca otra distinta, pues, en definitiva,
se trata de una pretensién pecuniaria cuyo lapso temporal para su reclamacién
por la via civil, no se encuentra regulado ni en la Ley catalana de Cooperativas,
ni en los Estatutos de la cooperativa, procediendo, por ende, a la desestimacién
del primer motivo, ya que desde el acuerdo de imposicién de las sanciones hasta
la reclamacién extrajudicial y la interposicién del proceso monitorio no habia
transcurrido el plazo decenal aplicable.»

7.9. Enriquecimiento injusto: accién reembolso

El plazo de prescripcién de esta clase de acciones es el de 10 afios del
art. 121-20 del CCCat y no el relativo a las acciones por responsabilidad
extracontractual del art. 121-21 del CCCat.

La STSJC ntm 45/022 de 14 de julio (ECLLI:ES: TSJCAT: 2022:8229):

«2. Ninguna de las partes pone en cuestién que a la accién ejercitada sea de aplicacion,
en cuanto a la prescripcién, la normativa catalana, tal y como ha establecido esta
Sala, la cual viene declarando que la normativa prevista en los articulos 121-1 a
121-24 del CCCat es aplicable con cardcter general en Catalufia incluso en aquellas
relaciones juridicas no especificamente reguladas en el CCCat.

Asf, enlas STSJC de 12 de septiembre de 2011 o de 14 de noviembre de 2016 dijimos
que el actual sistema de fuentes viene establecido en el art. 111-1 a cuyo tenor “El
derecho civil de Catalufia estd constituido por las disposiciones del presente Cédigo,
las demds leyes del Parlamento en materia de derecho civil, las costumbres y los
principios generales del derecho propio, aunque la costumbre solo rige en defecto
de ley aplicable», precepto complementado por el articulo 111 — 5 cuando dice
que las disposiciones del derecho civil de Catalufia se aplican con preferencia a
cualesquiera otras.

3. Lo que se plantea es la naturaleza juridica de la accién ejercitada y el plazo
aplicable segiin dicha normativa a la misma. (...)

4. Segtin los hechos en los que se basa la demanda, repeticién de los pagos efectuados
por la Sra. ... en interés de los herederos del Sr...., la accién podria encuadrarse
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en el art. 1158 del CC, el cual dispone que el que pagare por cuenta de otro podrd
reclamar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa
voluntad. En este caso sélo podrd repetir del deudor aquello en que le hubiera
sido util el pago.(...)

5. Se trata de una accién de repeticién o reembolso que el Tribunal Supremo en
la sentencia de 28 de junio de 2010 (ROJ: STS 3954/2010 — ECLI:ES:TS:2010:3954)
considera tiene su fundamento en el enriquecimiento injusto que se produciria si el
tercero no compelido por una obligacién, aunque el deudor lo ignore o se oponga,
pagase la deuda del verdadero legitimado quedando éste liberado de su pago y, en
consecuencia, enriqueciéndose con su importe al disminuir su pasivo {(...).

7. Siendo asi que el art. 121-21 del CCCat solo instituye el plazo trienal para las
pretensiones relativas a pagos periédicos que deban efectuarse por afios o plazos
mds breves; a la remuneracién de prestaciones de servicios y de ejecuciones de
obra; al cobro del precio en las ventas al consumo y a las pretensiones derivadas de
responsabilidad extracontractual, y no siendo ninguna de ellas la que se ejercita, es
obligada la aplicaci6én del art. 121-20 a cuyo tenor: Las pretensiones de cualquier clase
prescriben a los diez afios, a menos que alguien haya adquirido antes el derecho
por usucapién o que el presente Cédigo o las leyes especiales dispongan otra cosa.

8. Deigual modo, la doctrina del TS, Sentencia de 19 de diciembre de 1986 (ROJ: STS
7798/1986 (ECLI:ES:TS:1986:7798) 0 la 7 de noviembre de 2003 (ROJ: STS 6962/2003)
(ECLI:ES:TS:2003:6962), viene entendiendo que la accién por enriquecimiento
injusto no tiene sefialado plazo especial razén por la que aplica el general del art.
1964 del CC »

9. Procede, en suma, sin necesidad de examinar el motivo segundo del recurso,
casar la sentencia de la Audiencia y declarar que la accién no se hallaba prescrita
cuando fue presentada por no haber transcurrido desde la realizacién de los pagos
cuya repeticién se pretende hasta la presentacién de la demanda reconvencional
el plazo de 10 afios previsto en el CCCat.»

7.10. Ordenacién de la construccion

La STSJC num. 77/2015 de 5 de noviembre (ECLI:ES: TSJCAT:
2015:11177) entiende no aplicable los plazos de prescripcién del CCCat al
sector de los defectos o vicios en la construccién por hechos imputables
a sus agentes:

«En els mateixos s'addueix que les normes que haurien d’haver estat aplicades tant
per la determinacié6 del dia inicial del comput de la prescripcié com pel termini
sén les previstes als articles 121-23.11 121-21 d) del Codi civil de Catalunya i no les
contemplades a la Llei dordenacié de l'edificacié. Al marge de posar de manifest
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que aquesta Sala ja ha exposat en les seves senteéncies SSTSJC 55/2013 (R] 2014,
517), de 7 doctubre (Ple ) 110 d’abril de 2014 que el regim de prescripci6 previstala
normativa catalana no resulta d’aplicaci6é quan la relacié juridica es troba sotmesa
a una regulacié continguda en una norma de caire especial dictada per 'Estat i
que regula la prescripcié en un concret sector de la realitat social, com succeeix en
l'asseguranga per la circulaci6 de vehicles a motor o ara en el régim de responsabilitat
per defectes o vicis derivats de l'actuacié dels agents de l'edificacid, existeix un altre
argument rellevant que impedeix 'analisi d’aquests dos motius. I aquest és que es
tracta de qiiestions noves que s'introdueixen per primera vegada en el recurs de
cassacid, sense que s’hagués qiiestionat per la part recurrent en 'oposicié al recurs
dapel-laci6 ni el dies a quo ni el termini de prescripcié conforme a les referides
normes catalanes, a les que en cap moment es fa esment ni nominativament ni
en relaci6 al seu contingut.»

8. Caducidad

8.1. Caducidad sobre relaciones juridicas disponibles
no apreciable de oficio en Cataluia

La STSJC ntim. 66/2018 de 27 de julio (ES: TSJCAT: 2018:7231) relativa a
una reclamacién del «afio de viudedad» y de la cuarta viudal, en situacién de
unién estable de pareja, realiza consideraciones sobre situaciones donde el
legislador catalin decide limitar el ejercicio de ciertas pretensiones.

«Des d’'una perspectiva sistematica, és certament apreciable una clara voluntat
del legislador per regular la forma i el termini d'exercici dels drets quan ho creu
convenient, de manera que el silenci del legislador en un cas concret significa que
la pretensié relativa a aquella titularitat juridica substantiva esta sotmesa al termini
ordinari de prescripci6 (article 121-20) i que no ens trobem en preséncia d'una
acci6 o poder de configuraci6 juridica sotmesa a caducitat (article 122-1.1 CCCat).

En aquest sentit, pel que fa a l'exercici del dret a la compensacié economica per
raé del treball I article 232-11.2 CCCat especifica que s’ha de demanar en el procés
—nul-litat del matrimoni, separacié o divorci— que causa l'extincié del régim de
separaci6 de béns, i que si l'extinci6 s’ha produit per causa de mort d'un conjuge,
la pretensi6 per a reclamar la compensacié “prescriu” al cap de tres anys de la
mort del conjuge. Quant a la prestacié compensatoria, 1" article 233-14.2 CCCat
també sanciona una causa especifica de caducitat del dret en establir que “es perd
el dret a reclamar la prestacié compensatoria si no se sol licita en el primer procés
matrimonial o no s’estableix en el primer conveni regulador».
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Larticle 234-13 CCCat dedica una regla especifica a I'«exercici dels drets» a la
compensaci6 economica per rad del treball i a la prestacié alimentaria en cas dextincié
de la parella estable, establint que aquests drets “prescriuen” en el termini d'un any
a comptar de I'extincié de la parella i s’han de reclamar en el mateix procediment
en queé es determinen els altres efectes de l'extinci6 de la parella.

Al seu torn, 1’ article 452-6.2 CCCat disposa que «la pretensié per a reclamar la
quarta vidual prescriu al cap de tres anys de la mort del causant».

En el nostre cas, la indicacié temporal de I’ article 231-31.1 CCCat al - ludeix a la durada
d'un dret substantiu de caire familiar, i no a un poder o facultat de configuracié
juridica.

En conclusid, la temporalitat del dret sancionat a I’ article 231-31 CCCat no es pot

confondre amb el termini per al seu exercici, que resta sotmes a les regles generals
del capitol I del titol II del llibre primer del Codi.

Sens dubte que la doctrina jurisprudencial elaborada per Tribunal Suprem —en
sén bona mostra les senténcies de cassacié invocades pel recorrent i també les
SSTS155/20161 257/2016 abans esmentades— és clarament favorable a I'apreciacié
dofici de la caducitat pels tribunals.»

Perd aquesta doctrina és inaplicable a Catalunya d’enca l'entrada en vigor del llibre
primer del Codi civil de Catalunya, I'article 122-3.2 del qual estableix que «quan
es tracta de relacions juridiques disponibles, la caducitat no ha de ser tinguda en
compte pels tribunals, sin6 que ha désser al-legada per una persona legitimada.

La STSJC ntim. 26/21 de 13 de abril (ECLLI:ES: TSJCAT: 2021:5401) dictada
en un asunto donde la sentencia de apelacién revoca la anterior dictada por
el Juzgado de primera instancia en el sentido de declarar operativas y eficaces
en el presente procedimiento las capitulaciones matrimoniales otorgadas
el dfa 11 de diciembre de 2002, unos meses antes de contraer matrimonio
los litigantes y en las cuales, ambos, en previsién de una ruptura conyugal,
renunciaron a reclamarse compensacién por razén del trabajo y pensién
compensatoria y atribuyeron al Sr. Antén el uso del domicilio familiar que
era de su propiedad.

«Debe determinarse cudl era la legislacién aplicable teniendo en cuenta que los
pactos se suscriben antes de la promulgacién y entrada en vigor de la primera
ley del CCCat, aprobada por Llei 29/2002 de 30 de dic, mientras que la accién se
ejercita en el afio 2017.

Por falta de doctrina sobre el hecho que, en todo caso, el término de caducidad
estaria suspendido durante la vigencia del matrimonio hasta la separacién de hecho
de los cényuges, porque asi lo dispone el Libro I CCCat, y tampoco seria apreciable
de oficio por tratarse de relaciones disponibles.
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Habiéndose iniciado el cémputo del plazo para el ejercicio de la accién de nulidad
con anterioridad a la entrada en vigor de las normas del derecho civil catalin que
regulan por vez primera la suspensién de los plazos de caducidad por razones
subjetivas en las relaciones juridicas disponibles ex art. 122-3.1 en relacién con
el art. 12116, letras b) y ¢), la legislacién aplicable en esta materia era la anterior
como dijimos en nuestra S n° 6/2010 de 18 de febrero (ECLL:ES: TSJCAT: 2010:481).

Sin embargo, en cuanto a la posibilidad de apreciar de oficio la excepcién de caducidad,
no permitida en el art. 122-3.2 del libro I del CCCat si de relaciones disponibles,
como es el caso, se trata, debe aplicarse la nueva normativa ya que esta cuestién
no se halla comprendida en ninguna excepcién de la regla general contenida en
la DT tnica de la Llei 29/2002 de 30 de dic.

Ademds, la apreciacién de oficio por parte de la Audiencia de la excepcién de
caducidad podia haber causado indefensién a las partes al sustraerles la posibilidad
discutir algunos de los elementos importantes de la caducidad como es el “dies a
quo” del cémputo del plazo (STS, Sala 12 de 7-11-2018).»

No es posible invocar prescripcién o caducidad cuando el acto impugnado
es inexistente.

La STSJC num. 44/2021 de 8 de septiembre (ECLL:ES: TSJCAT:
2021:9195):

«El recurso de apelacién formulado por la parte actora debi6 prosperar por cuanto
como se infiere de la STS de 09 de junio de 2020 (ECLL:ES:TS: 2020:1590) y las
que en ella se citan, lo que no existe no puede pasar a tener realidad juridica por
el transcurso del tiempo de modo que no es posible ni apreciar la prescripcién ni
tampoco la caducidad cuando la accién que se ejercita pretende la declaracién de
nulidad radical o la inexistencia de un acto con trascendencia juridica.

Dijimos en el mismo sentido, en la STSJC 49/2012 de 26 de julio, dijimos:

La sentencia recurrida estima, asimismo, la caducidad de la accion de impugnacion
pues habia transcurrido el plazo de dos meses establecidos en el art. 553-31.3 CCCat,
pero debe rechazarse dicha caducidad en tanto que, para su estimacion, se requerird la
previa existencia de un acuerdo. Y como hemos sefialado precedentemente, dicho acuerdo
no existi6 al no reunirse los quérum legales, por lo cual, su impugnacién aun habiendo
transcurrido el plazo de dos meses (aun cuando no superaba el afio) no puede entenderse
caducado, siendo que, en todo caso, resultan nulos de pleno derecho, conforme declara
reiterada jurisprudencia del TS —SSTS 7 Julio 1989 , 15 Febrero 1992, entre otras—,
aplicable al caso examinado, los acuerdos adoptados sin las mayorias necesarias —como
sucede en el supuesto enjuiciado— al emanar de un quérum que hace inviable, en
absoluto, el acuerdo, por haberse adoptado por una mayoria de propietarios que no tenia
la mayoria de cuotas ( art. 553.25. 5 CCCat ), que comporta, por ello, una nulidad de
“pleno iure” sin posibilidad de convalidacion — SSTS 19 — Julio 1994 y 14 Octubre 2008
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—, declardndose por la citada STS 15 Febrero 1992 en lo relativo a la caducidad de las
acciones contra acuerdos adoptados en Junta de Propietarios (con cita de las sentencias
de 31 de marzo , 4 de abril y 18 de diciembre de 1984 ) que no resulta aplicable cuando:

“.. (la) insubsanabilidad se produce por emanar de un “quorum” que hace inviable en
absoluto tal acuerdo, al haber sido adoptado por mayoria cuando se precise unanimidad
( o en el supuesto examinado adoptado por mayoria de propietarios y no de cuotas,
cuando requeria de mayoria de propietarios y cuotas ), ya que en tal caso el acuerdo no
se produce de modo alguno, ni de hecho, ni juridicamente, dado que en ese aspecto es de
distinguir casuisticamente entre un orden de acuerdos cuya ilegalidad es susceptible de
subsanacion por efecto de la caducidad sobrevenida de la accion de impugnacién y otro
orden en que la ilegalidad conlleva la nulidad “pleno iure” sin posibilidad de convalidacion
por el transcurso del plazo de caducidad..».

8.2. Caducidad accion retracto arrendamiento rustico
La STSJC nim. 6/2020 de 17 de febrero (ECLL:ES: TSJCAT: 2020:6363):

«1. La caducidad imposibilita el ejercicio de la accién. Dice al efecto el art. 121.1
del CCCat que las acciones y los poderes de configuracién juridica sometidos a
caducidad se extinguen por el vencimiento de los plazos correspondientes.

2. En orden al cémputo de los plazos el art. 122-5.1 del mismo cuerpo legal dispone
que se inicia, en defecto de normas especificas, cuando nace la accién o cuando la
persona titular puede conocer razonablemente las circunstancias que fundamentan
la accién y la persona contra la cual puede ejercerse.

3. Como hemos dicho en la STSJC 75/2016 de 29 septiembre (ECLLES:
TSJCAT:2016:8268), con cita de otras anteriores como principio general el derecho
civil cataldn para el cémputo de la prescripcién y caducidad incorpora, junto al
criterio de la “actio nata” (nacida) y ejercible, el de la cognoscibilidad razonable,
ello siempre que no existan normas especificas.

4. En el presente caso existe una norma especifica en el art. 35 de la llei 1/2018 de
contratos de cultivo que parte del principio de la cognicién real de las circunstancias
de la compraventa. No existe ninguna laguna legal que deba ser integrada con otras
normas igualmente particulares como son las establecidas en diferentes preceptos
del libro V del CCCat regulando otros retractos legales.

5. La llei 1/2008 es posterior a la promulgacién del libro V del CCCat que lo fue por
1lei Ley 5/2006 por lo que el legislador pudo haber regulado el retracto arrendaticio
de modo semejante al retracto de comuneros ex art. 552-4.2, al retracto del nudo
propietario del art. 561-10.3 o al de colindantes del art. 568-19.1 del libro V precedente,
y no lo hizo.
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6. Antes bien, el art. 35 de la LCC solo ha sido derogada por el art. 623-29.2 del libro
VI del CCCat aprobado por llei 3/2017, de 15 de febrero que entré en vigor el dfa 1
de enero de 2018 y que es aplicable a los contratos celebrados desde ese dia segiin
su DT 3 y derogatoria tinica de dicha llei.

7. No existe pues razén juridica alguna para aplicar al retracto arrendaticio rustico
nacido bajo la vigencia de la LCC, que contiene una regulacién completa de ese
derecho en el dmbito sectorial que abarca, un precepto previsto para otra clase de
retracto en una ley general anterior, ni menos atin en una ley que no se hallaba
en vigor, privando de un derecho atribuido por la legislacién a los arrendatarios
de fincas rusticas.

8. En el mismo sentido la jurisprudencia del Tribunal Supremo, aplicando el art. 88
de la antigua Ley de arrendamientos rusticos de 31 de diciembre de 1980, similar
en este punto al art. 35 de la LCC catalana, no consideré como dies a quo para el
cémputo del plazo de caducidad en el retracto el de la fecha de la inscripcién de la
venta en el Registro de la propiedad del art. 1524 del CC para otros retractos legales,
sino la norma especifica establecida en la LAR ( STS Sala 12 de 506/2001 de 25 de
mayo, 920/2008 de 13 de octubre, o 824/2009 de 14 de dic.)».

La STSJC ndm 45/21 de 8 de septiembre de 2021 (ECLI:ES: TSJCAT:
2021:9050), plantea determinar el «dies a quo», del plazo de caducidad de tres
meses previsto en el art. 552.4 CCCat. (accién retracto) en un procedimiento
de apremio.

«5. Tanto la legislacién espafiola como la catalana reconocen el derecho de adquisicién
preferente a los copropietarios, también aunque existen importantes diferencias;
asi, en la legislacién catalana se permite a los copropietarios que en el titulo de
adquisicién, mediante escritura publica, se acuerde la no aplicacién de este derecho,
cosa que no se contempla en el CC, y en cuanto al plazo para ejercer el derecho de
tanteo en ambos ordenamientos se establece el plazo de 1 mes, pero en el retracto
la normativa catalana amplia el plazo de 9 dfas espafiol hasta los 3 meses; en el
caso del retracto, desde que el titular del derecho conoce la transmisién o desde la
inscripcién de ésta en el Registro de la Propiedad.

6. Sicomo acontece en el presente supuesto, la enajenacién se produce sin notificacién
previa y se celebra la venta (o si ésta se celebra en circunstancias diferentes a las
notificadas), el art. 552-4.2 CCCat otorga supletoriamente un derecho de retracto
de 3 meses con el inicio del “dies a quo” en el momento del conocimiento de la
enajenacion y sus circunstancias o de la inscripcién registral.

7. En el presente supuesto y de acuerdo con lo razonado por la Audiencia Provincial,
concurren los requisitos del art. 552-4 CCCat en relacién con el 266 LEC, al ejercitarse
el retracto por un comunero, dentro de aquel plazo de caducidad.
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En el caso de la subasta la accién nace con su aprobacién judicial, al entrafiar
la perfeccién del contrato ( STS 30.10.1990) o la consumacién del mismo ( STS
1.7.1991, 11 julio 1992, 25 mayo 2007, 26 febrero 2009), pues con la aprobacién del
remate y la subsiguiente adjudicacién al rematante de la finca subastada, se opera la
consumacién del contrato, adjudicacién aquella con cardcter de tradicién simbdélica
o “ficta”, con lo que, consumada la venta por la concurrencia de titulo (aprobacién
del remate) y modo (adjudicacién al rematante de la finca subastada), con el Auto
o Decreto de adjudicacién queda consumada la venta judicial (SSTS 842/2013 de
18 de diciembre y 22 de julio de 2013).

En todo caso, el conocimiento de la venta debe ser preciso, claro, completo y ha de
incluir todos los pactos y condiciones de la transmisién, para que los interesados
puedan decidir si ejercitan o no el retracto, sin ser suficiente la mera noticia de la
misma (SSTS 21 marzo 1990, 20 mayo 1991, 7 octubre 1996, 24 septiembre 1997,
3 marzo 1998).(...)

(---) De otro lado, la Sentencia no se aparta de nuestra doctrina en la medida en
que, en la STSJC de 29/09/2016 (Rec 42/16), respecto del cdmputo del plazo de
caducidad establecido para retraer que afirma el recurrente, se dijo:

“(-.) A partir de dichas consideraciones previas y teniendo en cuenta que en el derecho
civil cataldn para el cémputo de la prescripcién y caducidad —como en autos—
incorpora junto al criterio de la actio nata (nacida) y ejercible, el de la cognoscibilidad
razonable, como sucede también para la prescripcién conforme declaramos en las
SSTSJC 48/2015, de 25 de junio y 30/2016, de 19 de mayo, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 122-5.1 CCCat, a salvo de normas especificas que en ningin caso
pueden amparar la mala fe probada. Por tanto, es dicha cognoscibilidad razonable
—a partir de la notificacién fehaciente— la que debe tenerse presente en el caso
concreto examinado (...).

La «ratio decidendi» es la siguiente:

«De este modo, ese “Certificado de Adjudicacién”’, equivaldria, “mutatis mutandi”,
al Auto de Adjudicacién (actualmente Decreto expedido por el Secretario Judicial
segun dispone el citado articulo 674 LECiv), de modo que, hasta que no se dispone
del mismo no se puede tener la consideracién de “duefio” y ello acontecid, en el
caso presente, con la certificacién y posterior notificacién a la retrayente el 5 de
febrero de 2016, siendo presentada la demanda rectora el 29 de marzo siguiente,
por lo que el plazo de caducidad no habia concluido como pretende el recurso».

La reciente STSJC 2/23 de 9 de enero (RC 86/22) sehala la siguiente
doctrina sobre la regulacién en el CCCat de la caducidad de las acciones de
retracto:
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«1. En l'article 122-1 i segiients, el llibre I del CCCat regula 'institut de la caducitat
de les accions. Pel que fa al comput dels terminis, l'article 122-5.1 estableix que
aquests s'inicien, en defecte de normes especifiques, quan neix I'accié o quan la
persona titular pot conéixer raonablement les circumstancies que fonamenten
l'accié i la persona contra la qual pot exercir-se.

2. Hi ha normes especifiques respecte al comput del termini de caducitat en el
llibre IV, en el llibre Vi en el llibre VI del CCCat, en relacié amb l'accié de retracte.

3. Sén les segiients:

— Larticle 552-4.2 del CCCat regula el retracte de comuners indicant que, si no

hi ha notificaci6 per al tempteig o si la transmissié sefectua per un preu o en
circumstancies diferents de les que hi consten, el tempteig comporta el retracte,
que pot exercir-se en el termini de tres mesos comptats des del moment en que els
altres cotitulars tenen coneixement de l'alienacié i les seves circumstancies o des
de la data en que s’inscriu la transmissi6 en el registre que correspon.

Pel que fa al termini per al comput del retracte de cohereus, el llibre IV del CCCat,
en l'article 463-6 es remet a l'article 552-4.2.

— Larticle 561-10, que tracta del retracte del nu propietari, té la mateixa redacci6
pel que fa al dies a quo que 'article 552-4.2 i també l'exercici del dret de fadiga ex
article 565-24. El mateix ocorre en la regulacié del retracte de confrontants, segons
larticle 568-19.

— Larticle 568-15 quan regula els drets voluntaris de tempteig o retracte diu que:

“1. El dret real de tanteig implica el de retracte si manca la notificacié fefaent
dels elements essencials de 'acord de transmissié o si la transmissi6 s’ha fet en
condicions diferents de les que constaven en la notificacié o abans de véncer el
termini per a exercir el tanteig.

2. El dret de retracte s’ha dexercir en un termini igual al pactat per a I'exercici del
dret de tanteig o, si no se n’ha pactat cap, en un termini de tres mesos, en ambdés
casos comptats des de la data en queé s’inscriu en el Registre de la Propietat o en
que es té coneixement de l'alienaci¢”.

En aquest cas, doncs, s'altera 'ordre ja que s'esmenta en primer lloc la inscripcié
en el registre de la propietat.

— Finalment, el llibre VI del CCCat, ultim dels integrats en el CCCat, regula el
retracte arrendatici rustic de la manera segiient:

“Article 623-29 CCCat. Dret de retracte.

1. Larrendatari gaudeix del dret de retracte sobre la finca arrendada si el propietari
no li notifica la voluntat d’alienar, donar en pagament o fer aportaci6 a una societat
de la finca arrendada, o la transmet a un tercer abans del termini de dos mesos,
o ho fa per un preu o unes condicions substancials diferents de les comunicades.
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2. Larrendatari pot exercir el retracte dins els dos mesos segiients al moment en
que tingui coneixement de I'alienacié, o al moment de la inscripci6é d’aquesta en
el Registre de la Propietat, si s’ha produit abans.»

Fija la siguiente doctrina:

«D’aquesta manera, l'article 552-4.2 del CCCat ha d'interpretar-se en el sentit que
el dies a quo per al comput del termini de 'acci6 de retracte de comuners és el de
la inscripcié de la venda en el registre de la propietat o bé el del coneixement de
les circumstancies de la venda si fos anterior a la data de la inscripcié o si la venda
no s’hagués inscrit».

8.3. Caducidad de la accién impugnacién de laudo arbitral

La STSJC. ntum 31/13 de 22 de abril de 2013 (ECLL:ES: TSJCAT: 2013:
5323) sent6 por primera vez, la siguiente doctrina:

«Segun vienen entendiendo los diversos tribunales que actualmente ostentan
competencias en la materia y que han resuelto cuestiones similares (Vid. ATS]
Navarra12/2011 de 12 dic. —ROJ AT'S] NAV 15/2011—; AATS] Comunidad Valenciana
18/2011 de 6 oct . —ROJ ATS] CV 11872011—, 22/2011 de 10 nov. —ROJ ATS] CV
137/2011—, y 6/2012 de 6 mar. —ROJ ATS] CV 22/2012—; y STS] Comunidad
Valenciana 16/2012 de 18 may. —ROJ STS] CV 3916/2012—), el mencionado plazo
de dos meses desde la notificacién del laudo para la interposicién de la demanda de
anulacién es —al igual que los previstos para el ejercicio de las acciones de revisién
de sentencias judiciales firmes ( art. 512 LEC) o de reclamacién de indemnizacién
por error judicial ( art. 293.1.a LOPJ ), entre otras— un plazo de caducidad (no de
prescripcién) de naturaleza civil o sustantiva (no procesal).

Por su condicién de tal y al hallarse fijado por meses, dicho plazo debe computarse
de fecha a fecha, segtin lo previsto en el art. 5 CC, debiendo iniciarse su cémputo
el dfa siguiente al de la recepcién de la notificacién o comunicacién del laudo (art.
5.b LA), sin excluir el mes de agosto —a este respecto véanse, entre otras menos
recientes, las SSTS 1 171/2010 de 15 mar. FD2, 645/2010 de 21 oct. FD3, 837/2010
de 9 dic. FD1y 233/2011 de 29 mar. FD2, asi como el ATS 12 15 feb. 2011 (rec. n°
28/2010 )—, que inicamente es inhdbil a efectos procesales ( art. 183 LOPJ ), como
tampoco los dfas festivos, sin perjuicio de considerar prorrogado el plazo hasta el
primer dfa laborable siguiente, si el Gltimo fuera festivo en el lugar de recepcién de
la notificacién o comunicacién (art. 5.b LA), incumbiendo a la parte que demanda
la anulacién del laudo la alegacién y la acreditacién de la observancia del plazo en
el ejercicio de dicha accién y, en especial, la del dies a quo ( AT'S 1* 4 dic. 2012 —rec.
n° 26/2012— y STS 12 43/2013 de 6 feb . FD3).
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Ademis, como tal de plazo de caducidad, no es susceptible de interrupcién
o suspensién, ni siquiera por el ejercicio de la propia accién ante érgano
jurisdiccional incompetente ( SSTS 12 23 sep. 2004, 11 abr. 2005, 30 abr. 2007,
20 dic. 2010 y 21 sep. 2011 ) o por error judicial ( SSTS 12 11 may. 2001, 4 nov.
2002 y 11 abr. 2005 ).

Finalmente, cabe advertir que la sujecién al breve plazo de caducidad establecido
en el art. 41.4 LA alcanza a la accién anulatoria en su conjunto y a todos los motivos
de anulacién previstos en ella, segin se desprende de la doctrina sentada en la
STC 288/1993, de 4 de octubre.»

La reciente STSJC num. 41/22 de del 8 de julio de 2022 (ECLL:ES:
TSJCAT: 2022:7533) recuerda tal doctrina reiterada:

«Lanormativa de aplicacién viene dada por el articulo 41.4 LA, el cual establece un
plazo de caducidad de la accién de anulacién de laudos arbitrales de dos meses,
a contar (dies a quo) desde la notificacién del Laudo a la persona designada en
el expediente arbitral hasta el momento (dies ad quem) en que se presente la
demanda de anulacién ante el Tribunal Superior de Justicia, ya que el mismo
dispone que:

La accién de anulacién del laudo habri de ejercitarse dentro de los dos meses
siguientes a su notificacién o, en caso de que se haya solicitado correccién, aclaracién
o complemento del laudo, desde la notificacién de la resolucién sobre esta solicitud
o0 desde la expiracién del plazo para adoptarla.

Como ya ha dicho esta Sala en anterior S. 31/2013 de 22 abril, recordada en la més
reciente S. 30/2022 de 3 de junio:

«(...) el mencionado plazo de dos meses desde la notificacién del laudo para la
interposicién de la demanda de anulacién es —al igual que los previstos para
el ejercicio de las acciones de revisién de sentencias judiciales firmes (art. 512
LEC) o de reclamacién de indemnizacién por error judicial (art. 293.1.a LOPJ),
entre otras— un plazo de caducidad (no de prescripcién) de naturaleza civil o
sustantiva (no procesal). Por su condicién de tal y al hallarse fijado por meses,
dicho plazo debe computarse de fecha a fecha, segun lo previsto en el art. 5 CC
(--) incumbiendo a la parte que demanda la anulacién del laudo, la alegacién y
la acreditacién de la observancia del plazo en el ejercicio de dicha accién y, en
especial, la del diez a quo. Ademds, como tal plazo de caducidad, no es susceptible
de interrupcién o suspensién, ni siquiera por el ejercicio de la propia accién ante
6rgano jurisdiccional incompetente».
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9. Adenda

EITSJCno hatenido, hasta este momento, oportunidad de dictar doctrina
respecto del plazo de prescripcién de reclamacién de cuotas comunitarias.

En Catalufia las Audiencias Provinciales venfan aplicando el plazo
general de 10 afios del art 121-20 CCCat, por considerar que no se estaba ante
pagos periddicos que se hayan de hacer por afios o por periodos mds breves.

El 15 de noviembre de 2019 se celebré una reunién de Presidentes de las
Secciones Civiles de la Audiencia Provincial de Barcelona (al amparo de lo
previsto en los articulos 264 de la Ley Orgénica del Poder Judicial y 57.1 ¢) del
Reglamento 1/2000, de los Organos de Gobierno de Tribunales), en la que se
adopté por unanimidad la siguiente decisién sobre unificacién de criterios:

«El plazo de prescripcién de la accién de reclamacién de cuotas de las comunidades
de propietarios es el general de 10 afios previsto en el articulo 121-20 del Codi Civil
de Catalunya. La aplicacién del plazo més limitado de 3 afios es incompatible con
la afeccién real del inmueble al pago de las cuotas comunitarias, que pone de
manifiesto la singularidad de la obligacién contributiva de los comuneros».

La STS 3 dejunio de 2020 (ROJ: STS 1564/2020 — ECLI:ES:TS: 2020:1564),
aplica la doctrina siguiente, tras partir de la consideracién de que se trata de
«pagos periddicos»:

«Elinterés casacional de la cuestién juridica afecta inicamente a las reclamaciones
de cuotas impagadas anteriores a la entrada en vigor de la Ley 42/2015, de 5 de
octubre, pues la misma ha modificado el articulo 1964 CC estableciendo un plazo
general de prescripcién de acciones personales de cinco afios, coincidente con el
previsto en el articulo 1966-3.°, que no ha sido modificado.

Partiendo de tal afirmacién, frente a la discrepancia presente en las resoluciones
de las audiencias provinciales, se ha de considerar aplicable a este supuesto el
plazo de cinco afios previsto en el citado articulo 1966-3.°, referido a las acciones
ordenadas a exigir pagos que deban hacerse por afios o en plazos mds breves,
situacién en la que resulta plenamente subsumible el caso de la contribucién de los
comuneros a los gastos comunes establecida como obligacién en el articulo 9.1.e)
LPH, sin que el hecho de tratarse de una obligacién prevista en la propia ley haya
de determinar la aplicacién de un plazo distinto de prescripcién. Los presupuestos
de la comunidad son anuales y en el ejercicio econémico anual se producen los
gastos correspondientes que han de ser satisfechos por los comuneros segin la
cuota asignada. Precisamente el aplazamiento por mensualidades de los pagos, en
este caso de las cuotas de comunidad, responde a la necesidad de no sobrecargar
a las economias familiares que podrian ser destinatarias de una reclamacién muy
cuantiosa. Es cierto que se trata de una obligacién esencial para el desarrollo de
la vida comunitaria y que cesar en los pagos supone —salvo casos especialmente
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justificados— una actuacién insolidaria, pero del mismo modo resulta incomprensible
que la comunidad deje transcurrir tan largo periodo de tiempo —en este caso,
notablemente superior a los cinco afios— para exigir el pago del comunero que
reiteradamente falta al cumplimiento de sus obligaciones.

El plazo especial de cinco afios pasé del articulo 2277 del Cédigo civil francés al
articulo 1971 del Proyecto de 1851 que ordenaba que:

“se prescribe por cinco afios la obligacién de pagar los atrasos, 1° de pensiones
alimenticias; 2° del precio de los arriendos, sea la finca rustica o urbana; 3° de todo
lo que debe pagarse por afios o en plazos o periodos mds cortos”.

De este modo llega al articulo 1966 CC, cuyo texto dice:

“por el transcurso de cinco afios prescriben las acciones para exigir el cumplimiento
de las obligaciones siguientes: 1°la de pagar pensiones alimenticias; 2°la de satisfacer
el precio del arrendamiento de fincas risticas o urbanas; 3°la de cualesquiera otros
pagos que deban hacerse por afios o en plazos més breves”.

Como destaca parte de la doctrina, la regla se encuentra intimamente ligada con
la condena de la usura y trata de impedir la capitalizacién. Se trata de una norma
inspirada en el “favor debitoris”, pues a través de ella se pretende impedir que los
deudores se vean perjudicados mediante una continua y sucesiva acumulacién que
puede incluso en ocasiones conducirles, a través de elevadas demandas judiciales
y el embargo de sus bienes, a la ruina; porque si el pago distanciado y periédico de
las pequefias sumas es algo que cabe dentro de las posibilidades econémicas del
deudor, la conversién de un cimulo de posibilidades temporalmente distanciadas
en una unica deuda acumulada de mayor importe, por obra de la voluntad del
acreedor que deja intencionadamente de reclamar las prestaciones durante algiun
tiempo, puede conducir a graves perjuicios. Tales consideraciones no han de perder
su efectividad por el l6gico rechazo social que produce el hecho de la existencia
de deudores morosos en las comunidades de propietarios. Son los responsables
en cada caso de dichas comunidades —presidente y administrador— quienes
han de velar por el cumplimiento adecuado de tales obligaciones y quienes, en su
caso, deberdn responder ante la comunidad a la que administran y representan.

En consecuencia, la doctrina aplicable ha de ser la de entender que en estos casos
resulta de aplicacién el plazo de prescripcién de cinco afios del articulo 1966-3.° CC.»

Las SSTS, Sala Primera, de lo Civil, Pleno, 769/2021, de 4 de noviembre y
182/2021, de 30 de marzo, se pronuncian en el mismo sentido.
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1. Introduccié

L'1 de gener de 2024 es compliran vint anys de vigéncia dels arts. 121-1
a 122-5 CCCat, introduits per la Llei 29/2002, de 30 de desembre. Primera
llei del Codi civil de Catalunya. Aquests preceptes preveuen una regulacié
completa del régim juridic de la prescripcié, que, a més dels terminis,
inclou el comput, la interrupcié i la suspensi6, entre d’altres aspectes. El
treball aborda, a partir de I'analisi de la jurisprudéncia del TSJCat i de la
jurisprudéncia menor d’Audiéncies Provincials a Catalunya, dos problemes
relatius a l'aplicacié d’aquesta regulacié: la determinacié de la llei aplicable
al termini de prescripcié de la pretensi6, quan aquesta estd regulada pel
dret estatal, civil o no civil; i la determinacié del dies a quo del termini,
d’acord amb la regla general de l'article 121-23 CCCat, que introdueix el
criteri de la cognoscibilitat sobre les circumstancies que fonamenten la
pretensié i la persona contra la qual es pot exercir.

Sobre la qiiesti6 relativa als terminis de prescripcid, cal tenir en compte
que l'article 121-20 CCCat, relatiu al termini general decennal aplicable a les
accionsidrets que no tenen assenyalat cap termini especial especial —entenc
que s'ha de referir a aquells assenyalats pel dret civil catala—, va substituir
larticle 344 del Text Refés de la Compilaci6é del Dret Civil de Catalunya,
aprovada pel Decret legislatiu 1/1984, tinic precepte relatiu als terminis de
la prescripcié, el qual remetia, en primer lloc, als terminis especials de la
Compilaci6; en alld no previst per ella, als especials que determinava el
Codi Civil; i, com a regla de defecte, establia el termini general de 30 anys
aplicable a les accions i drets, personals o reals que no tinguessin assenyalat
cap termini especial, i a les servituds, llevat de les accions i drets reals sobre
béns mobles, per les quals establia un termini de 6 anys.

Tot i que amb l'entrada en vigor del llibre I CCCat, es redueix de trenta a
deu anys el termini general de prescripcié aplicable a les accions i drets que no
tenen assenyalat cap termini especial, seguint la tendéncia en dret comparat
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cap a un escurcament dels terminis, la reforma de I'article 1964.2 CC per la
Llei 42/2015, de 5 d'octubre, per la qual es va reduir el termini general de
les accions personals de quinze a cinc anys, porta a fer una valoraci6 del
termini catalad com a un termini potser excessivament llarg, sobre tot si es té
en compte el criteri jurisprudencial d’aplicaci6 restrictiva de la prescripcié i
el criteri subjectiu que regeix en el comput del termini (art. 121-23.1 CCCat).

No obstant’anterior, el termini decennal té un ambit d’aplicacié limitada
tenint en compte que els articles 121-21 i 121-22 CCCat preveuen altres
terminis generals de prescripcié més breus, de gran importancia practica i
similars als previstos pels articles 1966, 1967 i 1968 CC, els quals regeixen
només per a determinats tipus genérics de pretensions: tres anys per a
algunes pretensions contractuals (pagaments periodics, remuneracié de
prestacions de serveis i dexecucions d’obra, cobrament del preu en vendes
de consum), aixi com per les de responsabilitat civil extracontractual; i un
any per a les pretensions protectores exclusivament de la possessié.

Les disposicions sobre prescripcié del CCCat, com el conjunt del dret
civil catal3, tenen eficacia territorial i sén preferents sobre qualssevol altres
(arts. 111-3.1 i 111-5, primer incfs CCCat) i també resulten aplicables quan
el dret civil catala es cridat a aplicar-se com a dret comu a una pretensié
regulada per una norma estatal no civil (art. 111-4 CCCat). En el treball
es constata que manca doctrina del TSJCat sobre l'efectivitat externa de
l'article 111-4 CCCat i que encara hi ha controversia a la jurisprudéncia
menor sobre l'aplicacié del termini de prescripcié, si el quinquennal del
CC o el decennal del CCCat, a les pretensions contractuals derivades del
CCom que no tenen un termini especial.

La determinaci6 delallei aplicable a la prescripcié es planteja especialment
problematica quan el dret estatal, civil o no civil, aplicable a Catalunya, ja sigui
de manera supletoria o directa, preveu un termini especial de prescripcié
respecte als previstos en el CC. Es desprén de les SSTSCat que un dels limits
a la preferéncia dels terminis catalans és l'existéncia d'un termini especial
previst en una norma estatal. El treball sosté, com a idea fonamental, que
el principi de competéncia i no el despecialitat hauria de regir les relacions
entre el dret civil catala i el dret estatal.

2. Relacions entre el dret civil catala i el dret estatal

Els problemes relatius a la llei aplicable a la prescripcié i, en particular,
a la quiesti6 relativa al termini de prescripcié de determinades pretensions,
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s’han plantejat en suposits en que la pretensié no esta regulada integrament
pel dret civil catala, ja sigui per manca de competéncia o perque, malgrat
tenir-la, no s’ha dictat legislacié catalana.

La doctrina general seguida per la jurisprudeéncia del TSJCat es pot
sintetitzar de la segiient manera: la normativa prevista en els articles 121-1 a
121-24 del CCCat és aplicable amb caracter general i preferent a Catalunya
(art.111-5 CCCat), finsitot en aquelles relacions juridiques no especificament
regulades en el CCCatoen el dretcivil catala. Es comu trobar en les senténcies
dos limits a aquesta preferéncia: l'aplicacié de normes de caracter general
que resultin directament aplicables a Catalunya, aix{ com l'aplicacié de lleis
especials. Les senténcies més citades com a referents d’aquesta doctrina sén
les SSTS]Cat 22/2011, de 26 de maig —contracte d'obra—;' 93/2016, de 14 de
novembre —contracte dobra amb materials—i 55/2013, de 7 doctubre, 60 i
61/2017, de 4 de desembre —accidents de circulacié—):

«[L]es normes relatives a la prescripcié contingudes [en els articles 121-1 a 121-24
del CCCat] [s6n] d’aplicaci6 general i preferent a Catalunya encara que la totalitat
de la relacié juridica a la qual resulti aplicable no sigui regulada al Codi civil catala,
siné al CC (...) Tanmateix, el mateix preambul de la primera llei del CCCat, en la
mesura que es refereix al caracter preferent de les disposicions del dret civil de
Catalunya, estalvia els suposits en que siguin directament aplicables normes de
caracter general, i en I'STS]Cat de 26 de maig de 2011 hem fet referéncia al fet que
els terminis generals dels articles 121-20 a 121-22 no prevalen sobre aquells que sén
disposats en lleis especials aplicables a Catalunya. [ Arran del que s'ha exposat, no
és justificable que davant una voluntat legislativa de regulaci6 autonoma i completa
de la institucié de la prescripcié (exceptuant els suposits de lleis especials ) s'opti
per obviar I'aplicaci6 de la norma i acudir a una altra regulacié vigent en el territori
nacional pel sol fet que la institucié a la qual s'ha d'aplicar no estigui directament
regulada al CCCat.] (per totes, SSTSJCat de 4 de desembre de 2017)».

El problema principal que he advertit a partir de l'estudi jurisprudencial
és que els tribunals han reiterat aquesta doctrina de manera uniforme,
com si els suposits que han motivat les SSTSJCat que sén de referéncia
plantegessin problemes idéntics de relacions entre el dret civil catala i el

1 Reitera la doctrina la STSJCat 39/2011, de 12 de setembre —contracte de préstec civil—
perd referida a l'article 344 del Text Refés de la Compilacié de Dret civil de Catalunya,
aprovat per Decret legislatiu 1/1984, de 19 de juliol. Sobre els arguments del TSJCat
expressats en aquestes dues senténcies: ALEGRET BURGUEs, Ma. Eugenia, «Els terminis
de la prescripcié extintiva en el dret d’obligacions a Catalunya: una quiestié polémica»,
Annals de '’Académia de Jurisprudencia i Legislacié de Catalunya, IV, 2012, pp. 731-740.
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dret estatal, quan entenc que no és aix{. Per exemple, la STS]JCat de 26 de
maig de 2011 es dicta en un cas d’aplicacié supletoria del CC, mentre que
les SSTSJCat de 4 de desembre de 2007 resolen un cas d’aplicacié directa
d’una llei especial estatal —Text refés de la Llei sobre responsabilitat civil i
asseguranca en la circulacié de vehicles a motor, aprovat per RDL 8/2004, de
29 d'octubre, en endavant, TR LRCACVM—. Quant a aquest segon suposit,
és coneguda la doctrina del TS i del TSJCat sobre I'aplicacié a Catalunya del
termini d'un any previst per a 'accié directa en l'article 7.1 TR LRCACVM,
en lloc del termini triennal de larticle 121-21.d) CCCat, aplicable a les
pretensions de responsabilitat civil extracontractual, per tractar-se aquella
d’'una norma dictada en virtut de la competéncia exclusiva de I'Estat en
matéria mercantil (i també perque I'accié directa enfront 'asseguradora no
és una mera pretensi6 de responsabilitat civil extracontractual, com sembla
desprendre's de la jurisprudéncia del TS i la doctrina mercantil).

La distincié és important perqué si, com es proposa en el treball, el
principi que determina les relacions entre el dret autonomic i el dret estatal
és el principi de competéncia i no el principi d’especialitat, l'existéncia
d'un termini especial de prescripcié en una norma estatal que s’apliqués
supletoriament a Catalunya no hauria de desplacar els terminis de
prescripci6 del CCCat.

A més, la referéncia del fragment citat del TSJCat a les lleis especials
com a una excepcié separada de la regla competencial és, com a minim,
discutible, i de fet tampoc sembla que quedi clar que inclou, perque, per
exemple, la STSJCat 93/2016, de 14 de novembre, quan recull la doctrina
esmentada, introdueix matisos que no sén menors: «En la STSJC de
25-5-2011 ya destacdbamos que existia una voluntad legislativa de regulacién
auténoma y completa de la institucién de la prescripcién sin perjuicio de lo
establecido en la legislacién mercantil o en leyes civiles especiales (STSJC
de 7-10-2013)».

També crec que mereix un tractament diferenciat, com ha destacat la
doctrina, el suposit en que les regles sobre prescripcié del CCCat s’apliquen
com a part del dret civil comu aplicable a Catalunya, quan una norma estatal
no civil remet a les regles del dret comu o, tot i no fer la remissié, la norma
estatal no civil presenta una llacuna que 'operador no pot autointegrar amb
les normes de la branca del dret corresponent.

El treball dona raé de la jurisprudeéncia més recent del TSJCat i de la
jurisprudéncia menor d’Audiéncies Provincials a Catalunya sobre alguns
grups de casos on s’han plantejat aquests problemes de determinacié de
la llei aplicable a la prescripcid, i els presenta a partir de les distincions
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esmentades. Molts d’aquests casos tenen a veure amb pretensions de dret
de danys. Es, efectivament, un bon banc de proves, perqué fora de la regla de
larticle 121-21.d) CCCat, el dret civil catala no disposa, en l'actualitat, d'una
regulacié general sobre la responsabilitat civil i a nivell estatal, juntament
amb la regulacié general de 'article 1902 CC, existeixen multiples régims
de responsabilitat civil especial dins del CC (p.ex. I'art. 1905 CC) i fora del
CC, regulats en lleis civils i/o mercantils (arts. 125 i seg. Text Refds de
la Llei General per a la Defensa dels Consumidors i Usuaris i altres lleis
complementaries (en endavant, TRLGDCU), art. 33 Llei 1/1970, de 4 d’abril,
de caga, el TR LRCACVM o els arts. 71 i seg. Llei 15/2007, de 3 de juliol,
de Defensa de la Competéncia, entre molts d’altres),? alguns dels quals
contenen regles especials sobre prescripcié. I, en segon lloc, perque una
caracteristica distintiva de la responsabilitat civil és la seva transversalitat,
és a dir, que normes de dret public contenen regles de dret de danys, com
succeeix amb els arts. 109 i ss CP, els arts 32 i ss. Llei 40/2015, d'1 d'octubre,
de Regim Juridic del Sector Public i art. 67.1 Llei 39/2015, d'1 d'octubre, del
Procediment Administratiu Comu de les Administracions Publiques, o la
Llei 26/2007, de 23 d’octubre, de Responsabilitat mediambiental, algunes
de les quals preveuen regles de prescripcio.

2.1. Aplicacié6 supletoria del dret civil estatal

Quan el dret subjectiu o la relacié juridica, de les quals derivi la pretensio,
s'inclouen dins de la competéncia en dret civil de la Generalitat de Catalunya
i no concorre cap element dextraterritorialitat, el dret aplicable sera el dret
civil catala d’acord amb el sistema de fonts previst a 'article 111-1 CCCat. El
fet que aquell no reguli tot el régim juridic de la pretensié portara a aplicar
supletoriament el dret civil estatal (art. 111-5, segon incis CCCat), com a
forma d'heterointegraci6 del dret civil catala, perd aquest continuara essent
preferent en el territori de Catalunya en alld que regula respecte a la pretensié
(art. 111-5, primer incis CCCat). Per tant, les normes de prescripci6 del CCCat

2 Esriau Espiau, Santiago, «La aplicacién de la regulacién del Libro I del Cédigo Civil
de Catalufia relativa a la prescripcién de las pretensiones derivades de responsabilidad
extracontractual», InDret 1/2015, p. 21.
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s’haurien d’aplicar amb preferéncia a les normes generals de prescripcié del
CC3 0 a les previstes en lleis civils especials.

Quant a la supletorietat del dret civil estatal, l'article 111-5, primer
incis CCCat es limita a recollir la supletorietat prevista en l'article 149.3
CE («(...) El derecho estatal sera, en todo caso, supletorio del derecho de
las Comunidades Auténomas»), que estableix una regla d’articulacié entre
ordenaments juridics i s’ha de distingir de la supletoritat del CCCat com a
dret civil comu a Catalunya, prevista a I'article 111-4 CCCat.*®

3 Ja ho havia defensat amb molta claredat Albert Lamarca Marques I'any 1999 en un
treball sobre el termini de prescripcié de trenta anys de l'article 344.2 de la CDCC en que
explicava la indeguda inaplicaci6 del termini per part de la major part de les senténcies
d’Audiéncies Provincials, a LAMARcA MARQUEs, Albert, «La prescripcié de les accions
personals que no tenen assenyalat termini», Revista Juridica de Catalunya, num. 4, 1999,
P- 957-982, p. 965-966: «El termini trentenari s’aplicara a qualsevol accié personal, derivi
d’una institucié prevista en el dret civil de Catalunya o no» (p. 965). En el mateix sentit,
quant a la regulaci6 del CCCat: «Els terminis de prescripci6 decennal i triennal en el Codi
Civil de Catalunya», Revista Juridica de Catalunya, nim. 1, 2013, p. 11-57. També, ABRIL
CaMPOY, Joan Manel, «La prescripci6 en el dret civil de Catalunya: la normativa catalana
només és aplicable quan hi ha una regulacié propia de la pretensi6 que prescriu?», InDret
2/2011: «el que no es pot dur a terme, perque constitueix una violacié frontal del sistema
de fonts del dret civil catala, i de I'art. 111-5 CCCat, és menysprear el dret catala (...) i,
en base a I'argument de qué una sola normativa ha de regular tota la relacié, inserir la
normativa sobre la prescripci6 del CC» (p. 26).

4 Elsarticles 111-4 i 111-5 CCCat s6n acumulables, indica el professor Ferran BAposa CoLL
(«Comentari a l'article 111-4 CCCat», a: LAMARCA T MARQUES, Albert; VAQUER Aroy, Antoni
(Eds.), Comentari al llibre primer del Codi civil de Catalunya. Disposicions preliminars.
Prescripcié i caducitat, Atelier, Barcelona, p. 149-172, p. 157.

5 Sobre la distinci6 entre la supletorietat com a regla d’articulaci6 entre ordenaments i la
supletorietat com a regla que estableix les relacions entre matéries d'un mateix ordenament:
MIRAMBELL I ABANCO, Antoni, «Comentari a I'article 111-5 CCCat» a: LAMARCA 1 MARQUES,
Albert; VAQUER Aoy, Antoni (Eds.), Comentari al llibre primer del Codi civil de Catalunya.
Disposicions preliminars. Prescripcid i caducitat, Atelier, Barcelona, p. 173-204, p. 191; Marfa
Paz Garcia Rusio, «Plurilegislacién, Supletoriedad y Derecho civil», en José Manuel
GonNzALEZ Porras, Fernando P. MENDEZ GoNzALEz (Coords.), Libro homenaje al professor
Manuel Albaladejo Garcia, Universidad de Murcia, Servicio de Publicaciones, Vol. 1, 2004,
p- 1939-1954, p. 1940-1941.
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a) La STS)JCat 22/2011, de 26 de maig

A partir de la STSJCat 22/2011, de 26 de maig, dictada en un cas de
reclamacié de quantitat derivada d’'un contracte d'obra on es discuteix si
cal aplicar el termini triennal de l'article 121-21.b) del CCCat o el termini
decennal del CC aplicable a les pretensions personals, el TSJCat va establir
la doctrina segons la qual la preferéncia de la normativa catalana en materia
de prescripcié no es veu afectada perque la relacié juridica no estigui
regulada en el dret civil catala. En el procediment, el JPI havia desestimat
la demanda per considerar prescrita ’accié subjecta al termini triennal del
CCCat. La SAP de Barcelona, Secc. 13, de 2 de febrer de 2010, va estimar
el recurs del demandant i va estimar la demanda després de considerar
que l'acci6 no estava prescrita, en resultar aplicable a Catalunya l'article
1964.2 CC (en la seva redaccié anterior a la Llei 42/2015). Els arguments que
va utilitzar la SAP i que havien utilitzat fins al moment altres Audiencies
Provincials® sén erronis: primer, va tenir en compte la interpretacié del
TC sobre l'article 111-4 CCCat (caracter de dret comu) en la Interlocutoria
349/2003, de 29 doctubre,” en el sentit de considerar que el precepte
només era aplicable al dret propi catala i no al dret civil estatal aplicable
en el territori de Catalunya,® quan la supletorietat de la que tracta el cas no
és la de l'article 111-4 CCCat, sin6 la de l'article 111-5, segon incis CCCat.
AP, a més, adverteix un conflicte de lleis (estatal i autonomica) —que no

6  Els arguments sén molt similars als que va utilitzar I'anterior SAP Barcelona, Secc. 1%, de
10 de marg de 2010, que va considerar que el termini aplicable a una accié de responsabilitat
civil extracontractual derivada d’uns fets que van tenir lloc a Catalunya era el d’'un any de
l'article 1968.2 CC. Un comentari critic als arguments utilitzats per I'AP es pot veure a:
Espiau Esp1au, Santiago, «Laplicacié de la regulacié de la prescripci6 establerta al Codi
Civil de Catalunya. Comentari a la senténcia de ’Audiéncia Provincial de Barcelona de
10 de marg de 2010», Revista Juridica de Catalunya, nim. 1-2011, p. 213-220.

7  Varesoldre l'aixecament de la suspensié dels articles del Llibre I objecte de recurs
d’inconstitucionalitat.

8 «[L]a aplicaci6n de los preceptos que nos ocupan alcanza, en los términos expuestos en
el FJ 4, al dmbito del Derecho Civil de Catalufia, dmbito en el que la existencia de una
regulacién material propia no puede considerarse de por si atentatoria contra el principio
de seguridad juridica».
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existeix—’ que havia de ser resolt d'acord amb l’art. 10.10 CC, que portaria
a l'aplicacié d'una tunica llei aplicable al contracte, la que regulés el seu
compliment, incompliment, aixi com la seva extincié i, en aquesta linia,
considera que reforca la idea de la unitat del dret aplicable al cas el fet que,
per exemple, l'article 12.1.d) del Reglament 593/2008, de 17 de juny de 2008,
sobre la llei aplicable a les obligacions contractuals (Roma I) determini que
la llei aplicable al contracte regeix també les formes d’extincié. El TSJCat va
revocar la SAP i va confirmar la SJPI:

«Larticle 10.10 no sera operatiu quan el Codi civil entri en la relacié juridica regulada
pel dret civil de Catalunya com a dret supletori en virtut del que estableix l'article
111.5 del mateix CCCat (...). No és justificable que davant d'una voluntat legislativa
de regulaci6é autdonoma i completa de la institucié de la prescripcié (llevat lleis
especials) s'opti per obviar I'aplicacié de la norma i acudir a una altra regulacié
vigent en el territori nacional pel sol fet que la institucié a la qual s’ha d’aplicar no
estigui directament regulada en el CCCat» (F]J. 6¢).

En canvi, va existir un conflicte de lleis per exemple en el cas resolt per
la STSJCat 22/2019, de 14 de marg, relatiu a una pretensié de reclamacié
d’honoraris derivats de part dels serveis d’arquitectura prestats per la
societat limitada professional demandant, Rokiski Arquitectos, amb
domicili a Castelld, a favor de la part demandada Rio Cenia, S.A, empresa
domiciliada a Alcanar. El contracte no preveia clausula de submissi6
expressa sobre la llei aplicable. La SAP Tarragona, Secc. 3* va considerar
aplicable el triennal de I'article 121-21.b) CCCat i va determinar com a dies
a quo, d’acord amb larticle 121-23.1 CCCat, la data en que, d’acord amb la
documentacié aportada per la demandant, aquesta va finalitzar la primera
part de l'encarreci coneixia 'import dels honoraris d’aquesta part. E1 TSJCat

9 En suposits domestics o merament interns, I'aplicacié del dret civil estatal, en el seu
cas, sera pel seu caracter supletori, perd no per efecte de I'aplicacié d'una norma de
conflicte. FONT SEGURA, Albert, «La utilitzaci6 del Dret internacional privat com a criteri
d’aplicabilitat del Dret civil catala a Catalunya», Revista Catalana de Dret Privat, vol. 15-1
(2015), p. 77-86, p. 81. En el mateix sentit: Esp1au Esp1au, Santiago, «Laplicaci6 del dret
supletori i la regulacié de la prescripcié en el Codi Civil de Catalunya» InDret 2/2013. Un
cop s’hagi determinat, per I'aplicacié de les normes de conflicte, quin és el dret aplicable a
la pretensid, aquest, incloent les normes sobre prescripcid, sera el que regulara integrament
la pretensié. NaAsARRE AZNAR, Sergio, L'abast de la prescripcid i de la caducitat del Codi Civil
de Catalunya. Estudi de la seva aplicacié a les normes estatals vigents a Catalunya, Centre
d’Estudis Juridics i Formacié Especialitzada, Generalitat de Catalunya, 2011, pp. 1-289,
pp. 371iss.
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va cassar la SAP i va retornar les actuacions, perqué I'AP no havia tingut
en compte l'element dextraterritorialitat de la relaci6 juridica i la necessitat
d’aplicar la norma de conflicte de I'article 10.5 CC que porta a I'aplicacié del
CC «amb les implicacions de tota mena que aixd comporta» (F]. 4rt).

Després de la STJCat 22/2011, el TSJCat ha establert jurisprudéncia
en torn a l'aplicaci6 del termini triennal de l'article 121-21 b) CCCat als
contractes d'obra amb aportacié de materials i de treballadors (SSTSJCat
36/2018, de 19 d’abril —relativa a la rehabilitacié d'un local de negoci—,
93/2016, de 14 de novembre o STJCat 54/2015, de 13 de juliol) —sobre una
instal-laci6 de canalitzacions d'aigua, gas, calefaccié i aire acondicionat—.
En el cas resolt per la STSJCat 93/2016, el contractista va reclamar al
comitent la contraprestacié derivada de la rehabilitacié d'un edifici amb
subministrament de materials. El JPI va desestimar la demanda. AP va
estimar el recurs de la part actora i va desestimar l'excepcié de prescripcié
per considerar aplicable el termini decennal de l'article 121-20 CCCat. El
TSJCatvaestimar el recurs de cassacié del demandativa considerar prescrita
l'accié en aplicacié de larticle 121-21.b CCCat: «no escau pressuposar que
el legislador va voler excloure de l'article 121-21.b CCCat, precisament,
els suposits més freqiients dexecucié d'obres com s6n aquells en que el
contractista subministra també el material (reparacions, rehabilitacions o
construccié de mobles o immobles) i els seus treballadors, per reduir-la
als comptats suposits en queé el contractista només posa directament la
seva feina. I si ens remuntem als antecedents historics, observarem que
quan el legislador catala va voler regular els termes curts de prescripcié
sempre va considerar inclosa en la prescripcié triennal el contracte d'obra
amb subministrament de material» (Amb referéncia al Projecte d’apéndix
del dret catala de 1930 i a I'Avantprojecte de Compilacié catalana de 1955)
—FJ.Se—.

Alld que es despren de la STSJCat 22/2011 és que l'aplicacié supletoria
del dret civil estatal no desplaca el dret civil catala en alldo que regula.” Es a
dir, no hi ha cap efecte expansiu a favor del dret civil estatal amb la finalitat
d’aconseguir una pretesa unitat de la regulacié que no esta justificada.

Una conseqiiéncia que, al meu parer, es deriva d’aquest raonament,
perd en el que la senténcia no hi entra, és que un cop determinat que el

10 En el mateix sentit, ABRIL CAMPOY, Joan Manel, «La prescripci6 en el dret civil de
Catalunya: la normativa catalana només és aplicable quan hi ha una regulacié6 propia de
la pretensié que prescriu?», InDret 2/2011, p. 26.
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dret aplicable a la pretensi6 és el dret civil catala, només hauria de resultar
aplicable el dret estatal en alld no regulat i, per tant, si una llei especial
civil conté regles especifiques de prescripcié aquestes no haurien de ser
aplicables supletoriamenta Catalunya, per molt especial que sigui la norma.
Perque fossin aplicables s’hauria d’acceptar primer que hi ha un buit legal
en el dret civil catala i aquest buit no existeix en matéria de prescripcié.
Cal subratllar que el principi despecialitat no regeix les relacions dret
autonomic —dret estatal, que s’han de regir pel principi de competéncia.”
Aquesta, pero, no és la tesi seguida en algunes senténcies: per exemple, el
TSJCat es basa en el principi d’especialitat en la STSJCat 77/2015, de 5 de
novembre, per tal de considerar aplicable el termini de dos anys previst per
l'article 18.1 de la Llei 38/1999, de 5 novembre, d’'Ordenacié de I’Edificacid,
a una pretensié de responsabilitat civil contra agents de l'edificacié per
defectes o vicis constructius (es tracta, indica el Tribunal, d'una «norma
de caire especial dictada per I'Estat i que regula la prescripcié en un
concret sector de la realitat social» (F]. 5¢)). Cal tenir en compte que la
disposicié final primera de la Llei 38/1999, quan recull 'article 149.1.8a CE
per a fonamentar la competéncia de I’Estat amb relaci6 a les mateéries civils
dels capitols 1111 i a les obligacions dels agents de l'edificié del capitol III,
afegeix «sin perjuicio de los derechos civiles, forales o especiales existentes
en determinadas Comunidades Auténomas». En canvi, quan recull aquest
precepte en relacié a les qiiestiones de responsabilitats i garanties, del
Capitol IV, no fa esment al dret civil de les Comunitats Autdnomes. També
es pot veure la SAP Girona, Secc. 13, 646/2022, de 15 de setembre (cartel de
camions) que estableix que «a los plazos generales establecidos en el CCCat,
hay que afiadir los regulados en leyes y disposiciones estatales especiales
que se ocupan de modalidades particulares de dicha responsabilidad [civil
extracontractual] estableciendo sus propios plazos de prescripcién» i,
a continuacid, llista tot un seguit de régims especials de responsabilitat

11 Aquesta posici6 la va defensar el professor Espiau amb relaci6 a les lleis de responsabilitat
civil extracontractual que preveuen terminis especials de prescripcié (Esp1au, Santiago,
«La aplicacién de la regulacién del Libro I...»: «el plazo general de prescripcién del art.
121-21.d) CCCat excluye los plazos excepcionales establecidos en las leyes especiales»
(p. 25). Segons el professor Lamarca: el termini de prescripci6 de tres anys del CCCat
substitueix el termini d’un any de I'article 1968.2 CC, perd «no afecta els terminis especials
de prescripcié» (LAMARCA 1 MARQUES, Albert, «Comentari a l'article 121-21 CCCat» a:
LaMARCA 1 MARQuEs, Albert; VAQUER Aroy, Antoni (Eds.), Comentari al llibre primer del
Codi civil de Catalunya. Disposicions preliminars. Prescripcid i caducitat, Atelier, Barcelona,
p. 523-573, p. 558).
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previstos en normes civils i mercantils, sense tenir en compte la distribucié
competencial Estat-CC.AA.

b) La determinacié d'una possible llacuna legal
en mateéria de prescripcié: la interrupcié de la
prescripci6é davant d'un dels deutors solidaris

Un problema addicional de l'aplicacié supletoria del dret estatal a
Catalunya es presenta quan és discutible si la regulacié catalana sobre
prescripcié presenta una llacuna legal, dubte interpretatiu que s’ha donat
a la STSJCat 77/2015, de 5 novembre, amb relacié a si la interrupcié de la
prescripcié davant d'un dels deutors solidaris perjudica a la resta, a la vista
de l'article 121-12.a), segon CCCat, segons el qual perque la interrupcié sigui
eficag, en cas d'exercici dela pretensid, 'acte s’ha d’efectuar davant el subjecte
passiu de la pretensié. En el cas resolt per la citada senteéncia, la propietaria
d’'un immoble va reclamar la responsabilitat civil de diversos agents de la
construcci6 pels danys materials en I'immoble derivats de diversos episodis
dentrada d’aigua cada cop que es produien pluges significatives. Un dels
demandats condemnats per la SJPI, 'arquitecte técnic, va interposar recurs
d’apel -lacié al-legant que l'accié s’havia de considerar prescrita perque els
actes dexercici extrajudicial de la pretensié no s’havien dirigit contra ell.
La SAP Tarragona (Secc. 3%) 356/2014, de 30 d'octubre, va estimar el recurs
d’acord amb larticle 121-12.b) CCCat i va descartar l'aplicaci6 de l'article
1974 CC amb base a que «és perfectamente factible que la diferencia entre
una y otra normativa se hiciere de manera intencionada», és a dir, que no
es tractaria d'un «silenci accidental», siné d'una omissié intencionada del
legislador (abans ja ho havia defensat SAP Barcelona, Secc. 163, de 20 de
novembre de 2012 i després va seguir el criteri la mateixa secci6 de 'AP de
Tarragona a la Senteéncia 345/2015, de 10 de desembre). La part actora va
interposar recurs de cassacié que va ser desestimat pel TSJCat. Sobre el
motiu consistent en que s’havia infringit l'article 121-12 CCCat, el TSJCat
va argumentar d’acord amb la jurisprudencia del TS que la responsabilitat
dels agents de la construccid, diferents al promotor, és una responsabilitat
solidaria impropia i que la comunicacié de l'efecte interruptiu de article
1974 CC només s’aplica a la solidaritat propia i, per tant, com en el cas no es
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realitza el suposit de l'article 1974 CC no va analitzar si existeix una llacuna
legal en el CCCat que habilita a 'aplicacié supletoria del CC."

¢) Grup de casos seleccionat: les pretensions de
responsabilitat civil derivades d'infraccions del Dret
de la Competéncia basades en I'article 1902 CC

Malgrat la claredat de la doctrina expressada en la STSJCat 22/2011, les

Audiéncies Provincials han continuat aplicant el termini de prescripcié
anual de l'article 1968.2 CC a les pretensions de responsabilitat civil
extracontractual consecutives a decisions sancionadores de les autoritats
de defensa de la competeéncia (accions follow on), quan el fonament de
la pretensi6 era l'article 1902 CC. La qiiestié s’ha plantejat amb relacié
als assumptes dels cartels de camions® i de l'euribor'* en el context de

12

13

14

A favor d’interpretar que l'article 121-12 CCCat preveu una interrupcié limitada als subjectes
actius i passius implicats en la relacié juridica, ANDERsON, Miriam, «La relativitat de la
pretensi6 i la legitimacié per a fer valer la prescripcié (art. 121-5 CCCat), amb especial
referéncia a la fianga i a la solidaritat passiva», Revista Catalana de Dret Privat, Vol. 7, 2007,
p- 9-48, p. 39; i Espiau Espiau, Santiago, «Comentari a l'article 121-12 CCCat», a LAMARCA
1 MarQuis, Albert; VAQUER Aroy, Antoni (Eds.), Comentari al llibre primer del Codi civil
de Catalunya. Disposicions preliminars. Prescripcid i caducitat, Atelier, Barcelona, 2012,
p- 476-483, p. 481. El professor Espiau planteja l'aplicacié supletoria del CC en quant a la
solidaritat i posa en dubte la competéncia de la Generalitat per a regular aquesta materia
(p- 481). Francisco RivEro HERNANDEZ considera encertada 'opcié del legislador de no
regular la interrupcié de la prescripcié de pretensions en les obligacions solidaries i
demes supdsits i interpreta que el legislador catala ha remes la qiiestié a I'ambit d’aquestes
relacions juridiques i a la interpretacié de les seves normes en el Codi Civil i que, per
ara, sera aquest el régim juridic en dret catala («Primera valoracién de la regulacién de
la prescripcién y la caducidad en el Cédigo Civil de Catalufia», Revista Critica de Derecho
Inmobiliario, nam. 678, 2003, pp. 2099-2167, p. 2128 i 2129).

Per decisi6 de 19 de juliol de 2016 la Comissié europea va declarar que els principals
fabricants de camions, entre d’altres PACCAR Inc, D.A.F. Truck N.V., AB Volvo, Renault
Truck SAS o Scania AB, entre d’altres, van cometre, entre els anys 1997 i 2011, una infraccié
de l'article 101 del TFUE per fixaci6 de preus. En la data de la decisid, es va publicar un
comunicat de premsa sobre la mateixa. La publicacié del resum de la decisié en el DOUE
és de data 6 d’abril de 2017 (DO C 108, 6.4.2017, p. 6-8).

Per decisi6 de 4 de desembre de 2013 la Comissi6é europea va declarar amb relaci6 a
Deutsche Bank i altres empreses que havien fixat els preus sobre el tipus d’intereés
relacionats amb 'euribor en préstecs hipotecaris i el 30 de juny de 2017 es va publicar la
decisi6 de transacci6 de la Comissi6é al DOUE (DO C 206, 60.6.2017, p. 17-20).
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pretensions per infraccions comeses amb anterioritat a la implementacié
de la Directiva 2014/104/UE" pel RD-L 9/2017, de 26 de maig, que reforma la
Llei 15/2007, de 3 de juliol, de Defensa de la Competencia, pero exercitades
amb posterioritat.

La nova regulacié estableix un termini de prescripcié de cinc anys (art.
74.1) i un régim especial de compensacié de danys. Larticle 3 del RD-L
9/2017 pel qual es reforma la Llei de Defensa de la Competeéncia es dicta,
d’acord amb la Disposici6 final tercera del RD-L 9/2017, en virtut de l'article
149.1.13a CE, que atribueix a I’Estat la competéncia exclusiva de Bases i
coordinacié de la planificacié general de l'activitat economica. Per tant,
quant a les pretensions nascudes amb posterioritat a 'entrada en vigor de
la nova regulacié, entenc que no hi ha dubte que estem davant d'un suposit
daplicacié directa a Catalunya del termini de prescripcié quinquennal
que desplaca al termini triennal del CCCat aplicable a les pretensions de
responsabilitat civil extracontractual.

Amb anterioritat a aquesta reforma, la pretensié de danys i perjudicis
per infracci6 del Dret de la competéncia es fonamentava en 'article 1902
CC i, per tant, tampoc havia de plantejar dubtes que el termini triennal
de larticle 121-21.d) CCCat era l'aplicable a Catalunya, d’acord amb la
doctrina del TSJCat. No obstant aixd, un nombre important de senténcies
d’Audiéncies Provincials continuen considerant aplicable el termini anual
de l'article 1968.2 CC.

En la major part dels casos analitzats es planteja un problema d’aplicacié
transitoria del nou termini de prescripcié de cinc anys previst per la Llei
de Defensa de la Competéncia. D’acord amb la jurisprudéncia del TJUE
(STSJUE de 22 de juny de 2022, C-267/2020, Volvo AB, DAF Trucks NV i
RM —cartel de camions— i Interlocutoria de 6 de marg de 2023, assumptes
acumulats C-198/22 i C-199/22, QJ, IP i Deutsche Bank AG —cartel de
l'euribor)'® 'ambit d’aplicacié temporal del termini especial de prescripcié
de cinc anys, previst per 'article 10 de la Directiva 2014/104/UE, inclou les
pretensions per infraccions comeses amb anterioritat a 'entrada en vigor

15 Del Parlament Europeu i del Consell, de 26 de novembre de 2014, relativa a determinades
normes per les quals es regeixen les accions per danys en virtut del Dret nacional, per
infraccions del Dret de la competeéncia dels Estats membres i de la Unié Europea.

16 Per decisié de 4 de desembre de 2013 la Comissié europea va declarar amb relacié a
Deutsche Bank i altres empreses que havien fixat els preus sobre el tipus d’interes
relacionats amb l'euribor en préstecs hipotecaris i el 30 de juny de 2017, es va publicar la
decisi6 de transacci6 de la Comissi6é al DOUE (DO C 206, 60.6.2017, p. 17-20).
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de la Directiva pero exercides amb posterioritat a 'entrada en vigor del dret
nacional que la va transposar, si el termini de prescripcié aplicable d’acord
amb la regulacié anterior no s’hagués esgotat abans que la Directiva hagués
estat transposada pel dret espanyol.” El TJUE també s’ha pronunciat sobre
el dies a quo del termini de prescripcié indicant que l'article 101 TFUE i el
principi defectivitat del dret comunitari no s'oposa a una interpretacié del
dret nacional que situi el dies a quo en la data de la publicacié en el DOUE
del resum de la decisi6 definitiva de la Comissi6 que declara la infraccié.”

En la jurisprudéncia menor de les Audiéncies Provincials consultada,
només '’AP de Girona aplica correctament la doctrina del TS]Cat:

La SAP, Ple, Lleida, 3 de maig de 2022, que resol una accié relacionada
amb el cartel de camions, considera aplicable el termini anual del CC, perqué
«larticle 1968.2 CC (Derecho comun al que remite el art. 943 CCom ...), al
tratarse de la prescripcién de una modalidad de accién de responsabilidad civil
en un dmbito del Derecho que queda fuera de las competencias autonémicas,
puesto que conforme al art. 149.1, 6* CE (...) el Estado tiene competencia
exclusiva en legislacién mercantil». En el mateix sentit es pronuncien, també
sobre el cartel de camions, les SSAP Lleida, Secc. 22, 142/2023, de 6 de febrer
(particulars c. Man Truck & Bus, AG); 122/2023, de 2 de febrer (Bernardo
Garros S.L., Luis Pablo c. Daf Trucks NV); i les SSJPI ntim. 6 Lleida, 36/2023,
de 23 de febrer (Aridos Seva, S.L. c. Iveco et al.); 31/2023, de 13 de febrer (Roma
Infraestructrures i Serveis, S.A.U. c. Man Truck & Bus, Renault Trucks SAS);
21/2023, de 1 de febrer (perjudicats c. Renault Trucks SAS); 18/2023, de 21 de

17 «En el dmbito de aplicacién ratione temporis de una directiva solo pueden incluirse, por
regla general, las situaciones juridicas consolidadas con posterioridad a la expiracién del
plazo de transposicién de esta al Derecho interno (auto de 16 de mayo de 2019, Luminor
Bank, C-8/18, no publicado, EU:C:2019:429, apartado 32 y jurisprudencia citada). Tal es a
fortiori el caso de las situaciones juridicas nacidas bajo la vigencia de la norma anterior
que contindan surtiendo sus efectos con posterioridad a la entrada en vigor de los actos
nacionales adoptados para la transposicién de una directiva después de que hubiera
expirado el plazo de transposicién de esta» (Cons. 33 i 34).

18 Perque és el moment en que raonablement la persona perjudicada —sigui un professional
o un consumidor (Cons. 51 Interlocutoria)— hauria d’haver tingut coneixement dels
elements indispensables que li permeten exercir la seva accié per danys sense perjudici
de queé el tribunal nacional pugui valorar que el perjudicat en tenia coneixement abans.
Segons el TJUE, aquest moment és preferible al de la data de publicacié del comunicat
de premsa de la decisié declarativa de la infraccié, perqué aquest tltim conté informacié
menys detallada, aquests comunicats no estan destinats a produir efectes juridic enfront
de tercers i no es publiquen necessariament en totes les llengiies oficials de la UE (Cons.
67,681 69 STJUE de 22 de juny de 2022).
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gener (Materiales Farreny, S.L. c. Renault Trucks; 256/2022, de 30 de desembre
(Turrons i Mel Alemany S.L. c. IVECO); 230/2022, de 18 de novembre®
(Transports i Excavacions Teixidd, S.A. c. Daimler), entre d’altres.

Cal advertir que la SAP, Ple, Lleida, 3 de maig de 2022, considera
aplicables els mateixos criteris que porten a la preferéncia dels terminis de
prescripcié especial del TR LRCACVM (i que ja havia aplicat en resolucions
prévies —SSAP Lleida 541/2015, de 23 de desembre de 2016, i 791/2020,
de 4 de maig de 2022—), sense tenir en compte que en el supdsit de
responsabilitat civil per infraccié del dret de la competéncia la llei sectorial
no establia abans de la implementacié de la Directiva 2014/104/UE un
termini especial, perd a més tampoc no s’entén per queé resulta aplicable
larticle 943 CCom [«Las acciones que en virtud de este Cédigo no tengan un
plazo determinado para deducirse en juicio se regirdn por las disposiciones
del derecho comun»|, quan la compensacié dels danys per infraccié del
dret de la competencia s’havia fonamentat en l’article 1902 CC.%?°

Les SSAP Barcelona i Tarragona consultades no es plantegen l'aplicacié
del dret civil catala i les decisions giren en torn a la qiiestié sobre si és
aplicable a infraccions comeses i conegudes pel perjudicat abans de l'entrada
en vigor de la norma estatal el termini especial de cinc anys o el termini
anual de l'art. 1968.2 CC (SAP Barcelona, Sec. 15a, 1279/2022, de 28 de

19 Quant al'aplicacié retroactiva del termini quinquennal, considera que el moment de referéncia
per considerar sil'accié havia prescrit d’acord amb la regulacié anterior no és la data maxima
de transposicié de la Directiva, sin6 la data de transposici6 efectiva per part del dret nacional.
Altrament, defensa el Jutjat, la falta de transposicié generaria efectes directes horitzontals entre
particulars, resultat contrari a la jurisprudeéncia del TJUE (FJ. 2.4.3.2). Aquesta adverténcia
també es despren de la STJUE de 22 de juny de 2022: «En este contexto ha de recordarse
que, segun reiterada jurisprudencia, una directiva no puede, por si sola, crear obligaciones
a cargo de un particular y, por consiguiente, no puede ser invocada como tal en su contra.
En efecto, ampliar la invocabilidad de una disposicién de una directiva no transpuesta, o
transpuesta de manera incorrecta, al &mbito de las relaciones entre los particulares equivaldria
areconocer a la Unién la facultad de establecer con efectos inmediatos obligaciones a cargo
de los particulares (...) En cualquier caso, habida cuenta de que transcurrieron menos de doce
meses entre la fecha de la publicacién del resumen de la Decisién C(2016) 4673 final en el
Diario Oficial de la Uni6én Europea y el ejercicio, por parte de RM, de la accién por dafios, no
parece, sin perjuicio de que ello sea verificado por el tribunal remitente, que tal accién por
dafios estuviera prescrita en el momento en el que fue ejercitada» (Cons. 76 1 78).

20 De fet, I'anterior article 13 de la Llei 16/1989, de 17 de juliol, de Defensa de la Competéncia,
preveia: «El régimen sustantivo y procesal de la accién de resarcimiento de dafios y
perjuicios es el previsto en las leyes Civiles». El possible caracter contractual del dany va
quedar descartat a la STS, 12, 8.6.2012 (cas Acor).
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juliol, dictada en I'assumpte del cartel de l'euribor, particulars c. Deutsche
Bank; i segueixen el criteri, entre d’altres, les SSAP Barcelona 1740/2022,
de 13 de desembre i 38/2023, de 19 de gener —cartel dels camions); en el
mateix sentit, SAP Tarragona, Secc. 12, 883/2022, de 14 de desembre.

Ignoren també I'aplicaci6 del dret civil catald en mateéria de prescripcié
senténcies recents del Jutjat Mercantil de Barcelona ndm. 10, les quals
consideren aplicable el termini de I'any de l'article 1968.2 CC a comptar
des de la publicacié del resum de la decisié de la Comissié perque «no
hay plazos de prescripcién de cinco afios para acciones de dafios cuya
prescricién empez6 a correr antes del 28 de mayo de 2017», en virtut de
'aplicacié analogica de l'article 1939 CC? i per evitar la prohibida aplicacié
d'un efecte directe horitzontal de la Directiva [SS] Merc. Barcelona, num.
10, 419/2022, de 2 de setembre i multiples posteriors [entre les més recents,
8/2023, de 28 de febrer, (particulars c. Man Trucks & Bus SAU); 838/2022,
de 12 de desembre (Transports Bernadet S.A. c. Volvo i Renault Truck
SAS); 784/2022, de 11 de novembre (particular c. Iveco); 777/2022, de 4 de
novembre (particular c. Volvo Group Espafia S.A.U., Renault Truck SAS);
727/2022, de 25 d'octubre (TP Porqueres, S.L. c. AB Volvo / Renault)].

A favor de l'aplicacié del termini triennal del CCCat, es va pronunciar
en canvi la SAP Girona 646/2022, de 15 de setembre (particular c. AB Volvo
/ Renault) sota I'argument encertat: «Por lo tanto, con anterioridad al
Real Decreto Ley 9/2017 de 26 de mayo no existia un plazo especial para
reclamr una indmenizacién de dafios y perjuicios por los dafios causados
por infraccién del derecho de la comptencia, por lo que se aplicaria el plazo
general del Cédigo civil cataldn, si el perjuicio se produce dentro del dmbito
terriotorial de Catalufia». Abans de la STJUE, també es va pronunciar a
favor del termini triennal la SAP Girona, Secc. 13, 221/2022, de 9 de marg,
amb cita de jurisprudencia del TSJCat.?2 Les Senténcies del Jutjat Mercantil

21 «La prescripcién comenzada antes de la publicacién de este Cédigo se regird por las leyes
anteriores al mismo; pero si desde que fuere puesto en observancia transcurriese todo el
tiempo en él exigido para la prescripcién, surtird ésta su efecto, aunque por dichas leyes
anteriores se requiriese mayor lapso de tiempo».

22 Les ultimes senténcies no es pronuncien sobre el termini de prescripci6 aplicable vigent
la regulaci6 anterior a la transposicié de la Directiva perque consideren que en tot cas el
termini d’'un any no havia transcorregut (SSAP Girona, Secc. 13, 200, 203/2023, de 28 de
febrer; 910/2022, de 20 de desembre, entre d’altres).
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num.1de Girona (1/2023;2/2023, 3/201314/2023, de 12 de gener),” dictades
amb relacié al cartel de camions, tot i que no es plantegen 'aplicacié del
termini especial quinquennal d’acord amb la jurisprudéncia del TJUE,
desestimen l'excepcié de prescripcié al-legada pel demandat relativa a
l'aplicaci6 del termini de prescripci6 anual del CC, perque consideren que
el termini triennal del CCCat substitueix al del CC quant a les pretensions
de responsabilitat civil extracontractual derivades de relacions juridiques
que han tingut lloc a Catalunya.

«El plazo de tres afios se aplica a todas las pretensiones que derivan de responsabilidad
extracontractual, con fundamento en el articulo 1902 del Cédigo Civil o a la legislacién
sectorial que corresponda, y sustituye el de un afio del articulo 1968.2 del Cédigo
Civil a todos los efectos en Catalufia» i, amb cita de la Sentencia del Jutjat Mercantil
de Lleida 36/2021: «Lo primero que hay que resolver es la aplicacién del derecho
civil propio de Catalunya, que tiene eficacia territorial (art. 111-3 del Codi Civil de
Catalunya) y por tanto, salvo que sea una excepcion, es aplicable a todas las relaciones
juridicas que se hayan realizado en el dmbito territorial de la Comunidad».

2.2. Aplicacié directa del dret estatal

Pot succeir que la materia vinculada a la pretensié no s’incardini
exclusivament en la competéncia autonomica en materia civil, perque es
tracti de materies civils reservades exclusivament a I'Estat (art. 149.1.8a CE).
També pot succeir que la pretensié estigui vinculada a materies no civils
sobre les que I'Estat té una competéncia exclusiva (per exemple, en mateéria
de legislaci6 laboral ex art. 149.1.7a CE o mercantil ex art. 149.1.6a CE). La
competencia exclusiva de I'Estat pot, a més, ser de caracter transversal, com
la relativa a les bases i coordinacié de la planificacié general de lactivitat
economica ex art. 149.1.13a CE, o pot recaure sobre la legislacié basica d'una
matéria, com és el cas de la regulacié de les bases del regim juridic de les
Administracions publiques i del procediment administratiu comu ex art.

23 Es desprén de la SJMerc 372/2022, de 21 de novembre, que, d’acord amb la STJUE de
22 de juny de 2022, ja s’apliqués el termini triennal o anual, no s’hauria esgotat abans
de que expirés el termini de transposicié de la Directiva i, per tant, considera aplicable
retroactivament el termini especial de cinc anys.
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149.1.18a CE.** Certament, quan la legislaci6 estatal afecta a materies civils
i no civils, 'Estat hauria d’especificar els diferents titols competencials en
virtut dels quals es dicta cadascuna de les disposicions, amb excepcié de les
competencies exclusives de caracter transversal, pero si no ho fa i exerceix
només el titol competencial de I'Estat, entenc que les disposicions sobre
prescripcié que contingui la norma estatal, malgrat la seva naturalesa civil,
també seran d’aplicacié directa a Catalunya,® sense perjudici de les qgiiestions
o recursos d’inconstitucionalitat que es puguin presentar contra la norma.

Quant a la materia civil, el preambul de la Llei 29/2002, de 30 de
desembre, per la qual s’aprova la primera llei del Codi Civil de Catalunya,
estableix com a excepcié a la preferéncia del dret civil de Catalunya els
suposits en queé siguin d’aplicacié directament normes de caracter general:
«Larticle 111-5 es refereix tant al caracter preferent de les disposicions
del dret civil de Catalunya, llevat dels suposits en queé siguin directament
aplicables normes de caracter general». Lexpressié «normes de caracter
general» s’ha d’entendre referida a les normes civils estatals sobre aquelles
materies derivades de l'article 149.1.8 CE sobre les quals el Parlament de
Catalunya no pot legislar.2

24 Larticle 81.1 de la Llei 26/2010, del 3 d’agost, de régim juridic i de procediment de les
administracions publiques de Catalunya, reconeix el dret dels ciutadans a é